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POR UN MÉXICO SOCIAL: 
CONTRA LA DESIGUALDAD
Rolando Cordera Campos*
A MANERA DE PRESENTACIÓN
El volumen que el lector tiene en sus manos recoge un conjunto de 
textos que, en su versión preliminar, perfilaron los temas y la pro-
blemática abordados en el encuentro realizado en octubre de 2014. 
Este foro, convocado para seguir tejiendo las grandes coordenadas 
abiertas a lo largo de ya siete encuentros, que hemos convenido 
en nombrar “Diálogo por un México social”, es realizado bajo los 
auspicios de la Facultad de Economía de la UNAM, su asociación de 
ex alumnos y el Programa Universitario de Estudios del Desarrollo.
En el encuentro,1 los profesores Richard Wilkinson y Kate Pic-
kett, autores de la formidable investigación Desigualdad: un análisis 
de la infelicidad colectiva (Turner, Madrid, 2009), aseguraron que 
la desigualdad es un fenómeno que atenta contra la salud de las 
sociedades y de las personas mismas. Los académicos no dudan en 
calificar a la desigualdad como una epidemia social; como un ene-
migo que está en y entre las sociedades corrompiendo y corroyendo 
sus cimientos. 
Sus estudios les permiten señalar que en sociedades donde hay 
mayor igualdad se registran grados importantes de cohesión social y 
las reducciones en los índices de violencia son significativos. Dicho 
* Profesor Emérito de la Facultad de Economía de la UNAM. Coordinador del 
Programa Universitario de Estudios del Desarrollo, UNAM.
1 Es posible ver los videos de las mesas del evento en la página del Programa 




de otra manera, en los países igualitarios las sociedades promueven 
sostenidamente las mejoras en la calidad de vida.
En su opinión la posibilidad de ir cerrando las brechas de la 
desigualdad, el mayor desafío de la actualidad a decir del presiden-
te Barack Obama, tiene que ver con una nueva conciencia política 
que ayude a crear un entendimiento de que el bienestar no está 
relacionado solamente con la resolución de los problemas de las 
personas pobres. De ser así, la complejidad del asunto se pierde de 
vista y, lo que empieza a ocupar el centro de las políticas es la puesta 
en práctica de medidas un tanto dispersas. Por esto, señalaron, es 
indispensable que la desigualdad sea considerada como la variable 
definitiva para explicar los problemas sociales.
Entre algunas de sus propuestas están aplicar impuestos redis-
tributivos, invertir en “bienes” sociales, promover la apropiación 
por parte de los productores de su fuente de ingresos, como las 
cooperativas o los sindicatos, así como incentivar nuevas formas de 
producción relacionadas con la creatividad y la tecnología. Toda 
una plataforma de economía política articulada por el objetivo de 
abatir la desigualdad.
 Éstos y otros temas son planteados desde diversos miradores 
por quienes escriben en este volumen: Jorge Eduardo Navarrete; 
Cassio Luiselli; Juan Carlos Moreno-Brid; Fernando Cortés; Delfi-
no Vargas; Ricardo Aparicio; Alfredo Bustos; Sara Ochoa; Citlalli 
Hernández; Iliana Yaschine; Alexander Schejtman; Gustavo Gor-
dillo; Olac Fuentes Molinar; Eduardo Backhoff; José Narro Robles; 
Rolando Cordera Campos y José Woldenberg quienes abordaron 
la desigualdad: desde la perspectiva de la crisis global, su expre-
sión territorial y principales tendencias de la globalización hasta la 
marginación, la alimentación, el campo mexicano, la educación, la 
política y el poder.
Los autores coinciden en que hablar de un México social sig-
nifica pensar en un país libre del hambre, de la indigencia y la des-
protección. También, y fundamentalmente, es referirse a un Méxi-
presentación
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co que module y aminore la inicua desigualdad económica, social, 
cultural, racial que hoy marca nuestra nación y que amenaza a la 
democracia y al desarrollo. 
Un México social lo es sólo si está libre de miedo; del desaso-
siego que hoy es alimentado por una galopante y explosiva ola de 
inseguridad que cubre nuestro territorio físico y mental. Por ello 
insistir en tener un país libre de violencia criminal debe seguir sien-
do una exigencia a muchas voces. Reiteración que cobra relevancia 
fundamental tras la desaparición de los 43 estudiantes de la Escuela 
Normal Rural de Ayotzinapa, Guerrero.
Después de Iguala, nada será igual; como sociedad necesitamos 
alcanzar un gran compromiso nacional con los derechos humanos y 
en contra de la indiferencia. Un gran pacto social que nos permita 
llevar adelante una serie de profundas reformas tanto de la orga-
nización social como en el funcionamiento de la economía y, de 
manera particular, en la marcha del Estado nacional.
En el camino hacia un México social no hay recetas ni manua-
les. Hacer este camino, implica una revisión profunda de prácticas, 
de políticas públicas realizadas u omitidas; de formas de ser y hacer. 
Valgan estas líneas para una vez más invitar al lector a construir un 
México social, contra la desigualdad y la indiferencia. Una sociedad 
democrática, plural; una que se compromete abiertamente con el 
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LA DESIGUALDAD.  
CRECIENTE PREOCUPACIÓN GLOBAL
Jorge Eduardo Navarrete*
   
Como es ya evidente, incluso desde una revisión superficial de la li-
teratura reciente sobre el comportamiento y la perspectiva de la eco-
nomía mundial —ambos afectados aún por una gran recesión que 
se niega a ceder y mantiene un crecimiento reptante y muy elevados 
niveles de desocupación—, la desigualdad, en sus manifestaciones 
muy variadas, es tema central del debate de política económica, tras 
haber sido relegada y prácticamente olvidada durante los últimos 
cuatro o cinco decenios. Se la miraba, en todo caso, como una exter-
nalidad negativa, que no reclamaba acciones específicas.
En la introducción del Global Monitoring Report 2014, docu-
mento conjunto del Fondo Monetario Internacional y el Banco 
Mundial, presentado en las asambleas anuales de estos organismos, 
ambos subrayaron, con diverso énfasis, la centralidad de la desigual-
dad en sus enfoques de política.
“El fMI ha destacado las implicaciones adversas de los crecien-
tes niveles de desigualdad para las perspectivas de crecimiento 
económico y ha subrayado la necesidad de respuestas de política 
orientadas de manera adecuada.”
“Desde abril del año pasado, el grupo del Banco Mundial adop-
tó dos objetivos para guiar sus trabajos: eliminar la pobreza extre-
ma hacia 2030 y promover la prosperidad compartida del 40% más 
pobre del mundo en desarrollo.”
Antes de las asambleas, hablando en una institución académica 
en Washington, el presidente del Banco Mundial, Jim Yong Kim, 
* Programa Universitario de Estudios del Desarrollo, UNAM.
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fue un tanto más enfático y directo: “Por primera vez en su historia, 
el grupo del Banco Mundial ha establecido como objetivo específi-
co la reducción de la desigualdad global.”
Podría pensarse que ya era tiempo: el Banco alcanza ahora su 
septuagésimo aniversario. Además, quizá también por primera vez 
un presidente de esta institución apoyó su argumentación en un 
documento de Oxfam International, en el que se señala que:
  …la riqueza combinada de las 85 personas más ricas del mundo alcan-
za un monto equivalente a la que corresponde a 3 600 millones de las 
más pobres. [Eso significa que] un grupo mucho menor que el número 
de personas presentes en este auditorio posee mayor riqueza que la 
mitad de los habitantes del planeta.
Otras dos organizaciones internacionales, cuyos trabajos suelen 
apuntar hacia opciones diferentes de política económica, la OCDE 
y la UNCTAD, han subrayado en estudios recientes la necesidad 
de emprender políticas activas que combatan la creciente des-
igualdad.  
En estos trabajos el énfasis se coloca más en la magnitud y evo-
lución de la desigualdad en el ingreso que en la desigualdad en la 
acumulación de riqueza y de riqueza acumulada, ya que la primera 
es relativamente más sencilla de medir y de abordar.
La OCDE publicó un estudio (2014) en el que se señala que:
 La desigualdad de ingresos en los países de la OCDE se encuentra ahora 
en su nivel más alto en el último medio siglo. En el conjunto de la 
Organización, el ingreso promedio del 10% más rico de la población 
equivale a alrededor de 9 y media veces el que corresponde al 10%  más 
pobre. Hace 25 años esa relación era de sólo siete veces […] Detener 
la tendencia hacia una desigualdad creciente se ha convertido en una 
prioridad para los formuladores de política en gran número de países.
  […] es claro que la distribución del ingreso en la población del 
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planeta es en extremo desigual: se estima que el ingreso medio 
del 5% más rico es cerca de 200 veces mayor que el del 10% más po-
bre… [Con la crisis, se reveló] la fuerte asociación entre creciente des-
igualdad, expansión de los mercados financieros desregulados y ame-
nazas a la seguridad económica y social derivadas de shocks y crisis. La 
desigualdad, la inestabilidad y la falta de cohesión se han convertido 
en factores que se refuerzan entre sí de la globalización regida por las 
finanzas.
Por su parte, la UNCTAD, en un documento que data de 2013, señala 
que: 
A escala nacional, quizá la entidad que más ha destacado la po-
sición central de la desigualdad en el actual debate de política eco-
nómica sea la Junta de la Reserva Federal de los Estados Unidos, 
bajo la presidencia de Janet Yellen. 
A mediados de octubre se celebró en Boston la Conferencia 
sobre Oportunidades Económicas y Desigualdad, la primera que 
la Junta de la Reserva Federal organiza con esta temática. La inter-
vención principal estuvo a cargo de la propia presidenta de la Junta. 
Es interesante repasar unos cuantos fragmentos de esa importante 
declaración, cuyo texto, así como los de otras intervenciones en la 
conferencia, están disponibles en el portal del Banco de la Reserva 
Federal de Boston.
•	 La desigual distribución del ingreso y la riqueza en los Estados 
Unidos se ha ampliado casi constantemente durante varias dé-
cadas y en mayor medida que en otros países avanzados.
•	 Las últimas décadas han presenciado el más sostenido aumen-
to de la desigualdad desde el siglo XIX, tras cuarenta años de 
reducción de la desigualdad después de la gran depresión.
•	 Esta tendencia puede resumirse en la acumulación de grandes 
aumentos del ingreso y la riqueza para quienes ocupan la cima de 
la escala y en estancamiento de los niveles de vida de la mayoría.
JORGE EDUARDO NAVARRETE
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•	 La llamada “curva de Great Gatsby” muestra que, sobre todo 
en las economías avanzadas, la creciente desigualdad está aso-
ciada con una movilidad intergeneracional disminuida.
El mayor reconocimiento de la centralidad de la desigualdad en el de-
bate sobre política económica en los documentos de los organismos 
financieros internacionales aún no se corresponde con una modifi-
cación correlativa de las más amplias recomendaciones de política.
fMI / World Economic Outlook, octubre de 2014
•	 Elevar el crecimiento real y potencial debe seguir siendo la prioridad mayor.
•	 Es prioritario evitar la prematura normalización de la política monetaria.
•	 Ritmo y contenido del ajuste fiscal en apoyo de recuperación y crecimiento.
•	 Mayor inversión en infraestructura, en economías avanzadas con inversión pú-
blica eficiente, para impulsar la demanda y elevar el potencial productivo.
•	 Las reformas estructurales son esenciales para elevar el producto potencial.
•	 En mercados emergentes, el espacio para políticas a favor del crecimiento es 
variable, pero limitado en las que sufren vulnerabilidades externas.
•	 Hay necesidad urgente de reformas estructurales específicas por país, que refuer-
cen el potencial de crecimiento o hagan más sostenible el desarrollo.
El mayor énfasis en la recuperación y el crecimiento y la ausencia de 
referencias, antes realmente rituales, a la preservación de la estabi-
lidad representa un avance sobre el enfoque usual de las recomen-
daciones de política del Fondo hasta, por lo menos, el año 2012.
Adviértase, sin embargo, la continuada referencia a las reformas 
estructurales tradicionales, aunque ahora se admite que deben ade-
cuarse a las condiciones específicas de cada país.
También se habla de inversión pública en infraestructura, pero 
de preferencia en aquellos países desarrollados que pueden reali-
zarla de manera eficiente.
Por su parte, el Banco Mundial (2014) presenta lineamientos 
generales de política económica diferenciados para las economías 
avanzadas y las emergentes y en desarrollo, para enfrentar una co-
LA DESIGUALDAD. CRECIENTE PREOCUPACIÓN GLOBAL
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yuntura global caracterizada por la presencia y agudización de fac-
tores recesionistas, mayor número de incertidumbres geopolíticas, 
riesgo de pandemias e, incluso, “una posible corrección de los mer-
cados financieros”.
Los lineamientos de política recomendados son los siguientes:
Para las economías avanzadas Para las emergentes y en desarrollo
Enfrentar la creciente desigualdad. Cada 
punto de aumento del Gini abate el alza 
del PIBpc en circa 0.2 puntos.
Las políticas necesarias abarcan:
•	 Inversión continua en capital hu-
mano
•	 Mercados laborales y seguridad so-
cial más incluyentes
•	 Incorporar criterios distributivos 
en las acciones de protección am-
biental
Enfrentar la creciente desigualdad. 
Cada punto de aumento del Gini abate 
el alza del PIBpc en circa 0.14 puntos.
Las políticas necesarias abarcan:
•	 Más temprana y sostenida inver-
sión en la educación de los jóvenes
•	 Mejorar las redes de seguridad so-
cial
•	 Énfasis en políticas de crecimiento 
verde
•	 Mayor oportunidad y calidad de la 
información para definir políticas
  
En la Conferencia organizada por el Banco de la Reserva Federal 
Janet Yellen, más que plantear recomendaciones específicas de po-
lítica ante la desigualdad, se refirió —dijo— al lado positivo, a las 
acciones para incrementar las oportunidades y asegurarse de que 
éstas alcancen a todos.  
Identificó cuatro “puntos de apoyo” para las palancas que pue-
den estandarizar las oportunidades y, por esta vía, combatir la des-
igualdad.
También se ha prestado mayor atención en los años recientes a 
fenómenos de creciente desigualdad dentro de determinados mer-
cados. Tal es el caso, en primer término, del mercado laboral —par-
ticularmente afectado por la crisis en los últimos seis años.
La Organización Internacional del Trabajo (2014) subraya que 
el número total de desocupados se elevó en casi cinco millones en 
JORGE EDUARDO NAVARRETE
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2013 respecto del año precedente, para llegar a un nivel cercano a 
los 202 millones —cifra que significa que si los desempleados cons-
tituyesen una nación, sería la quinta más poblada del globo, sólo 
detrás de China, India, los Estados Unidos e Indonesia. 
Recursos para el desarrollo de la infancia Accesibilidad de la educación superior
Fondeo público suficiente para:
•	 Atención de la salud materno-
infantil
•	 Educación de calidad desde pre-
primaria
•	 Estandarizar financiamiento uni-
versitario
•	 Mejorar distribución de profesores 
de calidad
•	 Procurar que el aumento de los 
costos de la educación superior 
deje de ser más rápido que el de 
los ingresos
•	 Procurar reducir el monto y la car-
ga de la deuda en que incurren los 
estudiantes universitarios
 
Acceder a la propiedad de una empresa Herencias
Hacer efectivos los programas de alien-
to a la creación de nuevas empresas, 
pues ha declinado en las últimas dos 
décadas el número de nuevas empresas 
establecidas.
Las herencias son recibidas por 5% de 
mayor ingreso (53% monto total y me-
dia de 1.1 mm de dólares); por 45% si-
guiente (40% y 183 m de dólares) y por 
el restante 50% (7% y 68 m de dólares)
“En el segmento intermedio pueden ser 
fuente significativa de oportunidades.”
Se han agudizado diversas desigualdades, la mayor parte de 
ellas bien conocidas, que caracterizan al mercado laboral mundial:
Los jóvenes (15 a 24 años) son mucho más afectados por el des-
empleo que los adultos: la tasa de desocupación juvenil, 13.1%, es 
casi tres veces mayor que la de trabajadores adultos.
Ha aumentado a un ritmo cinco veces más rápido que antes de 
la crisis el número de empleos vulnerables, que representan ahora 
casi la mitad (48%) del empleo total.
LA DESIGUALDAD. CRECIENTE PREOCUPACIÓN GLOBAL
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LA DESIGUALDAD GLOBAL  
EN SU EXPRESIÓN TERRITORIAL
Cassio Luiselli Fernández*
A partir de los estragos de la gran recesión (2008-2010) se ha hecho 
más evidente el ascenso imparable de las desigualdades en prác-
ticamente todo el mundo; desigualdades referidas en la literatura 
especializada sobre todo a la riqueza en activos o en ingresos. Pero 
si bien la gran recesión contribuyó a disparar aún más la desigual-
dad global, esta amplificación de las desigualdades viene de mucho 
tiempo atrás y se expresa también en términos geográficos. Existe 
un notable número de estudios que dan cuenta del fenómeno y sus 
orígenes. La gran recesión ha sido la gota que derramó el vaso y 
ahora el fenómeno está ampliamente documentado. 
Quizás el trabajo más difundido sea el de Thomas Piketty en 
su celebrado libro El capital en el siglo xxi en el que analiza largas 
series de tiempo y muestra que el gran causante de la desigualdad 
contemporánea es la tendencia a que los retornos del capital exce-
dan a la tasa de crecimiento económico. Otros autores como James 
K. Galbraith y Joseph Stiglitz lo han tratado también y llegan a 
conclusiones semejantes. 
En general, la globalización se ha caracterizado por ser tan diná-
mica como amplificadora de las desigualdades: en ella conviven una 
pertinaz pobreza extrema con la creación de gran riqueza. Unos 
cuantos se han beneficiado de ella y muchos han quedado cada vez 
más excluidos. La idea, muy en boga hasta principios de este siglo, 
de que el avance de la globalización económica, tarde o temprano, 
* Instituto Tecnológico y de Estudios Superiores de Monterrey. Programa 
Universitario de Estudios del Desarrollo, UNAM.
CASSIO LUISELLI FERNÁNDEZ
26
sacaría de la pobreza a enormes contingentes humanos ha probado 
ser ilusoria, al menos para la inmensa mayoría de los países.
En este breve texto nos ocuparemos de otra dimensión de la 
desigualdad: su expresión espacial, territorial o geográfica y reseña-
remos algunos de los principales trabajos que la estudian y docu-
mentan. En muchos países y territorios existe evidencia de que las 
disparidades regionales de ingreso, de inversión y actividad econó-
mica, de capital físico, de generación local de riqueza y empleo tam-
bién se están agudizando. En muchas partes conviven en territorios 
contiguos, e incluso mezclados, la riqueza y la pobreza. 
Cuando hablamos de desigualdad territorial no nos referimos al 
proceso en marcha de mayor urbanización y concentración en gran-
des megalópolis de la población en prácticamente todo el mundo. Si 
bien están vinculados, son dos fenómenos diferentes. De muchas ma-
neras, la “desigualdad espacial” es una dimensión más de la desigual-
dad en general. Es más evidente en esta etapa de apertura económica, 
desregulación y globalización. No sólo la riqueza y la inversión se 
distribuyen inequitativamente entre países, sino que también en el 
interior de los mismos. Es particularmente nociva cuando contribuye 
a las tensiones sociales, étnicas y de otro tipo que causan descontento 
e inestabilidad social. El crecimiento económico y el enorme aumen-
to de la masa laboral en China y otros lugares del este asiático han 
presionado a la baja los salarios y el empleo en muchos otros lugares.
Por otro lado, los efectos del cambio climático se hacen presen-
tes cada vez más: en los años recientes hemos presenciado eventos 
climáticos extremos, de consecuencias catastróficas para muchos 
países. La llamada “injusticia climática”, en parte derivada de la fa-
talidad y en parte antropogénica, se hace cada vez más evidente. Así 
pues, la desigualdad tiene también una clara dimensión geográfica y 
si bien su efecto es desigual y diferenciado, a la larga, amenaza a la 
biosfera en su conjunto.
En su extraordinario trabajo “Expulsions”, Saskia Sassen 
(2014) analiza el fenómeno de la desigualdad e injusticia territorial 
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bajo la implacable lógica de la “inclusión y exclusión” en el mundo 
global: el sistema capitalista global incorpora determinados espa-
cios a la vez que excluye y marginaliza a otros, a los “perdedores”, 
en su dinámica de expansión y penetración territorial. Esto puede 
darse a través de muchos mecanismos; pueden ser instrumentos fi-
nancieros como los de las hipotecas subprime que terminaron por 
expulsar a cientos de miles de sus casas, hasta programas de ajuste 
estructural o contratos para explotar un recurso natural que acaba 
por desposeer a pueblos enteros de sus tierras ancestrales o de de-
vastar un determinado bosque, selva o ecosistema. 
Las dislocaciones sociales que esto genera no pueden ser expli-
cadas sólo con los términos convencionales de “pobreza” e “injusti-
cia”: Sassen añade el concepto de “expulsiones” para dar cuenta de 
aquéllas en la dimensión territorial. Es el mundo de los desplazados 
por los avances de la minería o de las nuevas técnicas de menor 
intensidad de capital para extraer gas y petróleo; de los refugiados 
por conflictos interétnicos o de otro tipo; de los pueblos forzados 
a emigrar, o refugiarse en otros lugares al ser expulsados también 
por desastres climáticos, por la destrucción acelerada de bosques y 
cuerpos o afluentes de agua. No es algo enteramente novedoso, des-
de luego, pero en este siglo XXI resulta particularmente alarmante 
por su escala planetaria. Por otro lado, no se trata sólo de efectos 
defensivos, de expulsiones como efecto de los fenómenos naturales, 
económicos o sociales que mencionamos. Se trata también de estra-
tegias ofensivas de penetración en territorios de terceros que expul-
san y desplazan a grandes contingentes de población de sus tierras 
originales. Así como existen novedosas técnicas de explotación mi-
nera o de fracturación hidráulica (fracking), también hay novedosos 
expedientes legales para adueñarse masivamente de tierras y para la 
transformación de los territorios. Un ejemplo serían los proyectos 
—aún no materializados— en un área pobre y relativamente pe-
queña de Centroamérica: el proyecto de un canal interoceánico en 
Nicaragua, alternativo al de Panamá, y territorios “franquiciados” 
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en Honduras que generarían, en los hechos consumados, una sola 
zona de soberanía “extraterritorial” en dichos países. Por cierto, en 
este caso por cuenta de naciones del este de Asia. 
 La gran novedad del trabajo de Sassen es que muestra las inter-
conexiones y la dimensión de estos fenómenos. Procesos, casi todos, 
por cierto, cubiertos por una formalidad legal, ya sea bajo la figura 
de compra, renta, concesión o franquicia. Nadie parece ser respon-
sable formal de las depredaciones y dislocaciones causadas. La des-
posesión alcanza a aquellos que no sólo han perdido su tierra y su 
cultura, sino su ciudadanía, su propiedad y sentido de pertenencia. 
Si bien no se trata de algo enteramente nuevo, lo novedoso son 
las formas de penetración y el hecho de que se viene acelerando con 
formas violentamente depredadoras del ambiente, del territorio y el 
paisaje. El ejemplo que aquí desarrollamos es el de la apropiación 
masiva de tierras, sobre todo en África. Sassen señala que a partir 
de los años ochenta, al decaer el modelo de capitalismo keynesiano 
con mejor distribución del ingreso y redes de bienestar, y con el 
ascenso del modelo neoliberal la globalización excluyente ha tenido 
también una clara y fuerte expresión territorial. La autora le llama 
“encogimiento” o contracción de los espacios que hasta hace un par 
de décadas ocupaban los ahora expulsados y marginalizados por las 
crisis recurrentes y las nuevas formas de expansión del capital en 
el territorio. Ahí se mezclan diversos instrumentos institucionales, 
económicos y hasta tecnológicos para poner en marcha la lógica del 
proceso penetración/inclusión/exclusión.
El acceso al agua y los desastres hídricos son también un ejem-
plo muy claro. Pocas cosas se alteran tan profundamente con el 
cambio climático como el ciclo del agua. Por un lado, tormentas, 
huracanes y eventos “pico”; por el otro, la escasez extrema causada 
por las sequías, o el aumento del nivel del mar que erosiona pla-
yas, costas y frágiles ecosistemas costeros. En algunos lugares las 
prolongadas y extremas sequías están causando muy graves daños 
a diversas economías, como a la próspera California (y el suroeste 
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norteamericano), o al también relativamente próspero San Pablo, 
en Brasil; hay zonas de ya muy profundo estrés hídrico en el Medio 
Oriente, el Sahel, Egipto y zonas del norte de China e India. Por 
otro lado, están las crecientes disputas por la gobernanza y el con-
trol de los consumos del agua en las ciudades. Ahí están las batallas 
paradigmáticas de la ciudad boliviana de Cochabamba en contra de 
la privatización del abasto (y consumo) de agua, en contraste con 
el caso chileno donde la total privatización del abasto del agua no 
generó lo que se anunciaba, una sana competencia capaz de ofrecer 
agua de calidad y a precios competitivos en las ciudades, sino un 
poderoso acuerdo monopólico, capaz de manipular a su antojo los 
precios del líquido más vital. 
En el libro El precio de la sed Karen Piper (2014) ilustra el tema 
con ejemplos muy elocuentes, como el del ejecutivo de Nestlé que 
anuncia que “hay dinero en la sed” al incorporar masivamente 
a su poderosa trasnacional en el mercado del agua embotellada; 
mientras, una quinta parte de la población del mundo apenas tiene 
un mínimo acceso al agua. Literalmente ven a la sequía (y la sed) 
como una gran oportunidad de negocio; mientras se agudizan las 
disputas entre países por la fuente del líquido cada vez más escaso 
en función de una población que sigue creciendo y se urbaniza de 
manera incesante. Por ejemplo, la menguante oferta de agua del río 
Colorado, ante las metrópolis en el desierto norteamericano (Tuc-
son, Phoenix, etc.) que hacen que cada vez llegue a México menos 
agua y de menor calidad. Esto se repite en muchos otros lugares del 
mundo, no sólo entre países sino entre regiones y ciudades en el 
interior de los mismos. En el caso de Nueva Delhi, Piper describe 
el contencioso de la ciudad contra una empresa de tratamiento de 
agua que toma aguas del sagrado río Ganges, del cual viven cerca 
de 800 millones de personas.
Numerosas empresas trasnacionales vierten millones de tonela-
das de todo tipo de basuras y residuos tóxicos o pesticidas en países 
pobres, a menudo provocando desplazamientos humanos o causan-
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do enormes daños a los ecosistemas locales y graves enfermedades 
entre la población. 
El caso de la ocupación reciente de millones de hectáreas de 
tierra apta para la agricultura (y la minería) en el “sur global”, y 
muy particularmente en África, ha sido necesaria por la demanda 
creciente de cosechas para usos energéticos e industriales y para 
satisfacer las necesidades de seguridad alimentaria en terceros te-
rritorios; las consecuencias reales han sido a menudo devastadoras: 
la expulsión de pequeños campesinos de sus tierras que se suman a 
los millones de pobres urbanos, a su vez ellos también expulsados 
de las actividades reconfiguradas de las grandes ciudades, lo que ha 
originado un “planeta de las barriadas” (Davis, 2006). 
Sassen encuentra una nítida conexión entre las políticas de aus-
teridad forzosa en esos países como resultado de las crisis de deuda 
y sus llamados “ajustes estructurales”. Pero Sassen va más allá: la 
expulsión de la biosfera misma. En nuestra era, la llamada era del 
antropoceno, el avance del “progreso” y ocupación depredadora 
de espacios ha llevado a la extinción de numerosas especies de flo-
ra y fauna y destruido enormes extensiones de tierra, contaminado 
los mares y los cielos, afectando en muchos lugares la capacidad 
misma de la biosfera para reconstruirse. Aporta numerosos ejem-
plos. Tres son de destacarse. Uno, la extracción del recurso por la 
fractura hidráulica de rocas (el llamado fracking para extraer gas 
esquisto y petróleo), así como la minería a cielo abierto. Dos, la 
contaminación de cursos y cuerpos de agua, la captura de agua 
y la apropiación de enormes volúmenes por ciertas empresas. Y 
tres, la contaminación masiva de tierra, océanos y aire, ya sea por 
accidentes nucleares o actividades mineras con emisión de gases 
letales. El cambio climático y su calentamiento global y aumento 
en el nivel de los océanos es el más dramático y comprehensivo de 
los fenómenos. Son exclusiones sociales, económicas y ecológicas.
La autora concluye con un concepto englobador que llama el 
“borde sistémico”, esto es, el espacio o territorios de las expulsiones. 
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El eminente geógrafo David Harvey en un libro reciente (2014) 
analiza el efecto devastador del crecimiento económico continuado1 
que lleva a explotar la naturaleza más allá de sus límites naturales de 
reposición (capacidad porteadora). Harvey muestra cómo el capita-
lismo ha logrado expandir las fronteras geográficas de sus áreas de 
explotación, llegando en la actualidad a cubrir prácticamente todo 
el planeta. Pronto, por ejemplo, debido al calentamiento global se 
abrirá el Ártico a la explotación de gas y petróleo y otras activida-
des, debido a los pasos árticos que permitirán rutas de navegación 
comercial en toda esa zona hasta ahora relativamente prístina del 
planeta. Esto lleva a la biosfera a sus límites y va a la par con los 
graves desafíos del cambo climático.
Para hacer más explícita y concreta nuestra exposición sobre la 
desigualdad geográfica y territorial tomaremos el ejemplo de tres 
países que ilustran nuestros puntos de trabajo. Por un lado, Mada-
gascar y el “acaparamiento de tierras” (land grabbing es el término 
utilizado universalmente); por otro, el caso de Honduras para ilus-
trar el caso de otra modalidad: los enclaves neocoloniales, bajo la 
creación de lo que eufemísticamente se ha conocido como “ciuda-
des franquicia” y el de Bangladesh, como ejemplo más grave de la 
“injusticia climática”. Evidentemente, este patrón se repite en mu-
chísimos otros países y regiones y no sólo del mundo en desarrollo 
o el “Sur”, sino en Europa central, el Medio Oriente y en países hoy 
conocidos como emergentes.
ACAPARAMIENTO DE TIERRAS (land grabbing)
El fenómeno desde luego no es nuevo, de alguna manera está en la 
esencia misma del colonialismo, muy extendido por el mundo hasta 
por lo menos los años sesenta del siglo pasado. Pero ahora esta mo-
1 A tasas anuales, de interés compuesto.
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dalidad de neocolonialismo toma nuevas formas, y por su escala y 
aparente legalidad constituye un fenómeno enteramente nuevo; muy 
vinculado al modus operandi trasnacional de la energía, así como al 
complejo agroindustrial y los imperativos de seguridad alimentaria 
de ciertos países, sobre todo emergentes, como China (Kugelman 
y Levenstein, 2012). Es formalmente legal pues se hace bajo con-
trato de las partes involucradas, y con el inocuo rubro de “renta o 
compra de tierras”; así, varios gobiernos y empresas trasnacionales 
se vienen adueñando de muy importantes superficies de tierras fér-
tiles o biodiversas, sobre todo en África, Sudamérica y otras zonas 
del mundo en desarrollo. Ha crecido desde mediados de la déca- 
da de los años noventa, pero se acelera entre los años 2001 y 2010. El 
Banco Mundial calcula que por lo menos 57 millones de hectáreas 
se están utilizando bajo estas modalidades. El Instituto Internacio-
nal de Investigación sobre Política Alimentaria (IfPRI, por sus siglas 
en inglés) calcula que son alrededor de 20 millones. Las diferencias 
se explican por la manera opaca en que se realizan estas opera-
ciones de renta o venta. En todo caso, es mucha tierra. 
México, por ejemplo, que está entre los doce países de ma-
yor dimensión agrícola, cultiva en total alrededor de 25 millones 
de hectáreas. Se trata de contribuir a satisfacer la seguridad ali-
mentaria del país que adquiere la tierra en desmedro del país que 
aporta las enormes superficies, generalmente mucho más pobre, 
inhibiendo o menguando sus capacidades para lograr localmente 
la seguridad alimentaria.2 Es pues, una forma de neocolonialismo 
disfrazado o, si se quiere, de enclaves neocoloniales modernos. 
Millones de hectáreas de suelo fértil son sustraídas a la “fronte-
ra agrícola” de países que a menudo padecen hambre y aguda 
inseguridad alimentaria. La producción de biocombustibles es 
otra de las actividades más comunes del land grabbing y, si bien 
 
2 Generalmente bajo la figura de una empresa trasnacional, cuya matriz está 
en el país adquiriente.
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de modo indirecto, también afecta las potencialidades de la agricul-
tura y la alimentación a nivel local.
El actual acaparamiento de tierras corre más bien por ejes poli-
céntricos que por la anterior geografía económica norte-sur. Su mo-
tivación principal es, como dijimos, los imperativos del régimen glo-
bal de alimentación y energía. Los países (y sus empresas) que más lo 
practican son los más avanzados del Este de Asia y, en menor medi-
da, europeos e incluso los Estados Unidos y Canadá (sobre todo en 
la minería). Incluso, en el caso de China, se trasladan trabajadores, 
minimizando así el empleo y las transferencias con la economía del 
país receptor. Algunos países reciben ese tipo de inversiones y, a su 
vez, lo practican. Un ejemplo notable es Brasil, que recibe inver-
siones en tierras y ha adquirido enormes extensiones en Paraguay 
y Uruguay, pero sobre todo en África: en Mozambique tiene, aún 
sin concretar, una potencial concesión de seis millones de hectáreas, 
una superficie tres veces mayor que El Salvador; pero también cuen-
ta con inversiones y adquisiciones en otros países, como Angola. 
Hay indicios de que muchos otros países emergentes han adquirido 
tierras bajo esta modalidad, como Vietnam, Malasia y Argentina. 
Madagascar
Los países que han cedido tierras bajo el esquema del land grabbing 
son principalmente africanos, entre los que destacan Mozambique, 
Angola, Sudán y muchos otros en menor proporción. Pero tam-
bién en Asia tropical (Indonesia, Filipinas e India) y en Sudamérica 
(Paraguay, en la zona del Chaco, Uruguay, Bolivia y aun el propio 
Brasil y Argentina). 
Pero el país de efectos más extremos y emblemático es Mada-
gascar. Esa enorme y empobrecida isla con una superficie similar a 
la de España, en el Océano Índico, frente a las costas del sudeste 
africano, tiene abundante tierra, un gobierno débil y poca regula-
ción. La tierra y su posesión no tienen una tenencia con derechos 
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de propiedad bien definidos, más bien son derechos difusos vincu-
lados a la sacralidad originaria de la tierra. Madagascar ha sido ideal 
para el acaparamiento. Ahí, la empresa sudcoreana Daewoo se hizo 
de un enorme predio de 1.3 millones de hectáreas, una superficie 
equivalente a la de Holanda.
En suma, se trata de la consecución extraterritorial de la se-
guridad alimentaria y energética. Otra forma de “expulsión” en el 
lenguaje de Saskia Sassen.
Honduras: ciudades modelo
Las eufemísticamente llamadas “ciudades modelo” son otro ejem-
plo de neocolonialismo extraterritorial. La idea está inspirada en la 
experiencia de Hong Kong y consiste en producir un enclave au-
tónomo que pueda explotar los recursos, la localización y la mano 
de obra local, bajo reglas totalmente libres y autoimpuestas por in-
versionistas y gerentes, con un tenue vínculo con el gobierno local 
o nacional. Hong Kong algo tenía de eso, pero estaba sujeta a la 
severa legislación británica y más allá de eso, este caso es, por infi-
nidad de razones, único e irrepetible. Sin embargo, sirve bien como 
excusa en muchas partes del mundo para propalar la idea de que se 
trata de una fórmula básica para llegar al desarrollo.
El proyecto hondureño de “ciudad modelo” con inversión y 
operación coreana va avanzando y todo indicaría que se tratará de 
desarrollar un puerto y un gran centro logístico, totalmente autó-
nomo. Es mucho más que una “zona franca”, pero tiene elementos 
similares, aunque aquí no es una zona de concesiones o franquicias, 
sino de desarrollo integral. Se trata, en su forma original, de una 
idea del economista de Stanford, Paul Romer, pero muy tergiver-
sada. La idea original de Romer, según él mismo afirma, es crear 
regiones o zonas urbanas de reformas económicas que puedan 
adoptarse y expandirse a todo un país; se trata de zonas de gran 
escala, de ciudades que arranquen con millones de residentes y eco-
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nomías de aglomeración. Es la idea que tuvo Deng Xiaoping para 
Shenzhen. Nada más lejos del caso de Honduras. Romer mismo 
se distanció explícitamente de la experiencia hondureña a la que 
originalmente asesoró, por considerar que en realidad el objetivo 
era establecer una suerte de enclave aristocrático, libre del control 
ciudadano, de la rendición de cuentas y la democracia.
Lo que se está construyendo en Honduras es un enclave neoco-
lonial puro. Un área de absoluto libre mercado llamada “zona de 
empleo y desarrollo económico” (zEDE) que funciona con virtual 
autonomía respecto a las leyes y reglas administrativas vigentes en 
el país; no se sujeta a sus leyes ni poder judicial, económico o admi-
nistrativo. Su gobierno se basa en un estatuto ad hoc y su poder real 
está en manos de los inversionistas que la desarrollan y un pequeño 
grupo local, vinculado al presidente, sin relación ni obligación al-
guna con las leyes y los podres instituidos legalmente. Parece que se 
desarrollará con inversionistas coreanos de la firma Posco Plantec 
que han seleccionado, en principio, tres posibles zonas para su de-
sarrollo futuro. Como está planteado, y si bien usará mano de obra 
local (y gerentes extranjeros), todo parece indicar que sus encade-
namientos con la economía nacional hondureña serán mínimos. 
Bangladesh: injusticia climática
Resulta casi un lugar común afirmar que pocos fenómenos son tan 
globales como el cambio climático: sus efectos se van haciendo sentir 
en todo el planeta, pero en formas diferentes. Sabemos que los países 
desarrollados del norte y ahora China son responsables —a lo largo 
del tiempo— por más de dos terceras partes de la acumulación de 
gases en la atmósfera que, al bloquear la refracción de rayos solares, 
crean el “efecto invernadero” que, a su vez, genera el calentamiento 
global, principal motor del actual cambio climático. Pero son los paí-
ses en desarrollo, sobre todo en los trópicos, y más cercanos a la lí-
nea ecuatorial, los que más padecen sus efectos (Pellicer y González, 
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2011). Esto genera lo que se conoce como la “injusticia climática” 
entre las naciones que aportan más al calentamiento, sobre todo por 
su desarrollo industrial acumulado y aquellas que, aportando mucho 
menos, lo padecen más intensamente (Roberts y Parks, 2006). 
Esta injusticia global —que tiene, hay que decirlo, una parte de 
fatalidad y no es intencional— es parte de los acalorados debates en 
las negociaciones en torno a la extensión del actual “Protocolo de 
Kioto” que opera bajo el principio, no aceptado por muchos, de la 
responsabilidad compartida pero diferenciada en torno al cambio 
climático y los compromisos mundiales para abatirlo y adaptarse al 
mismo. El tema es de gran alcance, afecta desde los rendimientos de 
las cosechas, ingrediente central de la seguridad alimentaria, hasta el 
desplazamiento de cientos de miles de personas por los efectos de 
los desastres meteorológicos: son los llamados “refugiados climáti-
cos”. Se hace cada vez más necesario un nuevo acuerdo (un Kioto 
2) que produzca un verdadero pacto global en torno al tema y lo en-
frente a partir de la corrección secular de esta “injusticia climática”.
The poorest people, who are not responsible for carbon emissions into 
the atmosphere, will be the worst hit by the devastations of climate 
change - but the climate change discourse has so far not been peo-
ple-centered.
Mary Robinson, keynote speech at roundtable meeting on 
“Climate Change: Rights and Justice, BRAC University, Dhaka, 
Bangladesh, 9 February 2011
To come to Bangladesh is to see that climate change is most severely af-
fecting the people who have contributed least to causing the problem.
       Mary Robinson, Dhaka, Bangladesh, 9 February 2011.
Si existe un país que sea paradigmático de la “injusticia climática” 
o ambiental, ése es Bangladesh: sus emisiones de CO2 y otros gases 
de efecto invernadero son mínimas,3 mientras que su nivel de riesgo 
3 Según el PNUD su aporte global a las emisiones de GEI en 2012 fue de apenas 
0.3% del total.
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es altísimo. En menos de 150 000 km2 conviven 166 millones de 
personas; una de las zonas más densamente pobladas del planeta, 
pero también una de las más pobres, con alrededor de la mitad 
de la población debajo de la línea de pobreza. Según el Índice de 
riesgo climático4 Bangladesh se encuentra entre los cinco primeros 
por la incidencia de ciclones, pero es el primero en términos de 
riesgo por el calentamiento global. La gran mayoría de la población 
vive en las tierras bajas de la bahía de Bengala, donde desembocan 
grandes ríos como el Ganges, el Brahmaputra y el Meghna, así como 
decenas de ríos menores, donde las inundaciones son frecuentes, de 
escasa duración pero muy dañinas. Por el paulatino descongela-
miento de los glaciares en el Himalaya su carga de agua también va 
disminuyendo. 
Por otro lado, el país es particularmente vulnerable al incre-
mento del nivel del mar, así como a padecer desastres por el aumen-
to en el número de ciclones y lluvias torrenciales atípicas. Se calcula 
que los rendimientos de su agricultura, mayoritariamente basada 
en el cultivo de arroz por inundación, pueden reducirse hasta en 
10% para 2030 lo que tendrá un gran impacto desfavorable en la 
seguridad alimentaria en un país tan poblado y que padece índices 
de malnutrición cercanos a 30%. Para Bangladesh los esfuerzos de 
adaptación y mitigación serán tan costosos como drásticos, y están 
relacionados con el manejo del agua de riego, los cambios en las 
técnicas y el patrón de cultivos; la infraestructura de caminos, el 
almacenamiento, etc. La pérdida de tierra cultivable por el aumen-
to del nivel del mar se vincula con la pérdida adicional de tierras 
por causa de la sedimentación. Se calcula que cerca de 30 millones 
de personas serán desplazadas de sus asentamientos costeros para 
el año 2050, ya sea por inundación, salinización de aguas frescas 
(eutrofización) o erosión.
Si bien por su bajo nivel de desarrollo, Bangladesh no tiene res-
ponsabilidades vinculantes en cuanto a la reducción de sus niveles 
4 Global Climate Risk Index (CRI) de German Watch.
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de emisiones del GEI, sus ingentes necesidades financieras y técnicas 
contenidas en sus planes de adaptación y mitigación son claramente 
insuficientes y muy por encima de sus capacidades económicas.5
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BREVES NOTAS SOBRE LAS PRINCIPALES  
TENDENCIAS DE LA GLOBALIZACIÓN
Juan Carlos Moreno-Brid*
El tema central del texto que sigue a continuación es la identifica-
ción de las principales tendencias de la globalización en el mundo, 
tal y como se ha venido analizando desde la perspectiva de la Comi-
sión Económica para América Latina y el Caribe (CEPAL). 
Un primer rasgo es el cambio tecnológico acelerado y que abar-
ca diferentes campos de la ciencia, así como de la producción de 
bienes y servicios. Un segundo elemento distintivo es la conforma-
ción de grandes cadenas globales de valor agregado, en las que al-
gunos países en desarrollo logran insertarse. Por último, una terce-
ra característica es la creciente y notable firma de grandes acuerdos 
comerciales.
En cuanto a la irrupción de países en desarrollo en las cadenas 
globales de valor, destaca el dinamismo de los países asiáticos en 
contraste con el rezago general de América Latina. En los hechos, 
las cadenas globales de valor han transformado, por así decirlo, a 
tres regiones —América del Norte, Europa y Asia Oriental— en las 
grandes fábricas mundiales, mismas que a su vez son promotoras o 
impulsoras de múltiples grandes acuerdos comerciales.
Un punto central es que estos elementos se dan desde 2010 en 
un escenario de menor dinamismo de la actividad económica y del 
comercio. Esta pauta de bajo impulso se ha identificado como la 
época de la llamada “Nueva Normalidad” en tanto que hay consen-
so en que las elevadas tasas de expansión de las exportaciones y de 




la actividad productiva, típicas de la fase 2000-2008, no se volverán 
a ver en el futuro cercano. Esta pérdida de dinamismo se traducirá 
en una atonía o freno al alza de los precios de los commodities o 
productos básicos que se registró en este lapso.
Por lo que toca a América Latina, si bien tuvo un crecimiento 
importante en 2000-2008, sigue siendo una región con una pobre-
za considerable (30% de la población y 11.5% en condiciones de 
indigencia en 2013). Si comparamos este desempeño reciente con 
el que tuvo en la década de 1990, se nota un progreso evidente en 
la reducción de la pobreza. Por otra parte, la región sigue siendo la 
más desigual en el mundo como lo indica las gráficas 1 y 2. 
GRáfICA 1
América Latinaa: evolución de la pobrezab y la indigencia, 1980-2013c 
(en porcentajes)
Fuente: CEPAL, sobre la base de tabulaciones especiales de las encuestas de hogares 
de los respectivos países.
a Estimación correspondiente a 18 países de la región más Haití. 
b Corresponde a la suma de indigentes más pobres no indigentes.
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GRáfICA 2
América Latina y otras regiones del mundo: coeficiente de concentración de 
Gini, alrededor de 2010
Fuente: CEPAL, sobre la base de tabulaciones especiales de las encuestas de hogares 
de los respectivos países.
Si hablamos de la población que tiene posibilidad de caer en la 
pobreza, la CEPAL identifica como no vulnerable a la población que 
tiene ingresos que superan los montos equivalentes a 1.8 líneas de 
pobreza. En este aspecto, las diferencias entre países latinoameri-
canos llegan a ser abismales. Mientras que en Uruguay 70% de la 
población no es vulnerable, en Honduras sólo 15% está en esa si-
tuación. México se ubica en el rango medio, con 33% de vulnerabi-
lidad. Las estimaciones de Coneval, en cambio, indican que se trata 
de alrededor de 18% de la población. Es decir, que comparado 
con los demás países de la región, México tiene, en general, menos 
pobres, pero la mayoría de la población es vulnerable al riesgo de 
caer en la pobreza.
La pobreza no se refiere solamente al ingreso, sino al deterioro 






































nes de la desigualdad que, a su vez, se vuelven tanto causa como 
consecuencia de la pobreza. Así, la desigualdad en la propiedad 
de activos y capital se traduce en una desigualdad en la inserción 
en el mercado laboral, el financiero y, en particular, en el acceso a 
los círculos de poder, así como a la información y a la tecnología. 
La pobreza y la desigualdad se reflejan también en la calidad de la 
educación y no sólo en el número de años de escolaridad. Lo mismo 
sucede en salud y vivienda, el lugar de residencia, la selectividad y 
la calidad de los servicios públicos.
En términos de salud reproductiva, la desigualdad se expresa 
de manera contundente en la maternidad adolescente. Baste notar 
que el porcentaje de madres de 15 a 19 años del quintil socioeconó-
mico inferior es tres y cuatro veces superior al del quintil más alto. 
Las perspectivas económicas y de vida de una niña que se embaraza 
a esas edades es muy desfavorable cuando se compara con las de-
más. El país y el hogar de nacimiento influyen en las posibilidades 
de desarrollo de las personas. En nuestra región la probabilidad 
que tiene un individuo adulto de ser pobre es mucho mayor para 
quienes vienen de una familia pobre que para quienes provienen de 
una familia acomodada.
A riesgo de generalizar las condiciones y calidad de los centros 
escolares públicos y privados, los públicos tienden a padecer mayo-
res carencias en todo tipo de recursos y servicios. Al diferenciar la 
asistencia por estrato socioeconómico, resalta la desigualdad entre 
niveles de ingreso. Mientras 70% de los niños entre 4 y 18 años del 
estrato de ingresos más alto asiste a una escuela privada en América 
Latina (2011), 96% de los más pobres van a la escuela pública. 
Un punto crucial de este tema es que las capacidades educativas 
repercuten en la segmentación laboral. En la gráfica 3 se relacio-
nan los ingresos salariales de la población ocupada, según el nivel 
educativo alcanzado. Aquellos que han obtenido un grado univer-
sitario ganan cuatro veces más que una persona que no terminó el 
ciclo primario.
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GRáfICA 3
América Latina (18 países): ingresos laborales mensuales de la población 
ocupada, por grupos de edad, según el nivel educativo alcanzado 
(dólares de 2000 en paridad de poder adquisitivo)
* La categoría “15 años y más” incluye a la población de 65 años y más. 
Fuente: CEPAL (2011).
La desigualdad de género sigue siendo una realidad en América 
Latina. Se afirma que un tercio de las mujeres no genera ingresos y 
son económicamente dependientes. 
DISTRIBUCIÓN DEL INGRESO
En la década de 2000 el Índice de Gini, que mide la distribución del 
ingreso entre los hogares, se redujo de 0.54 a 0.49. La noticia dio 
para hablar del milagro en América Latina: se estaba reduciendo la 
desigualdad. Sin embargo, el análisis de la distribución funcional 
del ingreso, es decir, entre asalariados y no asalariados —capital, 
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nómico, indica que la masa salarial ha perdido terreno en el ingreso 
nacional. Aumentó solamente en muy pocos países. No está demás 
señalar que los cocientes de Gini calculados a partir de datos de 
encuestas de ingreso y gasto de los hogares tienden a subestimar los 
ingresos de las capas superiores y, por ende, la desigualdad. 
Al final, cabe preguntarse: ¿por qué existe la desigualdad? Y la 
respuesta desafortunadamente es: porque no hay voluntad política 
para abatirla. Porque depende del contrato social que hemos defini-
do en cada economía o nación. Mientras que para unas sociedades 
los elevados niveles de desigualdad son inaceptables, en otras lo son 
sin gran discusión. Una manera de apreciar esa aceptación social o 
política a la desigualdad es la incapacidad de la política fiscal de los 
diferentes gobiernos de la región para corregir las dinámicas “des-
igualadoras” del mercado. Ese fenómeno se ilustra en la gráfica 4, 
en donde aparece la desigualdad en los ingresos antes y después de 
impuestos y cómo y en cuánto se reduce el Gini. Después de aplicar 
la política fiscal en la lista de países que van de Corea a Irlanda, la 
diferencia es del orden de 40%. En América Latina, y en el caso de 
México en particular, en este periodo ya hay cierta mejora, si bien 
nada comparable con la reducción en la desigualdad que se pro-
duce en Europa o en los países de la OCDE. Ahí los gobiernos deci-
den qué impuestos, cargas fiscales, transferencias, etc., aplicar para 
corregir la desigualdad que el mercado produce; y hacerlo para el 
corto y el largo plazos. Desde la CEPAL el mensaje ha sido claro: hay 
que igualar para crecer y hacer un cambio estructural que nos lle-
varía a mayor igualdad.  
¿Cuál es la fuente principal de la desigualdad del ingreso en 
América Latina? A todas luces es la falta de voluntad política para 
corregirla, reflejada en la incapacidad institucional para abatirla. Si 
no, tómense en cuenta medidas de política que han elevado los sa-
larios mínimos en algunos países, y la resistencia a hacerlo en otros, 
con las consecuencias en pobreza laboral y desigualdad.
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GRáfICA 4
América Latina y países de la OCDE: Índice de Gini antes 
y después de impuestos y transferencias
Fuente: CEPAL, a partir de la base de datos de gasto social de la OCDE y Lustig y 
otros (2013).
REfLEXIONES fINALES
La persistente desigualdad tiene efectos negativos mayúsculos, tan-
to económicos como sociales y políticos. La desigualdad incide, por 
ejemplo, en acortar la duración de los auges, en el dinamismo de 
la economía, en la orientación de la inversión y en la estructura 
productiva. Provoca una debilidad progresiva en la creación de em-
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pleo de calidad y sus salarios. En la región, dada la oferta juvenil 
de fuerza de trabajo tan alta en el contexto de una economía poco 
dinámica, la desigualdad origina frustración, descontento y ruptura 
del tejido social.
La evolución reciente de la desigualdad se liga, sin duda, con el 
comportamiento del mercado de trabajo. Al bajar el premio al tra-
bajo calificado, disminuye el Índice de Gini entre asalariados, pero 
el ingreso sigue concentrándose fuertemente en 1% de las capas 
de mayores ingresos. Constatamos contradicciones en las tenden-
cias globales, como la modernización profunda en la tecnología. 
Es fuerte la idea de elevar la competitividad y la productividad. Sin 
embargo, elevar la competitividad (espuria) mediante bajos sala-
rios, mina el potencial del mercado interno como motor del creci-
miento y por ende, el del conjunto de la economía. La gran incógni-
ta es si eso podrá generar más o menos empleos. Según se logre o no 
una mejor inserción en la economía mundial, podrá generarse más 
producto, pero no necesariamente más empleo, sobre todo toman-
do en cuenta la gran preocupación por la recuperación del empleo 
en Europa o que el desempleo, más allá de la crisis, se vuelva una 
normalidad. En esencia, se hace evidente la necesidad de cambiar la 
agenda de desarrollo; como lo ha subrayado el Grupo Nuevo Curso 
del Desarrollo se requiere una agenda en la que la igualdad esté en 
el centro de sus preocupaciones.
La CEPAL propone, de manera consistente, que ha llegado la 
hora de la igualdad (2010, 2012, 2014). De manera esquemática, 
los planteamientos son los siguientes:
¿Por qué la hora de la igualdad? Por varias razones: 1) la crisis 
de 2008 representa un punto de inflexión pues quebró la continui-
dad de un modelo de mercado asociado a dos décadas de concen-
tración de riqueza; 2) existe una deuda histórica que se expresa en 
la tensión entre privilegios y discriminación, o en la igualdad de 
derechos por una parte, y por la distribución de las ganancias en 
la productividad entre el capital y el trabajo (la masa salarial), por 
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el otro; 3) la igualdad de derechos promueve un mayor sentido de 
pertenencia y, 4) una sociedad más integrada es condición indispen-
sable para una mayor convergencia productiva.
La igualdad social y el dinamismo económico no tienen por qué 
estar reñidos entre sí. De hecho, como ha insistido la Comisión, se 
trata de crecer para igualar e igualar para crecer mediante una ma-
croeconomía que mitigue la volatilidad, fomente la productividad 
y favorezca la inclusión. Ello promoviendo dinámicas productivas 
que cierren brechas internas y externas. Asimismo, se busca igua-
lar potenciando las capacidades humanas y revirtiendo las dispa-
ridades mediante intervenciones activas, como la universalización 
de derechos y prestaciones sociales; impulsar la inclusión desde el 
mercado de trabajo, y lograr una mayor convergencia territorial. En 
este trayecto y empeño es indispensable contar con más y mejor Es-
tado para redistribuir, regular y fiscalizar, con un uso transparente 
de los recursos y rendición de cuentas.
El fundamento de la propuesta de la CEPAL es que la igualdad 
tiene como base la efectiva titularidad de derechos —que no son 
negociables—, lo que se convierte en una ética compartida y un 
principio irreductible. 
Para lograrlo, la CEPAL plantea cuatro objetivos. 
El primero es buscar la igualdad con convergencia productiva 
y territorial. El segundo es la igualdad de acceso a la educación, 
salud, empleo, seguridad social, a la información y al poder. El que 
sigue es contar con políticas económicas con visión propia y de lar-
go plazo en el ámbito macroeconómico, productivo y territorial. Fi-
nalmente, el último aspecto, más bien programático, es la urgencia 
de convocar en cada país a un pacto para la igualdad liderado por el 
Estado con efecto redistributivo, acceso a la innovación, a la insti-
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El índice de marginación fue diseñado por el Consejo Nacional de 
Población (Conapo) con el propósito de dar cuenta del concepto 
“marginación”, idea que referida al territorio permite hacer obser-
vable las dificultades de “propagar el progreso técnico en el con-
junto de los sectores productivos y, socialmente se expresa como 
persistente desigualdad de la participación de los ciudadanos y gru-
pos sociales en el proceso de desarrollo y disfrute de sus beneficios” 
(Conapo y Progresa, 1998: 17).
Las orientaciones conceptuales y las preocupaciones que lle-
varon a diseñar el índice, a comienzos de la década de los años 
noventa, fue hacer un seguimiento de la evolución de la margina-
ción a lo largo del tiempo, entendiendo por tal las restricciones 
que imponen a su población las estructuras de oportunidades te-
rritoriales. 
Hay que recordar que el cambio de década, de los años ochen-
ta a los noventa, trajo aparejadas modificaciones profundas en la 
estructura económica y social del país. Son los años en que la so-
ciedad mexicana muda el carácter que mantuvo durante la época 
* Delfino Vargas es profesor investigador del PUED/UNAM. Fernando Cortés es 
académico del PUED/UNAM y profesor emérito de Flacso.
Éste es uno de una serie de trabajos que realizaremos en conjunto. Con el 
propósito de dejar claramente establecido que los productos académicos son rea-
lizados con participación de ambos autores por igual, hemos decidido cambiar 
alternativamente el orden alfabético en nuestras publicaciones.
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del desarrollo estabilizador y transita hacia una economía de mer-
cado (Cortés, 2000: 37-39).
El índice se diseña en los años en que el Estado asume la obli-
gación de generar políticas sociales que ataquen los problemas de 
pobreza y de marginación que vivía el país, problemas exacerba-
dos por la crisis del efecto tequila que se extendió sobre vastos 
sectores sociales del país profundizando sus niveles de pobreza, y 
que aún hoy perduran, aunque sin igualar la gravedad que alcan-
zaron por esas fechas.
No se equivocaron quienes propusieron el índice de margina-
ción para orientar la política social pues ha sido ampliamente utiliza-
do en México. Las entidades federativas lo emplean para distribuir 
los apoyos a los municipios y localidades y es frecuente que se use 
para distribuir recursos entre las entidades. 
Una gama variada de secretarías y dependencias del gobierno 
federal emplean el índice de marginación en el diseño y planea-
ción de sus acciones y tiene una incidencia nada despreciable en la 
orientación del gasto social. 
En efecto, el índice de Conapo tuvo participación en 14.3% 
del presupuesto aprobado y en 13% del ejercido en el año 2013. 
Intervino en 96.9% del presupuesto aprobado y en 98.6% del 
presupuesto ejercido de la Secretaría de Desarrollo Social. En 
la Secretaría de Agricultura, Ganadería, Desarrollo Rural, Pes-
ca y Alimentación las participaciones se elevaron a 13.9 y a 
15.3%, respectivamente; en la Secretaría de Medio Ambiente 
y Recursos Naturales los guarismos fueron 14.4 y 12.8% y en la de 
Reforma Agraria 15.3 y 12.2 por ciento.
En 1994 se publicó por primera vez el índice de marginación 
por entidades federativas y municipios referido al año 1990. Sin em-
bargo, el municipio tiende a ser una unidad geográfica demasiado 
amplia para orientar la acción estatal sobre el territorio. La focali-
zación de las acciones y programas sociales requiere disponer de in-
formación a niveles más desagregados. En 1998 se dieron a conocer 
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las estimaciones por localidades1 basadas en el Conteo de Población 
y Vivienda de 1995. Estas cuantificaciones fueron elaboradas en 
Conapo por el mismo equipo de investigadores-funcionarios que se 
hicieron cargo del naciente Programa Nacional de Educación, Salud 
y Alimentación (Progresa), organismo que utilizó profusamente el 
nuevo índice para focalizar a la población en la primera fase (Cortés 
y Rubalcava, 2012: 35-42). A partir del año 2000 el Conapo inició el 
cálculo de índices de marginación urbana. 
El concepto de marginación integra cuatro dimensiones: re-
zagos en educación básica; condiciones y servicios de la vivienda; 
insuficientes ingresos monetarios, y los derivados de la dispersión 
geográfica (Conapo y Progresa, 1998: 29).2 Para cada una de és-
tas se dispone de uno o más indicadores. Con base en ellos se 
construye una medida-resumen, empleando métodos multivaria-
dos que detallaremos en la sección que sigue, generándose así el 
índice de marginación que se obtiene como la suma ponderada de 
los indicadores.
Es innegable la utilidad que el índice de Conapo ha prestado 
y sigue prestando para distribuir los recursos sobre el territorio. 
La información que proporciona es sumamente valiosa y permite 
orientar las políticas económica y social, toda vez que el problema 
1 En el índice de marginación por localidades de 1995 se incluyó como un 
capítulo (el tercero) en la publicación del índice de marginación 1995. Como sa-
bemos, cada quinquenio, a partir del año 2000 en adelante, se publica por se-
parado. 
2 El índice de marginación por localidades incluye las siguientes dimensiones: 
educación, condiciones de las viviendas y sus servicios y los ingresos. En este nivel 
territorial se excluyó la dimensión dispersión geográfica.
En el índice de marginación urbana las unidades son las áreas geoestadísticas 
básicas (AGEB). Sus dimensiones son salud, educación, vivienda y sus servicios, 
ingreso y género. Si se comparan las dimensiones de la marginación urbana con las 
del índice de marginación por municipios, encontramos que excluye la dispersión 
territorial, pero incluye dos dimensiones adicionales: salud y género. A pesar de 
que las diferentes modalidades del índice de marginación difieren en las dimensio-
nes que consideran en todos ellos se distinguen cinco grados de marginación: muy 
alta, alta, media, baja y muy baja marginación. 
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que se enfrenta consiste en distribuir un total entre un conjunto de 
entidades en un punto del tiempo. 
Las publicaciones de Conapo muestran inequívocamente que 
el concepto fue pensado para dar cuenta de la dinámica territorial 
del desarrollo, pero su medición al no permitir estudiar el cambio 
a lo largo del tiempo, solamente informa si una unidad territorial 
mejoró, se mantuvo o empeoró respecto a las restantes unidades en 
un periodo. En la segunda sección de este estudio proponemos un 
índice alternativo que resuelve esta contradicción.
Enfrentados a la imposibilidad de analizar los cambios tempo-
rales en la marginación con este índice, Conapo elaboró el índice 
absoluto de marginación. Al referirse a las restricciones que derivan 
de la técnica empleada para medir la marginación (análisis de com-
ponentes principales), en particular en su aplicación a las entidades 
y los municipios, dicho organismo señala que:
 Uno de los requisitos para poder aplicar esta técnica radica precisa-
mente en que las variables estudiadas se encuentren estrechamente in-
terrelacionadas. Asimismo, existen medidas que permiten valorar qué 
tan apropiada es la aplicación de la técnica en virtud de la estructura 
de la información analizada: en este caso, tanto el análisis de la infor-
mación estatal, como la municipal, permiten concluir que los valores 
de estas medidas pueden ser considerados adecuados para aplicar el 
método (Conapo, 2004: 19).
Y más adelante agrega:
 Ahora bien, se puede demostrar que la determinación de las ponde-
raciones utilizadas para calcular los índices de marginación depende 
tanto de los valores de las variables como de su estructura de correla-
ción. Estas ponderaciones varían para los distintos años en que se 
calculan los índices. Esto se debe a que están determinadas parcialmente 
por el grado de asociación entre las distintas variables que componen el 
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índice, lo que significa que están afectadas por los cambios en las varia-
bles que se presentan en otras unidades geográficas y no solamente por 
los que tienen lugar en aquélla o aquéllas por las que se tiene interés en va-
lorar los avances en la disminución de la marginación (Conapo, 2004: 19).
Este diagnóstico condujo a elaborar el índice absoluto, que se cons-
truyó calculando un promedio simple de las nueve variables que 
componen los índices de marginación municipal y estatal, según sea 
el caso (Conapo, 2004: 20). Este índice es la solución que Conapo 
propuso para “dinamizar” el índice de marginación, intentando 
abatir los obstáculos que impiden, por una parte, utilizar otros cri-
terios de distribución de los recursos, como por ejemplo, asignar 
el presupuesto en función de los resultados que han logrado los 
municipios en reducir la marginación según los recursos que han 
recibido, y por otra, a la limitación de no proporcionar información 
para responder al interés de las autoridades estatales, municipales 
y locales sobre qué unidades territoriales han mejorado, cuáles em-
peorado y cuáles se han mantenido durante un lapso de tiempo. 
En el segundo apartado proponemos un índice de marginación 
municipal alternativo al de Conapo que busca resolver el problema 
que encaró el índice absoluto, pero a diferencia de éste la propuesta 
que hacemos pertenece a una familia de los métodos multivariados 
diferente a la del análisis de componentes principales, llamada “mo-
delos de ecuaciones estructurales con variables latentes”, cuidando 
que la nueva medición sea consistente con los resultados a que llega 
la antigua, de modo que no se altere en lo medular la forma como se 
han distribuido los recursos durante los últimos veinte años. 
En la tercera sección, a diferencia de los anteriores, la preo-
cupación se vuelca sobre la posibilidad de introducir mejoras al 
índice alternativo de marginación, aunque ello signifique alejarse 
del índice de Conapo. Nuestro interés se centra en la construcción 
de los grados de marginación aplicando a las variables originales —
sin pasar por el análisis factorial, evitando así pérdida de informa-
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ción— técnicas estadísticas que entregan criterios para tomar una 
decisión fundada respecto al número adecuado de grados, clases o 
grupos, así como evaluar la transición de los municipios entre los 
grados de marginación. 
La estrategia que proponemos es estadísticamente superior 
al método de Dalenius, que aplicado a los puntajes factoriales le 
permitió a Conapo generar los cinco grados de marginación de los 
municipios (muy alto, alto, medio, bajo y muy bajo). Dalenius no 
proporciona medidas que ayuden a determinar el número óptimo 
o adecuado de grupos,3 sino requiere que se definan a priori, im-
pidiendo la posibilidad de que la evolución de las variables en los 
últimos veinte años haya modificado los grados de marginación.
En la cuarta y última sección presentamos una síntesis de las 
principales conclusiones de nuestros análisis. Pero antes de aban-
donar esta introducción debemos señalar que este estudio presenta 
los resultados de una incursión metodológica limitada al análisis del 
índice de marginación municipal. 
EL íNDICE ALTERNATIVO DE MARGINACIÓN
Introducción
El índice de marginación diseñado y calculado por el Conapo re-
sulta de aplicar análisis de componentes principales a un conjun-
to de variables estandarizadas,4 generando así un puntaje también 
expresado en unidades de desviación estándar. Además, Conapo, 
empleando el método de Dalenius y Hodges (1959),5 agrupa los 
3 En estadística el número óptimo o adecuado de grupos corresponde a que 
los casos pertenecientes a un grupo sean parecidos entre sí y que entre grupos 
sean diferentes. Esto quiere decir que las intravarianzas deben ser pequeñas y las 
intervarianzas suficientemente distintas.
4 Son variables con promedio cero y desviación estándar (o varianza) igual a 1.
5 Este método crea grupos de puntajes, minimizando la variabilidad interna y 
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puntajes en cinco grados de marginación: muy alto, alto, medio, 
bajo y muy bajo. En los últimos años dicho índice se ha aplicado 
a información estatal, municipal, localidades y áreas geoestadísti-
cas básicas (AGEB)6 lo que permite ordenar las unidades territoriales 
según su nivel y grado de marginación en el año en que se calcula, 
pero no para seguir su evolución a lo largo del tiempo. A pesar de 
ello, en no pocas ocasiones se utiliza para responder la pregunta 
frecuentemente formulada que cuestiona si la unidad x ha mejora-
do o empeorado en el tiempo.
La razón básica que impide que el índice sea apropiado para 
dar cuenta de la evolución temporal de la marginación radica en 
que el método de Conapo utiliza variables estandarizadas, es decir, 
emplea una transformación de las variables originales expresán-
dolas como desviaciones respecto a sus propias medias divididas 
entre sus correspondientes desviaciones estándar.
En esta sección desarrollamos un índice de marginación sen-
sible a la evolución de la marginación a lo largo del tiempo,7 pero 
sujeto a la restricción que sus resultados sean equivalentes a los que 
genera Conapo,8 es decir, que proporcione puntajes altamente co-
rrelacionados con el índice de marginación, lo que implica, que si 
maximizando la externa.
6 Un antecedente del trabajo emprendido sobre marginación por Conapo 
(1993) se encuentra en la investigación realizada por la Coordinación General 
del Plan Nacional de Zonas Deprimidas y Grupos Marginados (COPLAMAR, 1993). 
Conapo (1998) dio a conocer la marginación en las localidades del país. Desde esta 
fecha en adelante el índice lo calcula dicho organismo en los niveles estatal, mu-
nicipal y local, y ha presentado sus resultado en diversas publicaciones (Conapo, 
2001, 2003, 2007, 2007b, y 2009).
7 Una solución alternativa a la que se propone en este trabajo consiste en em-
plear “Análisis de componentes principales comunes” (Hernández y Soto, 2007), 
pero esta opción resuelve parcialmente el problema pues las soluciones se modifi-
can al agregar nueva información a lo largo del tiempo.
8 Esta restricción (equivalencia de los resultados de este estudio con los de 
Conapo) exige que sólo se tome en cuenta el primer componente principal, aun 
cuando la aplicación estricta de los criterios estadísticos llevarían a tomar más de 
un componente lo que podría conducir a mejores soluciones para conglomerar 
(Bustos, 2011).  
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se utiliza el algoritmo de Dalenius y Hodges,9 debe llevar a clasi-
ficaciones similares en los grados de marginación, muy alto, alto, 
medio, bajo y muy bajo.10
La información para calcular los índices de marginación provie-
ne de los levantamientos censales, en los años terminados en cero, 
y de los recuentos censales en los años terminados en cinco, empe-
zando en 1995. Con los datos publicados por el Instituto Nacional 
de Estadística y Geografía (INEGI) se construyen variables que miden 
la calidad de la vivienda, los servicios con que cuentan, la educa-
ción, el ingreso y la accesibilidad y comunicación de los municipios11 
con el resto del país.
El método
Esta sección se divide en tres partes. Se inicia con la presentación 
del análisis de componentes principales (ACP) que es la técnica ma-
temática que emplea Conapo para elaborar su índice de margina-
ción y se destacan sus fortalezas y limitaciones. En la segunda parte 
se desarrollan las principales ideas en las que se basa en análisis fac-
torial exploratorio (AfE), dichos conceptos son insumos necesarios 
para acceder al análisis factorial confirmatorio (AfC); éste último 
genera un índice que permite la comparación de los puntajes en el 
tiempo.
9 Hay varios métodos que se han propuesto para agrupar eficientemente las 
observaciones. Un estudio reciente analiza la sensibilidad de los resultados que 
se obtienen en las categorías de marginación si se emplean intervalos de clase di-
versos y propone utilizar el método de diferencias divididas de Newton (Bistrain 
Coronado, 2010).
10 En la sección 3 examinamos los procedimientos para construir los grados de 
marginación y la dependencia temporal del índice.
11 La descripción se refiere a los municipios pues este trabajo se limita al índice 
de marginación municipal.
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ANáLISIS DE COMPONENTES PRINCIPALES
El ACP es una técnica matemática que permite explorar la estructura 
subyacente de los datos y reexpresar los datos originales en pocas 
dimensiones que captan la mayor varianza que se pueda de una 
combinación lineal de las variables originales. Al utilizar la técnica 
de componentes principales se busca una reducción sustancial de 
las dimensiones cuidando que contengan la mayor información po-
sible, o dicho de otra manera, que al disminuir las dimensiones se 
minimice la pérdida de información. 
EL ANáLISIS fACTORIAL EXPLORATORIO  
El análisis factorial puede estimar la media de cada factor y no es 
necesario estandarizar las variables. El AfE es un método estadístico 
que sirve para explorar la dimensionalidad de las variables y expre-
sa la variación y covariación de un conjunto de variables xj(j–1,...p) 
en función de factores Fk(k = 1,..., m) también llamados variables 
latentes. Este análisis, como su nombre lo indica, es exploratorio, 
porque busca de manera iterativa la mejor representación de las va-
riables originales en el menor número de dimensiones (o factores) 
de manera que cada municipio se pueda expresar en términos de 
los puntajes factoriales.
Una ventaja del análisis factorial para la aplicación al caso que 
importa en este texto es que ofrece la posibilidad de que las va-
riables preserven su escala original y de esta forma los índices de 
marginación se puedan utilizar a lo largo del tiempo para análisis 
longitudinales. 
Para estimar las cargas factoriales se utiliza el método de estima-
ción de máxima verosimilitud, el cual genera la solución a través de 
iteraciones sucesivas sobre la función de verosimilitud hasta que se 
logra dar cuenta del máximo de esta función. He aquí una diferen-
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cia fundamental: mientras el ACP es un método matemático, el AfE 
es estadístico, por ello en lugar de utilizar el criterio de raíz latente 
mayor, el AfE emplea métodos estadísticos basados en la significa-
ción estadística del número de factores a interpretar.12
 
EL ANáLISIS fACTORIAL CONfIRMATORIO  
El AfC se usa para probar si los factores hipotéticos son o no refuta-
dos por las observaciones, y para hacerlo se imponen restricciones 
a las cargas de los factores; así, por ejemplo, para eliminar una de 
las p variables en un factor específico se introduce la restricción 
que su peso y las varianzas y covarianzas residuales son iguales a 
cero (Bollen, 1989: 226). El AfC suele usarse en combinación con 
los resultados del análisis exploratorio, una vez que el AfE ha iden-
tificado algunos factores, se imponen las restricciones observa- 
das, se realiza el AfC y se refutan o no los resultados del análisis 
exploratorio.
La distinción entre ambos métodos es difusa ya que las restric-
ciones que se imponen al AfC pueden ser exploratorias en cierto 
sentido y por tanto debe considerarse que el AfE y el AfC son, más 
bien, los extremos de un continuo; basta con imponer restricciones 
al AfE para ser modelado como AfC.
Los resultados del AfC se muestran en el cuadro 1. Las cargas 
factoriales tienen cierta similitud por lo que se considera estructural-
12 El análisis factorial utiliza funciones de verosimilitud que mediante algo-
ritmos de optimización estima las mejores soluciones, en tanto el análisis de com-
ponentes principales usa la optimización matemática para maximizar la varianza. 
La diferencia radica en varios aspectos 1) que en el AfE la selección del número 
de factores se realiza usando la significación estadística del número de factores, 
2) cada uno de los factores se interpreta como variable latente y no solamente 
como una combinación lineal, 3) en la etapa confirmatoria el AfC puede especificar 
las variables manifiestas que conforman cada factor, 4) los puntajes individuales 
de cada municipio se pueden estimar sin necesidad de estandarizar los puntajes de 
manera que se puedan analizar a lo largo del tiempo.
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mente estable para todas las variables, con excepción de los porcen-
tajes de población analfabeta, sin excusado, sin energía eléctrica y sin 
agua entubada. 
CUADRO 1
Cargas factoriales para las variables de marginación.
México 1990, 1995, 2000, 2005 y 2010 (%)
Variable 1990 1995 2000 2005 2010
Población de 15 años o más analfabeta 0.32 0.27 0.27 0.25 0.43
Población de 15 años o más sin primaria 
completa 0.74 0.64 0.63 0.54 0.59
Ocupantes en viviendas sin drenaje ni 
excusado 0.57 0.71 0.27 0.15 0.17
Ocupantes en viviendas sin energía  
eléctrica 0.33 0.19 0.15 0.18 0.13
Ocupantes en viviendas sin agua entubada 0.47 0.32 0.27 0.26 0.39
Ocupantes en viviendas con algún nivel de 
hacinamiento 0.83 0.79 0.73 0.67 0.39
Ocupantes en viviendas con piso de tierra 0.57 0.54 0.46 0.38 0.33
Población ocupada con ingreso de hasta 
2 sm 1 1 1 1 1
Población en localidades con menos de 
5 000 habitantes 0.96 0.94
a 0.96 0.89 0.79
CfI 0.89 0.92 0.84 0.81 0.83
SRMR 0.04 0.05 0.06 0.07 0.07
a Impuso la restricción igual a 0.94 para esta carga y evitar el problema de cargas mayores 
que la unidad, llamado un caso Heywood. Hay que notar que en el año de 1995 se estimó el 
porcentaje de población analfabeta por municipio ya que esta variable no estaba disponible 
para este año.
Fuente: cálculos propios.
En general, se observa similitud en las cargas factoriales del año 
1990 a 2005, sin embargo difieren para 2010. Este resultado da pie 
para discutir el número adecuado de factores, y este tema será ob-
jeto de otra investigación. 
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El valor de CfI es uno de los dos índices que miden la bondad de 
ajuste del modelo. Su valor depende en gran medida de la magnitud 
de las correlaciones entre los datos, si el promedio es alto entonces 
el CfI será cercano a la unidad (Ridgon, 1996). El coeficiente SRMR 
(raíz del cuadrado medio de los residuos) por ser una función de 
los desvíos observados y estimados entre las varianzas reflejará un 
buen ajuste en la medida que se aproxime a cero; suele considerarse 
que el ajuste es bueno si asume valores menores o iguales que 0.05 
(Browne y Cudeck, 1993). Además, hay que señalar que todos los 
pesos factoriales son estadísticamente significativos al 5 por ciento. 
El índice de Conapo y el análisis factorial confirmatorio
Los puntajes factoriales del índice de marginación mediante el ACP 
y los que se obtienen del AfC difieren en términos absolutos debido 
a que los primeros están estandarizados (las componentes o factores 
tienen promedio cero y varianza 1) mientras que los segundos que-
dan expresados en términos de los valores originales de las variables. 
Sin embargo, debe recordarse que en esta parte del estudio nos 
propusimos generar una medida de marginación equivalente a la 
que proporciona el índice de Conapo. Se considerarán medidas 
equivalentes si la ordenación de los municipios y las distancias que 
los separan, según uno u otro método de factorización, se pueden 
considerar similares. Para medir la similitud entre ambos puntajes, 
es decir, para juzgar el grado de correspondencia se recurrió al ín-
dice de correlación producto-momento de Pearson.
El cuadro 2 muestra las correlaciones entre los puntajes del 
índice de marginación de Conapo y los calculados por el análisis 
factorial confirmatorio.
El cuadro tiene 30 casillas, cinco en las columnas y seis en los 
renglones. En el interior de ellas se presenta el coeficiente de correla-
ción, la significación estadística correspondiente a una prueba de dos 
colas, y en el último renglón se incluyó el número de observaciones.
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CUADRO 2
Correlaciones entre los puntajes del índice de marginación municipal 
de Conapo y los del análisis factorial confirmatorio. 
México: 1990, 1995, 2000, 2005 y 2010
 
Conapo
1990 1995 2000 2005 2010
Puntaje factorial 1990 .969** .921** .955** .943** .928**
Puntaje factorial 1995 .965** .936** .965** .954** .941**
Puntaje factorial 2000 .949** .916** .970** .960** .948**
Puntaje factorial 2005 .943** .912** .964** .970** .955**
Puntaje factorial 2010 .928** .900** .950** .956** .966**
N 2 403 2 428 2 442 2 454 2 456
** La correlación es significativa al nivel 0.01 (bilateral).
Fuente: Cálculos propios con base en los puntajes factoriales y de Conapo.
El cuadro muestra que todas las correlaciones son estadísticamente 
significativas, además que el número de municipios varía de año en 
año; en 1990 eran 2 403 mientras que en 2010 ya eran 2 456. 
Pero lo más relevante para este estudio es que las correlaciones 
entre las mediciones para el mismo año (diagonal principal del cua-
dro 2) con uno y otro procedimiento, no sólo son estadísticamente 
significativas sino también bastante elevadas: varían de 0.94 a 0.97.
Las categorías de la marginación
La metodología de Conapo construye sobre la base de los puntajes 
del índice de marginación de cada municipio los grados de mar-
ginación: muy alto, alto, medio y media bajo y muy bajo. En este 
estudio empleamos el mismo procedimiento. 
Ahora bien, lo que interesa en este caso es comparar las ordena-
ciones que resultan de aplicar el método de Dalenius a los puntajes 
que arroja el ACP (Conapo) y el AfC. Una forma de examinar la co-
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rrespondencia entre ambas clasificaciones la proporciona el coefi-
ciente de correlación por rangos de Spearman.
CUADRO 3
Correlaciones por rango (Spearman) entre las categorías del índice municipal 
de marginación y las del análisis factorial confirmatorio.
México, 1990, 1995, 2000, 2005 y 2010
Grado Conapo
1990 1995 2000 2005 2010
Grado factorial 1990 0.901 0.851 0.904 0.892 0.878
Grado factorial 1995 0.905 0.863 0.922 0.911 0.886
Grado factorial 2000 0.896 0.853 0.913 0.909 0.898
Grado factorial 2005 0.875 0.830 0.915 0.921 0.881
Grado factorial 2010 0.873 0.827 0.915 0.922 0.878
 N 2 403 2 428 2 442 2 454 2 456
Fuente: Cálculos propios con base en los grados de marginación de Conapo y de los resul-
tados del AfC.
El cuadro 2 de la sección anterior tiene la misma estructura que el 
cuadro 3. La diferencia esencial es que en este caso se presentan en 
las columnas los grados de marginación de Conapo y en los renglo-
nes las categorías que se obtuvieron al aplicar el método de Dalenius 
a los puntajes del análisis factorial confirmatorio. Los coeficientes 
de correlación en la diagonal principal varían entre 0.86 y 0.92, más 
bajos que los coeficientes de correlación entre los puntajes, pero de 
todas maneras bastante elevados y estadísticamente significativos.
En fin, los elevados coeficientes de correlación producto-mo-
mento y de correlación por rangos, apoyan la tesis de que sería posi-
ble sustituir las medidas de Conapo por las que se obtienen del AfC. 
En la próxima sección se exploran las ventajas empíricas que nos 
proporciona disponer de un análisis factorial que permita seguir el 
fenómeno a través del tiempo.
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El resultado es que el índice alternativo genera un puntaje fac-
torial que tiene las siguientes propiedades: 1) alto grado de correla-
ción con el índice de Conapo, 2) alta correlación entre los grados, 
3) permite calcular el índice a partir de los indicadores de cada año 
de medición (sin necesidad de recalcular el resto de los índices) y 
4) se puede utilizar con fines de medición longitudinal, como se 
describe en la sección siguiente.
 
ANáLISIS DE CLASES Y DE TRANSICIÓN LATENTES DE LA MARGINACIÓN
Introducción
Son dos las preguntas que abordaremos en esta parte del estudio, a 
saber: 1) ¿cuál es el número óptimo de categorías para diferenciar 
los municipios del país según su grado de marginación?, y 2) ¿en 
qué medida dicho grado de marginación está condicionado en un 
año por el que tuvo cada municipio en el pasado?
La primera pregunta surge de dos fuentes. Por un lado, deriva 
del hecho de que las aplicaciones del índice de marginación suelen 
limitarse al grado de marginación y raras veces se emplea el puntaje 
que arroja el análisis de componentes principales.
Por otro lado, a pesar de los cambios que ha experimentado la 
marginación de los municipios a lo largo de los últimos veinte años, 
Conapo ha mantenido inalteradas las cinco categorías de margina-
ción. También es necesario precisar que cuando nos preguntamos 
por el número óptimo de categorías nos estamos refiriendo a un 
derivado óptimo de la aplicación de criterios estadísticos. 
En esta sección se emplea un modelo estadístico llamado de 
“clases latentes” que genera directamente el grado de marginación 
sin pasar por los puntajes obtenidos por componentes principales o 
por algún tipo de análisis factorial. Esta estrategia para generar los 
grupos de marginación maximiza el uso de la información. 
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El análisis de clases latentes (ACL) proporciona clases latentes 
que no son otra cosa sino agrupaciones o tipos de marginación 
de los municipios. Una vez que identificamos las clases latentes 
de marginación es posible estudiar cómo han transitado dichos 
municipios en las categorías de marginación desde 1990 a 2010; es 
decir, si los municipios que han sido clasificados de marginación 
alta en 1990 han mejorado y descendido a categorías de menor 
marginación (media, baja o muy baja) o empeorado y han pasado a 
formar parte de los municipios de muy alta marginación en 2010. 
Este tipo de inquietud puede abordarse con el análisis de transi-
ción latente (ATL). 
Debido a que estas técnicas no son muy conocidas en nuestro 
medio dedicaremos dos subsecciones a exponer sucintamente las 
ideas básicas para entender en qué consiste cada una de estas herra-
mientas y estar así en condiciones de interpretar los resultados que 
se analizan en el cuarto apartado. 
El análisis de clases latentes, conceptos básicos
El ACL tiene sus raíces en la investigación social donde habitual-
mente los conceptos o las variables de interés no son susceptibles 
de medirse directamente sino que se aproximan a través de indica-
dores. 
Éste es exactamente el tema de la marginación (un concepto 
latente) que se mide a través de un conjunto de indicadores (las 
variables relacionadas con la marginación) medidos en los munici-
pios, que son nuestros casos. 
Los modelos de clases latentes se pueden estudiar desde la pers-
pectiva de modelos con mezclas de distribuciones. La idea básica 
fue propuesta por Newcomb (1886) y consiste en suponer que las 
observaciones están aparentemente desordenadas pero de hecho 
hay un orden subyacente. Según esta idea las observaciones resul-
tan de una mezcla de las distribuciones de dos o más poblaciones y 
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que es posible separarlas basándose en un modelo (Wedel y DeSa-
bro, 2002). 
El análisis factorial es análogo al de clases latentes. En el pri-
mero, centrado en las variables, se parte de la idea de que las va-
riables tienen una estructura de correlación entre ellas, la cual 
puede generar variables latentes (llamadas factores) que agrupan 
a un conjunto de variables correlacionadas y que se puede dar un 
sentido práctico de interpretación a cada factor identificado. El 
caso del ACL también forma grupos (o clases) pero de unidades de 
observación, basados en un modelo; este enfoque está centrado en 
las personas (observaciones) y cada clase latente puede verse como 
una variable latente categórica. 
Determinación del número de clases 
Una de las características relevantes del ACL es que proporciona 
una serie de estadísticas y criterios que ayudan a decidir cuál es 
el número adecuado de categorías para clasificar las observaciones 
(que en nuestro caso son los municipios). El procedimiento para 
determinar el número de clases latentes emplea los cinco princi-
pios siguientes (Jones y Nagin, 2007): 1) mientras más pequeño sea 
el valor del “criterio de información de Bayes”13 (BIC, Bayesian In-
dex Criterion) mejor es el ajuste (Schwartz, 1978; Sclove, 1987); 
2) los valores de la entropía relativa varían entre 0 y 1, valores 
mayores que 0.80 son deseables, valores cercanos a 0.60 son inter-
medios e inferiores a 0.4 se consideran poco deseables (Clark, 2010); 
3) el estadístico de Lo-Mendel-Rubin (LMR) considera k en lugar 
de k-1 categorías en el caso que tenga un valor de probabilidad 
significativo (un valor de P <0.05; LMR: Lo, Mendell y Rubin, 2001); 
4) adicionalmente, todos los grupos deben contener al menos un 
13 Presentamos únicamente un conjunto de reglas de uso de estas medidas. 
Los conceptos estadísticos y fórmulas correspondientes exceden los límites de este 
trabajo.
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5% de las observaciones, y 5) las probabilidades de pertenencia de 
cada observación al grupo en que se clasifica debe ser al menos 
de 0.70 (G. J. McLachlan y Basford, 1988). Estos criterios estadísti-
cos nos guían para determinar el número de clases latentes. Adi-
cionalmente, se deben tomar en cuenta criterios sustantivos que 
permitan apoyar la interpretación de las clases formadas.14 
El análisis de transición latente, conceptos básicos
La marginación puede estudiarse desde un punto de vista estático o 
dinámico. Desde el punto de vista estático el análisis es transversal 
y el interés radica en ordenar jerárquicamente a los municipios se-
gún el grado de marginación, y como consecuencia, no hay incenti-
vo en analizar el comportamiento de las unidades en el tiempo. Por 
el contrario la medición dinámica analiza los cambios cronológicos 
de la marginación en los municipios; en este tipo de aproximación 
el énfasis se pone en la dinámica y su estudio requiere una perspec-
tiva longitudinal. 
En nuestra investigación abordamos ambos aspectos, y para lle-
var a cabo el estudio transversal de la marginación usamos el ACL. 
Como hemos visto, esta herramienta estadística permite identificar 
las clases de marginación en cada año en que disponemos de infor-
mación. Para realizar el estudio de la evolución de los municipios 
según clases de marginación a lo largo del tiempo, es decir, el estu-
dio de la dinámica, empleamos el ATL. Esta técnica hace observables 
los cambios de la marginación a través del tiempo (o transiciones) 
que experimentan los municipios del país ya sea en sentido ascen-
dente o descendente. 
Los modelos de transición latente pertenecen a la familia de 
modelos markovianos (Collins y Lanza, 2010; Everitt, 2006), en los 
que la matriz de transiciones contiene las probabilidades de per-
14 En algunas aplicaciones la selección del número de clases toma como guía 
los criterios estadísticos y se mezclan con criterios sustantivos. 
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tenencia a una clase latente al tiempo t condicionada a la probabi-
lidad de pertenencia al tiempo t–1. El ATL se puede ver como una 
extensión del modelo de clases latentes en el cual se incluye un pro-
ceso dinámico de las variables no métricas definidas en el ACL, claro 
está que en el ATL se consideran simultáneamente las clases latentes 
para analizar su transición en el tiempo. 
RESULTADOS
Las estadísticas descriptivas de las variables de marginación se 
muestran en el cuadro 4. Como se observa hay algunos cambios 
en estas variables en los años 1990, 2000 y 2010,15 especialmente 
en la relación con las variables referidas a la infraestructura de la 
vivienda (e.g., drenaje, piso de tierra, electricidad). Por otra parte, 
se modificó la estructura de las correlaciones entre las variables; 
modificaciones que responden a diferentes momentos que ha vi-
vido el país, especialmente en relación con el gasto y a la política 
social.
El modelo acl 
En la gráfica 1 hemos representado el modelo de ACL que usamos 
para cada uno de los tres años considerados. Este modelo contiene 
las nueve variables de marginación y se ajusta independientemente 
para cada año de medición. La letra c denota las clases latentes que 
se deben identificar.
15 En esta sección debido a consideraciones relativas a la calidad de la infor-
mación en los Conteos Censales sólo consideramos los años censales (Cortés y 
Vargas, 2014).
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CUADRO 4 











Población de 15 años o más  
analfabeta 23.0 14.5 18.4 12.0 14.1 9.7
Población de 15 años o más sin 
primaria completa 
57.2 16.3 46.4 15.4 34.2 12.9
Ocupantes en viviendas sin drena-
je ni excusado
42.4 24.5 19.5 16.6 6.9 9.3
Ocupantes en viviendas sin energía 
eléctrica
23.8 22.5 10.0 12.5 4.0 6.2
Ocupantes en viviendas sin agua 
entubada
34.5 25.2 18.9 20.5 14.7 17.8
Ocupantes en viviendas con algún 
nivel de hacinamiento
66.7 11.6 56.2 13.9 44.7 12.5
Ocupantes en viviendas con piso 
de tierra 
41.3 27.0 31.5 25.3 12.7 11.8
Población en localidades con 
menos de 5 000 habitantes 
77.0 32.9 74.1 34.2 72.0 34.7
Población ocupada con ingreso de 
hasta 2 sm 
77.2 13.2 73.0 16.6 61.8 19.5
N= 2 403 2 441 2 456
Fuente. Elaboración propia usando datos de Conapo 1990-2010.
 
Lo primero que debemos determinar es el número de clases laten-
tes. Este ejercicio lo hacemos para 1990, 2000 y 2010. La primera 
parte del cuadro 5 nos proporciona información para determinar el 
número de clases latentes en 1990 (Jones y Nagin, 2007):16 
16 Por motivos de exposición sólo se presentará para 1990 el detalle de la apli-
cación de los criterios para elegir el número de categorías. El proceso de selección 
del número de clases en 2000 y 2010 se muestra de manera mucho más sintética.  
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GRáfICA 1
Modelo de clases latentes para marginación para cada año observado
Nota: En la gráfica se muestra el modelo hipotético de clases latentes aplicado a cada 
año de medición en el que se usan nueve variables manifiestas medidas en porcentajes de 
carencias de los municipios. 
1) Según el criterio de información de Bayes (BIC) mientras más 
pequeño es su valor mejor será el ajuste del modelo (Sclove, 
1987; Schwartz, 1978); la información del cuadro muestra re-
ducciones marcadas de la clase 1 a la clase 5, mientras que en 
la clase 6 el tamaño del salto es mucho más reducido. Por lo 
tanto, el coeficiente BIC apuntaría a considerar cinco clases. 
2) Por otra parte, sabemos que a mayor valor de la entropía rela-
tiva mejor será el ajuste y que valores mayores que 0.80 son de-
seables; según este criterio deberíamos usar cuatro clases pues 
a partir de la quinta se observa un decremento, sin embargo la 
entropía se mantiene por encima de 0.9, lo que podría sugerir 
que la solución podría estar entre cuatro y cinco clases latentes. 
3) Todas las clases deben tener al menos un 5% del total de ob-
servaciones, de otra manera habría evidencia de que las asigna-
S/PRIM S/ELEC HACIN L5000
ANALF S/EXC S/AG PISOT INGRE
C
DELFINO VARGAS Y FERNANDO CORTÉS
72
ciones de los municipios a las clases no son homogéneas;17 en 
esta aplicación se podría seleccionar cualquiera de las solucio-
nes de clases latentes de la tabla, ya que ninguna categoría tiene 
menos de 5% de las observaciones.  
4) Las probabilidades de pertenencia de las observaciones a cada 
grupo debe ser mayor o igual a 0.70; en nuestro caso todas las 
soluciones son viables porque cumplen con este criterio. 
5) Según el estadístico de Lo-Mendel-Rubin se deben seleccionar 
cinco clases ya que tiene asociado un valor de probabilidad sig-
nificativo (un valor p < 0.05, Lo et al., 2001) y la probabilidad 
para seis categorías es mayor que 0.05. 
Si se aplican simultáneamente todos estos criterios la mejor solu-
ción para el año 1990 son cinco clases, coincidiendo con los cinco 
grados de marginación del índice de Conapo. 
Empleando un análisis similar a la información del cuadro 5 
para los datos de 2000 concluimos que la mejor solución sería con-
siderar cuatro clases. Sin embargo, en este caso hacemos notar que 
posiblemente la solución de cinco clases también podría utilizar-
se, pero nos inclinamos por cuatro clases pues, como veremos al 
analizar las gráficas de radar que se presentan enseguida, es ésta la 
categorización que permite una interpretación inequívoca. Final-
mente, el número de clases en 2010 disminuyó a tres, un resultado 
coherente con los hallazgos del tercer apartado que muestran un 
cambio radical en la marginación en el año 2010. 
Enseguida estudiaremos con más detalle cada una de las so-
luciones que arrojó el ACL. Examinaremos las variables de margi-
nación que caracterizan a los municipios, agrupados según clases 
latentes en cada año. Para este propósito recurriremos a gráficas de 
 
17 Linda Collins argumenta que cuando se seleccionan grupos demasiado pe-
queños hay heterogeneidad en la formación de clases y que esto no ayuda a identi-
ficar grupos (Collins y Lanza, 2010). 
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radar para ilustrar el contenido de los grupos de municipios iden-
tificados por el ACL.
CUADRO 5
Determinación del número de clases latentes de marginación






2 181 366.9 0.904 48.3%-51.7% .972-.974 <0.0001 <0.0001
3 177 715.7 0.908 21.6%-46.0% .954-.964 <0.0001 <0.0001
4 176 255.3 0.997 15.61%-34.4% .920-.963 0.018 <0.0001
5 174 786.2 0.919 13.1%-33.4% .930-.957 <0.0001 <0.0001
6 174 061.7 0.899 10.0%-23.8% .897-.965 0.1998 <0.0001
Información para 2000        
1 188 386.0
2 180 258.6 0.884 45.4%-54.6% .963-.967 <0.0001 <0.0001
3 176 350.8 0.907 21.0%-33.2% .951-965 <0.0001 <0.0001
4 174 889.5 0.887 15.6%-33.2% .921-.951 0.067 <0.0001
5 173 720.6 0.893 6.2%-35.9% .917-.969 0.0512 <0.0001
6 172 580.4 0.914 6.2%-31.2% .925-.966 <0.0001 <0.0001
Información para 2010        
1 177 155.2
2 170 544.3 0.874 46.0%-54.0% .961-.963 <0.0001 <0.0001
3 167 910.9 0.887 18.8%-46.7% .940-.959 <0.0001 <0.0001
4 166 043.0 0.907 2.9%-45.3% .938-.977 0.165 <0.0001
Nota: En este cuadro se muestra la información relevante para seleccionar el número ópti-
mo de clases latentes identificadas en cada año de medición. Por ejemplo, para el año 1990 
se seleccionan cinco clases porque cumplen simultáneamente con los seis criterios 1) a 6) 
descritos previamente y además sustantivamente tienen sentido práctico. En el año 2000 se 
eligen cuatro grupos y el año 2010 la solución óptima identifica a tres grupos. 
Fuente: Elaboración propia.
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En la gráfica 2 representamos la distribución de las nueve varia-
bles según las cinco clases del año 1990. En el grupo correspondien-
te a la categoría de grado “muy alto” de marginación (n = 404) están 
incluidos los municipios que presentan los puntajes más elevados en 
todas las variables de estudio; si comparamos dichos puntajes contra 
sus correspondientes de la clase “muy bajo” grado de marginación 
(n = 315) se observa que hay un gradiente marcado (del puntaje 
mayor al menor). 
GRáfICA 2
Puntajes promedio de las variables de marginación  
usando clases latentes para 1990
Análogamente en la gráfica 3 en que representamos los datos 
para las nueve variables de marginación para el año 2000 y para 
cuatro categorías, observamos que en la clase “muy alto” (n = 382) 
se encuentran los municipios que tienen los puntajes más elevados 
en todas las variables.18 
18 Recuérdese que en el año 2000 las estadísticas y criterios que ayudan en la 
determinación del número de clases no nos proporcionaron una solución claramen-
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A través de un razonamiento análogo aplicado a la gráfica 4 que 
representa la distribución de las nueve variables de marginación 
en las tres clases, llegamos a una interpretación similar, por ejem-
plo, la clase de “alto” grado de marginación (n = 461) se caracteriza 
por tener los puntajes más elevados en todas las variables; por ejem-
plo, en L5000 (municipios de menos de 5 000 habitantes), INGRE 
(ingresos menores a dos salarios mínimos) tienen los puntajes más 
altos comparados con los correspondientes a las clases de grado de 
marginación medio y bajo. 
GRáfICA 3
Puntajes promedio de las variables de marginación  
usando clases latentes para 2000
Debemos señalar, en aras de una mejor comprensión de los resul-
tados, que las etiquetas de las clases en 1990 no son directamente 
comparables con las etiquetas del año 2000, ni con las del año 2010.
clases se debió a que la gráfica de radar para cinco clases presentaba intersecciones 
de las poligonales, lo que quiere decir que las variables no eran consistentemente 
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GRáfICA 4
Puntajes promedio de las variables de marginación  
usando clases latentes para 1990, 2000 y 2010
Por ejemplo, el grupo de marginación denominado “muy alto” del 
año 1990 identifica a los municipios que en ese año exhibieron los 
mayores valores en todas las variables de marginación y lo mismo 
ocurre en el año 2000, pero si la marginación disminuyó en la déca-
da 1990 a 2000, entonces todos los valores de las variables en este 
último año en el grupo de muy alta marginación podrían ser inferio-
res a los de 1990. Hay que tomar en cuenta que las etiquetas tienen 
un significado relativo al año en el que se efectúa la medición, in-
dependientemente de que los puntajes mismos sí son comparables. 
Regresamos a este punto en la sección siguiente.
Por último, si requiriéramos comparar las trayectorias indivi-
duales de cada municipio desde 1990 hasta 2010, deberíamos usar 
el modelo de curvas latentes de crecimiento (véanse detalles en Var-
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El modelo atl
Hasta ahora hemos contestado a la pregunta de cuántas clases de 
marginación podemos distinguir empleando el enfoque de análisis 
de clases latentes y hemos concluido, usando el conjunto de cri-
terios que proporciona este tipo de herramienta estadística, que 
debemos considerar cinco clases en 1990, cuatro en 2000 y tres en 
2010. 
Nuestro interés se centra ahora en el tránsito de los munici-
pios de una a otra categoría de marginación a lo largo del tiempo. 
Interesa saber si los municipios clasificados en las categorías de 
marginación más alta en el pasado continúan siendo clasificados en 
esa clase en la actualidad o si han cambiado con el paso del tiem-
po. Estas transiciones se pueden estudiar empleando el análisis de 
transición latente. 
El siguiente paso en esta dirección consiste en ajustar un mode-
lo ATL que en esencia consiste en una reestimación de los modelos 
ACL pero esta vez simultáneamente para los años 1990 y 2010. Los 
resultados que obtenemos destacan las transiciones de los muni-
cipios entre las clases latentes de marginación en 1990 y 2010.19 
Debemos recordar que en la sección inmediatamente anterior con-
cluimos que para 1990 y 2010 se ajustan cinco y tres clases respec-
tivamente; esta información se usa para ajustar el modelo ATL,20 que 
calcula la pertenencia de cada municipio a las clases de manera 
muy parecida al ACL. La diferencia consiste en que el ATL condi-
ciona la probabilidad de que cada municipio pertenezca a una 
categoría de marginación en 2010, a su clase en 1990 y a las pro-
19 No consideramos el año 2000 por dos razones: 1) para simplificar la expo-
sición, y 2) los resultados del análisis en el periodo 1990-2000 no agregan mucha 
información porque son muy similares. Entre 1990 y 2000 la estructura de la mar-
ginación fue rígida. 
20 También realizamos otros análisis alternativos de clases latentes; por ejemplo 
examinamos la solución de 5 x 5 (cinco clases en 1990 y cinco en 2010), también 
3 x 3. En ambos casos las soluciones ofrecidas por ATL no fueron satisfactorias. 
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babilidades de transición. Los resultados obtenidos con una y otra 
estrategia de análisis arrojan resultados altamente concordantes, 
como se puede apreciar en los cuadros 6 y 7. 
CUADRO 6
Tabla de contingencias de las clases latentes vs. el análisis 
de transición latente en 1990
Clases atl 1990
Total
Muy bajo Bajo Medio Alto Muy alto
Clases ACL 1990
Muy bajo 314 1 0 0 0 315
Bajo 36 396 6 17 1 456
Medio 0 3 306 116 0 425
Alto 0 0 1 730 72 803
Muy alto 0 0 0 8 396 404
Total 350 400 313 871 469 2 403
Nota: El cuadro ilustra la relación entre las clases obtenidas mediante ACL y ATL en 1990, los 
elementos en la diagonal muestran una concordancia de 76% (e. g. 1 836/2 403). El coefi-
ciente de τ-b de Kendall es 0.933 y es significativo (p<0.001) indicando que la correlación 
entre ambas soluciones es prácticamente la misma.
Fuente: Elaboración propia.
Analizamos las transiciones de los municipios de 1990 a 2010 a tra-
vés de las probabilidades condicionales estimadas por el ATL (véa-
se cuadro 8); observamos, por ejemplo, que la transición de “muy 
bajo” en 1990 a “bajo” en 2010 (C2 = 1 a C1 = 1) es igual a la uni-
dad, esto quiere decir que la totalidad de los municipios que esta-
ban clasificados en la categoría de grado de marginación “muy bajo” 
en 1990 “transitan” a la clase de “bajo” grado de marginación en 
2010. Por otra parte, la transición (C2 = 2 a C1 = 4) tiene asociada 
una probabilidad condicional de 0.968, eso quiere decir que casi el 
97% de los municipios con “alto grado” de marginación en 1990 
para 2010 exhiben un grado de marginación “medio”. Una inter-
pretación más devastadora resulta al analizar la transición (C2 = 3 a 
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C1 = 5) que tiene asociada una probabilidad unitaria; esto quiere de-
cir que los municipios con grado “muy alto” de marginación en 1990 
continúan anclados en un “alto” grado de marginación en 2010. 
CUADRO 7
Tabla de contingencias de las clases latentes vs. el análisis  





Bajo 835 14 0 849
Medio 32 1 043 71 1 146
Alto 0 27 434 461
Total 867 1 084 505 2 456
Nota: El cuadro ilustra la relación entre las clases obtenidas mediante ACL y ATL en el 2010, 
los elementos en la diagonal muestran una concordancia del 94% (e.g., 2 312/2 456). El co-
eficiente de τ-b de Kendall es 0.449 es significativo (p<0.001) indicando que la correlación 
entre ambas soluciones es prácticamente la misma.
Fuente: Elaboración propia.
Los resultados del ATL permiten identificar cuántos y cuáles muni-
cipios pertenecen a cada una de las celdas del cuadro 8, para ello 
basta con generar una tabla de contingencia como se ilustra en el 
cuadro 9. Por ejemplo, 483 municipios estaban en la categoría de 
“muy alto” grado de marginación en 1990 y en 2010 se encuen-
tran en el grupo de “alto” grado de marginación. La distribución 
de los municipios de esta casilla por entidad federativa son: 57 
en Chiapas, 11 en Chihuahua, 3 en Durango, 2 en Guanajuato, 
39 en Guerrero, 17 en Hidalgo, 2 en Jalisco, 1 en el Estado de Mé-
xico, 6 en Michoacán, 2 en Nayarit, 50 en Puebla, 1 en Querétaro, 
229 en Oaxaca, 5 en San Luis Potosí, 53 en Veracruz y 5 en Yucatán.
De los municipios que en 1990 se clasificaron con un grado 
de marginación “muy bajo” en 2010 la totalidad (377) están en la 
categoría de “bajo” grado de marginación; 55 de ellos pertenecían 
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al Estado de México, 33 a Jalisco, 24 a Veracruz, 20 a Nuevo León 
y 16 al Distrito Federal, entre otros. 
CUADRO 8
Probabilidades de transición de las clases latentes C1 a C2
 C2 (2010)
C1 (1990) 1 Bajo 2 Medio 3 Alto
1 Muy bajo P(C2=1|C1=1)=1.000 P(C2=2|C1=1)=0.000 P(C2=3|C1=1)=0.000
2 Bajo P(C2=1|C1=2)=0.519 P(C2=2|C1=2)=0.478 P(C2=3|C1=2)=0.003
3 Medio P(C2=1|C1=3)=0.889 P(C2=2|C1=3)=0.111 P(C2=3|C1=3)=0.000
4 Alto P(C2=1|C1=4)=0.001 P(C2=2|C1=4)=0.968 P(C2=4|C1=3)=0.030
5 Muy alto P(C2=1|C1=5)=0.000 P(C2=2|C1=5)=0.000 P(C2=5|C1=3)=1.000
Nota: En este cuadro se ilustra la transición de las clases latentes identificadas en 1990 a 
las clases de 2010. Los patrones de transición indican que los municipios en las clases de 
grados de marginación “muy bajo” y “bajo” en 1990 se mantienen en los grados “bajo” y 
“medio” para 2010; asimismo, los municipios con “alto” y “muy alto” grado de margina-
ción se mantienen en las categorías de “medio” y “alto” grado.
Fuente: Elaboración propia. 
CUADRO 9
Tabla de contingencias de los municipios mediante  
el análisis de transición latente de 1990 a 2010
Clases atl 2010
Total
1 Baja 2 Media 3 Alta
Clases ATL 1990
1 Muy baja 377 0 0 377
2 Baja 203 196 1 400
3 Media 286 27 0 313
4 Alta 1 861 21 883
5 Muy alta 0 0 483 483
Total 867 1 084 505 2 456
Nota: La tabla de contingencias muestra el número de municipios identificados en cada 
una de las celdas de transición latente entre 1990 y 2010. Obsérvese en particular que hay 
483 municipios que en 1990 se clasifican como de “muy alta” marginación y en el 2010 se 
identifican como de “alta” marginación..
Fuente: elaboración propia.
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En caso de que fuese de interés se dispone de la información sufi-
ciente para identificar a los municipios pertenecientes a cada una de 
las entidades federativas.
Interpretación de los grados de marginación en 1990 y 2010
En la sección anterior nos hemos preguntado por el significado de las 
etiquetas que hemos asignado a las tipologías de las clases de tran-
sición latente: ¿la categoría “bajo” grado de marginación tiene o no 
el mismo significado que “bajo” en 2010? Sabemos que dichas eti-
quetas se generan al analizar la homogeneidad/heterogeneidad de los 
grupos usando ATL, por lo que tienen un sentido relativo al año de 
medición y no sabemos su significado con precisión cuando se com-
paran las referidas a dos tiempos. Así, por ejemplo, si un municipio 
estaba clasificado en el grado “muy alto” de marginación en 1990 y 
en 2000 en “alto”, caben dos interpretaciones inmediatas: 1) en am-
bos años está en la categoría más elevada de marginación o 2) en los 
veinte años mejoró, pues pasó de “muy alta” a “alta” marginación. Es 
indudable que la primera alternativa es correcta, pero esa afirmación 
no nos dice nada respecto a si las condiciones socioeconómicas del 
municipio así clasificado en ambos años mejoraron o empeoraron.
¿Qué habrá pasado entre 1990 y 2010 con la marginación de los 
municipios que estaban clasificados con “bajo” grado de margina-
ción en 2010? ¿Por qué algunos “caen” a la categoría “medio” en 
2010, mientras otros se mantuvieron en ella? Estas preguntas nos 
llevaron a introducir en el análisis las trayectorias de marginación.21
21 En esta parte del estudio empleamos los resultados de un análisis previo que 
nos llevó a distinguir tres tipos de trayectorias de marginación de los municipios 
del país entre los años 1990 y 2010: trayectorias de marginación creciente alta 
(municipios con mayor marginación que empeoran con el tiempo), decreciente 
moderada (municipios que fundamentalmente tienen una marginación media y 
que se estancan en el tiempo) y decreciente rápida (municipios que tienen poca 
marginación y que mejoran con el tiempo) (Vargas y Cortés, 2014).
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CUADRO 10
Clasificación de municipios según grados de marginación en 1990 y 2010  
por trayectorias de marginación









Muy Alto Bajo 0 0 0 0
Medio 0 0 0 0
  Alto 59 424 0 483
Alto Bajo 0 0 1 1
Medio 4 806 51 861
  Alto 5 16 0 21
Medio Bajo 0 15 271 286
Medio 0 24 3 27
  Alto 0 0 0 0
Bajo Bajo 0 9 194 203
Medio 0 171 25 196
  Alto 1 0 0 1
Muy Bajo Bajo 0 0 377 377
Medio 0 0 0 0
  Alto 0 0 0 0
Total  69 1 465 922 2 456
El cuadro 10 contiene dos variables, el tipo de trayectorias de mar-
ginación que han seguido los municipios entre ambos años y el gra-
do de marginación en 1990 y 2010. Por ejemplo, ningún municipio 
que tenía “muy alto” grado de marginación en 1990 pasó a las cate-
gorías “bajo” o “medio”, pero además de ello muestra también que 
483 municipios que estaban clasificados en la categoría “muy alto” 
en 1990, se encuentran en “alto” en 2010; de estos 424 experimen-
taron una trayectoria decreciente moderada y 59 una creciente alta.
ORIGEN ES DESTINO: DOS DÉCADAS DE MARGINACIÓN EN MÉXICO
83
Esto quiere decir que un 87% (424/483) de los municipios de 
marginación “muy alta” “alta”,22 es decir, los más marginales, tu-
vieron una trayectoria de marginación moderadamente decrecien-
te de 1990 a 2010, y el restante 13% (59/483) siguió una trayecto-
ria de marginación alta y creciente. 
GRáfICA 5
Análisis de correspondencias múltiples entre las clases de transición latente 
en 1990 y 2010 (como variables activas), agregando las categorías 
de trayectorias de marginación (como variable suplementaria)
Para analizar la información relativa al significado de las etiquetas 
aplicamos análisis de correspondencias (Greenacre, 2007) a los da-
tos del cuadro 10, de este modo generamos la gráfica 5 que contiene 
los grados de marginación municipal en 1990 y 2010 y además agre-
ga los tipos de trayectoria que siguió la marginación de los municip-
ios como variable suplementaria. 
22 Esta combinación de muy alta-alta quiere decir “muy alta” marginación en 
1990 y “alta” marginación en 2010. 
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Esta gráfica nos permite ver que los municipios clasificados en 
el grado de marginación “bajo” en 1990 tuvieron dos tipos de tra-
yectorias; unos, los que se quedaron en el nivel “bajo” en 2010, 
tuvieron una reducción rápida de su marginación; en tanto los que 
quedaron clasificados en el grado “medio” en 2010 experimentaron 
una tendencia decreciente moderada.
En síntesis, la categoría “alto” grado de marginación en 2010 
incluye a la casi totalidad de los municipios que en 1990 estaban 
clasificados como “muy alto”, a pesar de que en el periodo experi-
mentaron una trayectoria decreciente moderada. Como consecuen-
cia, los niveles de marginación de esos municipios en 2010 deben 
ser menores que los de “muy alto” en 1990, sin embargo, agrupa a 
los municipios con la marginación más elevada en 2010.
Por otra parte, hemos puesto la etiqueta marginación “baja” 
en 2010 a los municipios que en 1990 fueron clasificados como de 
“muy baja” y “baja” marginación y que transitaron a esta categoría 
porque tuvieron trayectorias decrecientes rápidas y también mo-
deradas. Además se sumaron a esta categoría municipios que es-
tuvieron catalogados como de marginación “media” en 1990, pero 
que entraron a ella porque redujeron rápidamente sus niveles. En 
consecuencia, el grado de marginación “bajo” en 2010 tiende a ser 
menor que el “bajo” de 1990.
El nivel “medio” en 2010 está compuesto fundamentalmente 
por los municipios provenientes de niveles de marginación “alto” 
en 1990 pero que la redujeron a tasas elevadas, y por unidades mu-
nicipales que habiendo alcanzado niveles “bajos” de marginación 
en 1990 experimentaron reducciones lentas. También, aunque en 
mucha menor medida, por unas cuantas unidades (27) que se man-
tuvieron en ese grupo debido a que en el periodo redujeron lenta-
mente la marginación.
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CONCLUSIONES
En la primera parte de este estudio presentamos un índice de mar-
ginación alternativo al índice oficial elaborado por el Conapo. La 
medida que proponemos es alternativa en tanto tiene una estre-
cha relación estadística con la de Conapo, lo que garantiza que la 
aplicación de uno u otro en un punto del tiempo arrojará puntajes 
y grados de marginación similares, esto implica que si se decide 
emplear el nuevo índice en lugar del oficial los resultados obteni-
dos no alterarían sustancialmente las decisiones de política social 
ya tomadas, pero nuestra propuesta tiene la ventaja de que permi-
te comparar los puntajes en el tiempo. Disponer de esta informa-
ción nos habilita para estudiar el comportamiento longitudinal de 
la marginación, a diferencia del índice de Conapo que, debido a la 
forma como se construyó, no permite trazar el comportamiento del 
fenómeno a lo largo del tiempo. 
El material que presentamos corresponde a dos tiempos cla-
ramente diferenciados. El primero, que se desarrolla en la segun-
da sección, tiene como norte generar el índice alternativo al de 
Conapo a la vez que nos preocupamos por mostrar sus bondades 
teóricas, analíticas y de apoyo para la toma de decisiones de política 
social. En este momento no ponemos en cuestión el índice oficial, 
excepto en el tema de la no comparabilidad de los puntajes y grados 
de marginación a lo largo del tiempo; limitación que, por lo demás, 
fue reconocida por el mismo Conapo al proponer el índice absoluto 
de marginación. 
En el segundo tiempo (tercera sección), centramos la atención 
en el hecho de que los índices de marginación de las entidades fe-
derativas, de los municipios y de las localidades, y el índice abso-
luto de marginación, que calcula y publica Conapo tengan siempre 
cinco grados de marginación (“muy alto”, “alto”, “medio”, “bajo” 
y “muy bajo”), no llama la atención ya que para esa categorización 
dicha institución emplea un método que determina los puntos óp-
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timos de cortes una vez que se fijó exógenamente el número de 
categorías. Sin embargo, sí la llama cuando se toma en cuenta que 
en los últimos años ha habido una serie de cambios sociales, econó-
micos y de distribución en el poder político entre los tres órdenes 
de gobierno que debieran expresarse en modificaciones en la hete-
rogeneidad de la marginación y por lo tanto en sus grados.
Adicionalmente, en la práctica suelen usarse los grados de mar-
ginación con mucha mayor frecuencia que los puntajes factoriales. 
Es válido, entonces, preguntarse ¿para qué someter los datos a un 
análisis factorial si los puntajes se categorizan en grados de margi-
nación? Debe tomarse en cuenta que este proceder implica pérdida 
de información (los factores dan cuenta de poco más de 60% de la 
varianza). ¿Por qué en lugar de seguir ese camino no se emplean 
métodos estadísticos que permitan construir los grados de margi-
nación a partir de las variables originales? En la tercera sección, 
orientados por esta inquietud, sometimos las nueve variables de 
la marginación al ACL. Esta técnica proporciona medidas que ayu-
dan a la selección endógena del número adecuado de categorías de 
acuerdo con una serie de criterios estadísticos.
Fue así como el análisis, empleando el ACL, nos condujo a dis-
tinguir cinco grados de marginación en 1990, cuatro en el año 2000 
y sólo tres en 2010. Los resultados a los que arribamos tienden 
a coincidir en 1990 con los grados del índice de marginación de 
Conapo, pero difieren a partir del año 2000 debido a que el número 
óptimo de categorías (desde el punto de vista estadístico) es menor.
Al variar el número de categorías se hacen evidentes problemas 
de interpretación que pasan desapercibidos si las mismas etique-
tas de grados de marginación “muy alto”, “alto”, “medio”, “bajo” 
y “muy bajo” se aplican a los municipios en los diferentes años. 
En efecto, las etiquetas dan cuenta de la jerarquía de la marginación 
en cada año, es decir, pone nombres a las clases en una compara-
ción intermunicipal en un año determinado, pero esto no garantiza 
que el mismo nombre describa el mismo grado de marginación en 
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otro año. La distribución del índice o de las variables originales po-
dría haber experimentado una disminución proporcional en todas 
las observaciones y de todas maneras tendríamos municipios con 
“muy alto” hasta “muy bajo” grado de marginación, aunque los 
niveles de la última distribución sean muy inferiores.
Este problema de interpretación aparece con toda nitidez cuan-
do tenemos cinco categorías de marginación en 1990 y tres en 2010, 
a las cuales les asociamos las etiquetas “alto”, “medio” y “bajo” gra-
do de marginación. El tener dos juegos de etiquetas plantea la pre-
gunta ¿cuál es la equivalencia entre ambos conjuntos de etiquetas? 
O puesto de otra manera ¿si en 1990 un municipio tenía un grado de 
marginación “muy alto” y en 2010 está en el grado “alto”, significa 
esto que mejoró? Obviamente la respuesta es no, ya que las etiquetas 
son hasta cierto punto arbitrarias, pues en 2010 podríamos haber 
utilizado los nombres “muy alto”, “medio” y “muy bajo” sin que 
nada cambie. Este problema de interpretación se agudiza cuando el 
interés se vuelca hacia el estudio de la transición de los municipios 
entre las categorías, por ejemplo, entre 1990 y 2010. En efecto, los 
estudios de transición llevan a interpretaciones muy claras si las cate-
gorías se mantienen, pero si cambian requieren análisis adicionales.
El examen de correspondencias de las etiquetas aplicadas a las 
cinco categorías de 1990 y a las tres de 2010, en que además con-
sideramos el tipo de trayectoria que siguió la marginación de cada 
municipio nos permitió concluir que la clase “alto” grado de mar-
ginación en 2010 equivale a “muy alto” en 1990, que se caracteriza 
además por una trayectoria de marginación creciente; que la etique-
ta “medio” que empleamos en 2010 equivale a la “medio” en 1990, 
pero que incluye además municipios que tenían “alto”, “medio” y 
“bajo” grado de marginación en 1990. Los primeros, los que esta-
ban en la categoría “alto” en 1990 accedieron al “medio” en 2010 
porque tuvieron una trayectoria de disminución rápida, y los de 
“bajo” así como los “medio” la tuvieron moderada. Por último, el 
grupo “bajo” en 2010 incluye a los municipios que tenían los meno-
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res grados de marginación en 1990: “muy bajo”, “bajo” y “medio”, 
y que además experimentaron un proceso rápido de decrecimiento 
a lo largo del periodo.
Una vez que los grados de marginación adquirieron sentido nos 
abocamos a analizar la transición de los municipios entre los años ex-
tremos del periodo de análisis, es decir, entre 1990 y 2010. El resul-
tado mostró que dicha transición de los municipios entre los grados 
de marginación es mínima; que a pesar de haber transcurrido veinte 
años, que el país ha vivido dos recesiones profundas y un periodo 
de estancamiento (2000 a 2003) y que la marginación ha tendido a 
decrecer, aunque su variabilidad aumentó, los municipios tienden 
a permanecer en las mismas categorías, todo esto apunta a concluir 
que en cuanto a la marginación municipal el origen es destino.
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VEINTE AÑOS DE MARGINACIÓN EN MÉXICO
Ricardo Aparicio*
Me parece necesario dar una particular bienvenida al trabajo de 
Vargas y Cortés debido a su importante contribución metodológi-
ca, su relevancia para la mejor toma de decisiones de políticas pú-
blicas en materia social y por su aporte para la mejor comprensión 
de la dinámica de la marginación y la desigualdad social en el país.
Los autores destacan que la marginación apela a un concepto 
estructural vinculado con el modelo de desarrollo nacional. Des-
de la esfera pública, la medición empírica de la marginación, en 
particular por parte del Conapo, ha sido realizada a través de la 
construcción de los índices de marginación (IM) con base en infor-
mación de los censos y conteos de población y vivienda. 
A escala estatal y municipal los IM se construyen mediante una 
combinación lineal ponderada de nueve variables pertenecientes 
a cuatro dimensiones analíticas: el ingreso, la educación, la vivien-
da y la dispersión territorial. Todos los indicadores se miden como 
porcentajes: por ejemplo, el ingreso se valora mediante el porcen-
taje de la población ocupada que tiene un ingreso laboral inferior 
a dos salarios mínimos. La educación captura el analfabetismo y la 
falta de cobertura de educación primaria. La vivienda está repre-
sentada por cinco indicadores; tres de ellos refieren la inexistencia 
de servicios de infraestructura básica: drenaje y excusado, agua 
entubada y energía eléctrica, mientras que el cuarto indicador se 
define a partir del piso de tierra, y el quinto por el grado de haci-
namiento. Finalmente, la dispersión territorial se mide mediante 
el porcentaje de población que reside en localidades menores de 
* Director general adjunto de Análisis de la Pobreza, Consejo Nacional de 
Evaluación de la Política de Desarrollo Social (Coneval).
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5 000 habitantes. La unidad de observación y análisis de estos 
índices es el municipio.
Si bien la primera aplicación de los IM fue estatal y municipal, 
el Conapo ha extendido su definición a las localidades y a las áreas 
geoestadísticas básicas urbanas (AGEB). Estas últimas aplicaciones 
utilizan algunas variantes en los indicadores puesto que la informa-
ción estadística disponible no es exactamente la misma que en el 
caso estatal y municipal.
No obstante, la metodología para determinar los índices es la 
misma: la técnica de análisis de componentes principales, que ge-
nera un índice sintético definido por una combinación lineal de las 
variables originales, pero estandarizadas, lo que significa, entre otras 
cuestiones, que cada una de ellas se mide en relación con su valor 
promedio. En un municipio determinado, valores positivos o negati-
vos de las variables estandarizadas significan que tienen un mayor o 
menor nivel de marginación que el promedio. Por su parte, la pon-
deración de cada variable se determina al asegurar que el IM recupera 
la máxima contribución a la varianza total del conjunto de variables. 
En escalas de medición, el IM representa una variable ordinal 
que permite ordenar a los municipios según su nivel de margina-
ción. Una vez determinado el IM, señalan Vargas y Cortés que el 
Conapo utiliza un procedimiento de estratificación estadística —el 
método de Dalenius— para clasificar a los municipios en cinco gru-
pos: muy bajo, bajo, medio, alto y muy alto grado de marginación. 
En su primera aplicación, con base en información del Censo 
de Población y Vivienda de 1990, el IM pretendía convertirse en un 
instrumento de política pública que permitiera identificar aquellos 
municipios a los que, por su mayor nivel y grado de marginación, se 
les debía otorgar prioridad en la atención y asignación de mayores 
recursos presupuestarios. La hipótesis subyacente era que, dadas las 
condiciones de marginación prevalecientes en ese momento, una 
adecuada focalización y eficacia de la política pública habría de tra-
ducirse en una mayor convergencia regional con el paso del tiempo.
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A la fecha, el Conapo ha utilizado la misma metodología en 
cinco ocasiones para generar los IM: 1990, 2000 y 2010, con base en 
información de los censos de población, y 1995 y 2005 a partir de 
los conteos de población. Después de dos décadas de haber sido 
diseñados los IM, el trabajo de Vargas y Cortés se plantea responder 
algunas interrogantes que permiten valorar las premisas en que se 
sustentó la construcción de los índices. 
En estas notas me gustaría destacar tres de las preguntas que se 
abordan en el texto “Origen es destino: dos décadas de margina-
ción en México”: a) ¿en qué medida se ha avanzado en la erradica-
ción de la marginación?; b) ¿qué tan efectivas han sido las políticas 
públicas?, y c) ¿se puede constatar un proceso de convergencia mu-
nicipal de la marginación?
Los autores señalan que debido a la forma en que son construi-
dos los IM no son comparables a lo largo del tiempo. Ello se debe 
fundamentalmente a que, como se mencionó, estandarizan las va-
riables con base en los valores promedio de cada año, los cuales 
varían de un censo a otro. También, que la construcción de los IM 
por parte de Conapo se ha basado en el supuesto de que el número 
de grupos de marginación (cinco) ha permanecido inalterado.
Ante ello, proponen un método basado en técnicas de análisis 
estructural de clases latentes. El método propuesto constituye un 
importante aporte metodológico por varias razones. 
En primer lugar, porque genera un ordenamiento de los muni-
cipios según su nivel y grado de marginación, que es similar al de 
los índices originales. 
En segundo, porque posibilita la valoración de los cambios de 
la marginación de los municipios a lo largo del tiempo y, en con-
secuencia, poder valorar si se ha presentado o no un proceso de 
convergencia regional de la marginación municipal. 
Y en tercer lugar, debido a que cuestiona el supuesto de que el 
número de dimensiones y grupos de marginación ha permanecido 
constante durante estas dos décadas por lo que proponen recurrir a 
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herramientas analíticas renovadas que permitan comprender mejor 
la realidad imperante en la actualidad.
Los autores identifican con claridad tres tipos de trayectorias: 
a) municipios con una marginación elevada y creciente (69 muni-
cipios, que constituyen 2.8% del total); b) los de marginación de-
creciente moderada (1 465 municipios), y c) las demarcaciones de 
marginación rápidamente decreciente (922). Estos últimos son los 
que menores niveles de marginación tenían en 1990. 
Los resultados no dejan lugar a dudas: no ha habido un proceso 
de convergencia regional. En los términos de Vargas y Cortés “ori-
gen es destino”, en la medida en que los municipios más margina-
dos lo siguen siendo, toda vez que constituyen territorios donde no 
se aprecia un mejoramiento en las condiciones de vida estudiadas, 
en tanto que los municipios donde más se ha reducido la margina-
ción son aquellos que, de inicio, presentaban los menores niveles 
de marginación.
Hay, sin embargo algunos comentarios e interrogantes que de-
ben ser planteados.
El primero se relaciona con la virtud del método propuesto 
para generar un nuevo índice de marginación comparable a lo largo 
del tiempo que, a la vez, genere un ordenamiento de los municipios 
equivalente al índice original. Cabe notar que, para extraer esta 
conclusión los autores utilizan una definición de equivalencia que 
podríamos considerar un tanto imprecisa, la cual derivan a partir de 
la observación de la elevada correlación de ambos índices, superior 
a 95%. Sin demérito de la relevancia de dicha conclusión, cabe pre-
guntarse si para efectos de la formulación de políticas públicas no 
importarán también las diferencias observadas en el ordenamiento 
de los municipios a lo largo del tiempo derivadas a partir de ambos 
enfoques. 
Un segundo interrogante se relaciona con la siguiente pregunta: 
supóngase que para un ejercicio fiscal determinado se desea apli-
car un criterio de determinación de prioridades de política pública 
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con base en las mayores necesidades de los municipios. En tal caso, 
¿será necesario, o incluso pertinente, recurrir a la información de 
la evolución a lo largo del tiempo? ¿O será mejor utilizar la infor-
mación correspondiente a la situación más reciente? ¿Cuál sería la 
mejor manera de combinar las necesidades de la población con la 
evolución de la marginación para efectos de asignación de recursos 
presupuestales a los municipios? ¿Se podría pensar, por ejemplo, 
en la nueva Ley de Coordinación Fiscal, aprobada como parte de 
la reforma hacendaria de 2013, en la cual se asignan los recursos a 
los municipios a través de una combinación entre la pobreza de la 
población (podría usarse la marginación) de los municipios y los 
avances logrados en su superación?
Un tercer interrogante que surge es acerca de la pertinencia de 
elaborar un índice estandarizado cuya escala de medición sea la 
misma en todos los momentos en el tiempo. Por ejemplo, el índice 
de desarrollo humano del Programa de las Naciones Unidas para 
el Desarrollo (PNUD) el cual varía entre cero y uno. En este caso 
el valor cero indica que no se ha logrado avance en ninguna de 
las dimensiones que lo componen (ingreso, educación y salud), en 
tanto que el índice adopta el valor uno cuando toda la población ha 
alcanzado el máximo posible de desarrollo humano. Quizá valdría 
continuar la investigación de los autores para ampliar los resultados 
de su desarrollo metodológico de tal suerte que se pueda tener un 
índice con una escala de medición fácilmente interpretable e inva-
riante a través del tiempo. Asimismo, cabe interrogarse acerca de la 
posibilidad de ampliar el desarrollo metodológico del índice pro-
puesto para poder conocer la contribución de las diferentes dimen-
siones a la estructura y los cambios de los índices de marginación.
Otro interrogante es si al ampliar el interés de los índices de 
marginación a su evolución dinámica valdrá la pena considerar el 
cambio en el significado de los indicadores conforme pasa el tiem-
po. Vargas y Cortés, sin pérdida alguna de generalidad desde el 
punto de vista metodológico, consideran las nueve variables que 
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conforman los índices de marginación como fijas. Sin embargo, 
cabe preguntarse, por ejemplo, qué aspecto de la marginación cap-
taba el indicador del porcentaje de la población ocupada con un 
ingreso laboral menor de dos salarios mínimos, y si ese significado 
se mantiene veinte años después o debería hacerse algún ajuste para 
que el indicador sea comparable en términos de lo que representa.
Un asunto más es el del indicador del porcentaje de población 
sin primaria completa. En 1990, fecha en que por primera ocasión 
se calcularon los índices de marginación, este indicador representa-
ba la población que no había completado la educación básica obli-
gatoria según mandato constitucional. Toda vez que este mandato 
cambió a partir de 1993, cabe cuestionarse si sería necesario (o no) 
realizar ajustes al indicador de tal suerte que reflejase la misma con-
dición de falta de acceso a la educación básica obligatoria, más aún 
si se toma en cuenta que en 2011 se extendió la educación obligato-
ria al nivel medio-superior.
En otro orden de ideas, debemos preguntarnos sobre la per-
tinencia de mantener el porcentaje de la población del municipio 
que reside en localidades menores de 5 000 habitantes. Este indi-
cador, que sin duda refleja el grado de ruralidad de los municipios, 
¿constituye en sí mismo un indicador de marginación? Más aún, 
¿su significado puede considerarse igual durante todo el periodo 
que analizan los autores o en el futuro, dado el continuo proceso 
de urbanización del país? Asimismo, es conveniente recordar el de-
recho constitucional de libre tránsito y de residencia, de modo que 
cabe cuestionar si este indicador puede ser un reflejo de margina-
ción en sí mismo. 
Un interrogante adicional surge al considerar uno de los princi-
pales hallazgos del trabajo: su planteamiento de que origen es desti-
no. Más allá de construir un índice comparable a lo largo del tiem-
po, el análisis del quehacer y la efectividad de la política pública 
quizá requiera un análisis más detallado de las variables asociadas 
a las dimensiones de la vivienda y la educación en las generaciones 
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más jóvenes, pues los índices generales propuestos no permiten co-
nocer dichos avances.
En suma, diría que necesitamos desarrollar métodos que permi-
tan avanzar en el análisis de la dinámica de la marginación y tam-
bién de los factores estructurales que la determinan.
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ORIGEN ES DESTINO: ANÁLISIS DE CLASES  
Y DE TRANSICIÓN LATENTES
Alfredo Bustos*
El trabajo de Vargas y Cortés me recuerda un viaje de descubri-
miento en el que, con gran valentía, los autores se lanzan a la aven-
tura siempre alertas de los peligros que les acechan. Zarparon en 
busca de “las Indias”, lo que en su caso quería decir un índice con 
propiedades deseables, tales como una alta correlación con el ín-
dice de marginación (IM) de Conapo y la posibilidad de realizar 
comparaciones a lo largo del tiempo. Luego de los primeros años 
de información analizada, el índice que desarrollaron permitió des-
cribir trayectorias y tendencias de la marginación en México. 
Sin embargo, cuando alcanzaron el territorio ignoto del año 
2010 empezaron a surgir algunas limitaciones de su enfoque, se-
mejantes a las exhibidas por el propio IM. Destaca la calidad del 
resumen de la información relativa a la marginación según los nue-
ve indicadores usuales, a través de un único índice, que se tornó 
insatisfactorio pues ignoraba casi tanta información como la que 
alcanzaba a explicar. 
Bajo las anteriores condiciones se corre el riesgo de que el índi-
ce iguale unidades geográficas que un análisis más detallado segura-
mente concluiría que son diferentes. La gráfica 1 busca ilustrar esta 
situación a través de la representación gráfica de dos circunstancias 
diferentes. En ella, el índice compuesto I (X) corre a lo largo del eje 
A-B e iguala realidades diversas ya que les asigna iguales valores. En 
ambas figuras, aunque C y D son diferentes, se tiene que I (C) = I (D). 
En la figura del lado izquierdo, ya que el índice explica una propor-
* Investigador del Instituto Nacional de Estadística y Geografía.
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ción sustancial de la variabilidad total, es menor el error cometido 
al suponer que C y D enfrentan las mismas condiciones. En cambio, 
en la del lado derecho, las condiciones C y D son “igualadas” por el 
índice a pesar de que su mutua distancia es de la misma magnitud 
de la que hay entre A y B, a las que se considera diferentes solamente 









































De la misma forma, es posible ver que en términos de los nueve in-
dicadores, con base en los cuales se estudia la marginación, resulta 
imposible tener la certeza de que se puedan ordenar adecuadamen-
te las unidades geográficas. Para algunos municipios seleccionados 
del estado de Nuevo León las gráficas 2 y 3 ilustran esta situación. 
En el primer caso, las diferencias entre ambos municipios son gran-
des en términos de todos los indicadores considerados por lo que 
resulta obvio identificar al que muestra condiciones más favorables. 
En contraste, la situación ilustrada por la segunda de estas gráficas 
hace ver que la ordenación de estos municipios lograda a través de 
un único índice difícilmente logrará un consenso en un conjunto 
grande de valuadores.
Bajo las anteriores condiciones solamente se puede concluir que 
es necesario mejorar la explicación aportada por el índice-resumen. 
Ahora bien, ya que la construcción del índice de marginación se lle-
va a cabo con base en la optimización de un criterio establecido, no 
es posible pensar en alcanzar una mejor explicación construyendo 
un nuevo índice a través del mismo criterio. Por ello o se recurría 























tradicionalmente usado, o se buscaba complementar el resultado 
que éste aporta incorporando nueva información a través del uso 
de un segundo criterio relacionado pero diferente.
GRáfICA 4
Ordenar lo que no es ordenable
Fuente: Elaboración propia.
Si se decide adoptar la segunda opción, se hace necesario conside-
rar por lo menos una segunda dimensión para lograr una adecua-
da descripción del fenómeno. Sin embargo, esta alternativa impide 
hacer uso de los índices tal y como se había venido haciendo; por 
ejemplo, en tanto el ordenar las unidades geográficas (estados, mu-
nicipios, etc.) en una sola dimensión podía realizarse de una mane-
ra simple, dichos ordenamientos ya no resultan tan evidentes una 
vez que se considera una segunda dimensión. Esta circunstancia se 
ejemplifica en la gráfica 4 en la cual ambas coordenadas del punto 
A toman valores menores que las del punto B; en otras palabras, A es 
siempre menor que B y se puede pensar que ello les ordena. Por su 
parte, el punto C tiene una coordenada con un valor inferior al de 
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segunda coordenada; nuevamente resulta más difícil decidir cuál de 
ambos puntos enfrenta mejores circunstancias, es decir, ordenarlos. 
Por todo lo anterior, la estrategia originalmente trazada ya no 
era viable. Afortunadamente no todo estaba perdido ya que, en rea-
lidad, en el planteamiento de los programas sociales instrumentados 
por diversas administraciones federales en nuestro país el IM no es 
utilizado directamente. En efecto, tales planteamientos se hacen en 
términos del denominado “grado de marginación”. Es así que, en 
general, en los documentos que dan sustento en la instrumentación 
de dichos programas es posible leer que los mismos serán aplicables 
a “…residentes en municipios y/o localidades con alto y muy alto 
grado de marginación…”, reiteramos, sin hacer mención explícita 
al índice de marginación. Pero ¿qué es el grado de marginación? Es 
el resultado de clasificar a las unidades de estudio en cinco grupos 
con base en los valores que les asigna el propio índice. Cuando se 
toma en cuenta que tal clasificación está basada en un resumen que 
exhibe algunas deficiencias y limitaciones, cabe preguntarse si ella 
merece ser estudiada con mayor detenimiento.
Ante todo, conviene tener en cuenta que desde la primera pu-
blicación del índice de marginación han sido propuestas numero-
sas estrategias alternativas para la construcción de grupos o clases 
de unidades basadas directamente en la información multivariada 
disponible, estrategias que los más recientes equipos de cómputo 
permiten instrumentar. Por ejemplo, a raíz de la publicación de los 
resultados del censo de población y vivienda, levantado durante 
el año 2010, el INEGI ha puesto en línea un servicio denominado 
Estratificador INEGI, que permite a los usuarios construir clasifica-
ciones de entidades, municipios o manzanas en el interior de las 
localidades aprovechando los resultados del mencionado censo. De 
esta manera, garantizando el principio de confidencialidad de la 
información que los usuarios le han confiado, el INEGI concede ac-
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Como se muestra en el mapa 1, la pantalla del estratificador se sub-
divide en tres áreas. La de mayor tamaño, situada a la izquierda, 
despliega gráficamente los resultados de cada uno de los ejercicios 
de clasificación llevados a cabo durante la misma sesión de trabajo; 
la segunda zona, ubicada arriba a la derecha, presenta las condicio-
nes bajo las cuales se obtuvieron los resultados actualmente des-
plegados, mismas que pueden ser modificadas en la pestaña deno-
minada Historial; finalmente, abajo a la derecha, se cuenta con un 
sencillo constructor de consultas en el que se pueden seleccionar 
las variables que se desea incluir en el estudio, el número de grupos 
o estratos que se desea formar, el nivel de desagregación geográfica 
que se usará, las transformaciones de las variables así como los mé-




































Con el propósito de ayudar al usuario en la elección de las variables 
que efectivamente juegan un papel en las clasificaciones, además 
de los mapas, la sección de resultados incluye una gráfica que des-
pliega los valores de los centroides, es decir, los valores promedio 
de cada una de las variables de estudios en cada uno de los grupos 
formados. La gráfica 5 muestra un ejemplo en el que los nueve in-
dicadores utilizados se despliegan a lo largo del eje horizontal y los 
promedios en los valores presentados por el eje vertical.
Otra forma que da cuenta de los resultados es la que se muestra 
en las gráficas 6 y 7 a través de las denominadas gráficas de esferas. 
En esencia, para las variables ubicadas en los ejes vertical y horizontal 
se tiene un diagrama de dispersión; adicionalmente el tamaño de las 
esferas estará asociado a una tercera variable; finalmente, la infor-
mación sobre la variable “estrato al que pertenece la unidad” queda 
dado por el color de la esfera. De este modo, un gráfico aparentemen-
te en dos dimensiones resume información sobre cuatro variables.
En vista de que el número de gráficas obtenidas según la des-
cripción anterior puede ser tan grande que resulte difícil interpre-
tar la información que ellas contienen, se ha incluido también una 
representación más canónica a través de lo que en estadística se co-
noce como las componentes principales, que no son otra cosa que 
combinaciones lineales cuidadosamente obtenidas a partir de los 
indicadores originales; en otras palabras, indicadores compuestos 
calculados de modo que satisfagan un conjunto razonable de condi-
ciones. Las gráficas 6 y 7 pertenecen a este tipo. La primera de ellas 
presenta los resultados alcanzados al utilizar solamente el primer 
componente principal, semejando el comportamiento del índice de 
marginación, y que está asociada al eje horizontal; es por ello que se 
percibe la formación de grupos o bandas verticales que se despla-
zan de izquierda a derecha, desde aquellos que con relación a este 
indicador enfrentan las peores condiciones (esferas en rojo oscuro) 
hasta los que, en el otro extremo, presentan condiciones más favo-
rables (esferas en verde oscuro).
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GRáfICA 6
Componentes principales representando la clasificación obtenida mediante 
el uso del componente principal
Fuente: Elaboración propia.
GRáfICA 7
Componentes principales representando la clasificación obtenida mediante 
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Por su parte, la gráfica 7 exhibe el resultado de clasificar las mismas 
unidades pero ahora haciendo uso de los nueve indicadores bási-
cos de los que se partió. En vista de que en esta ocasión se toman 
en cuenta todas las dimensiones involucradas en el problema, se 
percibe que ahora además de ubicarse hacia la izquierda o hacia la 
derecha es importante estar por encima o por debajo de otras uni-
dades. De este modo, la inclusión de información complementaria 
conduce a resultados diferentes y, es de esperarse, mejores en algún 
sentido pues están basados en toda la información disponible y no 
sólo en una parte.
GRáfICA 8
Valores de los cinco criterios con base en los cuales se espera que el usuario 
apoye su decisión sobre los resultados a utilizar
Fuente: Bustos (2011).
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Para atender el significado de la expresión “mejores en algún sen-
tido” se incluye una gráfica adicional denominada “Criterios”, la 
cual presenta cinco evaluaciones alternativas de los resultados para 
cada uno de los ejercicios de clasificación de la sesión. En todos 
los casos, valores pequeños de los criterios serán preferibles. Por 
supuesto, no es de esperarse que uno de los ejercicios resulte mejor 
que todos los demás con base en todos los criterios por lo que será 
necesario echar mano de la experiencia del usuario para determinar 
el o los resultados más convenientes para sus fines (véase gráfica 8).
Con base en lo comentado, Vargas y Cortés deciden formar gru-
pos de unidades a partir de las denominadas “variables latentes”; 
uno de los primeros ejemplos que condujeron a la consideración 
de este tipo de variables puede ser encontrado en el llamado análi-
sis estadístico multivariado de factores. Aparentemente siguen este 
enfoque ya que aseguran que les permitirá dar respuesta a dos in-
terrogantes asociadas con el ejercicio de clasificación: 1) ¿cuál es el 
número óptimo de categorías para diferenciar los municipios del 
país según su grado de marginación? y 2) ¿en qué medida dicho 
grado de marginación está condicionado en un año por el que tuvo 
cada municipio en el pasado?
El modelo para el ACL representa a la distribución conjunta de 
los Q indicadores, también denominados “variables manifiestas”, 
como una mezcla de distribuciones condicionales conjuntas para 
los mismos indicadores dentro de cada una de las clases. Tal repre-
sentación queda explícita en el primer renglón de la expresión (1). 
La segunda línea de la misma expresión no es otra cosa que la bien 
conocida descomposición de cada una de las distribuciones conjun-
tas en productos de distribuciones marginales condicionales. Para 
llegar de ella al tercer renglón de la misma expresión es necesario 
incorporar el supuesto simplificador adicional de “independencia 
condicional” con base en el cual es posible alcanzar un óptimo 
en un tiempo finito. Por supuesto, cabe preguntarse sobre la via-
bilidad de corroborar dicho supuesto en la práctica, o establecer 
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con claridad que para el problema que nos ocupa la no validez del 
mismo no tiene un efecto negativo importante sobre los resultados 
alcanzados.
Más aún, será necesario determinar el número óptimo de ca-
tegorías lo que usualmente se consigue comparando los resultados 
óptimos obtenidos al usar diversos valores para el número de cate-
gorías.
Los autores afirman que “los parámetros del modelo se estiman 
mediante el método máximo-verosímil” cuando no queda claro si la 
clasificación de unidades puede ser también vista como la solución 
a un problema de optimización. De hecho, tampoco queda claro 
por qué, a pesar de trabajar con variables expresadas en porcentajes 
como ha sido usual en el tema de marginación, siguen una exposi-
ción que parece ser más adecuada para el caso en que los indicado-
res toman valores enteros, lo que les obliga a recurrir al supuesto de 
independencia condicional.
Como quiera que sea, la probabilidad que les resulta relevante es la 
dada en la expresión (2). Es a partir de esta última expresión que 
llevan a cabo la clasificación de unidades. Básicamente, una uni-
dad es asignada a la clase k para la que la probabilidad (2) resulta 
máxima. Por supuesto, una “probabilidad condicional cercana a la 
unidad indica la probabilidad de pertenencia de una observación a 
una clase específica”, lo que representa el caso ideal. La gráfica 9 
muestra dos circunstancias para las cuales la probabilidad de que 
una unidad pertenezca a la clase 1 es mayor que la de cualquiera 
otra de las clases. En el segundo caso, sin embargo, la unidad tiene 
casi la misma probabilidad de pertenencia a las clases 2, 3 y 4, au-
mentando la incertidumbre del resultado final.
Debido a circunstancias como las anteriormente descritas, el 
form2.pdf   1   8/8/16   10:57
(2)
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procedimiento de clasificación se lleva a cabo de manera restringida 
con base en cinco condiciones:
1)  Mientras más pequeño sea el valor del “criterio de información 
de Bayes” (BIC) mejor es el ajuste; 
2)  Los valores de la entropía relativa varían entre 0 y 1, valores 
mayores de 0.80 son deseables, valores cercanos a 0.60 son in-
termedios, e inferiores a 0.40 se consideran poco deseables. 
3)  El estadístico de Lo-Mendel-Rubin considera k en lugar de k-1 
categorías en el caso que tenga un valor de probabilidad signi-
ficativo (un valor de P <0.05); 
4)  Adicionalmente, todos los grupos deben contener al menos un 
5% de las observaciones, y 
5)  Las probabilidades de pertenencia de cada observación al gru-
po en que se clasifica debe ser al menos de 0.70. 
GRáfICA 9
Contraste de circunstancias en relación con la probabilidad de pertenencia 
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Cabe destacar que siempre y cuando una o más de las anteriores 
restricciones se aplique, el resultado de la asignación de unidades 
a clases será necesariamente menos que óptimo. En tanto los tres 
primeros se refieren a criterios complementarios, los dos restantes 
pueden conducir a resultados no deseados. Por ejemplo, la exis-
tencia de algún caso que se encuentra muy cerca de cualquiera 
de los dos extremos que, sin embargo, es forzado a pertenecer a 
grupos menos extremos en el afán de satisfacer una cuota mínima 
de 5%. Todos los casos que, de tan diferentes, son exclusivos en 
el sentido de formar una clase propia pertenecerían a clases for-
madas por unidades muy diferentes. En alguna medida, esto es 
similar a lo que el Índice de Desarrollo Humano, del Programa 
de Naciones Unidas para el Desarrollo, consigue cuando organiza 
grupos conformados por casi 25% de los países considerados en 
el estudio (gráfica 10).
GRáfICA 10
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Por ello, como afirman los autores, “se deben tomar en cuenta cri-
terios sustantivos que permitan dar sustento a la interpretación de 
las clases formadas” y, sin menoscabo de sus resultados, parece de-
seable que además de evaluar el número de grupos sugerido por los 
datos, lo que es de gran interés y utilidad es que se pueda recurrir 
al lenguaje estadístico para determinar también el número de varia-
bles que resulta sensato incluir en cada periodo. Por ejemplo, pare-
ce desprenderse que las variables relativas a drenaje y excusado, y al 
acceso al servicio eléctrico han perdido capacidad discriminatoria y 
bien puede ocurrir que resulten solamente en “ruido”.
De hecho, la discusión relativa a la comparación a lo largo del 
tiempo de los resultados alcanzados, basada en los diagramas de 
radar, ilustra con toda claridad las dificultades que enfrenta un ejer-
cicio como ése. Ello se debe a que dichos resultados están basados 
en métodos relativos y no absolutos, tales como “el que enfrenta las 
peores condiciones actualmente” bien puede hallarse en una situa-
ción más favorable que la que enfrentaban sus congéneres que no 
eran calificados como los peores diez o veinte años atrás. 
Bajo estas condiciones es posible sugerir un ejercicio semejante 
al realizado por el INEGI en la presentación de los resultados del cen-
so del año 2000 al entonces Presidente Ernesto Zedillo. En aquella 
ocasión se aprovecharon los resultados de una estratificación para 
las 32 entidades federativas, contenida en la publicación conoci-
da como Niveles de Bienestar, obtenida a partir de datos del censo 
de 1990. En semejanza a un proceso de clasificación asistida, las 
“nuevas” 32 entidades del año 2000 fueron ubicadas en los grupos 
formados diez años antes, según el mismo conjunto de variables, 
aunque el número de ellas cambió de circunstancias. 
En general, los movimientos fueron hacia clases de mayor bien-
estar lo que ubicaba las entidades que se desplazaron más cerca de 
las que originalmente formaron esos grupos, que de ellas mismas. 
Si bien el ejercicio sugerido no resuelve el problema relativo al nú-
mero de grupos a ser formados, permite de una manera simple dar 
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cuenta del progreso y evolución de las entidades al compararlas con 
un absoluto, así sea temporal y susceptible de ser actualizado antes 
de que las nuevas condiciones ubiquen a todas las entidades en el 
más alto de los estratos.
CUADRO 9
Probabilidades de transición de las clases latentes C1 a C2
 C2 (2010)
C1 (1990) 1 Bajo 2 Medio 3 Alto
1 Muy bajo P(C2=1|C1=1)=1.000 P(C2=2|C1=1)=0.000 P(C2=3|C1=1)=0.000
2 Bajo P(C2=1|C1=2)=0.519 P(C2=2|C1=2)=0.478 P(C2=3|C1=2)=0.003
3 Medio P(C2=1|C1=3)=0.889 P(C2=2|C1=3)=0.111 P(C2=3|C1=3)=0.000
4 Alto P(C2=1|C1=4)=0.001 P(C2=2|C1=4)=0.968 P(C2=4|C1=3)=0.030
5 Muy alto P(C2=1|C1=5)=0.000 P(C2=2|C1=5)=0.000 P(C2=5|C1=3)=1.000
Nota: En este cuadro se ilustra la transición de las clases latentes identificadas en 1990 a las 
clases de 2010. Los patrones de transición indican que los municipios en las clases de grados 
de marginación “muy bajo” y “bajo” en 1990 se mantienen en los grados “bajo” y “medio” para 
2010; asimismo, los municipios con “alto” y “muy alto” grado de marginación se mantienen en 
las categorías de “medio” y “alto” grado de marginación.
Fuente:
Es de esperarse que un ejercicio exploratorio como el anteriormen-
te descrito facilite la interpretación de algunos de los resultados 
presentados por los autores al referirse a la transición de los muni-
cipios entre un conjunto de clases (cinco en 1990) a otro (tres en 
2010). Por ejemplo, vemos que casi la mitad de los municipios que 
en 1990 fueron clasificados con un grado de marginación “bajo”, en 
el año 2010 fueron clasificados con el menor grado de marginación 
uniéndose a todos los calificados con el grado “muy bajo” también 
en 1990. Por su parte, la otra mitad parece haber logrado mejorar 
sus condiciones pasando al nuevo nivel de clasificación “medio”. 
Sin embargo, cuando se considera al grupo de municipios original-
mente calificado con grado de marginación “medio”, encontramos 
que casi 90% de ellos se encuentra en condiciones semejantes a los 
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dos grupos anteriormente descritos, calificados ahora con un grado 
“bajo” de marginación; los restantes municipios de aquel grupo son 
ahora clasificados con grado de marginación “medio”. Lo anterior 
se encuentra resaltado en el cuadro 9 originalmente en el trabajo de 
Vargas y Cortés.
El problema es resuelto por los autores a través de la identifica-
ción de trayectorias de marginación a lo largo del periodo considera-
do. Sin duda, una vez que se estudia su explicación con detenimiento 
se resuelve una cantidad importante de aparentes contradicciones.
CONCLUSIONES
El estudio y la determinación de unidades administrativas y geográ-
ficas en condiciones de alto o muy alto grado de marginación tienen 
implicaciones de muy diversa naturaleza. Por una parte, se tiene a 
las familias y a los individuos cuyas condiciones de vida pueden y 
deben ser mejoradas por una sociedad solidaria. Por la otra, se tiene 
que las políticas sociales encaminadas a la reducción de la brecha 
entre diversos grupos sociales implica un monto muy importante 
de recursos fiscales por lo que deben estar dirigidos precisamen- 
te a quienes más requieren de ellos. Cualesquiera deficiencia o li-
mitación presente en los métodos para determinar a unos y a otros 
puede dar lugar a impactos negativos importantes para quienes re-
ciben la ayuda. El estudio sobre el problema de la marginación, su 
determinación y su evolución merece, sin lugar a dudas, ser cono-
cido, entendido y aplicado por los responsables de diseñar e instru-
mentar las políticas sociales de nuestras administraciones públicas.
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variada de clasificación. Realidad, datos y espacio. Revista Inter-
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La Cruzada Nacional contra el Hambre (CNCH o Cruzada) cons-
tituye una de las principales políticas de la actual administración 
federal en México, particularmente en el ámbito de la política so-
cial. En ella se asienta la expectativa del gobierno mexicano de ga-
rantizar el derecho a la alimentación y de erradicar, para 2018, lo 
que ha denominado la “pobreza extrema alimentaria”, esto es, la 
pobreza multidimensional que incluye la carencia de alimentación, 
que en 2012 alcanzaba a 7.01 millones de mexicanos (dof, 2014). A 
través de distintos medios (Informe de Gobierno, información en 
páginas electrónicas oficiales, espots en medios de comunicación), 
el gobierno federal ha hecho público su compromiso de combatir 
el hambre por medio de la Cruzada y ha reportado los avances en 
su instrumentación. 
Por su centralidad en la política pública nacional y en el discur-
so gubernamental esta estrategia ha captado la atención de analis-
tas, académicos y medios de comunicación. Por la misma razón, el 
* Las autoras agradecen los comentarios de Alexander Schejtman y Gustavo 
Gordillo. 
Sara Ochoa es profesora-investigadora de la Facultad de Economía, UNAM; 
Citlalli Hernández es investigadora independiente e Iliana Yaschine es investiga-
dora del Programa de Estudios del Desarrollo, UNAM.
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Consejo Nacional de Evaluación de la Política de Desarrollo Social 
(Coneval) ha diseñado un plan de evaluación multianual de la CNCH. 
Como se describirá más adelante, dicho plan contempla distintos 
tipos de evaluaciones, con las cuales se busca analizar el diseño, la 
instrumentación, los resultados y el impacto de la estrategia (Co-
neval, 2013b; 2014). A la fecha, se ha realizado un diagnóstico del 
diseño de la CNCH que fue publicado en octubre de 2013 (Coneval, 
2013a) y están en proceso de elaboración un conjunto de estudios 
adicionales que abarcan la instrumentación y primeros resultados 
de la CNCH, y cuyos hallazgos se darán a conocer a finales de 2015. 
En este trabajo se busca destacar algunos aspectos relevantes 
sobre el diseño, la implementación y la evaluación de la CNCH, con 
base en el enfoque de seguridad alimentaria propuesto por la Or-
ganización de las Naciones Unidas para la Alimentación y la Agri-
cultura (fAO, por sus siglas en inglés). La importancia de retomar 
este marco teórico reside en que en México, además del hambre 
y la desnutrición, existe una problemática amplia en términos de 
acceso económico y físico de los alimentos, la disponibilidad de los 
mismos y estabilidad en su provisión. Por tanto, la pregunta que 
subyace a este análisis es si la CNCH, además de ser una estrategia 
destinada a la erradicación del hambre, contempla los elementos 
necesarios para garantizar la seguridad alimentaria de la población 
mexicana. También se identifican algunos retos para consolidarse 
como una estrategia de seguridad alimentaria y para apuntalar el 
logro de sus objetivos.
El texto se estructura en torno a seis apartados, incluida esta 
introducción. En el segundo apartado se expone de forma breve el 
enfoque de seguridad alimentaria; el tercero destaca algunos de los 
rasgos más importantes de la situación de la seguridad alimentaria 
y nutricional que prevalece en el país; el cuarto aporta una descrip-
ción de la Cruzada en cuanto a sus objetivos, estructura institucio-
nal, procesos operativos, población objetivo y cobertura; el quinto 
apartado destaca algunos retos de la CNCH en términos de diseño, 
LOS RETOS DE LA CRUZADA NACIONAL CONTRA EL HAMBRE
121
implementación y evaluación, y el sexto plantea las reflexiones ge-
nerales a manera de conclusión.1
MARCO ANALíTICO: EL ENfOqUE DE SEGURIDAD ALIMENTARIA
En esta sección se presenta brevemente el enfoque de seguridad 
alimentaria, el cual se relaciona con algunos conceptos clave como 
el derecho a la alimentación, el hambre y la desnutrición, y servirá 
como marco analítico. También se incluyen algunas recomendacio-
nes normativas, institucionales y de política pública que surgen en 
la bibliografía sobre el tema para la atención de la seguridad ali-
mentaria, principalmente entre la población en pobreza.
Seguridad alimentaria
El concepto de seguridad alimentaria surge a mediados de la déca-
da de los años setenta, derivado de la crisis mundial generada por 
el alza internacional de los precios de los alimentos que ocasionó 
problemas de disponibilidad, principalmente del trigo y el maíz. In-
cluso después de que se habían estabilizado los precios y la oferta, 
principalmente de cereales, fue evidente que la disponibilidad sufi-
ciente de alimentos no garantizaría la ingesta nutricional adecuada. 
En la Cumbre Mundial de la Alimentación (CMA) de 1996 se 
llevó a cabo una revisión al concepto de seguridad alimentaria y 
se acordó la siguiente definición: “existe seguridad alimentaria 
cuando todas las personas tienen en todo momento acceso físico y 
1 Las ideas que se presentan en este texto se derivan de la participación de las 
autoras en algunos de los estudios sobre la CNCH que forman parte de la evaluación 
coordinada por el Coneval. En 2013 se concluyó el estudio Análisis Diagnóstico 
de la Cruzada Nacional contra el Hambre (Yaschine, Ochoa y Hernández, 2013) 
que fue uno de los insumos utilizados para la elaboración de Coneval (2013a). En 
2014 se llevó a cabo el Estudio sobre los avances de la Cruzada Nacional Contra el 
Hambre en la primera fase de implementación 2014. 
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económico a suficientes alimentos inocuos y nutritivos para satisfa-
cer sus necesidades alimenticias y sus preferencias en cuanto a los 
alimentos a fin de llevar una vida activa y sana” (fAO, 1996: 4). Así, 
se incorporó el acceso a los alimentos además de la disponibilidad 
de los mismos. Adicionalmente, el concepto incluyó la necesidad de 
una dieta sana, considerando los macronutrientes y los micronu-
trientes necesarios, y no sólo las calorías suficientes. 
El concepto de seguridad alimentaria consta de cuatro dimen-
siones, como se puede observar en la gráfica 1, que son los siguien-
tes: 1) la disponibilidad física de los alimentos, la cual significa una 
oferta suficiente y es una función de la producción y del comercio 
neto de los alimentos, 2) el acceso económico y físico a los alimentos 
se refiere a la capacidad económica de los hogares para adquirir 
estos bienes y a la posibilidad de obtener alimentos nutritivos cerca 
del hogar, 3) la utilización de los alimentos es la manera en la que el 
cuerpo aprovecha los diferentes nutrientes, para lo cual se requiere 
estar libre de enfermedades y tener acceso a servicios de salud; esta 
dimensión incluye una preparación adecuada e higiénica de los ali-
mentos, una ingesta de energía y nutrientes suficientes, diversidad 
en la dieta y buena distribución de los alimentos entre los miembros 
de la familia, y 4) la cuarta dimensión es la estabilidad en el tiempo 
de las tres dimensiones anteriores, es decir, que la disponibilidad, el 
acceso y la utilización correcta de los alimentos debe ser constante. 
La dimensión de estabilidad puede considerarse transversal al 
resto de las dimensiones, porque implica garantizar un flujo estable 
de producción y acceso a los alimentos (ante eventos como, por 
ejemplo, desastres naturales y eventos climatológicos, crisis econó-
micas, pérdida de empleo y aumento de los precios de los alimen-
tos). Las dimensiones de la seguridad alimentaria tienen una alta 
interrelación entre ellas para abordar el problema en toda su com-
plejidad y atacar las diferentes causas y no sólo sus manifestaciones, 
como podrían ser el hambre y la malnutrición (la cual incluye la 
desnutrición).
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GRáfICA 1
Dimensiones de la seguridad alimentaria
Fuente: Elaboración propia con base en Sagarpa, Sedesol, INSP y fAO (2013: XIV).
Derecho a una alimentación adecuada
El derecho a la alimentación fue reconocido en la Declaración de 
los Derechos Humanos de las Naciones Unidas de 1948. En la CMA 
de 1996 se adoptó formalmente el derecho a una alimentación ade-
cuada, lo que señaló el camino hacia la posibilidad de un enfoque 
de la seguridad alimentaria basado en los derechos, según el cual 
existe una responsabilidad explícita del Estado para su cumpli-
miento. En la cumbre se estableció la meta para 2015 de “reducir 
a la mitad el número absoluto de personas que padecen hambre”, 
entendidas como las personas que padecen desnutrición (fAO, fIDA 
Y PMA, 2013: 4). Posteriormente, en la Cumbre del Milenio de 2000, 
se acordaron los Objetivos de Desarrollo del Milenio (ODM), el pri-
mero de los cuales es erradicar la pobreza y el hambre y tiene como 
una de sus metas “reducir a la mitad, entre 1990 y 2015, la propor-
ción de personas que padecen hambre” (fAO, fIDA Y PMA, 2013: 4). 
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se acompaña de indicadores de deficiencia de peso y retraso del cre-
cimiento (baja talla para la edad) en niños menores de cinco años.
El derecho a la alimentación se puede describir de la siguiente 
manera: “El derecho a la alimentación adecuada se ejerce cuando 
todo hombre, mujer o niño, ya sea solo o en común con otros, tie-
ne acceso físico y económico, en todo momento, a la alimentación 
adecuada o a medios para obtenerla” (OHCHR-fAO, 2010: 3). La ali-
mentación es un derecho que debe permitir al individuo tener una 
vida completa y digna en cuanto a aspectos psicológicos y físicos. Lo 
anterior es posible si se garantiza la disponibilidad y acceso a los ali-
mentos adecuados y en cantidades suficientes, regular y permanente-
mente. Por tanto, se puede entender que la seguridad alimentaria es 
una condición para el ejercicio pleno del derecho a la alimentación. 
Sobre el hambre y desnutrición
En cuanto al concepto de hambre, ésta se puede concebir como 
“la sensación de incomodidad o dolor causada por ausencia de ali-
mento” (The National Academies Press, 2006: 41). Por su parte, la 
desnutrición se refiere al estado patológico resultante de una dieta 
deficiente en uno o varios nutrientes esenciales, o de una mala asi-
milación de los alimentos (fAO-PESA, s/f).2
Ambos conceptos están fuertemente relacionados, pero existen 
diferencias importantes. La desnutrición es el principal efecto ne-
gativo del hambre, sin embargo, este desenlace puede no ocurrir 
2 Un concepto estrechamente relacionado con los anteriores es el de malnu-
trición, que se refiere al estado patológico, debido a la deficiencia, el exceso o la 
mala asimilación de los alimentos. Técnicamente, el prefijo “mal” se refiere a sub 
y sobrealimentación aunque se ha puesto más atención al primer caso, esto es, 
a la subalimentación y desnutrición (The National Academies Press, 2006). Sin 
embargo, la malnutrición incluye también los problemas de sobrepeso y obesidad. 
Así, la malnutrición puede surgir por varias causas, entre las que se encuentra el 
hambre, pero también la ingesta de alimentos con bajo contenido nutricional y alto 
contenido calórico. 
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si los periodos de hambre no son suficientemente prolongados o 
severos. Paralelamente, la desnutrición puede no ser resultado del 
hambre sino de una asimilación deficiente de los nutrientes, aso-
ciada a enfermedades. Sin embargo, en contextos de pobreza, el 
hambre y la desnutrición suelen tener una alta relación debido a 
una ingesta insuficiente de alimentos de forma permanente, un bajo 
conocimiento del valor nutricional de estos y la presencia de enfer-
medades infecciosas. 
GRáfICA 2
Inseguridad alimentaria y derecho a la alimentación
Fuente: Adaptación propia con base en fAO-PESA Centroamérica (s/f: 6).
En la gráfica 2 se ilustra la relación entre estos dos conceptos, en el 
marco de la inseguridad alimentaria y la falta de ejercicio del dere-
cho a la alimentación.3 Así, se observa claramente la importancia de 
analizar la problemática del hambre y la desnutrición en el marco 
más amplio de la seguridad alimentaria, que permita atacar las cau-
sas inmediatas del hambre y sus determinantes de largo plazo.
Propuesta de políticas para la seguridad alimentaria
3 La inseguridad alimentaria se puede definir como “la probabilidad de una dis-
minución drástica del acceso a los alimentos o de los niveles de consumo, debido a ries-
gos ambientales o sociales, o a una reducida capacidad de respuesta” (fAO-PESA, s/f).
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A nivel internacional se ha avanzado en una propuesta de políticas 
públicas destinadas a promover cada una de las dimensiones que 
conforman la seguridad alimentaria. El High Level Panel of Ex-
perts (Grupo de alto nivel de expertos en seguridad alimentaria y 
nutrición del Comité de Seguridad Alimentaria Mundial, HLPE, por 
su siglas en inglés) ha sugerido medidas de protección social para 
combatir la inseguridad alimentaria vinculada con la pobreza así 
como para prevenir la vulnerabilidad a la pobreza y al hambre. Por 
tanto, se centra en las intervenciones dirigidas a la población pobre 
(rural y urbana), a mujeres y niños, así como a productores rurales 
de pequeña escala (HLPE, 2012). Este énfasis es relevante dado que 
coincide con la población a la que se dirige la CNCH. 
Según esta propuesta de política, una estrategia integral de se-
guridad alimentaria debe contener acciones de corto plazo indis-
pensables para atender la situación apremiante en que se encuen-
tran los grupos de población con inseguridad alimentaria o que son 
vulnerables a caer en ella. Asimismo, se requieren medidas para 
promover la generación de ingreso y medios de vida sustentables 
entre esta la población. Para aumentar la potencial efectividad de 
estas medidas es necesario complementarlas con acciones sustenta-
bles de largo plazo como la creación de empleos y los servicios para 
la expansión agrícola. 
El HLPE (2012) revisa una serie de instrumentos de política so-
cial que inciden sobre las múltiples causas de la inseguridad ali-
mentaria y recomienda programas comprehensivos que combinen 
varios de estos instrumentos de acuerdo con las necesidades de los 
grupos de población en diferentes momentos del curso de vida. Así, 
se propone el concepto de Piso de Seguridad Alimentaria (Food 
Security Floor) como guía para poner en práctica un conjunto de 
políticas destinadas a combatir la inseguridad alimentaria desde un 
enfoque basado en los derechos.
La aplicación conjunta de varias medidas en una estrategia 
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integral permite generar sinergias y complementariedades entre 
ellas. Asimismo, además de la operación conjunta de los distintos 
instrumentos relacionados directamente con esta problemática se 
considera necesario integrar acciones en varios sectores sociales 
(como salud y educación) y económicos (como agricultura y co-
mercio). 
En suma, las recomendaciones se dirigen hacia la combinación 
de diversas modalidades de intervención que, de forma simultánea 
y mediante un abordaje integral, puedan incidir sobre las distintas 
causas de la inseguridad alimentaria (relacionadas con las diver-
sas dimensiones) y generar mejoras en el corto y mediano o largo 
plazo. Para ello se vuelve indispensable la existencia de un marco 
normativo que sustente un enfoque de derechos y un sistema o es-
tructura institucional que favorezca la coordinación entre instan-
cias y políticas. 
Es necesario señalar que el éxito o efectividad de las interven-
ciones para combatir el hambre y la desnutrición depende no sólo 
de las características particulares de su diseño sino, en gran medida, 
del contexto en el que se instrumentan y de sus rasgos de operación. 
SITUACIÓN DE LA (IN)SEGURIDAD ALIMENTARIA EN MÉXICO
Comprender cuál es la situación de la seguridad alimentaria en el 
país requiere un análisis tanto de sus múltiples causales, como de sus 
manifestaciones, sin dejar de reconocer que existen factores estruc-
turales que lo mismo representan causas y se traducen en efectos. 
El limitado acceso económico y físico a los alimentos está asociado 
a condiciones de pobreza y a la falta de empleo bien remunerado 
que genere suficientes ingresos para adquirirlos. Así también, las co-
munidades con altos niveles de marginación, rurales o con alta pre-
sencia indígena, presentan los mayores problemas de abasto debido 
a que los alimentos no están disponibles porque los mercados no 
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funcionan adecuadamente y las vías de acceso son limitadas.
Por otro lado, los precarios niveles de desarrollo de la pobla-
ción pobre (piso de tierra, ausencia de agua potable, carencia de 
acceso efectivo a la salud, desnutrición de las mujeres embarazadas 
y la falta de lactancia materna, entre otros) influyen en una mala asi-
milación de nutrientes como resultado de enfermedades infecciosas 
repetidas o una incorrecta utilización de los alimentos debido a la 
falta de conocimiento sobre las condiciones adecuadas de prepara-
ción e higiene. Aunado a lo anterior, entre los factores que ponen 
en riesgo la suficiencia en la disponibilidad de alimentos para la po-
blación puede ser una elevada proporción de pérdidas poscosecha 
o el desperdicio de alimentos. 
Por último, desde la óptica de la dimensión de estabilidad a tra-
vés del tiempo, existen diversas circunstancias que ponen en riesgo el 
acceso y la disponibilidad de alimentos, como son la inestabilidad de 
los mercados o el cambio climático y, en ambos casos, la población 
en pobreza es la más vulnerable y suele ser la más afectada en su 
consumo, pérdida de activos y daños a la infraestructura de servicios. 
En términos de estas causales es posible tener un panorama de 
la situación en México con base en algunos indicadores relevantes. 
La medición de la pobreza multidimensional realizada por Coneval 
ha demostrado que en los últimos seis años el ingreso, afectado por 
la problemática productiva y laboral del país, ha sido insuficiente 
para que las personas puedan adquirir una canasta básica alimen-
taria. En 2012, 20% de la población mexicana no tenía ingresos 
suficientes para adquirir una canasta básica alimentaria (Coneval, 
2013c: s/p).4 En los últimos años, la problemática laboral del país, 
así como las crisis financieras y económicas recientes y la tendencia 
al aumento en el precio de los alimentos a nivel nacional e interna-
cional han afectado el acceso económico a alimentos nutritivos de 
manera constante, principalmente por parte de las familias de me-
4 Población que se encontraba por debajo de la línea de bienestar mínimo 
(LBM) que calcula el Coneval.
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nores ingresos, pues éste es el sector de la población que destina un 
mayor porcentaje de su gasto total a la alimentación (en promedio, 
el decil I destina 46% a la alimentación en contraste con 13.7% 
asignado por el decil X) (ENIGH, 2013: s/p).
En el caso del acceso físico a los alimentos, la actual infraes-
tructura en caminos, carreteras, almacenaje de alimentos y trans-
portación con la que ha contado el país en la última década ha sido 
insuficiente y está distribuida asimétricamente en el territorio na-
cional. La infraestructura para el almacenamiento de alimentos se 
concentra en las entidades del norte (83.1%),5 lo cual provoca un 
incremento en los costos para abastecer de alimentos a entidades 
con poca o nula capacidad de almacenamiento y con una deficiente 
infraestructura en caminos como son aquellas que concentran a las 
localidades con muy alto grado de marginación: Chiapas (17.9%), 
Guerrero (11.4), Oaxaca (10.5) y Veracruz (9.7%) (Conapo, 2012: 
22). Estas entidades son las que enfrentan mayores problemas de 
abasto alimentario, acentuándose en aquellas localidades pequeñas, 
rurales y con alta presencia indígena (Conapo, 2012). 
En relación con los aspectos que afectan la utilización de los ali-
mentos, en términos generales, los datos del Coneval y Conapo mues-
tran una tendencia a la reducción en las carencias de calidad y espa-
cios de la vivienda y en el acceso a los servicios básicos entre 2000 y 
2012. No obstante tales avances, esta problemática se acentúa en las 
localidades con mayor grado de marginación, en las cuales 67.8% de 
las viviendas particulares no disponía de agua entubada, 46.5 tenía 
piso de tierra, 37.6 no disponía de excusado, 31.2 no disponía de 
energía eléctrica y 87.34% no tenía refrigerador (Conapo, 2012: 22). 
A la par, si bien la carencia por acceso a los servicios de salud ha lo-
grado disminuir entre 2010 y 2012, al pasar de 58.6 a 21.5% (Cone-
val, s/f: s/p), debido fundamentalmente al aumento de la afiliación al 
5 Este porcentaje lo concentran Sinaloa, Tamaulipas, Sonora, Jalisco, Guana-
juato, Chihuahua, Baja California y Michoacán, mientras que el restante 16.9% 
se almacena en las demás entidades federativas (Sagarpa-ACERCA-SIAP, 2012: s/p).
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Seguro Popular, lo que no necesariamente equivale a un acceso efec-
tivo a la salud. Esto, aunado a las precarias condiciones de vivienda, 
puede derivar en enfermedades que favorecen la desnutrición como 
las enfermedades diarreicas agudas e infecciones respiratorias agu-
das, las cuales en 2012 tuvieron una prevalencia entre niños menores 
de cinco años de 11 y de 44.8%, respectivamente (INSP, 2012: 16).
Con respecto a las causas de una insuficiente oferta de alimen-
tos es preciso reconocer la problemática estructural del sector 
agrícola mexicano, que se caracteriza por tener un bajo crecimien-
to, incluso menor al de la economía en su conjunto. Asimismo, la 
productividad del trabajo de los campesinos y pequeños producto-
res es reducida, hay un débil encadenamiento productivo, un cre-
ciente déficit en la balanza comercial agroalimentaria y ha caído el 
gasto público en la agricultura desde la década de 1980 (Sagarpa, 
Sedesol, INSP y fAO, 2013). De acuerdo con las cifras presentadas en 
el Programa Nacional México Sin Hambre 2014-2018 (PNMSH), de 
la producción potencial agrícola nacional estimada en 249.0 millo-
nes de toneladas, 131.0 millones son alimentos para consumo hu-
mano, pero cada año las mermas y pérdidas generadas a lo largo de 
la cadena alimentaria son del orden de los 40.0 millones de tone-
ladas de alimentos (que equivalen a 252 000 millones de pesos), y 
ello se debe a una operación ineficiente, infraestructuras y equipos 
obsoletos, transporte inadecuado y sistemas de información tradi-
cionales, entre otros (dof, 2014: s/p).
Ahora bien, la inseguridad alimentaria tiene diferentes ma-
nifestaciones, de las que el hambre y la desnutrición son las más 
relevantes, pues aquejan fuertemente a la población en pobreza e 
impiden un ejercicio pleno del derecho a la alimentación. 
De acuerdo con la fAO6 la prevalencia de la subalimentación 
en el país desde 1990-1992 a 2011-2013 se ha mantenido inferior a 
6 Cabe señalar que aún no existe consenso en torno a los indicadores para me-
dir el hambre, a diferencia de los indicadores utilizados para medir la desnutrición 
donde existe un mayor consenso. 
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5% (fAO, fIDA y PMA, 2013: 47). 
Por su parte, con base en su propia metodología y definiciones, 
el Coneval estima que en 2012 casi una cuarta parte de los mexi-
canos (23.3%, es decir, 27.4 millones de personas) padecía caren-
cia por acceso a la alimentación, es decir, inseguridad alimentaria 
severa o moderada (dof, 2014: s/p). Asimismo, las estimaciones 
del Coneval corroboran la existencia de una estrecha vinculación 
entre la pobreza y el hambre, toda vez que una tercera parte de la 
población con carencia alimentaria vive en condición de pobreza 
extrema (Coneval, 2012). Cierto es que no se puede dejar de con-
siderar que hay otras dos terceras partes de la población que tam-
bién tiene carencia de alimentación, es decir, enfrenta inseguridad 
alimentaria.
Con base en las cifras del Coneval, en el interior del país se 
observan diferencias importantes entre las entidades federativas. 
En 2012, mientras que una tercera parte de la población de seis 
entidades federativas (Tabasco, Michoacán, Oaxaca, Morelos, Pue-
bla y Nayarit) presentan carencia alimentaria, en nueve entidades 
(DF, Baja California, Nuevo León, Estado de México, Chihuahua, 
Quintana Roo, Campeche, Tamaulipas y Querétaro), menos de 
una quinta parte de su población padece esta carencia (Coneval, 
2013d). Las estimaciones a partir de la Encuesta Nacional de Salud 
y Nutrición (Ensanut) 2012, permiten corroborar la gravedad de la 
inseguridad alimentaria en el país (INSP, 2012). 
México ha registrado una mejoría del estado nutricio de los 
menores de cinco años en los últimos 25 años, mostrando los ma-
yores logros entre 1999 y 2006, “como resultado de la mejora de la 
disponibilidad de alimentos y del acceso a los mismos” (fAO, fIDA 
y PMA, 2013: 22). Los niveles de prevalencia de desnutrición global 
y desnutrición aguda en niños menores de cinco años en México 
ya alcanzaron valores inferiores a 5%, lo que es compatible con la 
eliminación de este fenómeno como problema de salud pública (si 
bien el reto sigue siendo disminuir la prevalencia de desnutrición 
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aguda en niños menores de cinco años al nivel de la prevalencia na-
cional). En contraste, la desnutrición crónica en los niños menores 
de cinco años, por su alta prevalencia —13.6% de acuerdo con da-
tos de la Ensanut 2012 (INSP, 2012b: 152)— todavía representa un 
problema alarmante para el país por la trascendencia de sus efectos 
adversos en la morbilidad, mortalidad y el desarrollo psicomotor de 
los niños, y por sus repercusiones negativas en etapas posteriores de 
vida al afectar el desempeño físico e intelectual, lo que se traduce en 
desventajas de por vida en el desarrollo de las capacidades. 
Tanto el Coneval como el INSP proporcionan evidencia empí-
rica que denota que la problemática del hambre y la desnutrición 
afectan mayormente a la población indígena, la población rural, a 
la región sur del país, y se acentúan en aquellos hogares con peores 
condiciones de bienestar y conforme aumenta la intensidad de la 
inseguridad alimentaria de los hogares. 
Es, pues, evidente que la situación de la problemática de in-
seguridad alimentaria en México refleja enormes desigualdades 
con profundas raíces históricas, y cuyos efectos tienden a reforzar 
dichas desigualdades. Sin dejar de reconocer que la acumulación 
de desventajas de los pobres los hace más propensos a padecer 
hambre y desnutrición, y que por tanto requieren atención priori-
taria, se debe reconocer que, al menos con base en el indicador de 
carencia de alimentación del Coneval, existe un sector de la pobla-
ción que padece hambre pero al no vivir en condición de pobreza 
extrema alimentaria, no es considerado como parte de la población 
objetivo de la CNCH. 
En este contexto, sería deseable que la Cruzada rebasara su énfa-
sis en la disminución del hambre y la desnutrición para comprender 
un conjunto de acciones que vayan más allá y que busquen atacar el 
problema de la inseguridad alimentaria en un sentido más amplio, 
contemplando todas sus dimensiones con igual relevancia y con una 
visión de futuro que amplíe su alcance para cubrir a toda la pobla-
ción aquejada, a fin de garantizar el ejercicio del derecho a la alimen-
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tación de forma plena y sostenible. 
LA CRUzADA NACIONAL CONTRA EL HAMBRE
La CNCH se creó mediante un decreto presidencial, publicado en 
enero de 2013, en el cual se incluyeron, entre otros aspectos, sus 
objetivos, la definición de su población objetivo, la estructura ins-
titucional que haría posible su operación y los programas que la 
integrarían (dof, 2013).7 Como se mencionó, se identificó como su 
población objetivo a las 7.01 millones de personas en condición 
de “pobreza extrema alimentaria” que definen como aquellas que 
viven en pobreza extrema multidimensional y tienen carencia de 
alimentación (dof, 2014).8
Durante el periodo que lleva en operación el diseño de la estra-
tegia ha experimentado algunas modificaciones que se plasmaron 
en el PNMSH, publicado en abril de 2014, y que se refieren princi-
palmente a sus objetivos y al listado de programas que la integran. 
La CNCH inició con cinco objetivos, y en el PNMSH se incluyó un ob-
jetivo adicional. En el cuadro 1, que muestra esta evolución en los 
objetivos, pueden observarse dos cambios: en el segundo objetivo 
relacionado con la desnutrición, se sustituye el verbo “eliminar” 
por “disminuir” y se incluye la reducción de la desnutrición crónica 
 
(además de la aguda). Se agrega un nuevo objetivo relacionado con 
7 Se trata del “Decreto por el que se establece el Sistema Nacional para la 
Cruzada contra el Hambre” (en adelante Decreto), dof (2013).
8 Esta cuantificación de la población objetivo se basa en la estimación reali-
zada por el Coneval con cifras de 2012 (Coneval, 2013a: 12).  De acuerdo con la 
metodología del Coneval para la medición multidimensional de la pobreza, una 
persona se encuentra en situación de pobreza extrema cuando sus ingresos están 
por debajo de la LBM y presenta, al menos, tres carencias sociales. Por su parte, la 
carencia de alimentación se mide a través de una escala de seguridad alimentaria 
validada para el caso de México (Coneval, 2009).
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la promoción del empleo y desarrollo económico.
Como se observa, los objetivos se centran en el hambre, la des-
nutrición, la producción agrícola, la pérdida y merma poscosecha, 
la generación de empleo y la participación comunitaria. Es evidente 
que la CNCH centra su atención en la subalimentación y no en el 
fenómeno más amplio de la malnutrición.
CUADRO 1
Objetivos de la CNCH según el Decreto y el PNMSH 
Decreto Programa Nacional México sin Hambre 
1. Cero hambre a partir de una ali-
mentación y nutrición adecuada de las 
personas en pobreza multidimensional 
extrema y carencia de acceso a la ali-
mentación.
1. Cero hambre a partir de una ali-
mentación y nutrición adecuada de 
las personas en pobreza multidimen-
sional extrema y carencia de acceso a 
la alimentación.
2. Eliminar la desnutrición infantil agu-
da y mejorar los indicadores de peso y 
talla de la niñez.
2. Disminuir la desnutrición infantil 
aguda y crónica, y mejorar los indica-
dores de peso y talla de la niñez.
3. Aumentar la producción de alimen-
tos y el ingreso de los campesinos y pe-
queños productores agrícolas.
3. Aumentar la producción de ali-
mentos y el ingreso de los campesinos 
y pequeños productores agrícolas.
4. Minimizar las pérdidas poscosecha 
y de alimentos durante su almacena-
miento, transporte, distribución y co-
mercialización.
4. Minimizar las pérdidas poscosecha 
y de alimentos durante el almacena-
miento, transporte, distribución y 
comercialización.
5. Promover el desarrollo económico 
y el empleo de las zonas de mayor 
concentración de pobreza extrema 
de alimentación.
5. Promover la participación comuni-
taria para la erradicación del hambre.
6. Promover la participación comuni-
taria para la erradicación del hambre.
Fuente: dof (2013, 2014).
Para avanzar en la consecución de sus objetivos la CNCH propone 
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un modelo de atención basado en la concurrencia territorial de un 
conjunto de intervenciones diversas a cargo de distintas dependen-
cias gubernamentales de los tres niveles de gobierno, junto con la 
participación de las comunidades beneficiarias, sectores de la socie-
dad civil organizada y el sector privado. 
El PNMSH, además de los objetivos, sus indicadores y metas, es-
tablece 17 estrategias y 82 líneas de acción que, a su vez, se vinculan 
con los programas o acciones que participan en la CNCH (dof, 2014). 
Las intervenciones federales que se llevan a cabo en el marco de la 
Cruzada son, casi en su totalidad, programas preexistentes a cargo 
de las distintas secretarías de Estado y el presupuesto utilizado es 
exclusivamente el asignado a dichos programas, es decir, la estra-
tegia no tiene un presupuesto propio. El listado inicial publicado 
en el Decreto incluía 70 programas sociales federales propuestos 
para apoyar la instrumentación de la CNCH.9 Este conjunto se modi-
ficó con el PNMSH, donde se nombran 55 programas de las distintas 
dependencias federales que integran la Cruzada (dof, 2014).10 Las 
acciones federales se complementan con aquellas acciones de los 
gobiernos estatales y municipales que se vinculan con los objetivos 
de la CNCH y la propuesta de intervención se materializa en matri-
ces de inversión para cada municipio y estado. 
Dada la importancia de la coordinación inter e intraguberna-
mental de este esquema de operación, la columna vertebral de la 
cual depende el funcionamiento de la Cruzada es el Sistema Nacio-
nal para la Cruzada contra el Hambre (SINHAMBRE), el cual está con-
9 Si bien el Decreto enlista 70 programas federales, el Programa de Desarrollo 
Humano Oportunidades y el Programa de Empleo Temporal fueron citados en 
tres ocasiones por lo que, sin contabilizar las repeticiones, resulta un universo total 
de 66 programas. 
10 En el PNMSH se enlistan 82 intervenciones que, aunque en el encabezado se 
les nombra “programas”, en realidad incluyen programas y componentes (dof, 
2014). En total, estas intervenciones conforman 55 programas. Como se detallará 
más adelante, algunos de los 66 programas originales se eliminaron y se agregaron 
nuevos. 
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formado por distintas instancias que tienen la finalidad de articular 
la participación de los diversos actores en torno a la consecución de 
los objetivos. 
GRáfICA 3
Proceso de coordinación interinstitucional e intergubernamental de la CNCH
Fuente: Yaschine, Ochoa y Hernández (2013: 97).
En la gráfica 3 pueden observarse estas instancias, la relación que 
se propone entre ellas, así como algunos de los procesos relevantes 
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para el funcionamiento de la estrategia. A nivel federal se crearon 
la Comisión Intersecretarial para la instrumentación de la CNCH 
(como instancia de concertación entre las dependencias y entida-
des públicas federales participantes), el Consejo Nacional (espacio 
de vinculación con representantes de la academia, organizaciones 
sociales y sector privado) y el Comité de Expertos (que agrupa aca-
démicos especialistas en la materia). Se suscribieron Acuerdos Inte-
grales para el Desarrollo Social Incluyente (AIDSI) entre el gobierno 
federal y las entidades federativas (excepto el Distrito Federal que 
no aceptó suscribirlo), y se constituyeron consejos estatales para la 
participación de los actores sociales a nivel estatal y comités inter-
secretariales estatales y municipales como espacios de concurrencia 
entre las instancias de los tres niveles de gobierno. Finalmente, se 
ha promovido la integración de comités comunitarios con los bene-
ficiarios de los programas participantes en la CNCH. 
La estrategia ha avanzado gradualmente en su cobertura terri-
torial. Durante 2013 la instrumentación de la Cruzada se concentró 
en 400 municipios (con 51.7% de la población objetivo) y a partir 
de 2014 se agregaron 612 (con 25.0% de la población objetivo), 
para sumar un total de 1 012 municipios en los que se estima que 
habitan alrededor de 5.3 millones de personas en pobreza extrema 
de alimentación (dof, 2014: 5). 
La selección de los municipios se basó en una clasificación mu-
nicipal con base en cuatro criterios poblacionales11 y se buscó ase-
gurar que hubiera municipios de todos los estados del país. Durante 
2015 se planea ampliar la cobertura para abarcar la totalidad de los 
11 Estos criterios son: 1) Número de personas en pobreza extrema a nivel 
municipal, 2) porcentaje de población en pobreza extrema a nivel municipal, 
3) número de personas en pobreza extrema y carencia por acceso a la alimenta-
ción, y 4) porcentaje de población en pobreza extrema y carencia por acceso a la 
alimentación. Una revisión del proceso de selección de los primeros 400 muni-
cipios muestra que se siguieron los criterios en la mayoría de los casos, con ex-
cepción de 19 municipios en cuya selección hubo espacio a la discrecionalidad 
(Coneval, 2013a; Yaschine, Ochoa y Hernández, 2013). 
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municipios del país. Además de la focalización geográfica, la Cru-
zada plantea que las acciones se focalicen en los individuos de su 
población objetivo, aunque aún no se ha concluido la recolección 
de información necesaria para aterrizar la focalización individual.
Entre los resultados que la CNCH destaca hasta agosto de 2014 se 
incluyen: la creación de 3 980 comedores comunitarios, la incorpo-
ración de 546 369 familias al Programa de Apoyo Alimentario (PAL) 
en su modalidad Sin Hambre, el apoyo a 2 412 proyectos para for-
talecer estrategias de autoconsumo, la instalación de 16 290 huertos 
familiares, 1 062 129 nuevas afiliaciones al Programa Pensión para 
Adultos Mayores, la entrega de suplementos alimenticios y medición 
de peso y talla de 1 932 496 niños, el apoyo del Programa de Empleo 
Temporal a 416 438 personas y la creación de 60 099 comités comu-
nitarios (Sedesol, 2014). Estas cifras reflejan el conteo de acciones 
que la Cruzada reporta para algunos de los programas que integran 
la estrategia. No obstante, el análisis sistemático de los indicadores 
de avance de los programas está aún en proceso como parte de la 
evaluación externa y en el corto plazo no se conocerán resultados 
sobre su impacto en indicadores de bienestar de las familias.
RETOS DE LA CNCH DESDE UN ENfOqUE DE SEGURIDAD ALIMENTARIA 
Con base en los elementos planteados en las secciones anteriores, 
en este apartado se analizan algunos aspectos del diseño, la instru-
mentación y la evaluación de la CNCH que son relevantes para identi-
ficar elementos favorables, así como retos que deben atenderse con 
miras a aumentar su potencial de éxito en el logro de sus objetivos.
Aspectos de diseño
Originalmente, la Cruzada buscó insertarse en el contexto de otros 
esfuerzos a nivel internacional que tienen como objetivo el logro 
LOS RETOS DE LA CRUZADA NACIONAL CONTRA EL HAMBRE
139
de la seguridad alimentaria, principalmente el programa Hambre 
Cero en Brasil. El diseño original de la CNCH, expresado en los obje-
tivos del Decreto, guarda una estrecha relación con las dimensiones 
de la seguridad alimentaria.12 Por ejemplo, los objetivos 1 y 2 de 
la CNCH se relacionan fuertemente con las dimensiones de acceso 
y utilización del enfoque de la fAO, ya que inciden directamente 
en la posibilidad de acceder a alimentos de calidad y en cantidad 
suficiente, prepararlos adecuadamente en condiciones higiénicas 
y atender los problemas de salud que pueden limitar la absorción 
de los nutrientes. Lo anterior contribuye a la eliminación del hambre 
y a la mejoría de las condiciones nutricionales de la población que 
recibe los apoyos de los programas participantes en la estrategia. 
Por su parte, los objetivos 3 y 4 de la Cruzada se relacionan direc-
tamente con la dimensión de disponibilidad de alimentos, dado que 
es necesario que estos existan en cantidad suficiente para satisfacer 
las necesidades alimenticias de la población. Los objetivos 3 y 5 se 
relacionan de forma directa con el acceso económico a los alimentos. 
Cabe señalar que ningún objetivo de la CNCH se refiere explícitamente 
a la dimensión de estabilidad, que tiene creciente relevancia debido a 
los periodos de alza en los precios de los alimentos que se han expe-
rimentado en los últimos años, así como por la mayor recurrencia de 
desastres por fenómenos naturales. Asimismo, el objetivo 6, que se 
refiere a la promoción de la participación comunitaria, no se relacio-
na directamente con ninguna dimensión de la seguridad alimentaria. 
No obstante, dada la relevancia de la participación de la comunidad 
en las distintas etapas de esta política, ésta podría considerarse como 
una herramienta transversal para el logro de los objetivos.
En segundo lugar, en el Decreto se plantea el problema en tér-
minos del derecho a la alimentación de toda la población pero, 
12 Para un análisis detallado de la Cruzada desde un enfoque de seguridad 
alimentaria, incluyendo la relación entre sus objetivos y las dimensiones de este 
enfoque, véase Yaschine, Ochoa y Hernández (2014). También se incluye un análi-
sis de la relación de estos dos elementos, con los objetivos del Reto Hambre Cero.
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posteriormente, se hace un acotamiento a la población en pobreza 
extrema alimentaria. Así, en el Decreto, la creación del programa 
SINHAMBRE se sustenta en el reconocimiento de que un amplio con-
junto de la población mexicana no ejerce su derecho a una alimen-
tación nutritiva, suficiente y de calidad en el país, de acuerdo con lo 
establecido en la Constitución Política de los Estados Unidos Mexi-
canos y diversos instrumentos jurídicos internacionales, lo cual es 
resultado de la inseguridad alimentaria y deriva en situaciones de 
hambre. En este Decreto se afirma que la prioridad del gobierno 
federal es garantizar el derecho a la alimentación de toda la pobla-
ción y “que ningún mexicano padezca hambre” (dof, 2013: 2). La 
cifra de carencia alimentaria en el país en 2012, 27.4 millones de 
mexicanos, puede considerarse una medida inicial de la magnitud 
del problema a atender.13 
Sin embargo, más adelante en dicho Decreto se acota el alcan-
ce de la CNCH a la atención de aquellos individuos que viven en 
condiciones de pobreza extrema y experimentan carencia de ali-
mentación, que alcanzó en 2012 a 7.01 millones de personas a nivel 
nacional. Por tanto, desde su inicio, la Cruzada sólo se propuso 
atender a una cuarta parte de la población que presenta el proble-
ma de carencia alimentaria. Si bien es justificable la priorización 
de la atención en personas en condiciones de mayor desventaja, es 
importante destacar que una estrategia contra el hambre no se plan-
tee una ampliación gradual de la cobertura hacia esta población 
(Coneval, 2013a: 95).
Un aspecto estrechamente relacionado con el anterior, y que 
puede ayudar a entender la racionalidad con la que se acotó la po-
blación objetivo, es la definición del problema a atender. Ante la 
solicitud del Coneval de precisar su definición conceptual de ham-
bre (Coneval, 2013a), la CNCH elaboró su propia acepción del con-
cepto de acuerdo con la cual hambre es “la situación que enfrenta 
13 Se refiere a la población que experimentaba inseguridad alimentaria mode-
rada y severa, de acuerdo con la Escala Mexicana de Seguridad Alimentaria.
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una persona al encontrarse en pobreza extrema y con carencia ali-
mentaria” (Sedesol, s/f a). Esto es, la definición de hambre en la 
CNCH es una definición operativa, en la cual se acota su universo 
de atención. Por tanto, se deja fuera de esta definición a personas 
que pueden padecer hambre pero que no cumplen con los criterios 
de la población objetivo, por ejemplo, la población en pobreza no 
extrema o no pobres que presentan carencia alimentaria.
De hecho, se ha observado una evolución en el discurso de la 
Cruzada desde una perspectiva amplia del derecho a la alimenta-
ción y seguridad alimentaria planteada en el Decreto, hacia una 
estrategia de combate a la pobreza extrema alimentaria que pone 
énfasis en la necesidad de mejorar la alimentación y nutrición entre 
esta población.
La acotación del universo de atención a los segmentos en pobre-
za extrema alimentaria no sólo ha tenido implicaciones en la jerar-
quización de los esfuerzos en esta población, sino que ha ejercido 
una fuerte influencia en el diseño del modelo de intervención de la 
estrategia, el cual se ha expresado como una estrategia de combate 
a la pobreza extrema, más que de atención a la inseguridad alimen-
taria. Este punto queda bien ejemplificado en el planteamiento ori-
ginal de la Matriz de Marco Lógico (MML) de la Cruzada, su princi-
pal instrumento de planeación (Sedesol, s/f b), la cual en sus inicios 
no estaba organizada con base en los objetivos de la estrategia sino, 
exclusivamente, en torno a las carencias sociales para la medición 
oficial de la pobreza multidimensional. No obstante, es preciso re-
conocer que en 2014 dicha matriz fue modificada para aumentar su 
congruencia con los objetivos de la CNCH que, como se mencionó 
al inicio de este apartado, guardan relación con las dimensiones de 
la seguridad alimentaria (Sedesol, s/f c). En esta nueva matriz, los 
componentes de pobreza multidimensional se mantienen exclusiva-
mente como factores que inciden en el logro del objetivo 1 de erra-
dicación del hambre y se agregan otros componentes relacionados 
con los demás objetivos.
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Además de esta modificación de la MML, existe evidencia de 
que se ha trabajado en objetivos de la estrategia relacionados con 
las dimensiones de seguridad alimentaria. Por ejemplo, se ha avan-
zado en el diseño de una estrategia productiva que busca incidir 
de forma directa en el objetivo 3,14 y ha habido avances en cuanto 
al objetivo 4, de minimización de las pérdidas poscosecha y de ali-
mentos, como la elaboración de un indicador para medir esta pér-
dida, el cual fue incluido en el PNMSH. Por otra parte, el hecho de 
añadir el objetivo 5, que busca promover el desarrollo económico 
y el empleo, es un reconocimiento a la necesidad de implementar 
acciones estructurales en la materia. 
Un aspecto relevante es que las modificaciones formales a la 
estrategia mencionadas previamente, deben analizarse en conjunto 
con su operación en la práctica. Por ejemplo, persiste una mayor 
atención de las carencias sociales que definen la pobreza y, por tan-
to, que inciden directamente en los objetivos 1 y 2 de la Cruzada. 
En este sentido, un elemento a analizar son los indicadores de los 
objetivos, contenidos en la MML, que se presentan en el cuadro 2. 
Se observa que el objetivo 1 cuenta con un mayor número de indi-
cadores lo que se relaciona, precisamente, con la integración de las 
dimensiones de pobreza a esta meta. En el apartado de evaluación 
se abunda en el análisis de los indicadores. 
Los aspectos mencionados en los párrafos anteriores expresan 
una estrategia en constante evolución, y que los cambios se mueven 
en sentidos que pueden parecer contradictorios. Por un lado, hay 
una moderación del enfoque y del discurso basada en el cumplimien-
to del derecho a la alimentación de todos los mexicanos y en la nece-
sidad de una solución integral sustentada en la seguridad alimentaria, 
14 El cambio del programa Oportunidades al programa Prospera introduce 
como principal modificación la inclusión de una perspectiva productiva y labo-
ral que busca vincular a sus beneficiarios con otros programas que fomenten sus 
potencialidades productivas. Hay que recordar que Oportunidades es uno de los 
principales programas participantes en la CNCH.
LOS RETOS DE LA CRUZADA NACIONAL CONTRA EL HAMBRE
143
de forma tal que actualmente el apoyo de la estrategia se acota con 
mayor fuerza a la reducción de la pobreza extrema y la erradicación 
del hambre. Por otro lado, se mejoraron aspectos del diseño de la 
estrategia, como la modificación de la MML y la inclusión de un ob-
jetivo, elementos que apuntan hacia la consideración de aspectos es-
tructurales del problema. Parece entonces que existe una tendencia 
a la convergencia entre el marco conceptual de la CNCH y su diseño, 
elementos que estaban muy disociados en las etapas iniciales.
CUADRO 2
Objetivos de la CNCH y sus indicadores
Objetivo Indicador
Objetivo 1
Porcentaje de la población en condición de pobreza extrema de alimen-
tación
Porcentaje de personas en pobreza extrema de alimentación con carencia 
de acceso a servicios de salud
Porcentaje de personas en pobreza extrema de alimentación sin acceso a 
seguridad social
Porcentaje de personas en pobreza extrema de alimentación con carencia 
por rezago educativo
Porcentaje de personas en pobreza extrema de alimentación con carencia 
por calidad y espacios de la vivienda
Porcentaje de personas en pobreza extrema de alimentación con carencia 
de acceso a los servicios básicos de la vivienda
Objetivo 2
Prevalencia de desnutrición crónica (talla para la edad) en menores de 5 
años de edad beneficiarios de Oportunidades 
Prevalencia de emaciación (bajo peso para la talla) en menores de 5 años 
de edad beneficiarios de Oportunidades
Prevalencia de bajo peso (para la edad) en menores de 5 años beneficia-
rios de Oportunidades
Objetivo 3 Tasa de crecimiento del volumen de la producción agroalimentaria de la población en zonas rurales marginadas respecto al año base
Objetivo 4 Incremento de los recursos con los que se apoya a Bancos de Alimentos
Objetivo 5 Tasa de variación real del ingreso promedio de los hogares en pobreza extrema de alimentación1 
Objetivo 6 Porcentaje de Comités Comunitarios instalados en los municipios de la Cruzada contra el Hambre
1 Este indicador mide cómo se modifica el ingreso de las familias en situación de pobreza 
extrema de alimentación apoyadas por PAL y Oportunidades. Incluye ingresos monetarios y 
no monetarios. 
Fuente: Sedesol (s/f c).
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Por último, en relación con las recomendaciones del HLPE para 
la implementación de una estrategia de seguridad alimentaria 
para la población en pobreza (resumidas en el segundo apartado 
de este artículo), se pueden destacar aspectos de la Cruzada que 
favorecen un avance hacia una solución integral de la inseguridad 
alimentaria, aunque exclusivamente entre la población en pobre-
za extrema. 
En un contexto en el cual existe un marco normativo compre-
hensivo respecto al derecho a la alimentación,15 la CNCH creó una 
estructura institucional o sistema y diseñó un modelo de interven-
ción basado en la coordinación intersecretarial e intergubernamen-
tal, y en la participación ciudadana para el logro de sus objetivos. 
Si bien esto es recomendable, debe tenerse en mente el reto que 
constituye la coordinación interinstitucional, el cual se exacerba 
por el diseño particular que coloca a la Sedesol como cabeza de la 
estrategia, lo cual pudiera constituir un obstáculo para la apropia-
ción por las demás instancias federales. En este sentido, quizá sería 
conveniente considerar la creación de un órgano coordinador de la 
Cruzada independiente de las secretarías de Estado que integre los 
esfuerzos realizados en la materia, lo que permitirá aumentar sus 
posibilidades de continuidad.
Otro rasgo de la Cruzada que coincide con las recomendacio-
nes internacionales es la integración de los programas pertenecientes 
con los distintos sectores sociales y económicos: salud, educación, 
economía, agricultura, entre otros. Los programas incluyen una am-
plia gama de instrumentos de intervención que van desde aquellos 
destinados a la provisión directa de alimentos que incidan de forma 
inmediata en la problemática, así como acciones que buscan fomen-
15 El cual se plasma en la Constitución Política de los Estados Unidos Mexica-
nos y algunas leyes secundarias, con la salvedad de que no se ha promulgado a la 
fecha una ley secundaria sobre alimentación. Asimismo, la firma de tratados inter-
nacionales forma parte integral del marco normativo nacional, más aún a partir de 
la reforma al artículo 1 en 2011 que los eleva a rango constitucional. 
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tar la producción agrícola, los proyectos productivos y de creación 
de empleo. 
No obstante, más allá de las características de diseño de los 
programas es necesario que se tomen en cuenta aspectos sobre su 
puesta en práctica, como la efectividad que han mostrado en eva-
luaciones previas y el éxito en lograr la coordinación necesaria entre 
los programas que dependen de diversas secretarías, y que tienen 
su propio modelo de atención, población objetivo y mecanismos de 
focalización. 
También es necesario asegurar que los programas incluidos ten-
gan una influencia real en la estrategia, como sería el caso del logro 
de los objetivos relacionados con la producción y pérdida de ali-
mentos, y con el desarrollo y el empleo. Algunos de estos aspectos 
se retomarán en el siguiente apartado. 
Modelo de intervención
Como se mencionó, el modelo de intervención de la CNCH se susten-
ta en la concurrencia de programas en los territorios seleccionados 
y en la población objetivo. La puesta en práctica de dicho modelo 
presenta una serie de retos. En este apartado se toma como eje el 
que se relaciona con el análisis de los programas participantes en la 
CNCH. Se da cuenta de los ajustes realizados en la definición de los 
programas participantes, se analiza la vinculación de los progra-
mas con las dimensiones de seguridad alimentaria y se presentan 
algunas evidencias sobre su efectividad con base en evaluaciones 
realizadas previamente.
Los programas participantes en la CNCH han tenido variaciones 
importantes. Como se ha dicho previamente, mientras en su inicio 
se contempló la participación de 66 programas, en el PNMSH se re-
conocen 55 programas (dof, 2014: s/p). De los 66 programas origi-
nales enlistados en el Decreto en 2013 (dof, 2013: s/p), en el listado 
incluido en el PNMSH solamente continuaron 32 y se incorporaron 
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23 diferentes. Si bien esto refleja que la CNCH está en constante evo-
lución, también pone de manifiesto que no existió de inicio un diag-
nóstico adecuado de los programas que incidían en la resolución 
de la problemática. Además, en la primera fase de la estrategia la 
selección de programas no se acompañó de una adecuada justifica-
ción de su pertinencia en el marco de la CNCH.
Considerando los 66 instrumentos de intervención originales 
de la Cruzada, un estudio previo analizó su pertinencia respecto a 
las dimensiones del enfoque de seguridad alimentaria, a partir de la 
revisión del objetivo general (o propósito) de cada uno de los pro-
gramas (Yaschine, Ochoa y Hernández, 2014).16 Derivado de este 
análisis se identificaron los programas vinculados, ya sea de forma 
directa o indirecta,17 con alguna(s) de las cuatro dimensiones de 
dicho enfoque. Se encontró lo siguiente: un porcentaje importan-
te de los programas (77.3%) tienen potencial de contribuir con el 
“acceso a los alimentos”, casi la mitad (45.5%) contribuye directa 
o indirectamente con la “disponibilidad de alimentos”, pero una 
menor proporción tiene potencial para incidir en la “utilización de 
los alimentos” (34.9%) y en la “estabilidad a lo largo del tiempo” 
(39.4%) (Yaschine, Ochoa y Hernández, 2014: 25-26). 
Entre las reflexiones más importantes que se derivan de ello 
son, en primer lugar, que los instrumentos de la CNCH tienen po-
tencial para constituir una estrategia de seguridad alimentaria. No 
obstante, de acuerdo con el número de intervenciones, existe cierta 
concentración de esfuerzos en las primeras dos dimensiones —ac-
16 Cabe señalar que en ese ejercicio no se abundó sobre la efectividad de los 
programas para la consecución de tal objetivo de acuerdo con sus evaluaciones, ni 
se revisaron con detalle las intervenciones específicas de los programas.
17 El criterio utilizado para determinar el tipo de vinculación fue el siguiente: 
si podía asumirse que el programa tiene incidencia en alguna de las dimensiones de 
la seguridad alimentaria se catalogó como “vinculación directa”. En los casos don-
de se podía asumir que el programa más bien repercute en algún aspecto, el cual a 
su vez es el que incide en alguna de las dimensiones de la seguridad alimentaria, se 
consideró como “vinculación indirecta”. 
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ceso y disponibilidad— y menor atención a las dos dimensiones 
restantes, aun cuando deben considerarse igualmente relevantes 
para garantizar la seguridad alimentaria de la población. Sin duda, 
este análisis tendría que complementarse con una evaluación de la 
importancia real de estas intervenciones para incidir en las dimen-
siones, por ejemplo, de su cobertura o efectividad. Asimismo, será 
importante desarrollar un análisis similar considerando el conjunto 
de programas que participan actualmente en la Cruzada pues, da-
dos los cambios, el balance descrito puede haberse modificado.
En segundo lugar, el éxito de las intervenciones de una estra-
tegia que persiga garantizar la seguridad alimentaria no depende 
únicamente de su diseño, sino también de sus rasgos de operación 
y de la efectividad de las acciones incluidas. Para ejemplificar este 
punto se revisaron los resultados e impactos de programas que po-
drían considerarse como emblemáticos de la CNCH, principalmente 
en materia de alimentación, nutrición y salud, documentados por 
evaluaciones externas disponibles:
•	 La evaluación de impacto de corto plazo del Programa Opor-
tunidades (ahora Prospera) evidencia un impacto positivo de 
13% en el gasto promedio en alimentos de las familias rura-
les, con lo cual mejoraron la calidad de su dieta (IfPRI, 2000: 
38). En zonas urbanas, por otro lado, la evaluación identifica 
un aumento en el consumo de los hogares urbanos, principal-
mente en el rubro de alimentos (entre 14-18% en el periodo) 
(Coneval, 2009a: 9). Asimismo, una evaluación del impacto en 
materia de salud reporta en 2006 un aumento en la utilización 
de servicios de salud preventiva de 12% en beneficiarios rura-
les de 18 a 49 años y de 18% entre beneficiarios de 50 y más 
años. También hay una reducción en los días de enfermedad 
en 20 y 22% de los beneficiarios rurales de 0 a 5 y 16 a 49 años, 
respectivamente (Coneval, 2009a: 5). En contraste, en esta eva-
luación se resalta que Oportunidades no tiene aún capacidad 
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suficiente para atender la demanda, con la calidad debida, de 
la población de comunidades rurales e indígenas (Coneval, 
2009a). La Ensanut 2006 documenta una disminución en la 
prevalencia de baja talla en beneficiarios de Oportunidades 
rurales menores de 5 años de 1999 a 2006, de casi el doble de 
lo observado en la muestra nacional (10.8 puntos porcentua-
les), aunque la reducción en zonas urbanas fue marginal. No 
obstante, los avances son insuficientes porque permanece una 
prevalencia de emaciación, baja talla y bajo peso entre los ni-
ños beneficiarios (Coneval, 2009a: 7).
•	 La evaluación de la consistencia y resultados del PAL realizada 
en 2012 encontró una mejoría en micronutrientes como hierro, 
zinc y vitamina C entre los miembros de los hogares beneficia-
rios (Coneval, 2012a). 
•	 La evaluación sobre el desempeño del Programa Pensión para 
Adultos Mayores (antes 65 y más) de 2013, refiere que las 
pensiones no contributivas implican un aumento en el gasto 
familiar (24%) y que los adultos mayores perciben una me-
jora en su bienestar al contar con un ingreso regular que les 
otorga capacidad de compra y reduce su dependencia econó-
mica (Coneval, 2013e: 2). En línea con esto, la evaluación de 
impacto del programa de 2009 encuentra “efectos positivos en 
el estado de salud de los adultos mayores y una reducción con-
siderable de la inseguridad alimentaria” (Coneval, 2013e: 2).
•	 La evaluación sobre el desempeño del Seguro Popular de 2013 
señala que hay una mayor probabilidad de utilización de ser-
vicios de salud entre la población afiliada del sector rural y, en 
general, existe una disminución en la probabilidad de realizar 
gastos de bolsillo y gastos en atención primaria y en hospita-
lización. No obstante, no se observan efectos positivos en las 
condiciones de salud de los beneficiarios, lo que apunta a mejo-
rar el mecanismo de acreditación de las unidades médicas para 
asegurar la calidad de la atención en salud (Coneval: 2013f).
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•	 La evaluación sobre el desempeño del Programa Caravanas 
de la Salud de 2013 documenta que el programa ha llegado a 
casi la totalidad de localidades dispersas y alejadas en el país 
(Coneval, 2013g: 12-14), logrando la cobertura de varias in-
tervenciones de salud, aunque si bien solamente en un nivel 
básico de atención. Por ello, se considera que estos esfuerzos 
son insuficientes para generar una atención integral de las ne-
cesidades de salud, lo que demanda reforzar su vinculación 
con las unidades fijas de salud. 
Estos puntos pretenden ilustrar el hecho de que, a pesar de los 
avances logrados a través de estos programas, existen algunos 
puntos críticos que se requiere atender para mejorar la eficacia de 
sus intervenciones, pues todavía existe inseguridad alimentaria y 
una alta prevalencia de desnutrición entre la población infantil del 
país. Con base en las evaluaciones, entre los retos a destacar de los 
programas relacionados con el ámbito alimentario y nutricional, se 
encuentran: asegurar una provisión de servicios de calidad y el ac-
ceso efectivo a ellos, más allá de asegurar la afiliación a las distintas 
instituciones de salud; mejorar la focalización individual de accio-
nes que han probado tener impacto positivo, como es el consumo 
de suplementos alimenticios, la educación en temas de nutrición 
y el monitoreo nutricional de los niños y mujeres embarazadas o 
en lactancia; actualizar los sistemas de información, así como las 
evaluaciones de los programas sobre sus impactos relevantes para 
el estado nutricional de la población y respecto a su capacidad real 
para prevenir y atender riesgos que puedan vulnerar el derecho a la 
alimentación. Por último, un área muy importante de oportunidad 
que comparten el conjunto de los programas que participan en la 
CNCH y que se evidencia por la normatividad de su operación es 
la cobertura de localidades rurales muy pequeñas y de baja accesi-
bilidad, las cuales, al menos una parte de ellas, es posible afirmar 
que hasta ahora continúan desatendidas. 
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Un análisis similar al ejemplificado aquí para el área de alimenta-
ción y nutrición podría desarrollarse para los programas como los de 
fomento a la producción y al empleo, que inciden en otras dimensio-
nes de la seguridad alimentaria. Una revisión detallada del conjunto 
de programas permitiría identificar su potencial para resolver la pro-
blemática de la seguridad alimentaria de la población objetivo de la 
Cruzada, la cual tendría que tomar en cuenta, entre otros aspectos, 
los recursos y la cobertura de cada programa, así como su eficacia. 
Esto también haría visible la existencia de vacíos (en caso de que los 
hubiera) en la atención a problemáticas concretas. 
Por último, cabe resaltar otros aspectos relevantes respecto al 
modelo de intervención de la CNCH y los programas incluidos.
1)  Uno de los aspectos más relevantes de dicho modelo es la coor-
dinación de los esfuerzos de las distintas secretarías y depen-
dencias para que se traduzcan en una atención simultánea de 
las múltiples causas de la inseguridad alimentaria que aquejan 
a la población prioritaria. Si bien se reconocen los esfuerzos 
para crear el andamiaje institucional de SINHAMBRE que favo-
rezca esta coordinación, persisten retos para lograr atender de 
forma articulada las distintas necesidades de la población obje-
tivo. 
2)  Como se ha descrito previamente, el modelo considera la com-
plementariedad de las acciones federales con los gobiernos es-
tatales y municipales, pero en la práctica la implementación de 
la Cruzada ha descansado primordialmente en un conjunto de 
programas de la administración pública federal. Por tanto, es 
necesario reforzar la concurrencia entre niveles de gobierno 
para aumentar su potencial efectividad. 
3)  Los programas participantes en la estrategia, tanto aquellos in-
cluidos en 2013 como los actuales (con excepción de uno), son 
programas que ya existían desde antes de la puesta en marcha 
de la Cruzada. Estos programas han conservado su capacidad 
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instalada y no cuentan con recursos presupuestarios específi-
cos para la operación de la CNCH. Por ello se vuelve relevante 
reforzar la acción de aquellos programas que han demostrado 
ser efectivos, pero cuya cobertura y presupuesto es insuficien-
te. Asimismo, hay que tomar en cuenta que la reorientación de 
acciones y presupuesto hacia la población objetivo de la Cru-
zada se enfrenta con rigideces normativas e institucionales que 
pueden ser difíciles de superar. 
La evaluación de la cnch
La normatividad actual en México mandata el monitoreo y la eva-
luación de los programas federales en el marco del Sistema de 
Evaluación del Desempeño. La Ley General de Desarrollo Social 
otorga al Coneval la atribución de coordinar la evaluación de los 
programas sociales federales y las normas en la materia que estable-
cen la obligatoriedad de los programas de elaborar una MML como 
instrumento de planeación, monitoreo y evaluación, enlistan los ti-
pos de evaluaciones a realizar, y obligan a los programas a difundir 
públicamente los resultados de sus evaluaciones (dof, 2007).18
En seguimiento a las normas aplicables, el Coneval estableció 
en 2013 un plan de evaluación externa de la CNCH para el periodo 
2013-2019 que incluye diversos tipos de estudios para evaluar su 
diseño, sus resultados intermedios, su impacto, así como sus pro-
cesos de coordinación interinstitucional y de participación social. 
Las metodologías utilizadas son diversas y reflejan la complejidad 
de evaluar no un programa, sino una estrategia conformada por 
un conjunto de intervenciones, cada una de las cuales tiene objeti-
vos, población objetivo, modelos de operación e indicadores dis-
18 Esto se establece en los Lineamientos Generales para la Evaluación de los 
Programas Federales de la Administración Pública Federal, en los cuales se enlis-
tan los siguientes tipos de evaluación: de consistencia y resultados, de indicadores, 
de proceso, de impacto y específica de desempeño (dof, 2007). 
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tintos. Se contemplan estudios documentales de gabinete, inves-
tigación cualitativa en campo, recolección de encuestas, análisis 
estadístico de indicadores de gestión y estimaciones de impacto 
con técnicas de pareamiento a nivel municipal (Coneval, 2013b, 
2014). El conjunto de evaluaciones permitirá conocer el desarro-
llo de procesos claves, los resultados e impactos de la estrategia y 
contar con insumos para mejorar su diseño y su instrumentación. 
El programa de evaluación definido por Coneval constituye una 
pieza importante que debería de visualizarse no como un proceso 
externo sino como parte integral de la Cruzada, por lo que es priori-
tario garantizar la continuidad de la evaluación y su utilización para 
la mejora de la estrategia. Para que el ejercicio de evaluación sea 
aprovechado en su máximo potencial será necesario que se conside-
ren algunos aspectos relevantes.
Primero, los ejercicios de evaluación externa de la Cruzada se 
beneficiarían de su anclaje en el enfoque de seguridad alimentaria, 
lo cual implica hacer visibles los avances y retos en las cuatro di-
mensiones de dicho enfoque. El énfasis de la CNCH en el combate a 
la pobreza, con mayor distancia respecto a la seguridad alimentaria 
(como se ha argumentado previamente), no sólo ha tenido implica-
ciones en los ámbitos de diseño e instrumentación, sino también en 
la evaluación. Quizás el ejemplo más claro de lo anterior sean los 
indicadores que se incluyen en el PNMSH para medir los seis objeti-
vos y los indicadores establecidos en la MML para evaluar los com-
ponentes relacionados con cada objetivo. Este conjunto de indica-
dores, que se utilizarán para medir los resultados de la estrategia, se 
enlistaron en el cuadro 2.
La importancia de una adecuada selección de los indicadores 
reside en que hacen observables algunos aspectos, pero también en 
que pueden restar visibilidad a otros resultados relevantes. En este 
caso particular, cabe preguntarse si los indicadores definidos son per-
tinentes y suficientes para medir los resultados de la CNCH desde un 
enfoque de seguridad alimentaria. Una mirada a dichos indicadores 
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muestra que estos tienen un alcance restringido, que no logra reflejar 
de forma integral los avances en las dimensiones de este enfoque. 
Los indicadores del objetivo 1 tienen relación indirecta con las 
dimensiones de acceso (económico y físico) y de utilización de los 
alimentos, pero se acercan más a un enfoque de superación de la po-
breza en tanto que retoman directamente las carencias que confor-
man la medición oficial de la pobreza. Los indicadores del objetivo 2 
se asocian a la dimensión de utilización de los alimentos y permiten 
el seguimiento de avances nutricionales (tanto de desnutrición cró-
nica como aguda), pero no permiten conocer la evolución de otros 
indicadores relacionados con la malnutrición y se acotan exclusiva-
mente a la población beneficiaria del programa Oportunidades, aun 
cuando el sector potencialmente más vulnerable de la población en 
pobreza extrema alimentaria no es beneficiario de este programa. 
El indicador del objetivo 3, asociado con la dimensión de disponi-
bilidad de los alimentos, permite captar el cambio en la producción 
agrícola de zonas marginadas, lo cual supone que ello reflejaría la 
modificación de la producción e ingreso de los campesinos y pe-
queños productores agrícolas. El indicador con mayor debilidad es 
el correspondiente al objetivo 4, ya que debería brindar informa-
ción sobre los avances en la reducción del desperdicio y merma de 
alimentos (vinculado con la dimensión de disponibilidad), pero se 
limita a mostrar el cambio en los recursos financieros para apoyar 
a los bancos de alimentos. Por su parte, el indicador del objetivo 5 
se relaciona con la dimensión de acceso económico a los alimentos, 
pero se refiere exclusivamente a la población objetivo de la Cruzada 
que es beneficiaria del PAL y de Oportunidades, dejando potencial-
mente fuera de la medición a aquel sector que no esté incorporado a 
estos programas. Por último, el indicador del objetivo 6 que, como 
se mencionó, no se asocia a ninguna dimensión específica de la se-
guridad alimentaria, se restringe a mostrar el porcentaje de comités 
comunitarios creados, pero no abunda en su funcionamiento como 
instancia de organización y representación de la población. Como se 
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ha dicho, ninguno de los objetivos o indicadores se relaciona con la 
dimensión de estabilidad.
Las debilidades de los indicadores no sólo limitan la visibili-
dad de elementos relevantes de la problemática, sino que pueden 
generar incentivos perversos que se orienten a privilegiar las ac-
ciones que incidan directamente sobre los indicadores, por encima 
de otras que puedan ser igualmente importantes para mejorar la 
situación social. Es precisamente el reconocimiento de este hecho 
lo que dio origen a una recomendación de Coneval a la CNCH para 
que se incluyeran indicadores complementarios (Coneval, 2013a). 
Para la realización de las evaluaciones es indispensable tener 
acceso a información confiable y sistematizada, así como a los ac-
tores clave en las instancias, procesos e intervenciones relevantes. 
Coneval (2013a) ha señalado que la información documental de la 
Cruzada no se encuentra sistematizada adecuadamente y que es ne-
cesario hacer un esfuerzo mayor en la materia. Esta situación difi-
culta el ejercicio de evaluación y, seguramente, el propio proceso de 
gestión. Si bien la publicación del PNMSH significa un avance, toda-
vía hay una brecha importante para que la información disponible 
para la evaluación sea óptima. 
La CNCH tiene un mecanismo interno de seguimiento a las ac-
ciones específicas de los programas que la integran, el cual se ma-
terializa en lo que denominan como “tablero de control” (Coneval, 
2013a; dof, 2014). Éste es un insumo que no es sólo relevante para 
el monitoreo interno, sino también para la evaluación de resulta-
dos. Por tanto, es importante que se mantenga actualizado, que 
permita capturar adecuadamente la aportación de cada secretaría o 
dependencia a los objetivos de la Cruzada y que se haga disponible 
para los ejercicios de evaluación. 
En lo general, se observa que la Cruzada podría mejorar la in-
formación que tiene disponible públicamente para uso de la ciuda-
danía, incluyendo, por ejemplo los resultados de las evaluaciones 
en su propia página web.
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REfLEXIONES fINALES
En el texto se ha buscado argumentar que el enfoque de seguridad 
alimentaria es adecuado para sustentar una estrategia integral diri-
gida a atacar las causas inmediatas y estructurales de la inseguridad 
alimentaria, así como sus principales manifestaciones, en la forma 
de hambre y desnutrición. Se argumenta que el enfoque no sólo 
sería útil como marco para el diseño de la CNCH, en tanto que otor-
garía una visión más amplia de las acciones necesarias, sino también 
como herramienta para analizar la instrumentación y evaluación de 
la estrategia. 
Incluso una breve revisión de la situación de la seguridad ali-
mentaria en México, da cuenta de su complejidad y multidimen-
sionalidad. El problema de la inseguridad alimentaria trasciende 
su relación con la pobreza extrema, como lo demuestra el hecho de 
que la carencia alimentaria alcanza a la población en pobreza mo-
derada y no pobre. No obstante, la inseguridad alimentaria es una 
clara manifestación de la desigualdad social que persiste en el país, 
se relaciona también de forma muy cercana con la alta incidencia 
de pobreza y puede considerarse como uno de los factores que in-
ciden sobre la persistencia intergeneracional de la desigualdad y 
la pobreza. En el ámbito de la nutrición, los indicadores muestran 
avances, pero todavía hay prevalencias inaceptables de desnutri-
ción entre niños menores de cinco años, principalmente la crónica, 
que afecta prioritariamente a los indígenas que viven en el sur del 
país y pertenecen a hogares con bajos niveles socioeconómicos. En 
este contexto, se puede argumentar que una estrategia de seguridad 
alimentaria es de alta prioridad en el ámbito de la política pública y 
que los esfuerzos deberían encaminarse a apuntalar las intervencio-
nes que permitan atacar el problema en toda su complejidad.
La CNCH y el sistema que creó (el SINHAMBRE) incluye elemen-
tos favorables que la práctica internacional considera deseables en 
una estrategia de seguridad alimentaria, pero mantiene importantes 
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áreas de oportunidad que cuestionan su efectividad para garantizar 
la seguridad alimentaria de la población:
1)  Los objetivos de la CNCH guardan una relación cercana con las 
dimensiones de seguridad alimentaria, pero lo hacen de forma 
limitada. La problemática alimenticia se acota de la malnutri-
ción a la desnutrición, y no se incluyen objetivos e intervencio-
nes explícitas relacionadas con la estabilidad, que ayudarían a 
captar las diferentes dimensiones en la estrategia.
2)  La justificación planteada en el Decreto de SINHAMBRE se basaba 
en la necesidad de garantizar el derecho a la alimentación.19 En la 
práctica, la CNCH acotó su intervención a la población en pobreza 
extrema alimentaria que, como vimos, presenta la mayor severi-
dad del problema. No obstante, es necesario ampliar la mirada 
para reconocer la problemática de la carencia de alimentación en 
toda la población y considerar un plan gradual de expansión de 
la cobertura.
 Sin embargo, en las condiciones actuales, ésta parece ser una 
posibilidad remota, dado que el enfoque de seguridad alimen-
taria se ha desdibujado en el discurso y, en la práctica, se ha 
consolidado como una intervención de combate a la pobreza.
3)  La inclusión de una diversidad de programas de diversos secto-
res y con diferentes tipos de intervención apunta a la construc-
ción de una estrategia integral. Al analizar cómo los objetivos 
se traducen en intervenciones específicas que se instrumentan 
en la práctica, destaca que la Cruzada no haya tenido de inicio 
un diagnóstico claro de cuáles deberían ser los programas por 
incorporarse y la justificación para hacerlo. La definición de las 
19 Cabe resaltar que esto sucede en un contexto de país en el cual el marco 
normativo reconoce el derecho a la alimentación tanto en las normas nacionales 
como mediante la firma de instrumentos internacionales que a partir del 2011 han 
sido reconocidos constitucionalmente. Pero hasta la fecha no se ha promulgado 
una ley secundaria en materia de alimentación, lo cual constituye un vacío nor-
mativo.
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intervenciones que integran la CNCH se ha dado en etapas y ha 
tenido modificaciones importantes.
 Una revisión de la alineación de los programas que inicialmen-
te conformaron la CNCH mostró un predominio, por el número 
de acciones, de aquellos vinculados con las dimensiones de 
acceso y disponibilidad y una menor presencia de acciones 
relacionadas con las otras dos dimensiones. Sería necesario 
realizar este análisis con base en el listado actual de programas 
para valorar si ha habido cambios en este sentido. 
 Más allá de la revisión del tipo de programas o intervenciones 
que conforman la estrategia, también es importante analizar su 
relevancia real en la estrategia (en cuanto a su presupuesto, co-
bertura, atención de la población objetivo, por ejemplo), como el 
caso de los programas productivos y de empleo, y su efectividad. 
El cúmulo de información institucional y las evaluaciones rea-
lizadas a los programas permiten conocer su cobertura, sus re-
sultados e impactos, con lo cual es posible hacer una valoración 
de su potencial para contribuir a los objetivos de la Cruzada, así 
como sus limitaciones. Con estos recursos es posible informar 
mejoras a los programas en caso necesario e incluso reforzar pre-
supuestalmente aquellos que han mostrado su efectividad. 
 Asimismo, una revisión puntual del conjunto de programas que 
conforman la CNCH que considere, entre otros elementos, su co-
bertura y efectividad permitiría identificar el potencial de la es-
trategia para resolver la problemática alimentaria y los vacíos que 
puedan persistir por falta de intervenciones para atender proble-
máticas puntuales. Los programas revisados en este trabajo, son 
un ejemplo de que estos tienen amplias áreas de oportunidad 
que deben ser retomadas. 
4) Se ha hecho un esfuerzo importante en la creación de instancias 
de coordinación interinstitucional e intergubernamental. Sin 
embargo, en el ámbito de la instrumentación, un tema crucial 
es el funcionamiento real de la coordinación en estas instancias. 
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Más allá de las actividades de coordinación en el marco de las 
instancias formales que constituyen el programa SINHAMBRE, es 
indispensable que dicha coordinación se materialice en las ac-
ciones a nivel del territorio para que las distintas dimensiones 
de seguridad alimentaria se atiendan de forma simultánea. A la 
fecha, el gobierno federal ha tenido una participación predomi-
nante en cuanto a los programas y recursos involucrados, lo cual 
apunta a la conveniencia de fomentar una mayor concurrencia de 
intervenciones de los otros niveles de gobierno.
5) La Cruzada cuenta con una estrategia de evaluación integral 
elaborada por el Coneval. El diseño de la evaluación de la es-
trategia también se beneficiaría de un enfoque de seguridad 
alimentaria que haga observables los elementos clave relacio-
nados con sus dimensiones. Los indicadores definidos para 
evaluar los objetivos y componentes de la Cruzada son limita-
dos y también muestran un sesgo hacia un enfoque de combate 
a la pobreza. La selección de indicadores no sólo determina lo 
que se puede medir y hacer observable, sino también puede 
generar incentivos para priorizar ciertas acciones que tengan 
una mayor incidencia en los indicadores, dejando en segundo 
lugar otras que pudieran ser igualmente relevantes. 
En relación con la evaluación, cabe destacar la importancia del 
sistema de monitoreo interno de la CNCH, así como de contar con 
información confiable y sistematizada para la evaluación externa. 
Asimismo, es fundamental que la Cruzada incorpore la evaluación 
como parte de sus procesos clave con el propósito de retomar los 
resultados de la misma para afinar su diseño y operación. Éste es 
uno de los mecanismos que puede favorecer la consecución de me-
jores resultados en materia alimentaria. 
Como se ha observado, el diseño de la Cruzada ha estado en 
constante movimiento desde su inicio. Aunque parece contradic-
torio, en la actualidad existe mayor congruencia entre el discurso y 
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el diseño concreto de la Cruzada, el cual se posiciona más cerca del 
enfoque de combate a la pobreza, pero mantiene elementos de la 
seguridad alimentaria. Con base en el análisis realizado, se recono-
cen virtudes y logros en el diseño e instrumentación de la Cruzada. 
No obstante su potencial, en términos de su diseño y aspectos clave 
de la instrumentación es limitado para garantizar la seguridad ali-
mentaria, incluso si su ámbito de acción se acota a la población en 
pobreza. 
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LOS RETOS DE LA CRUZADA NACIONAL  
CONTRA EL HAMBRE
Alexander Schejtman*
El siguiente texto es un intento de rescatar algunas experiencias 
personales de estrategias nacionales que tienen puntos en común 
con la CNCH; así como un recorrido esquemático por algunas obser-
vaciones a la Cruzada y sobre el análisis de la seguridad alimentaria, 
que ganaría eficacia si se insertara en una estrategia de desarrollo de 
los territorios rezagados. 
EXPERIENCIAS RELEVANTES
Hay dos programas a los que estuve directa o indirectamente vincu-
lado y cuya experiencia es relevante para el diseño y la implementa-
ción de la Cruzada. Nos referimos al Sistema Alimentario Mexica-
no (SAM) y a la Ley de Desarrollo Rural Sostenible (LDRS).
El SAM surge a principios de los años ochenta, como uno de los 
proyectos destacados del Presidente López Portillo quien crea una 
instancia de coordinación para su diseño y para orientar su puesta 
en práctica a través de los distintos órganos sectoriales. El atractivo 
y calidad de su formulación y su capacidad de incorporar una con-
siderable capacidad profesional no impidió que cuanta secretaría u 
órgano descentralizado existiera invocara al SAM como la razón de 
su gasto o inversión superando la capacidad de control y llevando 
a sobredimensionar los costos. Un destino parecido tuvo el progra-




ma Fome Cero lanzado por el Presidente Lula en los inicios de su 
administración. Ambos casos sirven para advertir de los riesgos de 
programas adscritos a la presidencia que dependen de convergen-
cias multisectoriales.
La LDRS, promulgada a fines de 2001 y que sigue vigente, se 
propuso 
 atender a las regiones y zonas con mayor rezago social y económico, 
mediante el incremento a la inversión productiva, el fomento a la di-
versificación de oportunidades de empleo e ingreso y la promoción de 
vínculos entre los ámbitos rural y urbano para facilitar a los agentes 
de la sociedad rural el acceso a los apoyos que requiere su actividad 
productiva, así como a los servicios para su bienestar.
En atención a estos objetivos es que la fAO convino con Sagarpa el 
impulso del llamado Programa Especial de Seguridad Alimentaria 
(PESA). Era, por otra parte, uno de los primeros intentos de impul-
sar una estrategia territorial (no sólo agrícola) para el desarrollo de 
las zonas rurales rezagadas. 
Un componente crucial de la LDRS era el Programa Especial 
Concurrente para el Desarrollo Rural que incluía una Comisión 
Intersecretarial que agrupaba diez secretarías, las dependencias y 
entidades del Poder Ejecutivo que se consideren necesarias, todo 
ello, en los tres niveles de gobierno. 
La conformación de los consejos estatales, distritales y munici-
pales serían las bases de las demandas “desde abajo” hacia el centro. 
Huelga señalar que la Comisión se fue progresivamente debilitando 
en lo que se refiere al rango de representantes de las otras secreta-
rías, y con ello se fue reduciendo la relevancia de los consejos y la 
permeabilidad de los recursos hacia las bases.
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LOS RETOS DE LA CNCH
En lo que sigue, intentaremos hacer un par de observaciones ge-
nerales y un recorrido de los principales temas abordados por Sara 
Ochoa, Citlali Hernández e Ileana Yaschine con comentarios casi te-
legráficos de cada uno de ellos, dando por sentado que los alcances 
sobre la inseguridad alimentaria en México que lo preceden dan clara 
cuenta de la magnitud del problema.
Una primera observación general sería que las autoras sostienen 
que la inseguridad alimentaria está subsumida en la CNCH lo que es, 
más bien, una propuesta de superación de la pobreza en zonas que 
la Cruzada llama de “mayor concentración de pobreza alimenta-
ria”. Esto se apoyaría tanto en que no incluye a toda la población 
carente de derecho a la alimentación y al mayor peso relativo de los 
indicadores vinculados con la producción y el desarrollo económi-
co de dichas zonas.
De lo anterior podría colegirse que lo que corresponde sería 
subsumir la CNCH en un enfoque de seguridad alimentaria. Aunque 
está lejos de ser la intención de las autoras ¿no se corre el riesgo, de 
muchas de las experiencias pasadas, de confundir las políticas de 
desarrollo con las políticas sociales?
Una segunda observación se refiere a la imprecisión del ámbito de 
aplicación de las políticas que, para fines operativos, tomen en cuenta 
los costos de transacción de implementarla. El concepto de zonas con 
“la mayor concentración de pobreza alimentaria” termina siendo o 
muy general o reduciendo su ámbito, en el mejor de los casos, a los 
municipios cuya escala resulta insuficiente para ciertas inversiones en 
infraestructura y en determinados niveles de capital humano.1
Hay interesantes esfuerzos en México por avanzar en el estu-
dio que contribuya al abordaje territorial de las políticas públicas. 
1 En efecto, el Programa Nacional México sin Hambre reconoce 1 080 mu-




Se trata de estimaciones empíricas de lo que en teoría podríamos 
llamar espacios “socialmente construidos” y que las autoras llaman 
“territorios funcionales” que abarcan, en general, más de un mu-
nicipio y respecto a los cuales se tiene información de los cambios 
en diversos indicadores relevantes para los temas que interesan a la 
implementación de las estrategias que aquí comentamos (Soloaga y 
Yúnez, 2013).
Es con la idea de la conveniencia de “territorializar” la CNCH y 
la seguridad alimentaria que examinamos los temas del documento. 
Sobre el marco analítico 
La seguridad alimentaria es su parámetro para el examen de los 
retos a partir de una definición de la población objetivo como aque-
lla que “no ejerció su derecho a la alimentación”. No tengo mayor 
objeción a su uso pero me parece algo más frágil que el de pobreza 
alimentaria y que el de los indicadores de desnutrición. 
Hay una muy buena especificación de lo que Ochoa, Hernán-
dez y Yaschine llaman las “dimensiones de la seguridad alimenta-
ria”, más allá de la clásica dicotomía de disponibilidad y acceso 
pues incluyen la utilización (que apunta a la seguridad nutricional) 
y la estabilidad como vulnerabilidad. En un intento por formular, 
hace más de veinte años lo que llamaría una “economía política de 
la seguridad alimentaria” se hacían algunas distinciones que pue-
den complementar el marco analítico que examinamos, sobre todo 
si se apunta a un enfoque territorial (Schejtman y Morón, s/f). 
En dicho libro al examinar las dimensiones de la seguridad ali-
mentaria se hacía una distinción entre el carácter crónico y el carác-
ter coyuntural de la disponibilidad y del acceso. En relación con la 
disponibilidad se examinaban cinco condiciones: la suficiencia (que 
iba más allá de la requerida por la demanda efectiva pues incluye 
la que no puede expresarse por quienes carecen de ingreso); la es-
tabilidad (como probabilidad de oferta significativamente menor a 
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la tendencia); la autonomía (como el grado políticamente aceptable 
de la dependencia externa en la ingesta alimentaria); la sustentabi-
lidad ambiental (que no impida a las nuevas generaciones alcanzar 
las condiciones mencionadas) y la inocuidad (que evite las enferme-
dades derivadas de los alimentos). Los de estabilidad y de utiliza-
ción propuestos englobarían a varias de las condiciones descritas. 
Sobre el diseño
El texto de Ochoa et al. está hecho como un contrapunto entre 
los objetivos de la CNCH y los de una estrategia de la seguridad ali-
mentaria a partir de la constatación que, en ambos casos, el marco 
normativo es el derecho a la alimentación pero que, en la Cruzada 
sólo se incluiría como población objetivo a la cuarta parte de los 
que carecen de dicho derecho y “ no se plantea una estrategia de 
ampliación gradual de la cobertura hacia el resto de la población 
con carencia alimentaria”. 
Tomados en conjunto los objetivos de la CNCH, tres de las cuatro 
dimensiones de la seguridad alimentaria (disponibilidad, acceso y 
utilización) estarían contempladas pero con énfasis en los indica-
dores de pobreza que confirmarían que la Cruzada apunta más 
bien a la pobreza extrema y sólo por esa vía incide en la seguri-
dad alimentaria de los beneficiarios de la Cruzada: “Se priorizan 
las intervenciones que tienen incidencia directa sobre los indica-
dores de pobreza; el objetivo 1 de  la CNCH cuenta con un mayor 
número de indicadores, precisamente por la inclusión de las di-
mensiones de pobreza.” 
Específicamente se señala que “…aunque la población ru-
ral y la indígena se encuentran entre las más afectadas por 
la inseguridad alimentaria, sólo una cuarta parte de los ins-
trumentos (17) están dirigidos a la atención específica de la 
población del sector rural y seis instrumentos se enfocan hacia 
la población indígena (rural o urbana)”.
ALEXANDER SCHEJTMAN
170
El objetivo 4 de la CNCH de “minimizar las pérdidas poscose-
cha” no incluye un componente que lo incorpore a pesar de que es 
“muy relevante para el logro del acceso físico a toda la población”. 
De las cuatro dimensiones de la seguridad alimentaria la “uti-
lización de los alimentos” y la “estabilidad a lo largo del tiempo” 
reciben mucha menor atención que las otras dos a pesar de existir 
programas con potencial de incidir en ellas, sobre todo en lo que 
hace a la estabilidad de la oferta.
El objetivo 6 de la CNCH, “promover la participación comuni-
taria para la erradicación del hambre”, no parecería tener, según 
las autoras, ningún correlato con las dimensiones de la seguridad 
alimentaria: “…la CNCH añade el objetivo de promover la participa-
ción comunitaria como un mecanismo coadyuvante en la erradica-
ción del hambre”, las autoras no lo incluyen como una dimensión 
por considerar que, al igual que la fAO, éste sería más bien “un 
mecanismo para lograr los objetivos de seguridad alimentaria”. 
Esta apretada síntesis de los contrastes entre una estrategia de 
seguridad alimentaria y la de la CNCH, aunque no le hace el honor 
al detallado análisis de las autoras de los 55 programas vinculados, 
apunta a la conveniencia de que los responsables del monitoreo de 
la Cruzada ajusten algunos de los componentes para consolidar el 
derecho a la alimentación de los más de siete millones de personas 
afectadas.
Sobre el modelo de intervención
Ochoa, Hernández y Yaschine señalan que: 
 la CNCH no se concibió como un programa que proporciona bienes o 
servicios directamente a la población, sino como una estrategia cuya 
intervención se basa en la coordinación de programas o acciones entre 
distintas instancias (y niveles) gubernamentales en torno a espacios te-
rritoriales específicos. Asimismo, en su estructura institucional y ope-
LOS RETOS DE LA CRUZADA NACIONAL CONTRA EL HAMBRE
171
rativa se le otorga un lugar relevante a la participación a nivel comu-
nitario de los beneficiarios de los programas, así como de la sociedad 
civil, el sector privado y académico.
En efecto, el Sistema Nacional para la Cruzada Contra el Hambre 
está constituido por una comisión intersecretarial de 20 organismos 
(de los cuales 17 son secretarías, con la Sedesol como cabeza), un 
comité de expertos y un consejo consultivo. Esta estructura se repi-
te en comisiones estatales que integran las comisiones municipales 
y comunitarias. 
El notable parecido de esta estructura con la que se estableciera 
para la implementación de la LDRS, con Sagarpa a la cabeza, habría 
recomendado una evaluación detallada de dicha experiencia des-
pués de más de catorce años de implementación, sobre todo si sus 
líneas de acción son parte de las consideradas en la CNCH. Por ello 
resulta muy pertinente la observación de las autoras sobre la necesi-
dad de persistir en las evaluaciones de los programas concurrentes, 
sobre todo si se retomaron “con su misma capacidad instalada y… 
sin recursos adicionales”, y que al revisar los distintos programas, es 
evidente que persiguen objetivos diversos, su población objetivo es 
diferente a la que se definió para la CNCH y no necesariamente tie-
nen la capacidad institucional para hacer llegar sus apoyos (bienes 
o servicios) a dicha población (como aquellas de zonas rurales muy 
dispersas, por citar un ejemplo). Asimismo, se retomó un conjunto 
de programas para atender la problemática alimentaria y nutricional 
que ya tienen cierta trayectoria y no han mostrado ser suficientemen-
te eficaces o eficientes en la consecución de sus propios objetivos.
Un aspecto insuficientemente desarrollado en el examen del 
modelo de intervención es el referido a la participación social, a pe-
sar de que aparece explícitamente como el objetivo 5 de la Cruzada 
y que es el eje número 1 del programa SINHAMBRE. Sin perjuicio de 
estar de acuerdo con las autoras que más que un objetivo, la par-
ticipación puede tomarse como un instrumento y por lo tanto no 
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incluirlo en las “dimensiones de la seguridad alimentaria”, habría 
sido interesante haber ido más allá de señalar que:
 no existe un componente que esté directamente alineado con el quin-
to objetivo que busca promover la participación comunitaria para la 
erradicación del hambre y señalar que esto se pretende lograr princi-
palmente mediante la conformación de los comités comunitarios de 
los beneficiarios de los programas, pero este aspecto no aparece repre-
sentado en la matriz del marco lógico del programa.
 
En efecto, cabría preguntarse cómo se logrará la concurrencia mu-
nicipal en más de 60 000 comités comunitarios con 17 estrategias 
y 66 instrumentos de intervención sin otros recursos que los de los 
programas propios de los organismos participantes.
Sobre la evaluación
Al igual que sobre el diseño, la evaluación de la CNCH que hacen 
Ochoa et al. toma también como parámetro la seguridad alimenta-
ria y señalan que los instrumentos tienen potencial para alcanzarla 
a partir de un análisis de dichos instrumentos en cada uno de los 
65 programas. Se trata de programas preexistentes que no reciben 
recursos específicos para las intervenciones asignadas.
Destacan la presencia de una cierta concentración de programas 
en el acceso y la disponibilidad de alimentos y su relativa debilidad 
en lo que hace a la estabilidad y a la utilización que serían igual-
mente relevantes para la seguridad alimentaria y la predominancia 
de las intervenciones y recursos federales, en comparación con las 
de gobiernos estatales y municipales. Los programas cuentan con 
evaluaciones que evidencian logros pero también puntos críticos 
relevantes con potencial para aumentar su eficacia. 
En conclusión, hecho este recorrido esquemático sobre los 
principales puntos del documento acerca de los retos del CNCH, 
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quedo con la sensación que, si su expectativa es reducir de manera 
significativa la inseguridad alimentaria, las autoras han hecho un in-
teresante aporte sobre los potenciales vacíos que tiene la Cruzada. 
Creo, sin embargo, que hay elementos que apuntan a la transforma-
ción productiva de lo que llama las zonas prioritarias, tanto rurales 
como urbanas. Por ello no podemos subordinar la transformación 
productiva, a la que podría apuntar la CNCH, al programa de segu-
ridad alimentaria, porque la capacidad de las zonas rezagadas de 
llegar a un desarrollo autosustentado es precondición para reducir 
la inseguridad alimentaria.
En lo que sigue se hacen algunos alcances muy preliminares, y 
por tanto bastante especulativos, de las ventajas que tendría hoy en 
México impulsar un abordaje territorial de algunos programas que 
tengan a la Cruzada y a la seguridad alimentaria en su centro.
El enfoque territorial y la cuestión alimentaria
La CNCH plantea en la base de su estructura orgánica a los comités 
comunitarios que se supone son los núcleos participativos que le 
darán a ésta el carácter de una estrategia de abajo hacia arriba, cul-
minando en la Comisión Intersectorial presidida por la Sedesol. No 
hay, sin embargo, ningún esfuerzo por fortalecer la capacidad de es-
tas comisiones y menos por otorgarle recursos para implementar sus 
objetivos o satisfacer las demandas que pudieran plantearse. Así, la 
idea de participación termina siendo una categoría vacía, de las que 
tenemos innumerables experiencias que contrastan, por ejemplo, 
con los grupos de acción local de los programas Lieder de Europa.
Hemos señalado más arriba que hoy es posible en México apro-
ximarse a lo que los europeos llaman “territorios funcionales”, que 
podrían pasar a constituirse en las zonas preferenciales que señala 
el Decreto que crea el programa SINHAMBRE. Se trata de construccio-
nes sociales generadas en buena medida por la dinámica del empleo 
y respecto a las cuales sería perfectamente razonable plantearse una 
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estrategia que, tomando el programa como su eje, se planteara un 
proceso de transformación productiva y de reglas (instituciones) de 
dichas zonas, que junto con el crecimiento productivo, privilegien 
la seguridad alimentaria.
Cuando señalamos que en México es posible una estrategia terri-
torial con este tipo de orientación es porque junto con la Cruzada exis-
ten un programa y una estrategia que integrados espacialmente a las 
zonas prioritarias, permitirían apuntar en la dirección señalada. Me 
refiero específicamente al programa Prospera con las modificacio-
nes introducidas al programa Oportunidades, y a la estrategia para 
Democratizar la Productividad que tiene el propósito de dar a los 
productores las herramientas para elevar su valor agregado.
Es en este contexto que la cuestión de la participación adquie-
re importancia, no como una concesión formal y demagógica, sino 
como un instrumento con recursos como para incidir en el qué 
se hace y el cómo se llevan a cabo procesos cuyo desenvolvimien-
to exige plazos mayores que los ciclos políticos de los gobiernos 
sexenales.
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DESIGUALDAD Y DESARROLLO  
EN EL CAMPO MEXICANO
Gustavo Gordillo* 
INTRODUCCIÓN
Este trabajo está organizado alrededor del tema de la desigualdad y 
la pobreza en el campo mexicano. Aspira a explorar algunas ideas 
sobre cómo se podría transitar nuevamente, como ocurrió desde 
1940 a 1960, por un camino de desarrollo que suponga mejoría eco-
nómica y social para los habitantes del campo que están en situa-
ciones más precarias. Mi argumento central es que entre los pobres 
del campo se encuentra el mayor potencial productivo del campo y 
probablemente del país. 
En el segundo apartado de este trabajo reviso dos perspectivas 
diferentes sobre la desigualdad en México: la expresada por Nora 
Lustig, Gerardo Esquivel y John Scott, y la que Fernando Cortés 
ha desarrollado en sus trabajos seminales sobre la desigualdad en 
México.
El tercer apartado revisa los principales cambios ocurridos en 
el campo mexicano en cuatro ámbitos: lo rural y lo urbano; la fa-
milia campesina, sus integrantes, sus activos —tierra en especial—, 
sus fuentes de empleo y sus medios de acceso al ingreso; pobreza 
y desigualdad rurales y, finalmente, las tipologías de habitantes y 
productores rurales.
Sobre la base del apartado anterior se presentan una serie de 
reformas posibles en el campo que permitirían, a mi juicio, dina-
mizar los segmentos pobres del campo y, en general, las actividades 




LA DESIGUALDAD EN MÉXICO
Me interesa señalar algunos aspectos relacionados con la desigual-
dad en los últimos 20-25 años en México. Para ello contrastaré las 
visiones de Nora Lustig et al. (2010) con la visión de Fernando 
Cortés (2008, 2011).
En un capítulo de un libro editado por López y Lustig (2010), 
Esquivel, Lustig y Scott (2010: 175-217) argumentan que en el pe-
riodo 2000-2006 en que el PIB per cápita cayó a 1% anual —de 
un ritmo promedio anual de 4% entre 1996-2000—, es cuando la 
desigualdad en el ingreso comenzó a reducirse más. Examinan en 
su texto hasta dónde esta reducción en la desigualdad es produc-
to de una declinación en el premio al trabajo asalariado calificado 
y analizan los cambios en la composición de la fuerza de trabajo 
en términos de educación y experiencia, al tiempo que buscan es-
tablecer una conexión entre esa composición y los cambios en el 
gasto público. En particular los autores analizan la contribución de 
Progresa/Oportunidades en la reducción de la desigualdad en el in-
greso no salarial (2010: 176). En este texto (2010: 177) se muestra la 
evolución del coeficiente de Gini desde 1984 hasta 2006. Se perfila 
como una U invertida en donde alcanza su cúspide a mediados de 
los años noventa, pero desde 1996 y sobre todo 2000, tanto el coefi-
ciente de Gini para ingreso total de los hogares como el coeficiente 
de ingresos monetarios se reducen de 0.543 a 0.498 y de 0.539 a 
0.506 respectivamente.
Utilizando otra forma de medida, a través de las curvas de in-
cidencia del crecimiento (GIC, según sus siglas en inglés) sugerida 
por Ravallion y Chen (2003), Esquivel (2008) demuestra cómo 
el mayor efecto de este crecimiento en los ingresos ocurre en las 
localidades rurales —definidas como localidades de menos de 15 
000 habitantes— y consecuentemente, y dada la brecha de ingre-
sos entre localidades urbanas y rurales, tiene un efecto de reduc-
ción de la desigualdad. Lo que ocurre, por tanto, es un incremen-
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to mayor del promedio entre los deciles de ingreso más bajo y un 
incremento abajo del promedio en el decil de mayores ingresos 
(Esquivel et al., 2010: 178-180). Estos resultados sugieren, según 
los autores, una serie de factores que interactuaron en 1996-2006 
y, sobre todo, entre 2000-2006. Dichos determinantes próximos 
—proximate determinants— son: la proporción de adultos entre el 
total de miembros de la familia; de adultos trabajadores en el total 
de adultos de la familia; los ingresos laborales por adulto trabajador 
en la familia, y el ingreso no salarial por adulto que incluye transfe-
rencias públicas y remesas. Los autores señalan que el cambio más 
dramático ocurrió en el rubro de los ingresos no salariales:
En 1996-2000 los cambios en el ingreso no salarial contribu-
yeron con un magro 0.4% en la reducción de la desigualdad. En 
contraste, en 2000-2006 contribuyeron con un 15.1%, haciendo del 
ingreso no salarial el segundo más importante.
Pero ingreso no salarial es un concepto heterogéneo. Incluye 
ingreso derivado del capital (como utilidades, intereses y rentas) 
que tiende a concentrarse en la parte alta de la distribución del 
ingreso. Pero también incluye transferencias privadas (como las 
remesas) que tienden a estar más concentradas en los rangos me-
dios y medios bajos de la distribución del ingreso. Finalmente, el 
ingreso no salarial también incluye transferencias gubernamenta-
les (como pensiones) que están concentradas en los rangos medios 
y medios superiores del ingreso, así como transferencias guberna-
mentales focalizadas (como el programa de transferencias condi-
cionadas en efectivo Progresa/Oportunidades/Prospera) que se 
concentran en la parte baja de la distribución del ingreso (traduc-
ción directa del inglés, Esquivel et al., 2010: 182-183).
Dos factores sociodemográficos deben ser subrayados como lo 
hace Esquivel (2008): la reducción en el tamaño promedio del ho-
gar —de 5.68 miembros en 1996 a 4.97 en 2006— y el incremento 
de los adultos trabajadores de 58 en 1996 a 62% en 2006. Estos 
cambios implican una reducción de la tasa de fertilidad y un incre-
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mento en la participación femenina en la fuerza de trabajo, y ambas 
tendencias impactan más en los sectores más pobres de la pobla-
ción (Esquivel et al., 2010: 183). El efecto combinado de ambos, 
como se confirma en el Censo de población 2010, es una reducción 
de la tasa de dependencia.
Esquivel, Lustig y Scott analizan las fuentes de ingreso y en-
cuentran tres que aumentan las desigualdades y tres que las dis-
minuyen. Las primeras son ingresos que provienen de empresas 
propias (ganancias), ingreso derivado de la propiedad (rentas) y 
pensiones. El impacto de las tres se incrementó entre 1994-2006, 
y destacó el rubro de pensiones. Las tres fuentes de ingreso que 
reducen la desigualdad son los ingresos salariales, las remesas y las 
transferencias públicas.
Las remesas tuvieron un efecto nacional porque se concentra-
ron fuertemente en la mitad baja de la distribución del ingreso. 
Redujeron la desigualdad del ingreso al reducir la brecha urbano-
rural y no por reducir la desigualdad en el interior de cada uno de 
estos sectores. Lo anterior cambió en 2000 y más decisivamente 
en 2006. Las transferencias públicas redujeron la desigualdad en el 
ámbito nacional, en el sector urbano y en el sector rural. Su efecto 
creció con el tiempo. Para 2006 las transferencias se convirtieron 
en la fuente de ingreso con el efecto más amplio en la reducción 
de la desigualdad por tres razones: aumentó su participación en el 
total de ingreso; se redujo la desigualdad en la distribución de las 
transferencias, y cayó su correlación del coeficiente de Gini con el 
ingreso total monetario (Esquivel et al., 2010: 186).
Los autores hacen suyas las conclusiones del análisis de Esqui-
vel (2008) respecto a los factores que aumentaron la desigualdad 
entre los ingresos de los trabajadores calificados y los no calificados, 
y concluyen que esa desigualdad es producto de un incremento en 
los ingresos de los trabajadores más calificados o con más experien-
cia y no tanto de una reducción relativa de los salarios de los no ca-
lificados (Esquivel et al., 2010: 189-190). Consideran el impacto de 
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un cambio tecnológico sesgado hacia los trabajos más calificados, 
inducido exógena o endógenamente a través de multinacionales o 
de empresas exportadoras. 
Para el periodo posterior al TLCAN hay tres explicaciones para la 
reducción de la desigualdad en el campo de los ingresos salariales: 
el incremento en la oferta de los trabajadores calificados y el incre-
mento de la demanda de trabajadores no calificados derivado de la 
ampliación del sector de maquiladoras. La tercera explicación está 
relacionada con un premio al trabajo no calificado que llega con 
retraso porque el impacto de la liberalización comercial en los sala-
rios se tomó unos años antes en manifestarse o por, como se dijo, el 
efecto de un cambio tecnológico sesgado hacia el trabajo calificado 
(López y Lustig, 2010: 190).
En síntesis, concluye el estudio, “Progresa/Oportunidades es 
un ejemplo de ‘eficiencia redistributiva’. Con apenas 0.36 del PIB 
y 4% del gasto redistributivo, el programa responde por 18% del 
cambio en el Gini postransferencia y 81% del Gini después de la 
inclusión de programas focalizados en los pobres” (Esquivel et al., 
2010: 198).
Pero el aspecto más decisivo en términos de políticas públicas 
es que, como señalan los autores, 58% del gasto gubernamental 
redistributivo es regresivo, y de éste 11% en realidad aumenta la 
desigualdad de ingresos (Esquivel et al., 2010: 199).
El cuadro 7.3 (Esquivel et al., 2010: 203-204) a partir de un 
estudio de Scott (2009) presenta una lista de los principales pro-
gramas gubernamentales redistributivos y el cuadro 7.2 (Esquivel 
et al., 2010: 201-202) presenta estos programas y su asignación 
presupuestal en 2006. Estos programas y categorías redistributivos 
—25 en total— alcanzaron en 2006 cerca de 100 000 millones de 
dólares, es decir 10% del PIB nacional, 12.8% del ingreso primario 
de los hogares —ingreso prefiscal— y 60% del gasto público total 
(Esquivel et al., 2010: 202). Al desagregar el gasto total redistribu-
tivo presentado en el cuadro 7.2, las transferencias en especie para 
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la educación y la salud representan 42 y 26% del total, respecti-
vamente. El restante 32% se distribuye de la siguiente manera: 11 
son subsidios generales para la electricidad en zonas residenciales 
y para gasolina, 9 para pensiones —la parte subsidiada—, 7 para 
subsidios agrícolas y 5% para transferencias monetarias para los 
pobres (Esquivel et al., 2010: 205).
Utilizando el coeficiente de concentración que es “un coefi-
ciente Gini de la distribución de las transferencias —o impuestos 
dependiendo del caso— [entre] la población clasificada de acuer-
do con su ingreso corriente per cápita pretransferencias”, aparece 
Oportunidades como el programa más progresivo y el programa 
rural Ingreso-Objetivo como el más regresivo. La mayor parte de 
los programas focalizados en los pobres son progresivos. Los más 
regresivos son las transferencias monetarias a productores rurales 
y las pensiones subsidiadas a empleados de algunas empresas pa-
raestatales.
La conclusión general de este texto es que la reducción de la 
desigualdad que ocurre entre 1996 y 2006 —con un reducción de 
1% anual de 2000 a 2006— y el mejoramiento en ingresos en los 
deciles más bajos está ligado a tres rasgos: mayores salarios relativos 
de los trabajadores menos cualificados, un incremento en la pro-
porción de recursos obtenidos a través de las remesas, y la expan-
sión de las transferencias gubernamentales a los más pobres (Esqui-
vel et al., 2010: 210). Los mismos autores previenen ante cualquier 
falso optimismo frente a esta peculiar reducción de la desigualdad 
en México.
La desigualdad en el ingreso ha estado reduciéndose en un pe-
riodo de bajo crecimiento. Si el bajo crecimiento es una consecuen-
cia del hecho que no están siendo creados muchos empleos en los 
sectores de alta productividad, que a su vez es una consecuencia 
de los altos costos que enfrentan las empresas en el sector formal, 
entonces el bajo crecimiento y la caída en la desigualdad de ingre-
sos es el resultado de un mismo proceso indeseable. Levy (2008) 
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argumenta que eso es exactamente lo que ha pasado en México 
y el mayor responsable, en algunos aspectos, es la propia política 
social que ha desencentivado la generación de empleos en el sector 
formal. Pages, Pierre y Scarpetta (2009) encuentran evidencias de 
que la creación de empleos en México —y otros países latinoame-
ricanos— se dio de manera desproporcionada en los sectores de 
baja productividad y bajos salarios. A eso le llaman “empleos sin 
crecimiento” (growthless jobs) (Esquivel et al., 2010: 212, n. 101).
Por su lado, Fernando Cortés (2011) concluye, en cambio, que 
“como consecuencia de la apertura de la economía, el aumento de 
la inversión extranjera y los cambios de derechos de la propiedad, 
tiene que haber aumentado la dispersión de las productividades y 
por tanto la desigualdad en la distribución del ingreso” (Cortés, 
2011: 16). Este trabajo sobre México analiza la distribución del in-
greso corriente monetario de 1977 a 2008, y la del ingreso corriente 
total desde 1992 a 2008.1 Para Cortés y a partir de los datos que 
presenta —cuadro 1 y gráfica 2— concluye que en el periodo ana-
lizado no ha habido modificaciones sustantivas. En consecuencia, 
se debería concluir que en los últimos tres quinquenios la sociedad 
mexicana no ha experimentado cambios en su estructura econó-
mica ni tampoco se ha modificado la distribución del poder entre 
las elites. La información muestra que ha habido una disminución 
significativa en la desigualdad del ingreso monetario en los últimos 
tres lustros, mientras que la distribución del ingreso total ha per-
manecido relativamente estable. Sobre la base del conocimiento 
disponible, a partir de los estudios de Enrique Hernández Laos, 
y el de Agustín Salvia (2010) sobre Argentina, se debería concluir 
que no ha habido modificaciones sustantivas en la dispersión de 
1 La diferencia entre ambos conceptos de ingreso radica en que el segundo 
agrega al ingreso monetario el no monetario, que incluye la estimación del valor de 
la renta de las viviendas habitadas por sus propietarios, la valoración del autocon-
sumo, de los regalos recibidos y de los pagos en especie.
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las productividades laborales por lo que, en principio, la informa-
ción estaría registrando las variaciones de corto plazo a que aluden 
Przeworski y Wallerstein (2011: 18-19). 
Para Cortés la desigualdad en los ingresos monetarios es sen-
sible a la participación relativa de los hogares en el decil más rico.
Las reducciones en la desigualdad en ambos tipos de ingresos 
registradas en 1984, 1996 y 2000-2004 se deben esencialmente a 
la caída en la participación relativa del décimo decil; los datos de 
1984 reflejan la distribución de los ingresos después de la crisis del 
petróleo de 1982; los de 1996 los ingresos de los hogares a casi dos 
años de la contracción económica de 1994-1995 y el de 2002 corres-
ponde al estancamiento vivido por México entre 2000 y 2002-2004 
(Cortés, 2011: 19).
Conviene subrayar lo que enfatiza Cortés respecto a quiénes 
son los actores que componen ese décimo decil cuya caída de in-
gresos juega un papel crucial para explicar la reducción de la des-
igualdad por ingresos.
Estudios previos han mostrado que en este estrato se encuen-
tran los hogares de la clase media alta, cuyo ingreso lo obtienen por 
su desempeño como empresarios o como asalariados no agropecua-
rios. Incluye profesionistas, ya sea que trabajen por cuenta propia o 
como asalariados; técnicos, trabajadores de la educación y artistas; 
funcionarios públicos o funcionarios privados; oficinistas y comer-
ciantes; vendedores y agentes de ventas (Cortés y Rubalcava, 1991: 
59-83 y Cortés, 2000: 57-75; 2011: 20).
Así, una explicación a las caídas de la desigualdad después de 
las crisis económicas:
 se deberían a las reducciones en los sueldos y salarios reales de los 
burócratas así como de otros sectores (maestros y empleados univer-
sitarios) cuyos salarios son determinados institucionalmente y no por 
el mercado (Rubalcava, 1998: 97-98 y 128-139). Las políticas de aus-
teridad económica que han aplicado los gobiernos mexicanos para en-
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frentar las crisis recurrentes se reflejan principalmente en la participa-
ción relativa del décimo decil. Las variaciones en la desigualdad en la 
distribución del ingreso observadas desde la década de los noventa en 
adelante no estarían reflejando cambios en la heterogeneidad estructu-
ral ni una intención gubernamental por reducir la desigualdad, sino la 
reacción del gobierno para estabilizar sus gastos. En épocas normales 
los ingresos de estos sectores se recuperan y retorna la inequidad eco-
nómica (Cortés, 2011: 20-21).
En cualquiera de las dos interpretaciones sobre la evolución de la 
desigualdad en México (una que combina efectos en el mercado 
laboral de mano de obra calificada versus a la no calificada con 
la migración, a través de las remesas, y con la política pública de 
transferencias monetarias a los más pobres, y otra que enfatiza el 
comportamiento del décimo decil, los más ricos, en la reducción 
de la desigualdad) ambas interpretaciones, por distintas vías, nos 
dicen que la reducción de la desigualdad se ha dado en el contexto 
de una economía con exiguo crecimiento —o en un contexto de 
“estancamiento estabilizador”.
EL CAMPO MEXICANO HOY
Las principales transformaciones en la sociedad rural mexicana 
a) Lo rural y lo urbano
La transformación demográfica en México es consecuencia del cre-
cimiento poblacional acelerado ocurrido durante la segunda mitad 
del siglo XX. Sin embargo, el descenso de la fecundidad resultó en 
un freno al crecimiento poblacional y el inicio de la maduración de 
la población. De acuerdo con información de los censos poblaciona-
les (1980, 1990, 2000 y 2010), durante los últimos 30 años la pobla- 
GUSTAVO GORDILLO
184
ción en México se incrementó en 45.5 millones, ya que en 1980 ha-
bía 66.8 millones, con una tasa de crecimiento media anual de 2%, 
y para 2010 la población aumentó a 112.3 millones de habitantes, 
teniendo una tasa de crecimiento media anual de 1.8 por ciento.
Pese a que en las décadas recientes el éxodo campesino se ha 
acelerado, la población rural en términos absolutos aumenta año 
con año; Conapo estima que se ha presentando una variación de 
19.9 millones de personas en 1970 a 23.3 millones en 1990, y 24.7 
millones en 2000, reduciéndose a 24.2 millones en 2005. Pero en 
2010 las cifras de la población rural se corrigieron al alza para llegar 
a 32.4 millones de personas. Sin embargo, la población rural bajó 
como porcentaje de la población total de 41.3% en 1970 a 25.4 en 
2000, 23.5 en 2005 y a 22.2% en 2010. 
 Según el INEGI, en México existe una tendencia hacia la urbani-
zación; en 1950, 42.6% de la población mexicana vivía en localida-
des urbanas, en 1990 era de 71.3% y para 2010 esta cifra aumentó a 
77.8%. Mientras, el porcentaje de personas que habitan en comuni-
dades rurales ha disminuido; en 1950, representaba 57.4% del total 
de la población del país; en 1990 era de 28.7 y para 2010, disminuyó 
a 22.2 por ciento. 
Diversos estudios sobre ordenamiento territorial afirman que 
lo urbano no es tan homogéneo como se suele suponer en los mo-
delos de planeación; lo que explica la visión errónea de los mo-
delos de desarrollo nacional aplicados es que no toman en cuenta 
las diferencias entre megalópolis, ciudades intermedias y pequeños 
poblados. Mientras las ciudades intermedias interaccionan con 
centros urbanos cercanos de similar relevancia y económicamente 
complementarios, los pequeños poblados deben desarrollar com-
petencias de cara a un centro urbano de relevancia. Entre tanto, las 
megalópolis, enfrentan grandes vulnerabilidades. Su surgimiento 
en México se dio entre 1950-1995, con importantes cambios en la 
urbanización del país, concentrándose en determinados territorios 
y ciudades, y enfatizando sus procesos en las zonas metropolitanas 
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tradicionales y emergentes. La región centro del país es la que con-
centra mayor población, desarrollo de vivienda, servicios públicos, 
infraestructura urbano-regional, comercio, empleo y producción 
(Flores, 2002). 
Empero, junto con las megaconcentraciones urbanas se ha 
mantenido una persistente dispersión demográfica que nos ha 
acompañado desde principios del siglo XX (Warman, 2001). Existe 
una enorme dispersión de la población en cerca de 185 000 pe-
queñas localidades (mayormente rurales), a las que es extremada-
mente difícil dotar de infraestructura, equipamientos y servicios 
adecuados. Los pequeños poblados aunque tienen gran potencial 
de desarrollo, no cuentan con estrategias públicas que incentiven 
su agrupamiento en unidades mayores. Hay empero, claros ejem-
plos de un desarrollo regional sostenido con pequeños poblados, 
uno de ellos es, los pueblos-fábrica italianos (Bagnasco,1998), de 
industrialización difusa orientada hacia fuertes exportaciones que 
ha producido y distribuido riqueza casi sin necesitar la organiza-
ción de la gran empresa; logrando así, un “campo-urbanizado”, 
donde sus sociedades utilizaron de manera selectiva los recursos 
sociales y culturales, invirtiendo en oportunidades económicas que 
iban presentándose. 
La migración es otro de los fenómenos demográficos que mo-
difican el volumen, estructura y distribución territorial de una po-
blación. En México, la migración y las remesas son fenómenos de 
creciente relevancia, tanto por la pérdida de la fuerza de trabajo en 
el campo, por los movimientos que se desarrollan en el interior del 
país, por el desplazamiento de personas al exterior (en particular 
hacia los Estados Unidos), como por los efectos multiplicadores 
que generan las remesas en las comunidades de origen. De acuerdo 
con Conapo, se calcula que el flujo migratorio pasó de 260 000 a 
290 000 personas anuales entre 1960 y 1970; entre 1970 y 1980 
aumentó alrededor de 1.2 y 1.5 millones al año; de 1980 a 1990 
osciló entre 2.1 y 2.6 millones anuales, y durante la década de los 
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noventa a los 2000 la migración alcanzó hasta los tres millones al 
año, debido a la fuerte crisis en la economía mexicana y el rezago 
del sector agrícola. Sin embargo, de acuerdo con datos del Censo 
de Población 2010, fue entre 2000 y 2010 cuando hubo una caída 
generalizada en el total de migrantes internacionales de 1.6 millo-
nes a 1.1 millones al año, producto de una caída de emigrantes de 
1.2 millones a 723 000 en ese periodo y de un aumento de migran-
tes de retorno de 285 a 351 000 en esos mismos años. 
Las remesas se han convertido en un relativo motor de la eco-
nomía, no sólo de México sino de Latinoamérica, ya que ante la 
falta de financiamientos y de una mayor inversión pública y privada 
nacional y extranjera, sustituyen en forma imperfecta este vacío. 
(Ortega et al., 2004). Los ingresos recibidos de la migración han 
cobrado importancia a lo largo de los años, a tal grado que en me-
nos de una década han crecido 3.6 veces, favoreciendo considera-
blemente el saldo de la balanza de pagos del país. Un ejemplo claro 
es que, en 2003 las remesas se convirtieron en la segunda fuente de 
ingresos para el país. Específicamente, superaron en 21% los re-
cursos por inversión extranjera directa, fueron 42% mayores a los 
ingresos obtenidos por los viajeros internacionales, representaron 
79% de las exportaciones de petróleo crudo y 71% del superávit 
del sector maquilador. Esto refleja su importancia en la economía 
mexicana. Este incremento es resultado de un mayor número de 
migrantes mexicanos, y de un mejor sistema de contabilidad de los 
envíos. Juegan además, un papel estratégico en los ingresos de los 
hogares rurales. 
Se estima que 52% de las familias que reciben remesas reside 
en pueblos de menos de 2 500 habitantes, que a su vez reciben en 
promedio 2 372 dólares por familia al año; representando 53% de 
su ingreso corriente. Pese a los beneficios económicos otorgados 
por la migración a través de las remesas, existen temas que surgen 
en los debates recientes, como las preocupaciones por los derechos 
humanos de migrantes y la participación de las mujeres, especial-
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mente por las condiciones de desigualdad a que se enfrentan en el 
proceso migratorio. 
  
b) La familia campesina: tierra, empleo y fuentes de ingreso 
En México existen aproximadamente cinco millones de campesi-
nos, conformados por 3.8 millones de ejidatarios, 600 000 comune-
ros y 1.6 millones de propietarios privados; que son poseedores de 
90% del territorio nacional. La mayoría son minifundistas: 3.3 mi-
llones poseen cinco hectáreas o menos. Se trata fundamentalmente 
de un sistema de producción/reproducción agroalimentario y de 
gestión del territorio rural en pequeña escala y con base en la orga-
nización familiar del trabajo (Bartra, 2011). 
Vale la pena señalar algunas transformaciones significativas en 
lo que respecta a los mercados de tierras y a su tenencia. En México 
196.7 millones de hectáreas componen el territorio nacional, de los 
cuales 35.7% es propiedad de 1.6 millones de propietarios privados, 
con una extensión media de 43.5 hectáreas por propietario; 54.1% 
corresponde a propiedad de núcleos agrarios distribuidos en 5.6 mi-
llones de ejidatarios y comuneros, con una extensión media de 18.7 
hectáreas; los terrenos nacionales abarcan una extensión de 7.2 mi-
llones de hectáreas que corresponden a 3.66% de la superficie total 
nacional y se dividen en 144 000 predios y, finalmente 654 colonias 
agrícolas con una superficie de 3.8 millones de hectáreas correspon-
diente a 1.9% del total y un promedio por colono de 61.7 hectáreas. 
El censo ejidal 2007 arrojó los siguientes datos que miden par-
cialmente los impactos de las reformas legales a la tenencia de la 
tierra de 1991-1992: en dos de cada tres núcleos ha habido venta de 
tierras; en 82% de los casos la compraventa se dio entre miembros 
del ejido; 54% se dieron también con personas ajenas al ejido. En 
los últimos diez años la compraventa involucró 3 970 000 hectáreas. 
En lo que respecta a los mercados de arrendamiento: 2 667 459 
hectáreas se registraron en renta; 667 656 hectáreas en aparcería y 
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1 557 289 hectáreas prestadas. Finalmente las tierras ejidales que 
se privatizaron hasta el 31 de diciembre de 2008 alcanzaron una 
superficie de 1 934 557 hectáreas, que representa 2.2% de la super-
ficie regularizada de ejidos y comunidades a través del Programa 
de Certificación de Derechos Ejidales (Procede), que ascendió a 
89.403 millones de hectáreas (Robles, 2010). 
El empleo en el sector agrícola como proporción del total na-
cional bajó de 71 a 26% entre 1930 y 1980, y hacia finales de siglo 
el sector aún empleaba a una quinta parte de la fuerza laboral. 
Sin embargo, para 2008 —de acuerdo con la Encuesta Nacional 
de Ocupación y Empleo (ENOE)—, el empleo en el sector agrícola 
cayó a 13%, lo que equivale a 5.7 millones de trabajadores, pero 
siendo aún muy significativo en los estados del sur: 40% en Chia-
pas y alrededor de 30% en Oaxaca y Guerrero (Scott, 2011 y Fox 
y Haight, 2010).
Cabe destacar la dramática transformación de las fuentes de 
ingreso para el hogar rural promedio, en la última década. El ingre-
so no salarial asociado a producción agrícola se colapsó de 28.7 a 
9.1%, como proporción del ingreso total de los hogares entre 1992 
y 2004; mientras que el ingreso total por unidad de producción 
agrícola (salarial y no salarial) disminuyó de casi 38 a sólo 17% del 
ingreso total de los hogares (Scott, 2011).
Los pobres extremos en el sector rural participan más en acti-
vidades agrícolas, pero también obtienen una proporción relativa-
mente baja de su ingreso del sector. El quintil más pobre incorpora 
a más de la mitad de los trabajadores agrícolas y 60% de los hogares 
en el decil más pobre integra a trabajadores agrícolas, aunque sólo 
26.6% de esos hogares reporta ingreso independiente asociado a 
producción agrícola. Además, el 30% más pobre de los hogares 
obtiene, en promedio, menos de una tercera parte de su ingreso de 
actividades agrícolas. En particular, la agricultura de subsistencia 
se ha convertido en una fuente muy pequeña de ingreso para los 
hogares rurales: 27% de los hogares reporta ingresos no moneta-
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rios como resultado del cultivo para autoconsumo, y estos ingresos 
representan menos de 2% de su ingreso total corriente y sólo 7% 
en el decil más pobre. Aun así este exiguo ingreso es decisivo para 
que estos campesinos puedan participar en otras actividades pro-
ductivas.
El salario por actividades no agrícolas representa la principal 
fuente de ingreso para todos los deciles con excepción del más po-
bre, y para éste, la principal fuente de ingreso son las transferencias 
públicas (Scott, 2011). 
El peso económico e ingreso salarial del sector agrícola ha caí-
do drásticamente en las décadas recientes. El Censo Agropecuario 
2007 muestra que la mayoría de los trabajadores en el sector son 
familiares que no perciben salario, y de quienes sí reciben salario 
la mayoría son trabajadores eventuales: de los 8.6 millones de per-
sonas que trabajan en el sector agrícola identificadas en el Censo 
2007, sólo 421 000 son trabajadores asalariados permanentes. Este 
número ha permanecido casi sin cambio desde el Censo de 1991, 
mientras que el total de trabajadores se ha reducido de 10.6 a 8.6 
millones, el número de familiares que no perciben salario también 
ha bajado de 8.3 a 3.5 millones, mientras que los trabajadores even-
tuales han incrementado de 1.8 a 4.7 millones (Scott, 2011).
Los familiares que no perciben salario y los trabajadores even-
tuales se concentran en unidades pequeñas y medianas de produc-
ción, mientras que los trabajadores asalariados se concentran en 
unidades de producción de medianas a grandes. Al comparar el 
número de productores en cada uno de estos segmentos se obser-
va que entre 1991 y 2007 ha aumentado el número de pequeños 
productores de 2.2 a 2.7 millones, mientras que el número de me-
dianos y grandes productores cayó alrededor de 30% en ambos 
casos. 
Mientras que el salario promedio en la economía nacional au-
mentó 6% cada año, los salarios en el sector primario también ca-
yeron significativamente, en relación con el resto de la economía y 
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en términos absolutos decreciendo 2.2% anualmente entre 1989 y 
1994. En la última década, el salario en el sector primario tuvo un 
aumento anual promedio de 1.4%, contra 2.9% en la economía 
en su conjunto. La contracción del empleo en el sector primario 
observó una desaceleración en 2007-2008, y los salarios en el sector 
aumentaron por encima del resto de la economía ese año. A pesar 
de ello, el sector primario representó apenas 6% de la masa salarial 
total de la economía en 2008 (Scott, 2011).
La feminización de la población agrícola y el trabajo agrícola es 
otra de las transformaciones llevadas a cabo en los últimos años en 
el medio rural. La nueva dinámica sociodemográfica da cuenta del 
crecimiento de hogares monoparentales de jefatura femenina, y ha 
cobrado relevancia una mayor etnicidad y feminización de la po-
breza en el campo. En el censo de 2010 los hogares con jefatura fe-
menina han crecido de 20.6 en 2000 a 24.6% en 2010. Las mujeres 
tienden a constituir un eje decisivo en el impulso y la coordinación 
de actividades productivas en el medio rural. Empero, la mayor 
parte de las mujeres con derecho a tierra (aproximadamente 24% 
de los ejidatarios son mujeres) son de edad avanzada, por lo que 
suelen ser los hijos quienes controlan la producción (Appendini, 
2011). Parte importante de lo anterior se debe a la migración inter-
nacional. En los hogares sin remesas provenientes del extranjero, 
el número medio de hombres por cada cien mujeres está prácti-
camente equilibrado (94%). En cambio, en los hogares percepto-
res de remesas hay casi tres hombres por cada cuatro mujeres. Las 
mujeres que participan en la producción de bienes y servicios (po-
blación ocupada) representa 94.8% del total de la PEA femenina, 
en tanto que 5.2% corresponde a mujeres que buscan trabajo y 
no lo encuentran (tasa de desocupación). En cuanto a la población 
ocupada, dos terceras partes de las mujeres (64.8%) son subordi-
nadas asalariadas, y una cuarta parte (25.8%) son trabajadoras in-
dependientes (empleadoras o por cuenta propia). En los varones 
la proporción de empleadores es mayor a la de la mujer, 6.2 contra 
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2.4%, y el porcentaje de mujeres que trabajan sin pago (9.4%) es 
cuatro puntos porcentuales mayor al de los varones (5.1%). De ahí 
que haya una alta participación femenina en las ocupaciones agrí-
colas, comercio y servicios; pero que, la agricultura sigue siendo 
masculina, puesto que son los poseedores de la tierra (propietarios 
o ejidatarios y comuneros). Se está dando una “feminización de la 
economía rural no agrícola” matizando la ya muy repetida “femini-
zación de la agricultura” (Appendini, 2011). Aún así hay cada vez 
mayor presencia de mujeres en las asambleas ejidales. 
Otro fenómeno relevante en la sociedad rural que impacta de 
manera considerable en el resto de la sociedad nacional, es el en-
vejecimiento del campo. La edad promedio de los ejidatarios y co-
muneros es de 55.5 años. Los propietarios privados tienen un pro-
medio similar de edad, 54.9 años; 53% de los ejidatarios y 57.6% 
de los privados tienen más de 50 años; en tanto que 24.5% de los 
ejidatarios y de los propietarios privados tienen más de 65 años.2 
En ambos casos hay una proporción mayor de mujeres de edad 
avanzada: 67% de las ejidatarias y 60% de las propietarias tienen 
más de 50 años (Gordillo, 2012). Tal fenómeno impacta aún más 
en la población rural porque carece de acceso a la seguridad so-
cial, y no cuenta con un programa consecuente y suficiente de re-
levo generacional. Esta mutación está relacionada con el proceso 
de emigración masiva de las regiones rurales, incrementando sus 
condiciones de vulnerabilidad, haciéndolos más dependientes de 
recursos externos, remesas y subsidios de los programas públicos. 
POBREzA RURAL Y DESIGUALDAD 
La pobreza extrema en México es sobre todo rural. Baste mencio-
nar que 572 000 hogares rurales sobreviven con un salario mínimo 
2 De acuerdo con el censo de Población de 2010 la edad mediana de la pobla-
ción total es de 26 años.
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general; 817 000, con entre 1.1 y 1.5, y 761 000 con entre 1.6 y 
dos salarios mínimos generales. De acuerdo con la medición de 
Coneval, en el año 2008, 44.2% de la población nacional vivía en 
condiciones de pobreza multidimensional, es decir, aproximada-
mente 47.2 millones de personas en el país presentaban al menos 
una carencia social y no tenían un ingreso suficiente para satis-
facer sus necesidades. Esta población presentó en promedio 2.7 
carencias sociales. La pobreza extrema se calculaba para ese año 
en 11.2 millones de personas, en tanto que la pobreza moderada 
alcanza los 36 millones de personas. Del total de la población po-
bre multidimensional, 36 millones de personas (33.7% de la po-
blación) estaban en pobreza multidimensional moderada y tenían 
en promedio 2.3 carencias; 11.2 millones de personas (10.5% de 
la población) experimentaban pobreza multidimensional extre-
ma y sufrían 3.9 carencias en promedio. Se considera en pobreza 
multidimensional extrema a la población que presenta tres o más 
carencias sociales y su ingreso es insuficiente para cubrir sus ne-
cesidades de alimentación, aun si dedicaran todo su ingreso para 
ese fin (Scott, 2011). 
Desde una perspectiva territorial, la tasa de pobreza se duplica 
cuando pasamos de localidades urbanas (más de 15 000 habitantes) 
a semiurbanas (de 2 500 a 15 000), y se duplica de nueva cuenta 
cuando pasamos de éstas a pequeñas localidades rurales (menos de 
2 500 habitantes). El contraste entre las áreas rurales del norte y el 
sur es aún más dramático, con una diferencia que multiplica casi 
diez veces las tasas de pobreza extrema: de 6.5% en Baja Califor-
nia a cerca de 60% en Chiapas y Guerrero. Los ocho estados más 
pobres cuentan con 64% de los pobres en el sector rural, y apenas 
18% del PIB agrícola. 
La desigualdad en el ingreso rural aumentó significativamente 
entre 1994 y 2000; sin embargo, para 2006 ya había regresado a los 
niveles de 1994 (Esquivel, Lustig y Scott, 2010). Persisten desigual-
dades extremas en el estándar de vida rural aun para los indicadores 
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básicos de desarrollo humano (en educación y salud). En el censo 
de 2000, el analfabetismo en áreas rurales era de 21%, el doble del 
promedio nacional y siete veces más que el promedio para la ciudad 
de México; y el promedio de escolaridad era de menos de cinco 
años, apenas la mitad del promedio para la ciudad de México. Casi 
tres cuartas partes de la población en la capital habían completado 
la educación secundaria en contraste con sólo una cuarta parte de la 
población rural. En 2005, había una amplia variación en las tasas de 
mortalidad infantil (TMI) por municipalidad, ordenadas de acuerdo 
con el índice de marginación del Conapo. Las TMI variaron desde 
3-8 por cada mil nacidos vivos en las delegaciones urbanas más ri-
cas, hasta 30-80 por cada mil nacidos vivos en las municipalidades 
más pobres (Scott, 2011).
En cuanto a la concentración del ingreso monetario, en 2008 el 
valor del índice de Gini en el ámbito nacional fue de 0.506. Respecto 
a la desigualdad rural medida en ingresos ésta se incrementó signifi-
cativamente entre 1994 y 2002. Por mucho, los hogares más pobres 
en las localidades rurales que están en Oportunidades/Prospera son 
los que no poseen tierra. Entre quienes tienen tierra especialmente 
los hogares con menos de dos hectáreas están atrapados en la pobre-
za. Estos hogares también tienen una proporción mayor de pobla-
ción indígena y trabajadores agrícolas (más de 70% de estos hogares 
reporta como ocupación principal del jefe del hogar el trabajo agrí-
cola), pero una proporción menor de ejidatarios o comuneros.
LAS TIPOLOGíAS DE LOS PRODUCTORES RURALES 
Y DE LOS HABITANTES DEL CAMPO
La agricultura familiar 
En México predomina la agricultura de tipo familiar caracterizada 
por ser una actividad que emplea poco trabajo asalariado, se da 
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sobre todo en el minifundio y su principal propósito es el consu-
mo familiar; se practica como una fuente de ingreso de los hogares 
rurales en pobreza y con muy poco patrimonio de tierra. Este tipo 
de agricultura se encuentra en todo el país, pero se concentra en el 
centro y sur. 
Se han desarrollado tipologías para caracterizar el campesina-
do mexicano. En los censos agrícolas y ganaderos de 1940, 1950 y 
1960, la división tipológica utilizada comparaba los ejidos con los 
predios privados en menos de cinco hectáreas de tierra cultivada 
y con los predios privados de más de cinco hectáreas. De acuerdo 
con esta división, la distribución de los predios en el censo de 1960 
era la siguiente: ejidos (57%); predios privados de menos de 5 ha 
(29%) y predios privados de más de 5 ha (14 por ciento).
Bajo influencia del CIDA (Comité Interamericano de Desarrollo 
Agrícola), se introdujeron las categorías de predios llamados de in-
frasubsistencia, subfamiliar, familiar y multifamiliar, con límites de 
tamaño aproximados de 0 a 5 ha, 5 a 15 ha, de 15 a 50 ha, y más de 
50 ha de tierra de temporal respectivamente. Alexander Schejtman, 
utilizando el censo agrícola y ganadero de 1970 y transformando el 
área cultivada en Equivalentes Nacionales de Tierras de Temporal 
(ENTT), propuso las siguientes categorías: campesino de infrasub-
sistencia (0-5 ha ENTT); campesinos de subsistencia (4-8 ha ENTT); 
campesinos estacionales (8-12 ha ENTT); campesinos con excedente 
(>12 ha ENTT) y otros productores (CEPAL, 1982). 
Por su lado un estudio de SARH y CEPAL, basados en una encuesta 
ejidal de 1990, utilizó los límites enumerados después para carac-
terizar el área cultivada de parcelas individuales de ejidatarios. Los 
ejidatarios se distribuyen entre categorías como sigue: <2 ha 19%; 
2-4 ha 37.6; 4-10 ha 33.6; 10-20 ha 8.3; 20-30 ha 1 y >30 ha 0.5% 
(CEPAL, 1994 y De Janvry, Gordillo y Sadoulet, 1997). 
Otros autores agrupan los ejidos en cinco regiones agroeco-
lógicas: húmeda tropical, subhúmeda tropical, húmeda templada, 
subhúmeda templada, árida y semiárida y otras. A partir de ese es-
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tudio con De Janvry y Sadoulet (1997: 123-135) propusimos una 
tipología de productores ejidales de maíz según su mayor o menor 
inserción en el mercado de productos agropecuarios.
De los cinco millones de unidades de producción rural, un mi-
llón (alrededor de 20%) es propiedad de comunidades indígenas 
de 54 grupos étnicos en más de 25 estados. La población indígena 
representa 10% de la población nacional, está distribuida en 6 830 
ejidos y comunidades (23% del total de estos núcleos agrarios) y 
posee 22.6 millones de hectáreas (21.9% del total de la superficie 
que éstos abarcan), 5.3 millones de las cuales corresponden a pe-
queños propietarios indígenas. Representa una actividad obligada 
para regiones y familias que no hace muchos años se enfrentaban a 
condiciones de aislamiento geográfico e incomunicación.
El Programa de Conservación y Manejo Forestal (Procymaf) 
diseñó una tipología de comunidades forestales: las comunidades 
tipo I, aquellas que no practican extracciones —legales— a pesar 
de contar con recursos forestales con valor comercial. Es en estas 
comunidades donde las extracciones forestales ilegales tienden a 
efectuarse; las tipo II son aquellas en donde el control de las ex-
tracciones está en manos de terceros ajenos a las comunidades que 
pagan una “renta” a los dueños de la tierra; este tipo de extrac-
ciones con escaso control por parte de las comunidades suelen ser 
importantes. 
Las extracciones irregulares y las que se practican en condicio-
nes de “rentismo” suelen tener fuertes impactos sobre los recursos. 
Las comunidades tipo III son productoras de materia prima, y las 
tipo IV son las que cuentan con cierta capacidad de generar valor 
agregado. 
Precisamente reconociendo la enorme heterogeneidad rural 
en la mayor parte de los países en el mundo y en términos que 
convergen con las características detectadas entre los hogares rura-
les mexicanos, el World Development Report del Banco Mundial 
(wDR, 2008) propuso una tipología de familias rurales basada en 
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cinco estrategias de estilos de vida o de sustento —livelihoods— 
que siguen los hogares rurales:
Algunos hogares derivan la mayor parte de sus ingresos de una 
participación activa en los mercados agrícolas (pequeños produc-
tores orientados a los mercados). Otros dependen de la agricultura 
para sostener su estilo de vida aunque la mayor parte de lo que 
producen es utilizado para su propio consumo (productores de au-
tosubsistencia). Otros hogares obtienen la mayor parte de sus in-
gresos del trabajo asalariado en la agricultura o en la economía rural 
no agrícola o en el empleo no agrícola por cuenta propia (hogares 
orientados al mercado de trabajo). Otros dependen de las remesas 
que les envían miembros de la familia que han migrado (hogares 
determinados por la migración). Finalmente están los hogares que 
obtienen ingresos provenientes de actividades agrícolas, del em-
pleo no agrícola así como de la migración (hogares diversificados) 
(World Bank, 2008: 75). 
La importancia de cada una de estas estrategias es distinta de-
pendiendo de la tipología de países de acuerdo con ese mismo re-
porte del Banco Mundial: basados en la agricultura, en la transfor-
mación y urbanizados. 
En síntesis las principales transformaciones relacionadas con el 
medio rural mexicano son:
a) Con base en los datos censales y de encuestas sectoriales y na-
cionales se subraya el profundo estancamiento del sector rural 
incluyendo lo agrícola, forestal y ganadero.3 Las consecuencias 
de lo anterior se aprecian en términos de pobreza: para 2008 
60% de la pobreza extrema se concentra en el sector rural. 
b) La sociedad rural se ha transformado profundamente. La socie-
3 En términos de dinamismo relativos a la orientación productiva de la agri-
cultura en México se está inclinando cada vez más hacia las frutas y las hortalizas. 
Así, a cada paso, el peso de los cereales en la superficie cosechada se ha ido re-
duciendo a una tasa media de -0.72%; mientras que los frutos y las hortalizas ha 
crecido a una tasa de 1.95 y de 1.57% respectivamente. 
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dad rural se ha envejecido y se ha feminizado como producto 
sobre todo de la migración. La agricultura ha dejado de ser 
fuente principal de ingresos para la mayoría de los hogares 
rurales. Pero en el campo sigue viviendo más de 20% de la 
población total y, dependiendo de la definición de población 
rural, podría alcanzar hasta un 30% del total nacional. Tam-
bién importa subrayar que la sociedad rural es fundamental 
para el desarrollo del país más allá de las cifras sobre PIBA por 
el conjunto de bienes ambientales, culturales y económicos que 
provee y podría proveer hacia el futuro a la sociedad nacional.
c) La sociedad rural es extraordinariamente compleja y diversa. 
Coexisten diversas lógicas productivas y sociales de las cuales 
rinden cuenta las diversas tipologías que se han elaborado para 
los productores agropecuarios. Más que una sociedad predo-
minantemente agrícola se debe reconocer el peso de los recur-
sos naturales entre los cuales los forestales son clave. Se trata 
de una sociedad rural que además de diversa está fuertemente 
poblada por actividades multifuncionales impulsadas desde las 
familias y las comunidades en donde predomina la producción 
en pequeña escala, tanto por el tamaño promedio de las parce-
las como por el tamaño de los establecimientos productivos no 
agrícolas establecidos en el medio rural.
d) Desde los años noventa se afirmaba que las políticas agrope-
cuarias se habían basado en un modelo tecnológicamente inefi-
ciente (Toledo et al., 1993) que había llevado a grave deterioro 
del capital natural: suelos, agua, vegetación primaria.
e) La consecuencia de lo anterior es que se requieren políticas 
diferenciadas con un fuerte anclaje en el desarrollo regional que 
permitan una transformación en la matriz tecnológica y en las 
condiciones de desigualdad y pobreza. Lo anterior requiere la 
construcción de un nuevo pacto social “entre la banqueta y el 
surco” como lo ha propuesto Armando Bartra (2011) o una 
“tercera reforma agraria” como lo sugiere John Scott (2011) o 
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un Nuevo Trato como se propone en las páginas siguientes de 
este texto.
UN NUEVO TRATO: LA AGRICULTURA fAMILIAR EN EL CENTRO
Reconstrucción institucional y empoderamiento ciudadano
Una pregunta que guía este ensayo: ¿qué significa una política ali-
mentaria en tiempos de crisis? La respuesta parte de la necesidad 
de enfrentar la desarticulación productiva y la desintegración social 
prevalecientes en el medio rural con una estrategia de reconstruc-
ción institucional basada en la autonomía de los habitantes rurales 
y en una dinámica de intervenciones estatales a partir de un diseño 
institucional inteligente capaz de aprender y adaptarse a las situa-
ciones heterogéneas y cambiantes en el ámbito rural.
La superación de los comportamientos autoritarios —aun y 
sobre todo en el marco de regímenes democráticos— puede con-
vertirse en la prueba de fuego para resolver las diversas inercias 
que entrecruzan los ámbitos rurales. Las formas autoritarias en el 
diseño y manejo de la política rural presentan ramificaciones que 
han permanecido desconocidas hasta cierto punto, e indican la gra-
vedad y sus efectos negativos en el sector rural:
a)  La tradicional acción discrecional en el desarrollo, unido a las 
prácticas exclusivas y verticales de las mismas corporaciones 
que determinan la captura de recursos públicos y refuerzan las 
tendencias polarizadas;
b)  La tendencia a implementar políticas únicas y soluciones úni-
cas —casi siempre varitas mágicas que terminan estrellándose 
frente a un conjunto de realidades productivas diferenciadas, 
distorsionando los instrumentos de desarrollo; y
c)  La sobrevaloración en el mercado político de la lógica corpo-
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rativa que promueve una dinámica desde las redes de poder 
regional contraria al desarrollo de mercados, a formas locales 
de gestión democrática e incluso a la adaptación productiva. 
Se entiende por reconstrucción de las instituciones un proceso de-
liberado emprendido gracias a la convergencia de actores sociales 
y gubernamentales como respuesta a una situación límite producto 
de una combinación de fragmentación social y debilidad institu-
cional cuyo propósito es modificar algunas reglas del juego sean 
formales o informales. En estas circunstancias se requiere del esta-
blecimiento de un conjunto de compromisos mutuos de derechos 
y obligaciones. 
Este proceso de reconstrucción institucional puede ser alimen-
tado por fuentes muy diversas: impulsos provenientes de la movi-
lización social, de determinados regímenes de políticas y de una 
buena estructura de incentivos y sanciones que garantice el cumpli-
miento de las reglas. El aspecto central, empero, es que cuando los 
ciudadanos perciben que los costos asociados con la implantación 
de reformas institucionales están distribuidos con justeza, éstas 
pueden ser más exitosas (Gordillo,1999).
Los dilemas sociales a los que se enfrenta una reconstrucción 
institucional en México en el contexto de un desarrollo capitalista 
con distintos ritmos de inserción productiva en los ámbitos locales, 
nacionales y mundiales, y con enormes grados de desigualdad, pue-
den resumirse en los siguientes cuatro: 
•		 ¿Cómo	 lograr	 dotar	 de	 representación	 real	 y	 de	 voz	 delibe-
rante —es decir que influya en las decisiones públicas— a los 
segmentos marginados y excluidos de los pactos de gobernabi-
lidad en el ámbito rural, aun y sobre todo si esos pactos son de 
signo democrático? 
•		 ¿Cómo	fortalecer	la	capacidad	de	autogobierno	de	las	comu-
nidades y asociaciones rurales ahí donde el entramado guber-
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namental de corte fuertemente centralista rechaza como con-
trarias a la integración nacional las tendencias a favor de una 
mayor autonomía? 
•		 ¿Cómo	lograr	estabilidad	y	certidumbre	en	las	reglas	del	juego	
institucionales en medio de un contexto favorable a conductas 
no institucionales, como el capitalismo “de compadres”? 
•		 ¿Cómo	 desarrollar	mercados	 competitivos	 y	modelos	 tecno-
lógicos alternativos ahí donde existen mercados segmentados, 
imperfectos e incompletos y actores monopólicos, cultura au-
toritaria y desigualdad social? 
En lo que sigue se busca enfrentar esos dilemas desde diversos ám-
bitos de acción pública: un nuevo activismo del Estado, un piso 
político común, economía local pública, el desarrollo regional, y un 
programa mínimo.
Acabar con la membra disecta: un Estado responsable 
y con respuestas 
Los ámbitos de acción pública que aquí se plantean tienen un hilo 
conductor. En la actualidad refutar los fundamentos de ideologías 
que justifican la injusticia realmente existente, requiere cultivar el 
tronco común de la acción del Estado como regulador y promotor 
de los agentes económicos privados, desde la óptica de una eficien-
cia con distribución social más equitativa de sus frutos. Una cons-
trucción básica con este perfil tiene hoy la difícil tarea de integrar 
dos elementos que se contradicen: uno que apela a los derechos 
individuales y otro que atiende a los derechos sociales. En reali-
dad son elementos que se conjugan en un mismo universo, que es 
de por sí contradictorio y no homogéneo. No se trata de elaborar 
un esquema ideal que por perfecto termine por alienarse del mun-
do, sino de configurar escenarios que se reconozcan en la realidad 
precisamente porque no anulan sus contradicciones. Estos trazos 
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retoman los principios de libertad e igualdad bajo otro contexto: la 
no eliminación política o económica de los actuales sujetos sociales, 
sino por el contrario, la libertad de tomar decisiones sobre la base 
de la reciprocidad interesada y hacer de las normas de reciprocidad 
—componentes altamente productivos generalmente asociados a 
redes sociales de intercambio— uno de los cementos básicos para 
reconstruir la cohesión social.
En el campo es urgente que las políticas de desarrollo tomen en 
cuenta las diferencias prevalecientes entre regiones, culturas, recur-
sos, etcétera. 
Kirsten Appendini (2011) poniendo el ejemplo del maíz, da 
cuenta de las razones por las cuales el campo mexicano ha perma-
necido estancado. El gobierno mexicano “optó por apoyar a gran-
des agricultores ignorando las demandas de pequeños y medianos 
productores, lo que resultó en concentración geográfica y vulne-
rabilidad de la seguridad alimentaria del país debido al empode-
ramiento de agentes corporativos”. Por ello reclama la necesidad 
de una política coherente que atienda las disparidades productivas 
y disminuya la dependencia de las importaciones en un contexto 
internacional de precios con tendencia al alza. 
Bajo esta línea argumental Armando Bartra (2011) menciona 
la necesidad de un nuevo entendimiento entre lo rural y urbano 
bajo una política que permita su “cooperación” para lograr un 
crecimiento justo, sostenible y eficiente; donde la regulación y las 
políticas compensatorias intervengan decididamente el mercado 
agropecuario de alimentos, por lo cual, la diversidad tecnológi-
ca y productiva es agroecológicamente sustentable y socialmen-
te incluyente; al tiempo que permite generar empleo e ingreso, 
propiciando la equidad social y sustentando la diversidad cultu-
ral. John Scott (2011) concuerda con la necesidad de reconocer 
y responder a la heterogeneidad de los productores, con polí-
ticas diferenciadas en función de sus necesidades y focalizadas 
efectivamente, lo que supone un sistema de información social y 
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económica con un padrón único de beneficiarios, mecanismos de 
identificación y asignación descentralizada y con mecanismos 
de autoselección. 
En consecuencia, un Estado responsable y con respuestas lo es 
en la medida que establece diversos ámbitos de convergencia de 
fuerzas sociales y de deliberación pública: 
	•		 A	través	de	acuerdos	entre	el	gobierno	federal,	 los	gobiernos	estata-
les y los gobiernos municipales para impulsar e incentivar el funcio-
namiento de cabildos abiertos con el propósito de acordar entre los 
habitantes de esos municipios, e implementar proyectos productivos 
con énfasis en garantizar acceso adecuado a alimentos impulsados con 
fondos financieros descentralizados. 
•		 A	través	de	acuerdos	entre	el	gobierno	federal,	los	gobiernos	estatales	
y municipales y universidades públicas y privadas para garantizar que 
en los municipios seleccionados éstas últimas proporcionen apoyo téc-
nico amplio para el diseño e implantación de esos proyectos producti-
vos. 
•		 A	través	de	acuerdos	entre	consorcios	privados	vinculados	o	no	con	
actividades rurales y sus propias fundaciones, en coordinación con las 
universidades o centros de educación participantes para financiar el 
establecimiento de talleres permanentes de formación de recursos hu-
manos orientados a la formación de negocios rurales y emprendimien-
tos productivos. 
•		 A	través	de	un	acuerdo	entre	los	gobiernos	federal	y	estatal	y	los	con-
gresos por medio de sus comisiones respectivas, para comprometerse a 
realizar un ejercicio conjunto de evaluación continua del diseño, pues-
ta en marcha y resultados de estos ejercicios. 
En síntesis, un Estado responsable y con respuestas lo es porque no 
espera que los problemas se resuelvan desde arriba, desde las bu-
rocracias o desde los gobiernos solamente. Los acuerdos con otros 
actores productivos, intelectuales y, en general, con la sociedad civil 
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se asumen no como actos aislados ni casuísticos, sino como ejerci-
cios permanentes, renovables y retroalimentadores en un proceso 
continuo de aprendizaje.
Un piso político común: reforma presupuestal
La respuesta eficaz a la disipación de recursos públicos, a la frag-
mentación de políticas y a la poca disposición para cooperar entre 
distintos agentes sociales y políticos no es la centralización buro-
crática. El verdadero antídoto es una agenda compartida y trans-
versal desde el gobierno federal, dotada de inserción operativa en 
las esferas estatales, municipales y comunitarias, y legitimada siste-
máticamente a través de la rendición de cuentas y la participación 
ciudadana. Una política consistente para el ámbito rural debe ser 
producto de acuerdos básicos de una sociedad, que por lo mismo 
trasciende los ciclos electorales. Su más importante patrimonio es 
la certeza y la continuidad. 
El piso político de estos acuerdos estaría constituido por tres 
componentes: un enfoque territorial que permita cristalizar coali-
ciones locales y regionales; una adecuada combinación de incen-
tivos productivos y apoyos directos para el combate a la pobreza 
y la reactivación productiva que aseguren mayor equidad en los 
impactos de las reformas sobre la gente; y un proceso de ensancha-
miento de la soberanía popular por medio de mecanismos directos, 
efectivos y reales de participación ciudadana en la implantación de 
las políticas y programas rurales. 
Empero, la piedra angular de ese piso político sería una refor-
ma presupuestaria que en el ámbito del gasto público agropecuario 
parta de una revisión profunda de todos sus rubros en el horizonte 
de un ejercicio de presupuesto base cero. Además debería seguir-
se impulsando el propósito de alcanzar un presupuesto multianual 
para el desarrollo rural, para garantizar continuidad y certeza de las 
políticas públicas hacia el campo (Scott, 2011)- 
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Territorios: economías locales públicas y desarrollos regionales 
En esta “economía local pública” (Oakerson,1999; Ostrom, 1999) 
se relacionan tres tipos de actores: el colectivo de ciudadanos que 
requieren “bienes o servicios públicos”, las organizaciones produc-
toras y los intermediarios (agencia gubernamental, “emprendedor 
público”, etcétera). 
Pero el modelo de “economía pública” no funciona bajo las 
mismas premisas que los mercados privados. El concepto “acción 
colectiva” es el elemento diferenciador, estando el beneficio social 
detrás del accionar de las unidades públicas de producción y pro-
visión. La “coproducción”4 de los ciudadanos es, en definitiva, uno 
de los elementos más potentes ya que en la práctica se estimula el 
protagonismo real de las personas en la gestión pública.
En este contexto, la coordinación entre los diferentes niveles de 
gobierno para la elaboración de políticas integrales de desarrollo 
se vuelve crucial. También lo es el establecimiento de un marco le-
gal que favorezca diversas formas de asociación territorial —entre 
municipios y para generar instituciones mesorregionales— según 
el tipo de proyectos, la cobertura de programas o el impulso de 
determinadas iniciativas locales. 
Por otra parte, la nueva situación que enfrentan las sociedades 
rurales, así como las políticas sectoriales, requiere de una redefi-
nición del concepto de lo rural. Los distintos papeles que juega 
la agricultura en las economías de los países en desarrollo exigen 
una adecuada ponderación de los efectos de políticas que buscan 
objetivos unidimensionales, sin considerar sus consecuencias sobre 
otros aspectos del funcionamiento de las sociedades rurales. Más 
que un enfoque de desarrollo rural en un sentido restringido, se trata 
de una orientación regional que busca vincular lo urbano y lo rural. 
4 Para Elionor Ostrom la coproduccion es “el proceso mediante el cual los 
insumos de los individuos quienes no pertenecen a la misma organizacion son 
transformados en bienes y servicios” (Ostrom: 1996: 1). 
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En efecto, se reconoce que gran parte de las oportunidades de ac-
tividad económica dependen del vínculo con los centros urbanos. 
Por esa razón debiera fortalecerse el sistema de ciudades interme-
dias con actividades de muy diverso carácter dentro de la vincula-
ción del centro urbano con su hinterland rural, superando la idea 
de oposición entre rural y urbano (Schejtman y Berdegué, 2004).
Para una estrategia de desarrollo regional basado en actividades 
múltiples es necesario, en general, el concurso de la política agrí-
cola. En muchas regiones de México el desarrollo regional podría 
tener en la agricultura el punto de partida para una cierta capaci-
dad de ahorro e inversión y para el desarrollo de actividades en los 
sectores industriales y de servicios directa o indirectamente ligados 
a ella.
La estrategia de desarrollo regional requiere un proceso de in-
versión social y productiva que complemente la capacidad de aho-
rro de los pobladores rurales y fortalezca el poder de negociación 
de sus organizaciones. La autonomía en la orientación del proceso 
exige que estén en capacidad de participar activamente en el desa-
rrollo regional, lo que sería difícil en condiciones de deterioro de la 
pequeña producción agrícola.
Para la reserva de capital humano es clave el acceso a la educa-
ción, salud, seguridad alimentaria y dotación de servicios básicos. 
Junto a ello debe fortalecerse el capital social: normas de confianza 
y redes interpersonales que permiten desplegar la sinergia en las 
acciones de los diversos agentes, disminuyen la incertidumbre y au-
mentan la eficiencia. 
Este estilo de desarrollo regional debe agilizar la modernización 
productiva; estimular la integración vertical y generar vinculaciones 
territoriales urbano-rurales en favor de la creación y diversificación 
de empleos productivos. Cuando se identifica el espacio regional 
sólo con el espacio rural y éste sólo con el espacio agropecuario se 
reducen las potencialidades de las políticas de alivio de la pobreza 
rural debido a que no se consideran los factores que dinamizan la 
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propia agricultura y que pueden derivarse del fortalecimiento de 
los vínculos con los núcleos urbanos inmediatos. 
Este enfoque supone pasar de políticas públicas centradas en 
el pequeño productor a políticas orientadas a la familia rural am-
pliada; del empleo agrícola al multiempleo; de una política agrícola 
genérica a políticas diferenciadas acordes con los tipos de unidades 
familiares; de la producción agrícola a las articulaciones de ésta con 
la agroindustria y los servicios; de la antítesis entre mercado/Esta-
do, a la intervención estatal como mecanismo de regulación y de 
modelos tecnológicos extractivos a modelos sustentables, flexibles 
y resilientes ante el deterioro de los recursos naturales y el cambio 
climático. 
En consecuencia, se necesita articular territorialmente los di-
versos programas e instrumentos dirigidos al desarrollo rural y re-
gional, como la vía idónea para inducir sinergias locales que eviten 
la disipación de recursos humanos, de recursos económicos y de 
energía social.
Un programa mínimo sustentado en la agricultura familiar 
Es necesario partir de la familia rural como unidad de análisis y 
punto de convergencia de las políticas públicas (Appendini, 2011 
y Bartra, 2011). Las familias son instituciones rurales de primera 
importancia y tienen estrategias de vida e ingreso. Tratan de valo-
rizar y aprovechar sus activos y de aprovechar lo mejor posible sus 
capacidades y posibilidades y oportunidades en un contexto dado. 
Por estas razones, el estudio de los activos generadores de ingreso 
es muy significativo y varios autores lo han emprendido para abor-
dar el problema de la pobreza (De Janvry et al., 1997; World Bank, 
2008). Como señala Rello (2001):
 la unidad de análisis debe ser la familia rural y no la simple unidad de 
producción agropecuaria, porque la familia, a través del trabajo de 
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todos sus miembros, es la que genera los bienes y servicios que produ-
cen y venden y toma las principales decisiones sobre cómo emplear los 
diferentes activos a su disposición… Existen en ellas discriminaciones, 
frecuentemente contra mujeres y niños, quienes son los más excluidos 
de los excluidos. Por ello, la investigación sobre la pobreza y la exclu-
sión social debería incorporar la dimensión de género. 
En esta dirección debería avanzarse hacia una política de ingresos 
rurales, cuya continuidad sea garantizada por la ley, que sea perió-
dicamente revisable y que termine formando parte de derechos so-
ciales exigibles y establecidos constitucionalmente. Tal política po-
dría convertirse en el núcleo central de este programa mínimo. Un 
subsidio verde —desvinculado de la producción agrícola, enfocado 
en fortalecer los ingresos rurales e interesado en fomentar un desa-
rrollo sustentable— pudiera ser la base para diferentes intervencio-
nes, tomando en cuenta las características de los productores y sus 
estrategias productivas y los desequilibrios regionales. El propósito 
de esta política de ingresos sería favorecer la pluriactividad rural y 
también las reconversiones a nivel de parcela y de comunidad, so-
bre todo si están fuertemente vinculadas a generar valor mediante 
los servicios ambientales. 
Otros componentes necesarios de este sistema de apoyo serían:
a)  Un sistema de financiamiento rural que movilice el ahorro, en 
el contexto de la economía familiar campesina. 
b)  La política de infraestructura debería enfocarse a aumentar con-
siderablemente la infraestructura productiva pequeña (riego y 
conservación de acuíferos y suelos), caminos rurales y la infraes-
tructura comercial (Mendoza, 2011; Scott, 2011 y Yúnez, 2007).
c)  Avanzar en la expansión de fondos concursables para financiar 
la transferencia de tecnología y la capacitación de los recursos 
humanos. 
d)  La importancia de las mujeres en la economía rural y la nece-
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sidad de atraer jóvenes para la realización de actividades pro-
ductivas en el ámbito rural exige trascender la idea de peque-
ños programas y políticas marginales y casuísticas orientadas a 
estos grupos. Se necesita colocar en el centro del diseño de las 
políticas públicas a mujeres y jóvenes. El acceso de las muje-
res a dos activos centrales: tierra (particularmente en el sector 
ejidal) y crédito significarían una enorme transformación en el 
sentido de impulsar un nuevo espacio para las mujeres en las 
actividades productivas rurales. En el caso de los jóvenes se-
ría indispensable retomar el programa impulsado por el Banco 
Mundial y la Secretaría de la Reforma Agraria en el sexenio 
anterior que buscaban ligar la generación de negocios y em-
prendimientos productivos dirigidos por jóvenes y el rejuve-
necimiento de los portadores de derechos ejidales (Appendini, 
2011 y Merino, 2011).
Un tema central que articula las libertades económicas y políticas es 
el del pluralismo. Reconocer el papel primordial de la sociedad en la 
producción del bienestar económico y social, permite que el Estado 
oriente sus acciones hacia la promoción de formas plurales de pro-
piedad —privada individual, copropiedad, condominio, arrenda-
da—, hacia esquemas de regulación a través de políticas diferencia-
das, hacia la creación de un ambiente que promueva la innovación 
o hacia intervenciones directas y focalizadas de apoyo a distintos 
sectores de la población. Pero para que Estado, mercado y sociedad 
se refuercen mutuamente se requiere transparencia en las normas 
de interacción y continuidad en las políticas públicas. La claridad 
en los objetivos junto con una evaluación realista de sus fuentes de 
financiamiento debería desembocar en compromisos creíbles con 
fechas de vigencia o de renovación. Se necesita en consecuencia for-
talecer la participación ciudadana y enfrentar el autoritarismo siem-
pre presente en el medio rural con un auténtico Estado de derecho.
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EDUCACIÓN Y DESIGUALDAD EN MÉXICO
Olac Fuentes Molinar*
PROPÓSITO
En estas páginas analizaré las relaciones entre el acceso a la educación 
formal y la desigualdad social, y distinguiremos dos dimensiones. 
La primera es puramente cuantitativa. Se trata de establecer los 
grados de probabilidad que tienen niños y adolescentes de ingresar 
a la escuela y desarrollar trayectorias escolares de mayor o menor 
duración y nivel de avance cuando provienen de familias cuyas con-
diciones de vida son significativamente desiguales para ingresar a la 
escuela y desarrollar trayectorias escolares de mayor o menor dura-
ción y nivel de alcance.
La segunda dimensión es cualitativa. El propósito es identificar, 
comparando poblaciones escolares socialmente desiguales, pero 
con trayectorias de duración análoga, cuáles son las diferentes po-
sibilidades de que los integrantes de esas poblaciones adquieran 
determinados niveles de conocimiento y de capacidad académica 
en las áreas fundamentales de matemáticas, competencia lectora y 
ciencias naturales.
Este análisis está focalizado en la educación obligatoria, con 
una acento particular en los alumnos que están terminando el ciclo 
básico e iniciando el de la enseñanza media superior. 
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OPORTUNIDADES EDUCATIVAS Y EXTENSIÓN DE LA OBLIGATORIEDAD
Desde la década de 1990 se inició en el sistema escolar mexicano 
un importante proceso de cambio legal, cuyo resultado final fue 
la extensión de la duración de la enseñanza formalmente obligato-
ria de seis hasta quince grados. Esta modificación no se derivó de 
una política educativa de conjunto y con previsiones de largo plazo, 
sino de tres decisiones distintas y separadas en el tiempo. En julio 
de 1993, por decisión presidencial, fue declarada obligatoria la en-
señanza secundaria; en noviembre de 2002 se le asignó ese carácter 
a un ciclo de educación preescolar de tres grados, por una iniciativa 
surgida inicialmente del Poder Legislativo, y en febrero de 2013, 
tras un par de años de indecisión de los legisladores, se estableció 
la obligatoriedad de la enseñanza media superior, en las distintas 
modalidades que ya existían y que no fueron modificadas y se fijó el 
año de 2021 como límite para alcanzar la cobertura generalizada de 
este servicio educativo. 
CUADRO 1
Crecimiento de la matrícula en la educación obligatoria 1994-1995 a 2012-2013
(miles de personas)
Ciclos escolares Crecimiento (%)
1994/1995 2000/2001 2006/2007 2012/2013 1994/2000 2000/2006 2006/2012
Preescolar
3 093 3 424 4 739 4 761 10.7 38.4 0.0
Primaria
14 574 14 793 14 586 14 789 1.5 - 1.4 1.3
Secundaria
4 493 5 350 6 055 6 340 19.1 13.2 4.7
Educación media superior
2 343 2 956 3 743 4 444 26.1 26.6 18.7
Fuente: INEE (2013: 51).
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La modificación formal del régimen de la obligatoriedad merece 
especial atención, tanto por los efectos reales que ejerció sobre el 
tamaño y la estructura interna del sistema escolar como por los 
nuevos referentes que estableció para las familias que demandan 
educación para sus hijos. Como se puede apreciar en el cuadro 1 
la matrícula de los niveles escolares que adquirieron el carácter de 
obligatorios creció en 5.8 millones de personas en el periodo anali-
zado, a pesar de que en esos mismos años el crecimiento demográ-
fico en los grupos jóvenes se fue reduciendo en forma escalonada.
Como muestra el mismo cuadro, la distribución de las nuevas 
oportunidades de escolarización favoreció a los ciclos posprima-
rios. Dos terceras partes de las plazas escolares creadas en el perio-
do correspondieron a la enseñanza secundaria y a la media superior. 
El tercio restante se asignó casi en su totalidad al ciclo de educación 
preescolar, el cual experimentó un crecimiento excepcional entre 
los años 2000 y 2006, para estancarse bruscamente después. La en-
señanza primaria, por su parte, ya se había estabilizado desde los 
años anteriores en el rango de 14 a 15 millones de alumnos y, sin 
presiones demográficas adicionales, alcanzó la capacidad de ofrecer 
el ciclo completo a cerca de 90% de los niños que lo inician.
El significado esencial de este proceso radica en que, por vez 
primera, la mayoría de los adolescentes mexicanos entre los 12 y los 
17 años tienen la posibilidad real de cursar la enseñanza secundaria 
y con ello concluir el ciclo educativo básico y de ingresar a la ense-
ñanza media superior. 
Éste es un logro indiscutible. Sin embargo, su efecto potencial 
está limitado por la persistencia del fenómeno del abandono esco-
lar prematuro, generado por la combinación de la vulnerabilidad 
social de elevadas proporciones de los demandantes de escuela, con 
las características de la oferta escolar, inadecuada para retener a sus 
estudiantes. 
La magnitud del riesgo de abandono o de eliminación escolar 
se puede valorar a partir de las estimaciones realizadas por el INEE 
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sobre el flujo de las generaciones escolares recientes. Para el caso de 
la enseñanza primaria ese análisis muestra que por cada 1 000 alum-
nos que iniciaban sus estudios en el año escolar 2003-2004, 724 lo 
terminaban en el lapso normativo de seis años, 170 un año después 
y 23 requirieron de dos años adicionales, lo que representa una efi-
ciencia agregada de 91.7%. En el ciclo de secundaria el problema 
es más grave, pues siguiendo a esa misma generación se encuentra 
que de cada 1 000 alumnos que iniciaron este nivel de estudios 787 
lo terminaron en tres años y sólo 21 más se agregaron uno o dos 
años después, lo que representa una eficiencia de 80.8%. Combi-
nando ambas estimaciones resulta que de una generación que reco-
rre el ciclo básico de nueve grados, quienes logran culminarlo, aun 
con rezago, representan 75% de quienes lo iniciaron. Uno de cada 
cuatro fue eliminado en algún punto del camino (INEE, 2012: 51).
La trayectoria generacional en la enseñanza media superior es 
más difícil de estimar, pues las normas flexibles de acreditación, dis-
tintas entre modalidades e instituciones, hacen que el seguimiento 
de una cohorte escolar tenga un alto grado de incertidumbre. Exis-
ten, sin embargo, evidencias parciales que indican que el abandono 
escolar tiene un nivel elevado. Por ejemplo, son sugerentes las esti-
maciones realizadas por el INEE sobre el porcentaje de la población 
por edades que ya no está matriculada en el sistema escolar. En 2012 
36% de los adolescentes de quince años —considerada edad norma-
tiva del inicio de la enseñanza media superior— ya estaba fuera del 
sistema escolar. Esa proporción se eleva hasta 47% para los de 17 
años, edad normativa para la finalización del ciclo (INEE, 2014: 21).
Las estimaciones anteriores se refieren a la población en su con-
junto, sin establecer ninguna diferenciación sobre sus condiciones 
de vida. En el siguiente apartado se revisa el proceso, incorporando 
algunos criterios básicos para analizar a la población por segmentos 
sociales.
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OPORTUNIDADES DE ESCOLARIzACIÓN Y CONDICIONES SOCIOCULTURALES
En el cuadro 2 se presentan los porcentajes de la población de 15 a 17 
años que había terminado la educación secundaria en 2012 contras-
tando segmentos sociales establecidos a partir de indicadores básicos 
de las condiciones socioculturales de las familias. Como se puede ob-
servar, la probabilidad media de terminación de ese ciclo que estima-
mos para el conjunto de la población en 75%, presenta variaciones 
muy fuertes cuando se le considera para estratos diferenciados.
CUADRO 2
Población de 15 a 17 años que terminó la educación secundaria  
en diferentes grupos poblacionales (2012)
Grupo poblacional %
1. Por tipo de localidad 
Rural 68.5
Urbana 83.1
2. Por condición étnica 
Hogar indígena 72.9
Hogar no indígena 79.9




4. Por condición de pobreza 
En pobreza alimentaria 70.0
No pobreza 81.9




6. Actividad laboral 
Trabajo no doméstico     > 20 34.3
Trabajo doméstico     > 20 47.7
No trabaja o trabaja    < 20 91.2
Fuente: INEE (2014: 24).
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Como se observa en todos los segmentos, la población ubicada en 
el grupo con condiciones “desfavorables” ha terminado la educa-
ción secundaria en una proporción significativamente menor que la 
que se ubica en condiciones “favorables”. Algunas de estas diferen-
cias tienen un impacto especialmente marcado. Tal es el caso de la 
escolaridad del jefe de familia, pues mientras más de un tercio de 
los hijos de padres sin instrucción no terminaron la secundaria, cer-
ca de 100% de aquellos cuyos padres tienen  educación superior ha 
logrado hacerlo, lo que manifiesta la fuerza que la escolaridad muy 
escasa tiene como mecanismo de transmisión intergeneracional 
de la marginalidad. Una situación parecida se aprecia en el nivel de 
ingresos, respecto al cual los adolescentes que pertenecen al seg-
mento de 20% con ingresos más altos tienen 17 puntos porcen-
tuales más de probabilidad de terminación que los que provienen 
del quintil más pobre. La otra diferencia fuertemente determinante 
es la condición de actividad laboral de los adolescentes, pues sólo 
un poco más de la tercera parte de quienes realizan un trabajo no 
doméstico por más de 20 horas semanales logró terminar el ciclo, 
en tanto más de 90% de quienes no trabajan o lo hacen por menos 
de 20 horas semanales ha podido culminarlo.
Estas diferencias, si bien con menor intensidad, ya se manifiestan 
en relación con la educación primaria. Por ejemplo, cerca de 15% 
de los niños de doce a catorce años que provienen de los hogares con 
menos instrucción, o con pobreza alimentaria o con menores ingre-
sos, no había terminado este ciclo. En el caso de los niños que labo-
ran más de 20 horas semanales el grado de exclusión escolar es aún 
mayor, pues afecta a más de un tercio de quienes realizan actividad 
extradoméstica y a la cuarta parte de quienes lo hacen en el hogar.
Resulta interesante, por otro lado, destacar que la segregación 
por género, que tenía tanto peso hace algunas décadas, se ha redu-
cido hasta casi desaparecer. En el grupo de 15 a 17 años que hemos 
analizado el índice de terminación de la secundaria de las mujeres 
era sólo un punto porcentual menor que el de los hombres. 
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LOGROS DE APRENDIzAjE Y CONDICIONES SOCIOCULTURALES 
DE LAS fAMILIAS
Durante mucho tiempo se aceptó que el avance educativo de un 
país estaba determinado por el grado de extensión de su sistema 
escolar y por los grados de escolaridad acumulados por el conjun-
to de su población. Hoy está cada vez más extendida la convic-
ción de que es igualmente importante conocer los logros reales de 
aprendizaje fundamental alcanzados en cada nivel de escolaridad, 
de manera que estos puedan ser cuantificados tanto dentro de un 
sistema educativo como entre diversos sistemas nacionales. Desde 
el inicio de este siglo el examen PISA, generado y promovido por la 
OCDE ha sido adoptado por un creciente número de países como 
instrumento técnico para resolver las necesidades de cuantificación 
y comparación de los logros educativos.
Como se sabe, el examen PISA se aplica cada tres años a mues-
tras nacionales de estudiantes de quince años y explora el gra-
do de competencia académica que estos estudiantes poseen para 
utilizar el aprendizaje alcanzado en la lectura, las matemáticas y 
las ciencias naturales. En cada aplicación trienal el examen tiene 
como centro una de estas áreas y las otras dos tienen un lugar 
complementario. La prioridad asignada a las competencias acadé-
micas y no a los contenidos formales de la instrucción, permite en 
principio que el examen PISA resuelva la dificultad representada 
por las múltiples diferencias puntuales que existen en los diversos 
currículos nacionales.
México participa en este examen desde el año 2000 y lo hace 
por solicitud propia, con una muestra de cerca de 30 000 estu-
diantes, que es varias veces más grande que la de los demás países 
participantes. Esto permite obtener información no sólo a nivel 
nacional, sino para cada una de las entidades del país y de las mo-
dalidades educativas del sistema. En el caso de México, la muestra 
de estudiantes de quince años está formada, aproximadamente, en 
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un tercio por alumnos que cursan el tercer grado de secundaria y en 
dos tercios por alumnos que cursan el primer grado de la enseñanza 
media superior.  
Desde la primera aplicación en el año 2000 México obtuvo 
resultados comparativamente muy desfavorables y a lo largo del 
tiempo estos no han experimentado modificaciones significativas y 
estables. En todas las evaluaciones se mantienen como rasgos des-
tacados que la proporción más alta de estudiantes obtiene logros 
de aprendizaje inferiores a los considerados como de suficiencia 
mínima y una proporción muy pequeña, que no supera 5%, alcanza 
niveles avanzados.
En 2012 las competencias matemáticas fueron el campo cen-
tral del examen y las que se refieren a lectura y a ciencias natura-
les ocuparon un lugar complementario. En la escala de desempe-
ño utilizada los estudiantes mexicanos obtuvieron en matemáticas 
una puntuación media de 413 puntos contra 494 de promedio de 
la OCDE; en ciencias el país obtuvo 415 puntos y el conjunto de la 
organización 501; México obtuvo 424 puntos en lectura contra 496 
de la OCDE. 
Si bien la puntuación promedio es relevante y es utilizada por 
los medios para establecer un ranking internacional, tiene mucho 
mayor significado y utilidad analizar la distribución de los estudian-
tes por niveles de logro, definidos por el grado de complejidad de 
las competencias académicas que ponen en juego al enfrentarse al 
examen. Estos niveles son 7 u 8 según el campo y van desde los 
niveles 1 y menores a 1, que corresponden a una competencia infe-
rior a la mínima necesaria, un nivel 2 que corresponde al umbral de 
la suficiencia, un nivel 3 que expresa una suficiencia intermedia y 
niveles de 4 a 6 que corresponden progresivamente a grados avan-
zados de dominio. 
En el cuadro 3 se presenta la distribución de los estudiantes 
mexicanos por niveles de desempeño en matemáticas en PISA 2012. 
Ahí mismo y para propósitos de comparación, se presenta la distri-
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bución de Polonia y Turquía, países que tienen un grado relativa-
mente alto de desigualdad social y un PIB per cápita cercano al de 
México, así como los de Perú que fue el país latinoamericano con 
los resultados más bajos. 
CUADRO 3
Porcentaje de estudiantes por nivel de desempeño  













México 23 32 28 13 4
Polonia 8 15 22 24 31
Turquía 15 26 26 17 16
Perú 47 28 16 7 3
* Los datos no incluyen los correspondientes a los estados de Oaxaca y Michoacán, donde no 
fue posible aplicar el examen, ni los de Sonora por un error en la configuración de la muestra.
Fuente: inegi (2013: 41).
Destacan en los datos de México, en primer lugar, la proporción 
de quienes tienen un claro nivel de insuficiencia, pues 55% de los 
estudiantes está en el nivel 1 o debajo de él. Quienes se encuentran 
en esta situación, después de nueve o diez años de escolarización 
pueden realizar operaciones aritméticas con números enteros si-
guiendo instrucciones claras y bien definidas y responder preguntas 
relacionadas con contextos familiares, en las que está presente explí-
citamente toda la información relevante y es muy poco probable que 
desarrollen un razonamiento matemático que les permita manejar 
abstracciones (INEE, 2012: 36). El siguiente grupo por su magnitud 
está en el nivel 2, con una suficiencia incipiente y con cierto grado de 
precariedad cuyos valores están por debajo de la media de la OCDE; 
y el nivel 3 tiene una suficiencia relativamente asentada. Los niveles 
avanzados, como ya se dijo tienen un peso muy reducido.
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Para proporcionar los elementos de una visión general se pre-
sentan en el cuadro 4 los resultados de los estudiantes mexicanos 
en ciencias y en lectura en la misma prueba. Como se aprecia, estos 
resultados reproducen en forma ligeramente atenuada la misma es-
tructura de agrupamiento que existe para el caso de las matemáticas.
CUADRO 4
Porcentaje de estudiantes por nivel de desempeño  













Ciencias 13 34 37 14 2
Lectura 3 38 34 20 5
Fuente: INEE (2013: 63).
La información presentada hasta ahora en este apartado se refiere 
a una población socialmente indiferenciada. Existían desde hace 
tiempo elementos indirectos, como el tipo y modalidad de las es-
cuelas, que permitían advertir un sesgo social en la distribución 
de resultados, sin embargo es hasta PISA 2012 que se cuenta con 
información directamente relacionada con el vínculo entre logros 
escolares y procedencia social de los alumnos. La aplicación de 
“cuestionarios de contexto” permitió recopilar información sobre 
la situación laboral, escolar y de bienestar de las unidades familiares 
para construir un indicador socioeconómico compuesto y asociarlo 
con el rendimiento académico individual.
El INEE procesó los resultados de PISA 2012 y los presentó en una 
versión compacta que distingue cuatro estratos socioeconómicos y 
agrupa los niveles de logro en tres segmentos: el que no alcanza el 
nivel de suficiencia (niveles 1 y menores a 1); el de suficiencia ele-
mental (nivel 2) y el que agrupa el de suficiencia básica  y los niveles 
avanzados (niveles de 3 a 6).
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CUADRO 5
Porcentaje de estudiantes por nivel de desempeño  
según estrato socioeconómico. PISA 2012, matemáticas
Cuartiles Nivel 0 y 1 Nivel 2 Nivel 3 a 6
4 37 32 31
3 52 30 17
2 58 28 14
1 71 21 8
Fuente: INEE (2014: 100).
CUADRO 6
Porcentaje de estudiantes por nivel de desempeño  
según estrato socioeconómico. PISA 2012, lectura
Cuartiles Nivel 0 y 1 Nivel 2 Nivel 3 a 6
4 25 35 41
3 37 37 26
2 44 36 20
1 58 30 12
Fuente: INEE (2014: 101).
Como se puede observar, dentro de un panorama general de resul-
tados no satisfactorios, las diferencias de logro entre el estrato más 
bajo (1) y el de mejor situación socioeconómica (4) son muy agudas. 
Aunque los integrantes de ambos estratos poseen la misma escola-
ridad formal, 71% de los que provienen del estrato más pobre no 
ha logrado adquirir el nivel mínimo de competencia y sólo un 8% 
alcanza un nivel razonablemente favorable para el aprendizaje más 
complejo, mientras en el estrato superior estos valores son de 37 y 
31% respectivamente. Se debe tener presente que, dada la estruc-
tura de la distribución del ingreso en México, el estrato 4 incluye no 
sólo al pequeño segmento poblacional que concentra una muy alta 
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proporción del ingreso, sino también a buena parte de las llama-
das clases medias, que dependen de un trabajo regular, asalariado 
o independiente y que no poseen, en general, capital productivo 
acumulado. Llama también la atención que entre los estratos 2 y 
3 presenten entre sí diferencias de logro relativamente moderadas.
Los resultados que muestran los niveles de logro en lectura y 
en ciencias tienen una estructura análoga, como se aprecia en los 
cuadros 6 y 7.
CUADRO 7
Porcentaje de estudiantes por nivel de desempeño  
según estrato socioeconómico. PISA 2012, ciencias
Cuartiles Nivel 0 y 1 Nivel 2 Nivel 3 a 6
4 30 42 29
3 44 40 17
2 50 37 13
1 64 30 6
Fuente: INEE (2014: 101).
Los resultados de lectura merecen una reflexión particular, pues 
se trata de una competencia de uso general, de un instrumento de 
información, comprensión y organización mental que rebasa los 
linderos de los campos disciplinarios. El nivel más bajo de lectura 
se define esencialmente por la capacidad de la comprensión literal 
de lo que es explícito en fragmentos de un texto y la localización de 
información puntual. Quien se ubica en este nivel encuentra gran-
des dificultades para percibir el significado conjunto de argumen-
tos y estructuras explicativas de cierta amplitud. En el mejor de los 
casos la capacidad de inferencia es muy elemental y también está 
referida a fragmentos relativamente simples. La alta proporción de 
estudiantes que se encuentra en este nivel —58% en el estrato más 
pobre— nos obliga a preguntarnos en qué medida los malos resul-
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tados de aprendizaje en campos como las ciencias están asociados 
con los retos de los contenidos disciplinarios o con la muy baja 
capacidad de comprenderlos. 
De este panorama de deficiencia no escapa modalidad escolar 
alguna. Y aquí es inevitable referirnos a la permanente discusión 
sobre la supuesta superioridad del heterogéneo sector de la escue-
la privada en relación con la escuela pública. Efectivamente, los 
alumnos de las escuelas privadas obtienen mejores resultados que 
los de la escuela pública. En el campo de matemáticas, por ejem-
plo, la prueba PISA muestra que 57% de los estudiantes de escuelas 
públicas está en el nivel más bajo del logro, contra 36% de los de 
las escuelas privadas; en el nivel de suficiencia mínima 27 contra 
32%, y 16 contra 32% en el segmento suficiente y avanzado. Sin 
embargo, no sabemos en qué medida esta diferencia es atribuible a 
la escuela o al hecho de que sus estudiantes provienen del segmento 
social más alto, quienes probablemente obtendrían resultados pa-
recidos en la escuela pública a la que tendrían acceso. Al respecto 
llama la atención que los niveles de logro obtenidos en las escuelas 
privadas, que absorben 17% de la matrícula de enseñanza media 
superior, sean prácticamente iguales al de los alumnos del nivel so-
cioeconómico superior, independientemente del tipo de plantel al 
que asistan.
LA DESIGUALDAD DE LA ESCUELA EN LA DESIGUALDAD 
EDUCATIVA. ALGUNAS REfLEXIONES
Mi argumento central en este apartado final es que el sistema es-
colar mexicano no es un elemento neutro frente a la desigualdad 
de los niños y adolescentes que acceden a él; lo recorren duran-
te un número variable de años y obtienen determinados logros de 
aprendizaje. La perspectiva de la neutralidad escolar supone que 
las escuelas hacen todo lo que pueden para ofrecer a todos las mis-
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mas oportunidades, pero que no tienen la capacidad de vencer o 
cuando menos atenuar significativamente las diferencias sociales y 
culturales preexistentes. 
Los retos educativos que surgen de la desigualdad son, sin 
duda, poderosos y complicados, pero también es cierto que las 
oportunidades que ofrece la escuela son también desiguales en mu-
chos sentidos y que la escolarización genera numerosos factores de 
distinta naturaleza adversos a los sectores más pobres y vulnerables. 
Sólo para contribuir a una discusión urgente menciono ense-
guida dos grupos de factores que acentúan la desigualdad en el ac-
ceso a la escuela y en la posibilidad de obtener en ella aprendizajes 
realmente importantes.
Factores de dotación física 
Para ir superando la desigualdad, tanto en el acceso a la escuela 
como al aprendizaje, es urgente enfatizar en la infraestructura físi-
ca, la organización y operación de los centros educativos y mejorar 
el modelo pedagógico. De lo que se trata, a final de cuentas, es evi-
tar que el sistema educativo continúe incidiendo en la desigualdad 
de y entre los niños y jóvenes mexicanos.
Se sabe desde hace tiempo que existe un grado importante de 
deterioro y de carencias en la planta física y las instalaciones de los 
edificios escolares. Éste es un problema formalmente reconocido 
por la autoridad, pero los programas intermitentes de inversión y 
recuperación que ésta ha realizado no han logrado atenuarlo.
Ello afecta particularmente a las escuelas del medio rural, con 
más intensidad a las que se ubican en comunidades pequeñas, aisla-
das y habitadas por población indígena. El censo de planteles esco-
lares mostró, por ejemplo, que en el caso de las escuelas indígenas 
52% carece de conexión a la red pública de agua, 15% no tiene 
energía eléctrica y 20% no dispone de drenaje. Éste es un caso ex-
tremo, pero en el conjunto de las escuelas rurales tiene una frecuen-
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cia muy alta el problema de la disposición y el funcionamiento de 
los servicios hidrosanitarios. Estas carencias, cuya eliminación per-
manente es costosa pero relativamente simple, no sólo deterioran el 
ambiente escolar sino que se convierten frecuentemente en serios 
problemas de salud y seguridad para alumnos y maestros. 
Factores de la organización y la operación de la escuela
La saturación de los grupos. Un aspecto negativo de la expansión 
escolar de las últimas dos décadas consistió en que las instalaciones 
no se ampliaron al ritmo del crecimiento de la matrícula. Esto lle-
vó a que particularmente en los niveles de crecimiento rápido los 
grupos escolares tuvieran una población cada vez más numerosa, 
lo que ha hecho más difícil o francamente inviable el cumplimien-
to de las formas de trabajo pedagógico supuestas en los planes y 
programas de estudio. Aunque el problema es general, alcanza di-
mensiones mayores en zonas urbanas marginadas, afectadas ya por 
riesgos ambientales de inseguridad y de violencia. Muchos maes-
tros comentan que deben dedicar crecientemente su tiempo laboral 
a conservar el orden básico y la convivencia, en perjuicio de las 
tareas propiamente docentes.
Mayor irregularidad de la asistencia de maestros y alumnos. Parti-
cularmente en las escuelas rurales son comunes la asignación tardía 
de maestros a los planteles y las ausencias motivadas por trámites 
administrativos, actividades de formación y sindicales. Los propios 
alumnos, que suelen realizar tareas del ámbito familiar, se habitúan 
a un ritmo intermitente de la actividad escolar. Es muy probable 
que un estudio detallado del calendario escolar real muestre que 
el número de jornadas efectivas en la escuela rural es considerable-
mente menor que en la escuela urbana.
Formas organizativas de excepción. Para dar respuesta a necesi-
dades educativas que en su momento no podían ser resueltas por 
las formas regulares de la escuela, se crearon en el pasado adapta-
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ciones o modificaciones escolares, que se han mantenido sin ajustes 
y sin apoyos adicionales hasta el presente. Dos merecen una men-
ción específica: las escuelas con “maestros multigrado” y la telese-
cundaria.
La dispersión de la población y la insuficiencia de las 
vías de comunicación justificaron en su tiempo la crea-
ción de escuelas en las cuales un maestro debía atender más 
de un grado escolar en escuelas muy pequeñas, llegándose al caso de 
la escuela “unitaria” en la cual un maestro se hacía cargo del currícu-
lum de los seis grados de educación primaria. Aunque esta solución 
extrema ya no existe, prevalece un número importante de centros 
de enseñanza primaria atendidos por dos o tres maestros quienes 
simultáneamente atienden dos o más grados escolares. Se trata de un 
trabajo pedagógico difícil, sobre todo porque se exige la aplicación 
del extenso currículum establecido para la escuela regular, sin una 
alternativa sistemática orientada hacia las prioridades claras de la 
formación primaria. Así, es muy probable que pese a los esfuerzos 
que pueda realizar el maestro, los alumnos queden en desventaja 
frente a los criterios rígidos del sistema escolar.
Desde mediados del siglo pasado se creó la telesecundaria para 
responder al crecimiento del egreso de la educación primaria en 
zonas rurales con población dispersa e incomunicada, donde resul-
taba impráctica la instalación de una escuela regular con maestros 
por asignatura. El uso de la televisión y la producción de materiales 
ad hoc deberían apoyar el trabajo de maestros a cargo de múltiples 
disciplinas, a veces en distintos grados escolares. Esta solución tuvo 
inicialmente resultados que fueron considerados satisfactorios. Sin 
embargo, en las décadas recientes el modelo fue utilizado como 
opción preferente de atención a la demanda debido a su menor 
costo de operación, aun cuando la población había crecido y las 
vías de comunicación se habían extendido considerablemente. Ya 
no era sólo una opción rural, sino que se volvió frecuente en zonas 
suburbanas. Una parte importante del crecimiento del nivel de se-
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cundaria en las tres décadas recientes se debe a la expansión de este 
servicio. 
En el momento actual, el hecho central que debe considerarse 
es que, como lo muestran los datos desagregados de diversas apli-
caciones de PISA, los logros de aprendizaje al término de la telese-
cundaria son notoriamente inferiores al de los de las modalidades 
general y técnica.
Una hipótesis que deberíamos explorar es la de si el funcio-
namiento asociado de las primarias rurales irregulares y de la te-
lesecundaria habría construido, en los hechos, un circuito escolar 
particularmente vulnerable, que se presentaría como única opción 
de estudios para los segmentos más pobres de la población rural.
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EDUCACIÓN Y DESIGUALDAD: INEQUIDAD 
EN EL LOGRO DE LOS APRENDIZAJES EN MÉXICO
Eduardo Backhoff Escudero*
Las líneas que siguen buscan aportar información complementaria 
sobre las desigualdades socioeconómicas de los estudiantes y su alta 
correlación que se refleja en distintos indicadores escolares.
LOS PUNTOS IMPORTANTES
 
•	 El crecimiento de la matrícula en la educación obligatoria en 
los ciclos de 1994/1995 a 2011/2012 en preescolar, primaria, se-
cundaria y educación media superior. En más de tres lustros se 
observa una tendencia en el crecimiento de la matrícula; sin 
embargo, en los últimos años la tasa de crecimiento disminuye 
en todos los niveles educativos. Con excepción de la educación 
media superior, que aún conserva una tasa de crecimiento im-
portante (cercano a 16%), en los demás niveles el crecimiento 
es cercano a 2 por ciento.
•	 La proporción de estudiantes que concluyen el nivel de secunda-
ria. La población de estudiantes de 15 a 17 años que terminó 
la educación secundaria en diferentes grupos poblacionales 
(2012) muestra que es mayor en las áreas urbanas que en las 
rurales; en las poblaciones no indígenas que en las indígenas; y, 
en las familias que tienen mayor nivel de instrucción.
•	 La relación entre pobreza y eficiencia terminal. La población de 
alumnos de 15 a 17 años que terminó la educación secundaria 
* Instituto Nacional para la Evaluación de la Educación.
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en diferentes grupos poblacionales (2012) indica que la po-
breza ejerce un fuerte impacto negativo en este indicador, lo 
mismo que la condición laboral de los estudiantes. 
•	 La relación entre aprendizaje adquirido y nivel económico. El 
porcentaje de estudiantes por nivel de desempeño en la prueba 
de lectura y matemáticas de PISA 2012 está muy relacionado 
con el nivel de ingresos de la familia: a menor nivel de ingreso 
mayor porcentaje de estudiantes que se ubican en los niveles 
más bajos.
ALGUNAS REfLEXIONES SOBRE LAS DESIGUALDADES EDUCATIVAS 
Los cuatro puntos antes mencionados nos hacen reflexionar so-
bre las razones por las que existe una gran inequidad educativa en 
nuestro país, lo que nos remite al informe Equidad de oportunidades 
en la educación (Coleman, Campbell, Hobson, McPartland, Mood, 
Weinfeld y York, 1966), publicado hace medio siglo en los Estados 
Unidos, en el que se afirma que los resultados educativos de los 
estudiantes estaban condicionados por el contexto social y econó-
mico de sus familias y, en consecuencia, que la escuela podía hacer 
poco por el aprendizaje de los alumnos. 
Estos resultados, que señalaban un bajo impacto de las escuelas 
sobre el logro académico de los escolares, dieron pie a que distintos 
investigadores en el mundo orientaran su interés por determinar 
o calcular la influencia que ejerce la escuela en la adquisición de 
los aprendizajes de sus estudiantes. Al respecto, algunas investiga-
ciones han determinado que la escuela explica entre 30 y 40% los 
resultados de los alumnos en pruebas estandarizadas, mientras que 
las condiciones socioeconómicas y culturales de los estudiantes ex-
plican entre 60 y 70%. Otros investigadores más optimistas calcu-
lan que la escuela puede explicar hasta un 50% de estos resultados 
de logro escolar.
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El estudio de Backhoff, Bouzas, Contreras, Hernández y García 
(2007) mostró estadísticamente que la distribución de los aprendi-
zajes en la población estudiantil nacional es muy inequitativa y que 
se relaciona estrechamente con las condiciones económicas, socia-
les y culturales de las familias de los escolares. A manera de ejemplo 
se presenta la gráfica 1 en donde se observa la relación entre el 
capital cultural escolar1 del estudiante de sexto de primaria y los re-
sultados en español del Examen para la Calidad y el Logro Educa-
tivos (Excale) que había venido aplicando el INEE desde 2005. Cada 
marca representa la puntuación promedio de una entidad federati-
va, de acuerdo con la modalidad educativa del centro escolar (EI = 
educación indígena, UP = urbanas públicas, RP = rurales públicas y 
UPV = urbanas privadas).
Como se puede observar, los resultados de aprendizaje se agru-
pan de manera muy consistente de acuerdo con las condiciones 
socioculturales de las familias de los estudiantes. En un extremo, 
vemos los resultados de las escuelas indígenas (EI) en el cuadrante 
inferior izquierdo, donde se encuentran los estudiantes con baja es-
colaridad y bajo nivel cultural; en el otro extremo, identificamos a 
las escuelas particulares (UPV) que se ubican en el cuadrante superior 
derecho, en el que se encuentran estudiantes con alto rendimiento y 
alto capital cultural escolar. En un estudio equivalente para el caso 
de matemáticas se encontró que los resultados son prácticamente los 
mismos que para el caso del español (Backhoff et al. , 2006).
La información de esta gráfica nos indica con mucha claridad 
que los estudiantes egresan de la primaria con niveles académicos 
muy distintos, diferencias que pueden llegar a ser equivalentes a 
seis grados escolares. Es decir, en el Sistema Educativo Nacional 
(SEN) algunos alumnos concluyen el sexto de primaria con habi-
lidades de lectura, escritura y matemáticas similares a las de los 
1 El INEE definió el capital cultural de las familias de los estudiantes como una 
variable compuesta por el nivel socioeconómico, la escolaridad de los padres de 
familia y pertenecer, o no, a un grupo étnico indígena del país.
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alumnos de tercer grado de primaria, mientras que otros escolares 
pueden desarrollar habilidades equivalentes a las de los estudian-
tes de tercer grado de secundaria (Backhoff et al., 2007).
GRáfICA 1
Distribución del aprendizaje del español de los estados de acuerdo 
con el capital cultural de la familia: 6º de primaria
 
Fuente: Backhoff, Peón, Andrade y Rivera (2006). Reproducido con autorización del INEE.
En otro estudio publicado por el mismo INEE (Backhoff, Peón, An-
drade y Rivera, 2006) se demostró que las habilidades de escritura 
son las que en menor grado adquieren los estudiantes de educa-
ción básica y las que pueden presentar mayores brechas entre los 
estudiantes de alto y bajo aprovechamiento escolar. Al hacer una 
comparación por modalidad educativa de sexto de primaria y de 
tercero de secundaria, utilizando la misma evaluación de expresión 
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las escuelas primarias particulares lograban en promedio desarrollar 
mayores competencias de redacción que los estudiantes de tercero 
de secundaria de escuelas públicas, como se muestra en la gráfica 2, 
en la que se presentan las puntuaciones de los estudiantes de prima-
ria y secundaria en una prueba de expresión escrita, de acuerdo con 
el tipo de escuela a la que pertenecen.2 Se podrá observar que los 
alumnos de escuelas particulares del nivel primaria obtienen pun-
tuaciones muy por encima de los estudiantes de escuelas secunda-
rias públicas, generales, técnicas y telesecundarias.
Como se puede apreciar, una forma de evaluar la inequidad edu-
cativa es comparando las diferencias entre los estudiantes de alto y 
bajo rendimientos, o bien calculando la relación entre los resultados 
educativos y las condiciones socioeconómicas de las familias de los 
estudiantes. Sin embargo, no basta con precisar que en México hay 
grandes brechas en los resultados educativos y que estos se asocian 
con la pobreza del contexto en que viven las familias de los estudian-
tes. También hay que conocer el otro lado de la moneda, es decir, 
lo que sucede en los centros escolares que es donde se imparte la 
instrucción y que, según la literatura, puede explicar hasta 50% de 
los aprendizajes que adquieren los alumnos. Un estudio publicado 
por el INEE titulado Condiciones escolares y aprendizaje en México 
(Backhoff, Bouzas, Contreras, Hernández y García, 2007) abor-
dó de manera directa esta cuestión. Los resultados de este estudio 
muestran claramente que los estudiantes en condiciones de pobreza 
y que pertenecen a minorías étnicas (especialmente los indígenas) 
asisten a escuelas con menores recursos materiales y humanos. Así, 
es frecuente que estos centros escolares no tengan la infraestructura 
mínima para apoyar el proceso de enseñanza y aprendizaje: carez-
can de pizarrones, mesabancos, escritorios para el docente; estén en 
malas condiciones físicas los sanitarios, las bibliotecas, los espacios 
2 Donde las escuelas primarias: UP = urbanas públicas, UR = rurales públicas, EI 
= escuelas indígenas; y, las escuelas secundarias: GRAL = generales, TEC = técnicas, 
TV = telesecundarias y PRIV = privadas.
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deportivos o recreativos; falten computadoras y no tengan acceso a 
internet. Aunado a lo anterior, las escuelas más alejadas de las pobla-
ciones urbanas son las que tienen condiciones de la oferta educativa 
que no favorecen el aprendizaje de los estudiantes, tales como: una 
organización escolar incompleta (unidocente o bidocente), profe-
sores más jóvenes y con menor experiencia profesional, mayor ro-
tación de maestros durante el ciclo escolar, y un menor número de 
días y horas de clase al año. 
GRáfICA 2
Puntuaciones medias y errores estándar de las habilidades de escritura de los 
estudiantes de primaria y de secundaria por modalidad educativa
Fuente: Backhoff, Peón, Andrade y Rivera (2006). Reproducido con autorización del INEE.
El docente es un elemento fundamental en el aprendizaje de los es-
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La línea punteada señala el promedio global
INEQUIDAD EN EL LOGRO DE LOS APRENDIZAJES EN MÉXICO
243
lo que es de sentido común que los profesores más preparados im-
partan una enseñanza más eficaz. Desgraciadamente, la calidad de 
los docentes también se distribuye de manera inequitativa, ya que 
los mejores docentes usualmente se encuentran trabajando en las 
escuelas ubicadas en las zonas urbanas. Por el contrario, los cursos 
comunitarios son atendidos por estudiantes que apenas terminaron 
la educación básica y que son capacitados para impartir clases en 
condiciones muy desfavorables. Lo mismo pasa con las escuelas in-
dígenas donde una proporción importante de docentes no domina 
la lengua materna de sus estudiantes. Por ejemplo Backhoff, Con-
treras-Niño y Solano-Flores (2011) encontraron en la península de 
Yucatán que cerca de 45% de las educadoras de escuelas indígenas 
manifestó no manejar suficientemente la lengua maya, en la que se 
supone debe de enseñar a sus alumnos. 
Las diferencias en la calidad de la formación con que egresan los 
futuros docentes de las normales han sido estudiadas recientemente 
a través de los resultados del concurso de ingreso al Servicio Profe-
sional Docente; mecanismo que es central en la reforma educativa 
impulsada por la presente administración. Los resultados muestran 
que sólo 40% de los normalistas del país tiene las competencias 
suficientes para ser considerados como idóneos para ingresar al ser-
vicio público de la educación obligatoria (primaria, secundaria y 
educación media superior). Sin embargo, estos resultados pueden 
ser muy distintos cuando se comparan las entidades federativas. En 
los estados con mayor desarrollo social y recursos económicos las 
cifras pueden rondar 60%, mientras que en los estados más po-
bres las cifras pueden acercarse a 20% de normalistas que poseen 
las competencias mínimas para impartir clases, de acuerdo con los 
lineamientos que expide el INEE. Es interesante notar, aunque no 
sorprende, que los resultados educativos de los estados de la Repú-
blica en las evaluaciones de aprendizaje nacionales e internaciona-
les se correlacionan estrechamente con los resultados del concurso 
de ingreso del Servicio Profesional Docente. Así, los resultados de 
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alumnos y docentes son más altos en estados como Querétaro, Nue-
vo León y Jalisco, mientras que estados como Guerrero, Michoacán 
y Tabasco obtienen las puntuaciones más bajas de capacidades do-
centes y de logro estudiantil.
Si combinamos las condiciones sociales donde crecen y se de-
sarrollan los alumnos, y las condiciones escolares donde estudian, 
podemos entender fácilmente por qué los resultados de las evalua-
ciones nacionales e internacionales muestran consistentemente que 
en todos los niveles educativos, empezando por el preescolar, los 
resultados de los estudiantes en las pruebas estandarizadas son más 
altas en las escuelas urbanas particulares y más bajas en las escuelas 
comunitarias e indígenas; en los estados del norte del país, que en 
los estados del sur. 
Finalmente, es importante mencionar que la probreza, por sí 
misma, no impide que el estudiante aprenda: son los mecanismos 
asociados a esta condición social y económica lo que hace que los 
estudiantes abandonen la escuela y no aprendan lo suficiente. Esta 
afirmación se ha demostrado de muchas maneras. Por ejemplo, los 
estudiantes con los mismos niveles de pobreza aprenden más cuan-
do estudian en escuelas cuyos compañeros tienen un mejor nivel 
económico, debido a que tienen mejores condiciones para apren-
der: mayor motivación hacia el aprendizaje, mayor exigencia de los 
padres hacia los hijos, mayor exigencia de padres y alumnos respec-
to a la efectividad de la escuela, etcétera.
A manera de ejemplo, se presenta la gráfica 3 que muestra una 
comparación de los resultados de aprendizaje de los estudiantes 
con el mismo nivel de capital cultural escolar y que estudian en 
dos tipos distintos de escuelas: una con resultados educativos altos 
y otra con resultados bajos. En la parte sombreada de esta gráfica 
podemos apreciar que los alumnos con el mismo nivel socioeconó-
mico (zona sombreada) difieren enormemente en sus aprendizajes 
de español si estudian en escuelas con un alto nivel capital cultural 
escolar, comparados con aquellos del mismo nivel socioeconómico 
INEQUIDAD EN EL LOGRO DE LOS APRENDIZAJES EN MÉXICO
245
que estudian en centros escolares cuyo capital cultural escolar pro-
medio es bajo. En palabras simples: un estudiante pobre aprende 
más en una escuela donde asisten estudiantes de mayores recursos 
económicos y culturales. 
GRáfICA 3
Niveles de aprendizaje de español de estudiantes de sexto grado de primaria 
con bajos y altos niveles de capital cultural escolar
Fuente: Backhoff, Bouzas, Contreras, Hernández y García (2007).
CONCLUSIONES
La educación juega un papel crucial en la vida de los individuos, 
así como en el desarrollo de los países: explica una buena parte 
de las diferencias en los ingresos de las personas y del crecimiento 
económico de las naciones (Cunha, Heckman, Lochner y Masterov, 
2006). Los sistemas educativos tienen, por lo general, dos grandes 
propósitos: por un lado, establecer en sus niños y jóvenes habili-
dades, conocimientos, competencias y actitudes fundamentales 
para el desarrollo económico; por otro, reducir las diferencias en 







































El nivel socioeconómico de los estudiantes es la variable que 
consistentemente se encuentra más asociada a diferentes indicado-
res de logro educativo (Coleman et al., 1966). Está muy bien docu-
mentado que en México existe una estrecha relación entre el apren-
dizaje que logran los estudiantes de educación básica y el capital 
cultural escolar de sus familias. Esto habla de la gran inequidad 
educativa que existe en nuestro país y del hecho de que las grandes 
desigualdades sociales se repiten y perpetúan en el sistema educa-
tivo mexicano. 
Por lo anterior, esta condición hace poco probable que se cum-
pla la aspiración nacional de que la educación sea el mecanismo que 
ayude a igualar las oportunidades de desarrollo personal, profesio-
nal y económica de los ciudadanos. Pareciera que el sistema educa-
tivo mexicano está diseñado como un “hospital para gente sana”, 
donde las personas más necesitadas (o “enfermas”) reciben los ser-
vicios de menor calidad, tanto en lo material como en lo humano. 
Así, los alumnos de menores recursos económicos: 1) viven en con-
diciones donde el contexto les es desfavorable para su aprendizaje y 
2) estudian en planteles con escasos recursos económicos, materia-
les y humanos. Por consiguiente, las condiciones socioeconómicas 
de los estudiantes hacen muy predecibles el tipo de escuelas donde 
van a estudiar, así como los resultados que van a obtener en una 
diversidad de indicadores educativos, tales como las pruebas estan-
darizadas de logro educativo. La regla es muy simple: a mayor nivel 
socioeconómico y cultural del escolar es mayor la probabilidad de 
estudiar en mejores escuelas y de tener maestros más preparados, 
así como de obtener mejores resultados educativos. 
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EL PODER Y LA DESIGUALDAD
José Narro Robles*
Los rezagos sociales y la desigualdad en nuestro país no son proble-
mas sólo económicos y sociales sino también históricos, culturales, 
políticos y, sobre todo, éticos. 
Es verdad que un fantasma recorre el mundo, se trata del 
fantasma de la desigualdad que no deja dormir a pobres ni a ri-
cos, es un fantasma que inquieta porque segrega a las personas, 
divide y lastima a las sociedades, limita el crecimiento de las 
economías y disminuye los niveles de vida de la población. La-
mentablemente, tenemos que reconocer que es un fantasma que 
ha acompañado a los mexicanos durante toda nuestra historia 
como nación independiente.
MAYOR DESIGUALDAD  
Parafraseo a Tony Judt para decir que algo está funcionando muy 
mal, que algo muy grave ocurre en el mundo cuando únicamen-
te 8.4% de la población del mundo tiene 83% de la riqueza to-
tal, mientras que 69% posee sólo 3% de la riqueza mundial (ONU, 
2014). 
Hay una enorme desigualdad social donde algunos, los menos, 
lo tienen todo y de sobra, mientras la inmensa mayoría carece, con 
frecuencia, hasta de los alimentos necesarios para sobrevivir. De-
bemos reconocer que en plena era de la información y la comuni-
cación, cuando la humanidad ha alcanzado los mayores niveles de 
* Rector de la UNAM.
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vida, cuando los adelantos científicos y tecnológicos son impresio-
nantes, se estima que existen 842 millones de personas, casi una 
octava parte de la población del mundo, que padecen hambre cró-
nica, sobre todo en los países menos desarrollados (ODM, 2014). 
Asimismo, 2.6 millones de niños menores de cinco años padecen 
desnutrición (fAO, 2014). La desigual distribución de la riqueza trae 
consigo el incremento de la pobreza, y ésta, como caja de pandora, 
desata mucho de los males que afectan a la sociedad. 
La dimensión actual y la tendencia creciente de la desigualdad 
en el mundo es resumida con claridad por el Fondo de Población 
de las Naciones Unidas (2014) que, en voz de su director ejecutivo, 
Babatunde Osotimehin, estima que en los últimos 20 años 53% de 
la riqueza generada en el mundo ha ido a parar a 1% más rico 
de la población. Existe consenso en el sentido de que este problema 
ha cobrado relevancia en las últimas décadas y puede socavar las 
propias bases de la paz social. 
En México la situación no es distinta. El coeficiente de Gini, 
con el que suele medirse la concentración del ingreso, era de 0.520 
en 1950 y en 2012 apenas se movió a 0.503. En más de sesenta años 
el país creció, se urbanizó, se industrializó, ha logrado tener una 
economía más o menos competitiva y, sin embargo, no mejoró sus-
tancialmente la forma en que la riqueza se distribuye (INEGI, 2012). 
Además, según las últimas cifras, 53.3 millones de personas viven 
en condiciones de pobreza y 11.3 millones en pobreza extrema (Co-
neval, 2012). 
En las comparaciones internacionales ocupamos el lugar núme-
ro 108 entre 133 naciones en materia de distribución del ingreso. 
Nos ubicamos a sólo 25 lugares del país más desigual del planeta 
(PNUD, 2013). 
Es evidente que en México no hemos encontrado las políticas 
redistributivas adecuadas para nuestros ancestrales problemas de 
desigualdad económica y social. Ello no ha sido por falta de recur-
sos. Nos han faltado conocimientos sobre los problemas, nos ha 
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faltado capacidad para instrumentar las políticas adecuadas, pero 
sobre todo, nos ha faltado determinación para emprender la lucha 
contra este problema.
UN ACERCAMIENTO AL TEMA DEL PODER
Para introducir el tema del poder, quiero acudir al pensamiento de 
Octavio Paz en El ogro filantrópico (1979), una de cuyas ideas cen-
trales se refiere a la preeminencia del Estado en la vida económica 
y social del mundo en la década de los años setenta, en contraste 
con el ideal liberal de un Estado mínimo y una sociedad civil fuerte. 
A pesar de características distintivas del Estado mexicano, el 
centralismo y el autoritarismo, para Paz había rasgos compartidos. 
Nuestro intelectual sostuvo la existencia de una tensión entre los 
sectores políticos, patrimonialistas y la burocracia moderna, tensio-
nes que conviven y que generan conveniencias mutuas.
A pesar de que se puede discutir el planteamiento de Paz, la 
verdad es que es válido asociar a la clase política con la sabidu-
ría del ejercicio de gobierno y con las fuentes de la corrupción, 
como también lo es que en nuestro país los cargos se usan de forma 
discrecional con gran frecuencia pero no se tiene la propiedad del 
mismo.
Otra fuente importante para introducir el tema del poder y su 
relación con los  asuntos de la inclusión y la exclusión es la que re-
presenta Niklas Luhmann, para quien sólo con la sociedad moder-
na y la diferenciación funcional se construye la idea de la unicidad 
del individuo, es decir el valor que se concede a la persona por el 
hecho de serlo.
También es cierto que para este autor el problema de la sociedad 
moderna se produce dentro de la paradoja que genera la existencia 
de redes cuya mera existencia es el “negocio” de la inclusión en una 
verdadera circularidad. De esta forma por ejemplo, la pobreza y la 
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marginalidad actúan como fuente de poder de las redes de interés 
que se construyen y que forman parte de la energía del sistema.
DESIGUALDAD Y PODER 
Cuando hablamos de desigualdad solemos pensar en la económica, 
en los abismos que existen y se van reproduciendo entre los que 
tienen todo y los desposeídos. Sin embargo, la desigualdad es un 
problema mucho más complejo. 
La desigualdad económica, como sostiene Clara Jusidman 
(2009), es resultado de otras desigualdades y, a su vez, es origen de 
otras más. Es un fenómeno enraizado en las estructuras sociales, 
económicas, culturales y políticas de la sociedad. Implica una muy 
mala distribución del ingreso, pero tiene origen en desigualdades, 
distintas a la económica, que han sido construidas históricamente 
en la sociedad. Entre ellas se encuentran las desigualdades étnicas 
y las de género, que tienen que ver con las estructura de poder de 
la sociedad. 
En la vida social, afortunadamente, no todo es economía, mer-
cados o política. La sociedad tiene otras dimensiones donde pre-
valece la vigencia de los valores que la cohesionan, donde cobra 
fuerza la vitalidad de la sociedad civil. Sin embargo, no podemos 
desconocer la influencia de la economía o la política.     
En efecto, existen poderes económicos o políticos que influ-
yen en ella.  Esto se analiza y documenta en los planteamientos y 
reflexiones de la CEPAL (2010, 2012, 2014). Así como en algunos 
trabajos de Fernando Cortés (2011) y uno conjunto de Isabel Gue-
rrero, Luis Felipe López-Calva y Michael Walton (2006). 
Para los propósitos de esta exposición sólo quiero destacar, 
como lo constata el caso mexicano, que la desigualdad es un fenó-
meno complejo, y que si queremos entender la persistente concen-
tración del ingreso se requieren muchas más investigaciones, espe-
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cialmente de corte empírico, para comprender por qué la política 
social no ha tenido el efecto deseado. 
Es claro que si la concentración del ingreso no se ha modificado y 
que si el número de pobres se mantiene o incluso se incrementa, sig-
nifica que la política social en México ha sido ineficaz para aminorar 
las diferencias económicas y sociales. A pesar de las transferencias 
del gobierno, el grueso de la población permanece en pobreza. Tan 
sólo entre 2000 y 2012, mientras los recursos destinados a la política 
social se multiplicaron en 2.7 veces, el número de pobres aumentó 
en cinco millones (Narro, Moctezuma y De la Fuente, 2013). Las 
políticas contra la pobreza no han tenido el efecto que se esperaba, 
en parte debido al manejo que en ocasiones se les ha dado. 
La adopción de determinadas políticas pasa necesariamente 
por las estructuras de poder, las ideologías, las correlaciones polí-
ticas y los intereses económicos. Por ello debemos reconocer que 
en la desigualdad influyen necesariamente las estructuras de poder 
ubicadas en distintos niveles de la sociedad. 
Influyen los actores políticos, las grandes corporaciones econó-
micas y los sindicatos poderosos. Influyen las estructuras monopó-
licas que impiden el libre juego de otros contrincantes, al igual que 
los poderes transnacionales, los organismos internacionales y los 
grandes fondos de inversión mundiales. Influyen los agentes que 
tienen capacidad de presionar a quienes toman las decisiones na-
cionales más trascendentes. Esto pasa en cualquier nación. Pero 
pasa más en las naciones con equilibrios políticos deficientes, es 
decir, donde la democracia es menos vigorosa.  
Desde esta perspectiva resulta ocioso preguntarse si la desigual-
dad tiene solución sólo con medidas económicas. No la tiene. Esas 
medidas son necesarias ante los niveles alarmantes de carencias 
pero no resuelven el problema de fondo. No lo resuelven porque 
en última instancia la desigualdad se crea y reproduce en las estruc-
turas sociales, las cuales tienden a autorreproducirse y se modifican 
lentamente.        
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Es necesario reconocer, entonces, que por la fuerza con que his-
tóricamente se ha instalado, la desigualdad sólo puede ser superada 
en el largo plazo modificando las condiciones estructurales que la 
han favorecido. Tengo la convicción de que, en el largo plazo, los 
igualadores sociales más efectivos son la educación y la salud. No 
hay duda que la enfermedad, el rezago educativo y el analfabetismo 
van de la mano con la pobreza, constituyen factores que tienden a 
afianzar las condiciones de marginalidad. 
La educación sigue siendo uno de los principales mecanismos 
para promover la movilidad y el ascenso social de los individuos. La 
educación y la cultura son esenciales para el avance democrático, 
para la construcción de los valores laicos, para la  cohesión, integra-
ción, ascenso y movilidad social, para el progreso económico indi-
vidual y colectivo, para mejorar y facilitar el acceso a las instancias 
de poder donde se toman las decisiones colectivas. 
La educación es una condición absolutamente necesaria aun-
que no suficiente para luchar contra la desigualdad; no es una pana-
cea, no resuelve todo, pero sin ella ni la desigualdad ni ningún otro 
problema de la sociedad tienen solución. 
La salud es otro de los mecanismos igualadores más efectivos, 
pues implica, siguiendo las definiciones clásicas, un estado de com-
pleto bienestar biológico, psíquico y social. No es simplemente la 
ausencia de enfermedad. Sin niveles adecuados de salud simple-
mente nada es posible, ni en lo personal ni en lo colectivo.
DOS DESIGUALDADES ESTRUCTURALES
Como decía, existen desigualdades que no son estrictamente eco-
nómicas, que están ligadas a las estructuras sociales y de poder. 
En México ejemplo claro de ello son las comunidades indígenas, 
que son las más pobres y que históricamente han sido discrimi-
nadas por motivos étnicos y culturales, por divergencias con su 
EL PODER Y LA DESIGUALDAD
257
visión del mundo y, por supuesto, por su falta de representación 
política. 
Existe también la desigualdad de género. La realidad es que 
la igualdad de género en nuestro país sigue siendo una asignatura 
pendiente que lastima no sólo el tejido social sino también la digni-
dad de las mujeres. Ningún país puede aspirar a ser una sociedad 
plenamente democrática mientras persistan la desigualdad, la dis-
criminación y la violencia contra las mujeres. 
Desigualdad por origen étnico
México es uno de los países de América Latina con mayor población 
indígena. Sin embargo, nuestra riqueza étnica, cultural y lingüística 
con frecuencia se convierte en motivo para la exclusión social. Por 
esto es particularmente indignante que los 125 municipios del país 
con menor índice de desarrollo humano tengan 73% de hablantes 
de lengua indígena (Narro, Moctezuma y De la Fuente, 2013). 
Los indígenas mexicanos son quienes tienen peores condicio-
nes de vida. Entre ellos son mayores los niveles de pobreza y anal-
fabetismo, son menores los niveles educativos y de ingresos mo-
netarios y peores las condiciones de trabajo, salud y vivienda. Un 
dato doloroso es que casi 9% de los niños indígenas de entre seis y 
catorce años no asiste a la escuela (Navarrete, 2008): los niños por-
que deben ayudar a sus padres en el trabajo del campo, y las niñas 
por prejuicios de género (Cruz, 2012).
Los indígenas son los pobres entre los pobres, los más afectados 
por la desigualdad y la pobreza extrema, por la falta de acceso a la 
educación y servicios de salud, por la carencia de empleos dignos y 
bien remunerados. Se requieren medidas más eficientes para que los 
indígenas de México tengan igualdad de oportunidades en el acceso a 
los derechos sociales que establece nuestra Constitución. La condición 




La desigualdad de género es otro lamentable caso. Hablar de la 
mujer en México es hablar de más de la mitad de la población 
total (50.9%), de poco más de 50% de la población en edad 
de trabajar, de prácticamente la mitad de la matrícula escolar na-
cional y del mayor número de votantes registrados en el padrón 
electoral vigente. 
Son muchos los avances en materia de igualdad de género, en el 
reconocimiento de los derechos de las mujeres y su creciente parti-
cipación en la vida social, económica, política y cultural. Su irrup-
ción masiva en el mercado de trabajo y su mayor presencia y mejor 
desempeño en el ámbito educativo son avances que no se pueden 
ignorar. No hay duda de que su empoderamiento político fortalece-
ría nuestra democracia. 
Sin embargo, no puede desconocerse que estamos muy lejos 
como sociedad de alcanzar una verdadera igualdad de género. Las 
mujeres siguen teniendo desventajas en la actividad productiva, en 
la salud, en la seguridad social, en la educación, en la pobreza que 
tanto afecta a la población mexicana, en la vida política y en la la-
mentable violencia que sigue ejerciéndose contra ellas.
Aún existen situaciones de gran atraso que afectan la incorpora-
ción plena de la mujer a la vida nacional. No es posible aceptar, por 
ejemplo, que tengan una menor remuneración salarial que la que 
reciben los hombres en los mismos empleos. No puede aceptarse la 
existencia de cifras elevadas en la mortalidad materna o en los em-
barazos de las adolescentes. Nadie puede permanecer indiferente 
frente al alarmante crecimiento de la trata y de la esclavitud sexual 
de las mujeres. No debemos cerrar los ojos cuando se sabe que la 
pobreza afecta más a las mujeres, especialmente a las indígenas y a 
las que viven en el campo. No se debe ignorar que la mujer padece 
en la actualidad situaciones de violencia y maltrato inaceptables en 
todos los ámbitos sociales, especialmente en su propio hogar. 
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Las mujeres requieren más oportunidades en todos los espa-
cios de la actividad humana. Avanzar en la igualdad de género es el 
mejor de los caminos para alcanzar un mayor bienestar en nuestra 
sociedad. Debemos ampliar los esfuerzos para acabar con las di-
ferencias de género sustentadas en prácticas sociales, tradiciones 
culturales y estereotipos que mantienen a muchas mujeres en situa-
ciones de subordinación, inequidad y exclusión. No hay duda, la 
desigualdad de género implica una desigualdad de poder.
DESIGUALDAD Y DEMOCRACIA 
Es evidente que, en cualquier nación, los grupos de poder influyen 
o buscan influir en acciones y políticas gubernamentales para favo-
recer sus intereses. Ésta es una realidad que sólo puede ser regulada 
en sociedades con democracias fuertes y consolidadas, donde los 
intereses de unos no anulan los intereses de otros.   
Cuando pensamos en la relación de la desigualdad con el po-
der en nuestro país no podemos dejar de recordar el libro La de-
mocracia en México, de Pablo González Casanova (1965). En esta 
valiosa obra nuestro ex rector desmenuzó, con un cúmulo de datos 
estadísticos, los principales factores que en los años sesenta del 
siglo pasado, caracterizaban la situación de la sociedad mexicana, 
su nivel de desarrollo socioeconómico y las estructuras formales e 
informales del poder. 
Al observar los datos actuales sobre esos temas es evidente que 
el país ha cambiado, que han mejorado los niveles de vida prome-
dio de los mexicanos. 
En las últimas seis décadas, la esperanza de vida al nacimiento 
se incrementó en 24 años, al pasar de 49.7 en 1950 a 74.7 en 2014. 
La mortalidad general se redujo a una tercera parte, y todavía ma-
yor ha sido el avance en la mortalidad infantil que disminuyó casi 
86% (Conapo, 2014). En educación, entre 1950 y 2013 se logró 
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alcanzar la cobertura universal en educación básica y el analfabe-
tismo se redujo de 42.6 a 6%. La matrícula de educación superior 
pasó de cerca de 30 000 alumnos a 3.4 millones y la cobertura en 
este nivel se incrementó de 1.3 a 33.1% de los jóvenes en la edad 
correspondiente.1 Por otra parte, nuestra economía sigue siendo 
una de las más grandes del planeta.
En materia política también hemos avanzado. Las ocho reformas 
electorales federales que se dieron entre 1977 y 2014 respondieron a 
los reclamos por la democratización. Reclamos que cobraron fuerza 
al inicio de los años ochenta del siglo pasado (Córdova, 2008). 
A pesar de todos estos logros la concentración de la riqueza no 
ha variado mucho. Nuestro gran problema de origen sigue lamen-
tablemente vigente. 
Me parece que aún es válida una de las conclusiones de Gonzá-
lez Casanova en la obra citada cuando expresa que “la democracia 
se mide por la participación del pueblo en el ingreso, la cultura y el 
poder, y todo lo demás es folclore democrático o retórica” (Gon-
zález, 1965).
Traigo a colación este planteamiento porque me parece que re-
fleja la noción de democracia que se establece en el artículo 3 de 
nuestra Constitución política, es decir no sólo como una estructura 
jurídica o un régimen político, sino como un sistema de vida fun-
dado en el mejoramiento constante del pueblo, tanto en términos 
económicos y sociales, como educativos y culturales. 
La democracia es un sistema de vida que procura que todos 
vivamos mejor, en armonía, con mejores medios para progresar en 
todos los sentidos, los materiales y los del espíritu, los personales 
y los colectivos, con igualdad de oportunidades para todos, sin ex- 
clusiones ni discriminaciones, con la vigencia plena del Estado de 
1 Para 2013 en el Informe de Gobierno 2013-2014 se reporta la cobertura por 
grupo de edad en educación superior de 18 a 22 años, y en informes de gobiernos 
anteriores se consideraba el grupo de 19 a 23 años y una tasa de cobertura estimada 
para 2012-2013 de 34.6% (www.snie.sep.gob.mx/estadisticas_educativas.html).
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derecho y con derechos sociales reales, no de letra muerta. 
La democracia es más, mucho más que un sistema electoral 
eficiente, más que una estructura de poder legítimo, más que un 
sistema político o jurídico donde se hace realidad la división de 
poderes y la distribución de responsabilidades y atribuciones. La 
democracia, por supuesto, incluye el sistema político y su estruc-
tura jurídica, pero además implica el bienestar social, económico, 
educativo y cultural de la población. La democracia es inconclusa 
donde las condiciones de desigualdad no permiten el desarrollo 
pleno de los seres humanos. Y el desarrollo humano difícilmente se 
da donde la economía se desarrolla en un sentido y la política social 
por otro. El avance democrático es insuficiente porque subsiste una 
profunda desigualdad económica que se convierte en desigualdad 
social y política. 
No puede haber un sistema democrático pleno donde prevale-
cen, sin grandes cambios, la ignorancia, el fanatismo, el atraso, la 
discriminación, la desigualdad, la pobreza, la exclusión y la mar-
ginación. No puede haber democracia plena donde la desigualdad 
económica genera estancos sociales, donde no hay condiciones pa-
rejas para la participación política, donde las distancias sociales, 
culturales o educativas crean abismos entre las personas. 
El desarrollo humano pleno sólo se alcanza en sociedades de-
mocráticas. Si nos comparamos con naciones más aventajadas o in-
cluso con naciones similares a nuestro nivel de desarrollo, resulta 
claro que es mucho lo que nos falta por avanzar. 
EL PODER DE LOS GRANDES fONDOS fINANCIEROS MUNDIALES
Cuando hablamos de estructuras de poder que influyen en la des-
igualdad y en la concentración de la riqueza, no podemos obviar el 
poder financiero internacional. Su injerencia quedó de manifiesto 
en la pasada crisis económica internacional. Es claro que el poder 
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financiero internacional puede doblegar a otros poderes e incluso 
intervenir en las condiciones de vida de millones de seres humanos. 
Ha alcanzado niveles inéditos de influencia, a tal grado que pueden 
ubicarse, en la práctica, por encima de los poderes nacionales y que 
tienen la capacidad de lesionar la soberanía de los países. 
Éste es el caso de los fondos financieros internacionales, que 
operan en el mercado abierto de capitales. El ex presidente espa-
ñol, José Luis Rodríguez Zapatero, en una conferencia dictada en 
la ENES-León nos decía que en el mundo hay unos 75 000 fondos 
de inversión y de pensiones que, en su conjunto, representan 75% 
de la riqueza mundial. 
El primer fondo de inversión del mundo es el BlackRock, cuyo 
monto duplica el PIB de México. Este fondo representaría en la ac-
tualidad más o menos la séptima economía del mundo. Es eviden-
temente un fondo financiero impresionante. 
Al carecer de regulación efectiva, los fondos financieros se 
desplazan libremente de un país a otro en cantidades tales que les 
es posible financiar o estrangular a las economías. Evidentemente 
tienen la capacidad de debilitar y poner en jaque la vigencia del 
Estado social y de los derechos sociales básicos de cualquier país, e 
influyen de manera importante en las políticas económicas y socia-
les de las naciones. 
La operación de esos fondos especulativos afecta la posibilidad 
de aplicar programas que impacten en el bienestar de la población 
por el simple hecho de que no se puede confiar en capitales que se 
mueven continuamente de un país a otro. 
Tenemos que aceptar que es irreversible la globalización de la 
información, de las tecnologías y de los mercados financieros. Ante 
estas realidades, sólo nos queda impulsar la globalización de los 
derechos. 
Entre estos destacaría la igualdad de género, el derecho a la 
educación, a la salud, a la diversidad y reconocimiento a las mi-
norías; los derechos a la transparencia de la información pública y 
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la justicia universal. Ante la inevitable globalización tenemos que 
promover los derechos de las colectividades. 
Es un gran reto intelectual y político construir una gobernanza 
global que defina qué le toca a cada nación soberana y qué al sis-
tema jurídico internacional. Me parece urgente y necesario que se 
regule a nivel mundial, que se pongan límites al poder financiero 
que hoy está muy por encima de los poderes de las naciones. 
COMENTARIOS fINALES
México es el país de la desigualdad, decía Humboldt en su Ensayo 
político sobre el Reino de la Nueva España (2000): “en ninguna parte 
existe una desigualdad más espantosa en la distribución de la for-
tuna, de la civilización”. Humboldt no hablaba sólo de las fortunas, 
hablaba también de la diferencia entre las castas gobernantes y las 
de los desposeídos. Hablaba de la desigualdad no sólo económi-
ca, sino de una social. Lamentablemente todavía nuestro país sigue 
mostrando grandes contrastes económicos y sociales.
La desigualdad tiene muchas caras, unas visibles y otras no tan-
to pero que ahí están. Sus características son variadas y complejos 
sus mecanismos de reproducción. 
La estructura de poder, por supuesto, influye en la persistencia 
de la desigualdad, tanto la del poder político y la forma en que se 
distribuye, como la del poder económico que, mientras más grande 
y desarraigado de las naciones, puede ser devastador de las políticas 
nacionales. Pero también influye el poder que se ve menos porque 
está en el tejido social, ése que permite que las mujeres tengan con-
diciones de participación desventajosas ante los hombres; ése que ha 
reproducido por siglos las desigualdades étnicas que mantienen a los 
pueblos originarios en el atraso, la marginación y la discriminación.
La desigual distribución del poder también influye en la des-
igualdad económica y social. La falta de representación política es 
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uno de los mecanismos que permiten la reproducción de la des-
igualdad. Éste es el claro ejemplo de las mujeres. Ellas, a pesar de su 
peso demográfico, de su importancia en la vida económica nacional 
y de ser mayoría incluso en el padrón electoral, ocupan apenas 34% 
de los escaños del Senado y 37% de los de la Cámara de Diputados 
(Narro, Moctezuma y Orozco, 2014).
Los mexicanos hemos experimentado largos años de crisis eco-
nómicas, críticas a los modelos de desarrollo, descontentos por los 
resultados y procesos electorales, polémicas sobre la transición a la 
democracia, búsqueda de nuevos esquemas para dar legitimidad 
al poder. Varios han sido los esfuerzos y las ideas para reactivar la 
economía nacional y varios también los intentos, fallidos por cierto, 
para aliviar los extremos de las agudas desigualdades económicas y 
sociales. 
Algo nos ha faltado. Los millones de pobres, de analfabetos, 
de jóvenes sin esperanza, de indígenas excluidos siguen esperando 
oportunidades, opciones. Nos ha faltado capacidad para construir 
un México incluyente, menos desigual, más justo, más seguro, sus-
tentable y que genere prosperidad en el largo plazo. 
Hoy, más que nunca, es necesario revisar y ajustar la política 
social en nuestro país en el marco de una nueva estrategia de cre-
cimiento económico. La prioridad, lo he reiterado en diversas oca-
siones, no puede seguir siendo mantener a ultranza los equilibrios 
macroeconómicos a costa del bienestar colectivo. No pueden ser 
más importantes las finanzas que las personas. 
La solución de los grandes problemas nacionales requiere del 
diseño de nuevas políticas públicas. Necesitamos nuevos enfoques, 
nuevas perspectivas que rompan con las inercias y los dogmas que 
nos frenan. Las mejores políticas no dependen sólo de la buena fe, 
de buenas maneras o de acuerdos entre las fuerzas políticas. 
Dependen también de la capacidad que se tenga para identi-
ficar los problemas de la sociedad y definir los caminos para re-
solverlos. Para eso se necesita el conocimiento. Los instrumentos 
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de gobierno pueden ser mejorados si se aprovechan los recursos de 
investigación que tenemos en el país.
Reafirmo mi convicción de que en la educación y la cultura está 
el secreto para ser mejores. En la educación, la ciencia y la cultura 
reside el alma de la democracia y parte de la solución a los proble-
mas seculares de la desigualdad, el abuso del poder y la exclusión.
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DEMOCRACIA Y DESIGUALDAD: NOTAS EN TORNO  
A UNA RELACIÓN DISTANTE
Rolando Cordera Campos*
DEL DIAGNÓSTICO
Entre las grandes cuestiones teóricas planteadas en y por las cien-
cias sociales en sus primeros años ya como disciplinas más o menos 
formales, así como en los debates políticos que acompañaron desde 
fines del siglo XVIII la afirmación del capitalismo, la relación entre 
democracia e igualdad o entre justicia social y régimen democrático 
ha estado presente. Junto con el desafío de la integración mundial, 
lo que hoy llamamos globalización, las tensiones entre democracia 
e igualdad han definido el papel de los Estados nacionales y al final 
una centralidad que ahora, con la crisis global, se vuelve intensa. 
Posteriormente, en el siglo XX, en un primer momento la discu-
sión se ubicó en la democracia como forma de organización desea-
ble, y después en sus precondiciones estructurales. Tras la Segunda 
Guerra, los debates fueron resueltos en favor de la democracia como 
régimen político. Luego, el fin de la Guerra Fría llevó al gran pacto 
europeo como soporte de una nueva era donde la certeza colectiva 
sobre una “paz eterna” kantiana se combinara con un futuro demo-
crático de equidad y seguridad sociales.
Sin embargo, a partir de los años setenta del siglo XX, empieza a 
ser cuestionado el orden de Bretton Woods, y el mundo inicia una 
época de drásticas oscilaciones y aperturas en la actividad econó-
mica, de competencia comercial internacional con cambio técnico 
acelerado y una vertiginosa movilidad global del capital financiero. 
* Coordinador del Programa Universitario de Estudios del Desarrollo.
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El discurso neoliberal que se abría paso anunciaba que con merca-
dos “en libertad”, serían superados tanto el dilema económico en-
tre eficiencia y equidad como el problema económico fundamental 
de asegurar la subsistencia y la reproducción de las sociedades.
No ocurrió así, y ahora tenemos que admitir que la conjunción 
de democracia con mercado global encara frontalmente el desa-
fío de la desigualdad, fenómeno que ya no sólo afecta a la parte 
subdesarrollada del mundo. Ahora es una preocupación en los 
mismos centros de poder internacional.
Es en esta circunstancia que las relaciones siempre veleidosas 
entre economía y política, Estado y mercado, y democracia y de-
sarrollo, topan con una cuestión social en extremo agravada en sus 
dimensiones básicas de distribución y protección sociales. Esto, 
en un contexto donde tras más de tres décadas de que el mun-
do presumiese haber alcanzado niveles de bienestar y estabilidad 
satisfactorios, la economía mundial encara severas tendencias al 
estancamiento. Ahora lo que priva es una carencia de empleos y di-
ficultades eminentes para crearlos y sostenerlos, lo que redunda en 
el mantenimiento y reproducción de las desigualdades económicas, 
sociales, culturales, étnicas, cuyos índices afectan la cohesión social 
y la misma gobernabilidad.
Esta “tensión” entre justicia social y régimen democrático, en-
tre la igualdad ante las urnas y la igualdad social,1 había sido seña-
lada por el Programa de las Naciones Unidas para el Desarrollo 
(PNUD, 2004), cuando advertía: “la proporción de latinoamericanas 
y latinoamericanos que estarían dispuestos a sacrificar un gobierno 
democrático en aras de un progreso real socioeconómico supera 50 
por ciento [...]”.
1 La búsqueda de equilibrios y acomodos político-sociales ha sido y es una 
tarea de hombres de Estado y dirigentes políticos que entienden que no hay eco-
nomía que pueda regularse o transformarse por fuera de las relaciones políticas 
y de poder. “La historia de la distribución de la riqueza es siempre una historia 
profundamente política”. Véase Piketty (2014). 
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Es desde estas consideraciones que superar dichas disonancias, 
amenazas y también decepciones en la democracia supone una for-
midable tarea, una toma de conciencia de la sociedad y de sus elites 
de la magnitud del desafío que la desigualdad, como fenómeno to-
tal, tiene no sólo sobre las condiciones económicas, sino que cruza 
y contamina todos los ámbitos de la vida de las sociedades. 
Dejado a su “libre transcurrir”, el capitalismo tiende a repro-
ducir sus caprichosas inclinaciones a la concentración de la riqueza 
y del ingreso. Esta “ley fundamental” del capitalismo amenaza a 
la democracia y sus capacidades de encauzamiento del conflicto y 
contención de sus excesos de injusticia social y opresión política. 
Si la política moderna renuncia a ocuparse de la desigualdad, 
para atenuarla o superarla, abandona una de sus esencias; por ello 
es que uno de los ejes de esta séptima edición de nuestro Diálogo 
por un México Social es la convocatoria a reflexionar desde la de-
mocracia, sobre y contra la desigualdad. 
AL ACUERDO
Si queremos que la relación entre democracia y desigualdad se re-
suelva en favor de la igualdad —y entendemos esto como un requi-
sito para que la política produzca gobernanza basada en la legitimi-
dad—, entonces parece claro que para mantener a la democracia 
como un sistema vigente hay que poner en el centro de nuestras 
preocupaciones nacionales a la justicia social. 
Una política en favor de la equidad, dirigida a reducir las bre-
chas sociales y la pobreza, supone una participación organizada de 
la sociedad así como la superación de las creencias y los prejuicios 
económicos que impiden dar curso a una genuina política de redis-
tribución del ingreso. 
Asimismo, se requiere recuperar y actualizar la convicción de 
que la remoción de la desigualdad es un factor estratégico para el 
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crecimiento de la economía y la constitución de nuevas visiones del 
desarrollo. Por ello es que la relación democracia-desigualdad refie-
re a una dimensión que trasciende la esfera económica y se asienta 
en el campo de lo que podríamos llamar “política de Estado”. 
Además, una política vinculada expresamente con la equidad so-
cial debe desplegarse y sustentarse en una cultura cívica y una ética 
pública. En y desde este mirador, ¿cómo combinar la democracia con 
políticas de Estado dirigidas a construir escenarios institucionales 
que propicien la equidad y avanzar hacia una sociedad igualitaria? 
¿Cuál debe ser la nueva ecuación entre sociedad, mercado y Estado? 
¿Cómo combinar pluralismo y gobernabilidad con políticas 
estatales dirigidas a encauzar escenarios institucionales que propi-
cien una sociedad igualitaria? ¿Cómo ir concretando las promesas 
igualitarias de la democracia en realidades creíbles y tangibles que 
vayan más allá de las urnas?  
Proponer la construcción de un régimen de bienestar social 
bajo un enfoque de derechos, como uno de los temas centrales de 
la agenda democrática, pero también de la agenda económica, es 
una condición para poner en sintonía la transformación productiva 
alcanzada con la equidad y abrir el paso a la “hora de la igualdad”, 
que ha propuesto la Comisión Económica para América Latina y el 
Caribe (CEPAL, 2010). 
Sin embargo, varios son los obstáculos que conspiran contra 
esta “hora de la igualdad”, entre otros lo que repetidamente ha 
apuntado el doctor Narro, la falta de capacidad o, podríamos decir, 
una especie de aceptación inercial, una obediencia a un “oscuro 
designio” que ha permitido que como comunidad, nos hayamos 
acostumbrado a vivir con y entre la desigualdad. Así, se ha evitado 
tejer los incentivos políticos necesarios para encararla y solucionar-
la por vías democráticas y representativas. Se ha tratado de una 
posposición sine die del encuentro de la sociedad consigo misma.
Lo que enfrentamos es una “cultura de la satisfacción”, término 
que acuñó el economista estadounidense John K. Galbraith para 
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describir una “forma de ser y estar en la sociedad” que, en nuestro 
caso, es toda una “mala educación” que se ha diseminado e inocula-
do a todo el cuerpo social y sus reflejos básicos. Así, la desigualdad, 
la pobreza de masas, la concentración del privilegio y ahora la vio-
lencia criminal, confluyen en la distorsión profunda de una socie-
dad plebeya que, cansada y confundida, renuncia a sus herencias y 
veredictos históricos fundamentales. 
CENTRALIDAD DE LO SOCIAL
Visibilizar y enfrentar la desigualdad requiere de una política capaz 
de elaborar y ofrecer alternativas y, también, de un Estado que re-
conoce como asunto central a la desigualdad y se compromete con 
el desarrollo y el fortalecimiento de la democracia. 
Frente al desplome de la creencia en la eficiencia y autorregula-
ción de los mercados financieros, la intervención del Estado reco-
bra legitimidad. Ahora, lo importante es una acción del Estado re-
novada, en donde la ecuación mercado-sociedad esté regida por la 
centralidad de la igualdad como principio ético normativo y como 
objetivo del cambio estructural, donde la política democrática sea 
la base.
La economía del desarrollo, dice Jaime Ros (2013), como la del 
crecimiento “nació siendo macro”. Desde esta mirada, el mismo 
crecimiento económico debe ser visto como “un proceso de cam-
bio estructural más que como una mera acumulación de factores 
combinada con cambio técnico”. Así, lo que se plantea como im-
perativo es la adopción de una política macroeconómica para el de-
sarrollo y no sólo para la estabilización financiera o de los precios; 
al poner bajo su atención variables como el crecimiento económico 
sostenido y el empleo, esta macroeconomía tendrá que resultar en 
estrategias mayores y políticas específicas, de amplio espectro, ex-
plícitamente dirigidas a promover la redistribución social.
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Cambiar los términos de esta cultura de la satisfacción, darle 
prelación a la igualdad desde la democracia supone una profun-
da reforma del Estado que debe impulsarse en, desde, a través —y 
si es necesario— frente al Estado mismo. Demostrar la centrali-
dad negativa de la desigualdad para el desarrollo democrático; ver 
y proponer la igualdad como parte consustancial de la demo-
cracia moderna es central. Ser capaces de ver la complejidad so- 
cial como desafío mayor a la gobernabilidad democrática es hoy vital. 
Lograr una mejor distribución de los ingresos, abatir la pobre-
za, construir un auténtico Estado de bienestar, conseguir que los 
derechos además de universales dejen de ser nominales son, con 
mucho, objetivos fundamentalmente políticos si es que queremos 
edificar sociedades habitables. 
Lo que es realmente indispensable para ir empatando la política 
democrática con la economía y la cuestión social es una reforma del 
Estado que lo convierta en un verdadero Estado fiscal; nos obliga 
a pensar en la necesidad de realizar una reforma profunda de corte 
redistributivo. Recuperar la trayectoria de crecimiento antes soste-
nido del que depende la generación de empleos. 
A la luz de la crisis global y de la manera como ésta se extiende 
tenemos que llevar a cabo una especie de reconversión de nuestras 
funciones básicas y poner al empleo como objetivo central y articu-
lador, del cual tendrían que emanar otros propósitos fundamenta-
les; por eso, algunos nos referimos a un nuevo curso de desarrollo y 
no sólo a una política económica y social diferente. 
De aquí la necesidad de realinear los objetivos generales del 
esfuerzo social y darle a la economía una conformación y una diná-
mica diferentes. Esta profunda reforma, este nuevo curso, implica 
más y no menos democracia. También nuevos mecanismos de arti-
culación, de participación política entre gobernantes y ciudadanos; 
formas nuevas de concertación social que vayan más allá del viejo 
tripartismo y que estén claramente articuladas por el compromiso 
general con la igualdad.
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El fortalecimiento y la buena marcha de la democracia pasa por 
la tarea de construir un contexto socioeconómico y, como hemos 
dicho, también cultural, que la sostenga. La promesa de igualdad 
que trae consigo la democracia requiere expandirse hasta que la so-
ciedad ejerza universal y plenamente sus derechos, particularmente 
los sociales.
Urge poner  por delante la igualdad y coronar a través de una 
reforma social del Estado las reformas estatales en la economía y la 
política. Una reforma para convertirlo en un Estado social creíble y 
eficiente es la condición sine qua non para aspirar a un Estado de-
mocrático y de derecho, capaz de sustentar y dar vida a una nueva 
gobernabilidad. 
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SOBRE PODER Y DESIGUALDAD
José Woldenberg*
La desigualdad es la marca de México. No hay un rasgo del país 
que lo modele con más fuerza. En todas las áreas gravita y en todas 
deja su huella. En las condiciones de vida, de salud, en la educa-
ción, la vivienda, las oportunidades de desarrollo, en el mundo la-
boral y cultural, en los circuitos de decisión económica y también 
en los políticos la desigualdad está presente y mucho y a gran es-
cala. Sobra decir que por ello no somos una comunidad integrada, 
sino un rosario de comunidades que viven con recelo y tensión sus 
relaciones.
El 22 de octubre de 2014 se cumplieron 200 años de que el 
Congreso de Anáhuac promulgó el “decreto constitucional para la 
libertad de la América mexicana”. En medio de la guerra de Inde-
pendencia, puede ser considerado como el trazo constitucional que 
fijaba la forma de gobierno que reemplazaría al orden colonial. Y 
cuando señalaba los derechos básicos de los ciudadanos establecía 
que “la felicidad del pueblo y de cada uno de los ciudadanos con-
siste en el goce de la igualdad, seguridad, propiedad y libertad. La 
íntegra conservación de estos derechos es el objeto de la institución 
de los gobiernos.”
Doscientos años desde que la aspiración de igualdad se convir-
tió en norma (cuasi) constitucional y doscientos años en que conti-
núa siendo más una aspiración que una realidad. Ello puede apre-
ciarse con claridad cuando volteamos la vista hacia la dimensión de 
la discriminación que nos envuelve. En esa dimensión se conjugan 
con claridad las desigualdades y las relaciones asimétricas de poder.




La propia contribución del Rector se detiene en dos dimensiones: 
los indígenas y las mujeres. Y en efecto.
Discriminamos porque discriminamos. Porque nos parece na-
tural, porque así lo aprendemos de nuestro entorno, porque siem-
pre encontramos un motivo, porque no soportamos las diferencias 
o porque la existencia de las mismas nos sirve para desplegar nues-
tro poder. No descubro nada. La discriminación vive con nosotros, 
como muchos otros hábitos. No es algo excéntrico, difícil de docu-
mentar o extraño. Por el contrario, impregna las relaciones sociales, 
las preside, las modela. 
Desde los chistes misóginos, las caricaturas de los homosexua-
les que con tanta eficacia explotan los “cómicos”, la “sabiduría po-
pular” enferma de racismo (“no tiene la culpa el indio…”), el grito 
del “respetable” cada vez que el portero contrario va a despejar, 
que pasan como fórmulas relajientas y humorísticas, hasta el mal-
trato a los diferentes, sea por el color de la piel, el estatus social, la 
extranjería, y súmele usted, son expresiones de un resorte más que 
aceitado: el que supone que unos son superiores a otros y por ello 
tienen el derecho de ofender, marginar o perseguir. Total, discrimi-
namos porque discriminamos.
Ciertamente hay grados. No es lo mismo un chiste que una 
agresión física, pero todo acto discriminatorio se alimenta de 
una pulsión: la supuesta supremacía convertida en desprecio. La 
prepotencia como fórmula para guardar distancias y fijar jerarquías. 
Lo que a su vez se nutre de una sociedad profundamente desigual, 
en donde los individuos se identifican quizá con los de su clase, tra-
bajo, escuela, barrio, familia, pero no con el resto a los que observan 
con distancia y resquemor. Esas desigualdades impiden la construc-
ción de un “nosotros” incluyente y fomentan una constelación de 
grupos, grupitos y grupotes segregados del resto. Vivimos envueltos 
en una red espesa de discriminaciones mutuas.
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La discriminación se ejerce de forma inercial, rutinaria. No sacu-
de, no escandaliza. La vemos como algo natural: el tipo que no deja 
entrar a un joven a un antro por su “facha”, al hombre al que se aísla 
por ser portador de VIH, los desplazados de sus comunidades por 
motivos religiosos son apenas ejemplos de la usual discriminación.
Leszek Kolakowski (2001) escribía: “nuestro universo mental 
[…] está formado de estereotipos. [Es decir] generalizaciones casi 
empíricas que surgen espontáneamente y que, una vez afirmadas 
en nuestra mente son casi imposibles de cambiar a la luz de las ex-
periencias subsiguientes.” Las mujeres son… Los indígenas son… 
Los gays son… Los judíos son… Y si a continuación lo que se le 
ocurre son una serie de adjetivos, está usted generando un estereo-
tipo (bueno o malo es otra cosa). Está convirtiendo grupos huma-
nos masivos y contradictorios, en donde seguramente se encuentra 
de todo, inteligentes y brutos, audaces y medrosos, trabajadores y 
flojos, corteses y patanes (y sígale usted), en monolitos simplifica-
dos, es decir, estereotipos. Y cuando esos estereotipos son denigra-
torios estamos frente a un problema mayor. Porque como afirmaba 
Kolakowski, “los estereotipos son indispensables para nuestra se-
guridad mental […] y tienden a perpetuarse sin que la experiencia 
los descalifique”. 
Y escribía algo más: cuando nos enfrentamos a evidencias que 
contradicen nuestros estereotipos, lo resolvemos por la vía corta de: 
“bueno, siempre hay excepciones”.
Visto así, tal vez la escuela y los medios podrían ayudar al com-
bate de los estereotipos de grandes grupos humanos que por serlo 
no pueden ser reducidos a un listado de calificativos. Insisto de 
manera necia: suele haber de todo.
No obstante, el núcleo duro de la discriminación se encuen-
tra no en la diversidad étnica, cultural, religiosa, ideológica, sexual, 
etc., per se, sino que esa se empalma con demasiada frecuencia con 
una marcada desigualdad económica y social. Y mientras ésta sea el 
caldo de cultivo en el que nos reproducimos, la diversidad (en teo-
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ría venturosa), que coincide con la desigualdad (económica/social), 
seguirá produciendo el aborrecible fenómeno de la discriminación. 
La situación de los pueblos indígenas ilustra de manera dramática 
esa realidad: la diversidad marcada por la desigualdad, empalmada 
con ella, fundida en un mismo fenómeno se traduce en discrimina-
ción, segregación, explotación.
DESIGUALDAD, fALTA DE COHESIÓN SOCIAL
Somos, para decirlo rápido y fácil muchos Méxicos. Una profunda 
fractura social marca nuestra convivencia (para llamarla de alguna 
manera). Somos una sociedad fragmentada y polarizada. Una serie 
de islas autorreferentes con escasos puentes de comunicación y es-
cindidas por una desigualdad oceánica. Mientras en 2010 10% de 
los hogares más pobres apenas recibía 1.5% del ingreso total, el 
10% más rico concentraba 37% del ingreso. Mientras la mitad más 
pobre recibía 19.3% del ingreso, la mitad “más rica” se quedaba 
con 80.7% (Cortés, 2013). Esa situación genera realidades no sólo 
distintas, sino alejadas unas de las otras. Son islotes tapiados que 
sólo ven por sus propios intereses y no pueden (o no quieren) ver 
por el conjunto. 
Extrema riqueza y extrema pobreza coexisten en el territorio 
nacional y el conjunto de grises intermedios no puede construir 
un nosotros inclusivo. Por el contrario, lo que aflora y se expresa 
son la infinidad de “nosotros” particulares, cada uno con sus inte-
reses, expectativas, reclamos y horizontes propios. Lo que la CEPAL, 
con buen ojo clínico, ha diagnosticado como un déficit de cohesión 
social. Cada quien —organización, grupo o pandilla— ve por sus 
propios intereses, porque lo que le suceda al resto no le incumbe, 
no se reconoce en los otros, no los considera dignos de atención.
Ese archipiélago no genera puentes de contacto; divide y crea 
desconfianza mutua, y sobra decir que la mano invisible del merca-
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do, tan potente para premiar y castigar, para estimular la competen-
cia y la innovación, es ciega ante las desigualdades que se generan en 
su despliegue. No hay que esperar de él ni piedad ni correcciones. 
Hace lo que hace. No es un mecanismo juicioso sino inclemente. 
Por ello, si no queremos convertir a la sociedad en un mercado se 
requieren políticas que pongan en el centro de su atención la cons-
trucción de un nosotros inclusivo y una sociedad menos polarizada. 
No sólo por razones éticas —que a muchos no conmueven—, sino 
por razones políticas es imprescindible pensar si seremos compe-
tentes para construir una convivencia digna de tal nombre. 
EL MUNDO DEL TRABAjO, LA DESIGUALDAD Y LA ASIMETRíA DE PODER
Ahora bien, la desigualdad se reproduce a sí misma y sólo será re-
vertida con operaciones políticas y económicas conscientes y dirigi-
das a cumplir con el objetivo de generar equidad. Y quizás el mayor 
obstáculo para ello es que el mundo del trabajo es un mundo débil, 
deficitariamente organizado, disperso. 
Dice en su texto el Dr. Narro, y con razón, que es evidente que 
en cualquier nación, los grupos de poder influyen o buscan influir 
en el diseño de las políticas gubernamentales; me pregunto ¿qué 
organización y qué poder emergen del mundo del trabajo?
 (Me) llama la atención que desde los medios la misma noción 
de sindicato se haya convertido en una especie de mala palabra 
—mucho han contribuido no pocas dirigencias sindicales—, mien-
tras que (creo) desde el mundo del trabajo contar con un sindicato 
verdadero es una auténtica aspiración. Veamos.
Según datos del INEGI, organizados por Jaime Ros (2012), para 
2011, 5.2% de la población económicamente activa se encontraba 
desocupada, 8.3 subocupada y 28.7 en el empleo informal; lo que 
representaba el 42.4%. Quiere decir que franjas enormes de traba-
jadores potenciales, subocupados o inmersos en la informalidad se 
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encuentran fuera de las regulaciones de la ley laboral. Para ellos no 
existen sindicatos ni contratos colectivos ni prestaciones. Viven al 
margen de las normas gremiales y sus condiciones de trabajo suelen 
ser inferiores a los mínimos que marca la ley. Para ellos, imagino, 
la aspiración fundamental sería la de ingresar al mundo laboral for-
mal.
Según Ciro Murayama, a partir de los datos de la Encuesta Na-
cional de Ocupación y Empleo, para el segundo trimestre de 2012, 
existían en México 32 millones de trabajadores subordinados, 2.3 
millones de empleadores, 11 millones de trabajadores por cuen-
ta propia, 3.1 millones de trabajadores no remunerados. Es decir, 
48.4 millones de trabajadores. De los 32 millones de subordinados 
—que tienen una relación salarial— sólo 16.7 tienen contrato escri-
to, 52%. Es probable que el universo de los trabajadores subordi-
nados sin contrato escrito se encuentre también por debajo de las 
condiciones laborales mínimas que fija la ley. Por lo cual su ambi-
ción quizá sería arribar a una situación como la que diseña la Ley 
Federal del Trabajo: contar con un salario remunerador, prestacio-
nes sociales y poder ejercer sus derechos.
¿Cuántos son entonces los trabajadores que se encuentran or-
ganizados? ¿Cuántos pertenecen a un sindicato y por ello están en 
posibilidades de negociar —teóricamente— de manera bilateral 
las condiciones de su trabajo? Javier Aguilar García (2010) nos 
proporciona información oficial. En el año 2008 de una población 
económicamente activa de 45.5 millones de personas, solamente 
4.69 millones se encontraban sindicalizados, 10.3%. De esos, 2.19 
millones se encontraban en el sector privado y 2.5 en el público. 
Se trata de una minoría que a su vez puede subdividirse: aquellos 
trabajadores que se encuentran “sindicalizados” sin ellos saberlo, 
porque pertenecen a algún tipo de organización fantasma que fir-
ma y vende contratos de protección a las empresas, y aquellos que 
realmente están afiliados a sindicatos que funcionan como tales. En 
el primer caso, se trata de una corrupción absoluta de la idea misma 
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de sindicato, de la que se benefician líderes postizos y empresarios 
inescrupulosos. Son sindicatos de papel, registrados ante las autori-
dades del trabajo, pero que difícilmente pueden considerarse como 
agrupaciones en defensa de los intereses de sus agremiados.
En ese mar de desempleados, subempleados, informales, sin 
contrato, desorganizados y sólo nominalmente sindicalizados, des-
tacan aquellos que cuentan con una organización gremial digna de 
tal nombre. Se trata quizá de los “privilegiados” del mundo del 
trabajo, de aquellos que cuentan con estabilidad en el empleo, sa-
lario quincenal amarrado, Seguro Social o ISSSTE, primas vacaciona-
les, quizá reparto de utilidades y demás prestaciones. Es la ilusión 
de quienes no cuentan con empleo o tienen uno precario, carente 
de cualquier tipo de apoyo permanente.
Y entre los realmente sindicalizados vuelve a existir una bifur-
cación. Aquellos encuadrados en organizaciones sin vida interna, 
donde la política y la ruta de la asociación la fijan en exclusiva los 
dirigentes y que jamás rinden cuentas ni de sus actos ni del dine-
ro que manejan; y aquellos que están afiliados a sindicatos donde 
existe una mínima (o máxima) participación de las bases de trabaja-
dores. En el primer caso resulta más que pertinente introducir fór-
mulas para crear o recuperar los lazos entre dirigentes y dirigidos, 
para establecer reglas de participación, para hacer que las organiza-
ciones respondan a los intereses de sus miembros.
Pero como hemos tratado de ilustrar aquí, se trata de una fran-
ja minoritaria ya no digamos de los trabajadores en general, sino 
incluso de los asalariados. Así, esa fuerza potencial se diluye y ello 
erosiona la eventual presencia de los representantes del trabajo en 
el circuito formal e informal de toma de decisiones.
Por supuesto algo muy distinto sucede en el universo empre-
sarial. Las grandes corporaciones y las cámaras patronales sí son 
capaces de hacer gravitar y sentir sus intereses y propuestas. Por-




LA PROMESA DE LA DEMOCRACIA
Sabemos que no hay democracia sin elecciones, aunque no basta 
con que existan elecciones para poder hablar de democracia. No 
obstante, vale la pena reparar en el significado de la jornada elec-
toral porque no por ser un ejercicio rutinario deja de tener una 
profunda relevancia. La jornada electoral es uno de los muy escasos 
momentos en los que cristaliza la igualdad. Ese día, hombres y mu-
jeres, ricos y pobres, del norte y del sur, trabajadores y empresarios, 
tienen un voto y solo uno. Su voluntad es una más que se suma a 
la de millones de personas que sufragan. Es un momento auténtico 
de igualdad.
Pero por supuesto, muy pocos nos conformamos con que la 
igualdad aparezca un día cada tres años y luego se esfume. Lo que 
quiero subrayar es que la promesa que porta la democracia es la de 
la expansión de la igualdad que cristaliza un día y que debe exten-
derse a los demás campos de la vida social. Porque cuando esto no 
ocurre las desigualdades también impactan al momento electoral 
y la calidad de la democracia. Creo que tenía razón el Informe del 
PNUD de 2004, cuando señalaba que el gran reto era intentar revertir 
un contexto adverso para la reproducción de la democracia, pro-
fundamente marcado por la desigualdad y la pobreza. 
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Por un México Social: contra la desigualdad fue publicado 
por el Programa Universitario de Estudios del Desarrollo. 
Diseño de portada Nayatzin Garrido. 
Formación y corrección HV Estudio. 
El cuidado de la edición estuvo a cargo de Margarita Flores. 
n octubre de 2014 se realizó la séptima edición del 
Diálogo Nacional por un México Social: contra la 
desigualdad organizado por la Facultad de Economía, el 
Programa Universitario de Estudios del Desarrollo de la 
UNAM y la Asociación de Ex alumnos de la Facultad de 
Economía. 
En esa ocasión se contó con la participación de los 
profesores Richard Wilkinson y Kate Pickett, quienes 
aseguraron que la desigualdad es un fenómeno que atenta 
contra la salud de las sociedades y de las personas mismas. 
La desigualdad es una epidemia social; es como un enemigo 
que está en y entre las sociedades corrompiendo sus 
cimientos. En cambio, en sociedades donde hay mayor 
igualdad se registran grados importantes de cohesión social.
La relevancia del diálogo sobre estos temas es la búsqueda 
de un México social, es decir, libre del hambre, de la 
indigencia y la desprotección. Es, también, referirse a un 
México que aminore la desigualdad económica, social, 
cultural y racial que hoy marca nuestra nación y que 
amenaza a la democracia y al desarrollo.
En el camino hacia un México social no hay recetas ni 
manuales.  Hacer este camino implica una revisión profunda 
de prácticas, de políticas públicas realizadas u omitidas; de 
formas de ser y hacer. Este volumen reúne un conjunto de 
artículos que  invitan al lector a construir un México social, 
contra la desigualdad y la indiferencia. Una sociedad 
democrática, plural; una que se compromete abiertamente 
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